4
CÁMARA DE DIPUTADOS

3
SESIÓN 112ª, EN JUEVES 8 DE ENERO DE 2015

REPÚBLICA DE CHILE

[image: image1.jpg]



CÁMARA DE DIPUTADOS

LEGISLATURA 362ª

Sesión 112ª, en jueves 8 de enero de 2015
(Ordinaria, de 10.40 a 13.13 horas)
Presidencia de los señores Cornejo González, don Aldo;
Carmona Soto, don Lautaro, y González Torres, don Rodrigo.
Secretario, el señor Landeros Perkič, don Miguel.

Prosecretario, el señor Rojas Gallardo, don Luis.

REDACCIÓN DE SESIONES

PUBLICACIÓN OFICIAL

ÍNDICE


I.-
ASISTENCIA


II.-
APERTURA DE LA SESIÓN


III.-
ACTAS


IV.-
CUENTA


V.-
ORDEN DEL DÍA

VI.-
PROYECTOS DE ACUERDO Y DE RESOLUCIÓN

VII.-
INCIDENTES


VIII.-
ANEXO DE SESIÓN


IX.-
DOCUMENTOS DE LA CUENTA


X.-
OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA


XI.-
PETICIONES DE OFICIO. ARTÍCULOS 9° Y 9° A 
DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL 
DEL CONGRESO NACIONAL.

ÍNDICE GENERAL

Pág.

13I. ASISTENCIA


17II. APERTURA DE LA SESIÓN


17III. ACTAS


17IV. CUENTA


17PERMISOS CONSTITUCIONALES


17INTEGRACIÓN DE COMISIÓN MIXTA


18MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE VÍCTIMAS DE ATENTADO A REVISTA CHARLIE HEBDO, EN PARÍS, FRANCIA


18V. ORDEN DEL DÍA


18EXTENSIÓN INDEFINIDA A DURACIÓN DEL ACUERDO BÁSICO DE  COOPERACIÓN CIENTÍFICA Y TECNOLÓGICA ENTRE CHILE Y ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA (Primer trámite constitucional. Boletín N° 9561-10)


34AMPLIACIÓN DE POSIBILIDAD DE INTERPOSICIÓN DE QUERELLA EN CASOS QUE SE INDICA (Primer trámite constitucional. Boletín N° 7399‐07)


39ESTABLECIMIENTO DE DEPENDENCIAS DE LA CORTE PERMANENTE DE ARBITRAJE EN CHILE (Primer trámite constitucional. Boletín N° 9559-10)


44VI. PROYECTOS DE ACUERDO Y DE RESOLUCIÓN


44INCORPORACIÓN DE FUNCIONARIOS DE LAS ADMINISTRACIONES CENTRALES DE LAS CORPORACIONES MUNICIPALES COMO BENEFICIARIOS DEL BONO DE ZONAS EXTREMAS


46PROMOCIÓN DE POLÍTICA PÚBLICA ORIENTADA A RECONOCER, PROTEGER, PRESERVAR Y PROYECTAR SITIOS DE MEMORIA QUE RECUERDEN A VÍCTIMAS DE VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS


48MODIFICACIÓN DEL SISTEMA DE REGULACIÓN TARIFARIA DEL SERVICIO DE GAS DOMICILIARIO


50VII. INCIDENTES


50REVISIÓN DE TRAZADO DE PLAN DE EXPANSIÓN CHILE


50CARDONES-POLPAICO (Oficio)


51INCLUSIÓN DEL AJEDREZ EN JUEGOS DE LA ARAUCANÍA 2015 (Oficios)


52INFORMACIÓN SOBRE LEGITIMIDAD DE INFORME RELACIONADO CON EMISIONES CONTAMINANTES DE CALEFACTOR A LEÑA SCANTEK 380 (Oficios)


53CREACIÓN DE OFICINA DEL SERVICIO MÉDICO LEGAL EN COMUNA DE SAN CARLOS (Oficio)


54MEJORAMIENTO DE FISCALIZACIÓN DE VERTEDEROS ILEGALES (Oficio)


Pág.

54INSTALACIÓN DE CAJERO AUTOMÁTICO MÓVIL EN COMUNA DE QUILLÓN (Oficios)


55INFORMACIÓN SOBRE DESPERFECTOS EN PLANTA DE TRATAMIENTO DE AGUAS SERVIDAS Y ALCANTARILLADO DE LOCALIDAD DE NIEBLA, COMUNA DE VALDIVIA (Oficios)


57VIII. ANEXO DE SESIÓN


57COMISIÓN ESPECIAL DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN Y DE ANTECEDENTES


57REMISIÓN DE GUÍA METODOLÓGICA PARA LA EVALUACIÓN DE RIESGOS AMBIENTALES DE VEGETALES GENÉTICAMENTE MODIFICADOS (Oficios)


57REITERACIÓN DE DIVERSOS OFICIOS NO RESPONDIDOS POR DISTINTAS AUTORIDADES (Oficios)


60IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA


601. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 7011-07)


602. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 9772-21)


603. Oficio del Senado. (boletín N° 8805-07)


614. Oficio del Senado. (boletín N° 9791-05)


615. Oficio del Senado. (boletín N° 9484-15)


626. Oficio del Senado. (boletín N° 3.880-14)


637. Informe de la Comisión Especial Investigadora del conflicto entre accionistas de la empresa Soquimich, con ocasión de determinadas operaciones bursátiles, y el rol que habrían tenido en dicha materia autoridades del gobierno anterior.


1538. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores García, Andrade, Farías, Kort, Paulsen, Saffirio, Venegas y Verdugo, y de las diputadas señoras Cicardini y Núñez, doña Paulina, que “Modifica el Código Penal para sancionar la coordinación delictual orientada a marcar a las víctimas de robo con intimidación”. (boletín N° 9841-07).


1549. Proyecto iniciado en moción de las diputadas señoras Sepúlveda y Girardi, y de los diputados señores Arriagada, Mirosevic y Torres, que “Modifica la ley 
N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, con el objeto de asegurar un porcentaje de adjudicación en beneficio de las micro, pequeñas y medianas empresas “. (boletín N° 9842-03).


15510. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Farcas, Arriagada, Campos, Farías, Insunza, Letelier, Núñez, don Marco Antonio; Robles y Silber, y de la diputada señora Carvajal, que “Modifica la ley N° 19.712, del Deporte, disponiendo la incorporación de las organizaciones comunitarias deportivas, en el registro que indica del Instituto Nacional de Deportes”. (boletín N° 9843-29).


15711. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Farcas, Campos, Ceroni, Letelie, Núñez, don Marco Antonio; Ojeda, Silber y Urízar, y de las diputadas señoras Carvajal y Núñez, doña Paulina, que “Modifica el Código del Trabajo, sancionando el no pago oportuno del finiquito de contrato de trabajo”. (boletín N° 9844-13)



X. OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA.


1.
Notas:


-
Del diputado señor Trisotti, quien, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 60 de la Constitución Política de la República y 34 del Reglamento de la Corporación, solicita autorización para ausentarse del país por un plazo superior a treinta días a contar del 23 de enero de 2015, para dirigirse a Estados Unidos. 


-
Nota de la diputada señora Pacheco, quien, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 60 de la Constitución Política de la República y 34 del Reglamento de la Corporación, solicita autorización para ausentarse del país por un plazo superior a treinta días a contar del 22 de enero de 2015, para dirigirse a Bruselas, Bélgica. 


-
Del diputado señor Lorenzini, quien, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 60 de la Constitución Política de la República y 34 del Reglamento de la Corporación, solicita autorización para ausentarse del país por un plazo superior a treinta días a contar del 25 de enero de 2015, para dirigirse a Europa.


-
Del diputado señor Barros, por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días a contar del 10 de enero de 2015, para dirigirse a Quito.


2.
Comunicaciones:


-
Del diputado señor Castro por la cual informa que ha retirado su patrocinio al proyecto que “Modifica la ley N° 19.733, sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo, con el objeto de consagrar expresamente a los diarios electrónicos, como medios de comunicación social”. Boletín N° 9460-19. 


-
Del diputado señor Castro por la cual informa que ha retirado su patrocinio al proyecto que “Modifica la ley N° 19.733, sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo, para exigir a los diarios electrónicos el cumplimiento de las exigencias establecidas para los medios de comunicación social”. Boletín 
N° 9461-19. 


-
Del diputado señor Morano por la cual justifica su inasistencia a la sesión de hoy, 8 de enero, por actividades propias de la labor parlamentaria. 


-
Del diputado señor Álvarez-Salamanca por la cual justifica su inasistencia a la sesión de hoy, 8 de enero, por actividades propias de la labor parlamentaria. 


-
Del diputado señor Gutiérrez, don Hugo, por la cual justifica su inasistencia a la sesión de hoy, 8 de enero, por actividades propias de la labor parlamentaria. 


-
Del diputado señor Lorenzini por la cual justifica su inasistencia a la sesión de hoy, 8 de enero, por actividades propias de la labor parlamentaria. 


-
Del diputado señor Kast, don Felipe, por la cual justifica su inasistencia a la sesión de hoy, 8 de enero, por actividades propias de la labor parlamentaria. 


-
Del diputado señor Silva por la cual justifica su inasistencia a la sesión de hoy, 8 de enero, por impedimento grave. 


-
De la diputada señora Provoste por la cual justifica su inasistencia a la sesión de hoy, 8 de enero, por actividades propias de la labor parlamentaria. 


-
Del diputado señor Monckeberg, don Nicolás, por la cual justifica su inasistencia a la sesión de hoy, 8 de enero, por actividades propias de la actividad parlamentaria. 


3.
Licencia médica


-
Otorgada al diputado señor Monsalve por la cual acredita que debió permanecer en reposo por un plazo de dos días, a contar del 6 de enero de 2015. 


4.
Oficios:


-
De la Presidencia de la Cámara de Diputados por el cual comunica que el diputado señor Espinoza, don Fidel, participará en el Foro Parlamentario Asia Pacífico, que se realizará en Quito, Ecuador, entre el 10 y el 15 de enero de 2015, en virtud del Acuerdo Marco de Participación en Instancias Internacionales (549). 


-
De la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento por el cual comunica que los diputados señores Coloma y Meza participarán en el XXII 
Período Extraordinario de Sesiones del Parlamento Andino, que se realizará los días 26 y 27 de febrero de 2015, en Bogotá, Colombia, en virtud del Acuerdo Marco de Participación en Instancias Internacionales (546).


-
De la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento por el cual comunica que la diputada señora Pascal y los diputados señores García, León y Urrutia, don Ignacio, integrarán la delegación que concurrirá a la 132ª Asamblea de la Unión Interparlamentaria (UIP), que se celebrará en Hanói, Vietnam, entre el 27 de marzo y el 1 de abril de 2015, en virtud del Acuerdo Marco de Participación Internacional (547). 



Respuestas a Oficios 



Contraloría General de la República

-
Diputada Turres doña Marisol, Solicita informe sobre las materias expuestas en la intervención adjunta, en relación con el requerimiento de auditoría solicitado al órgano contralor a su cargo mediante oficio N°4029 del 14 de septiembre de 2012, respecto de los recursos públicos transferidos a la fundación Chinquihue de la Región de Los Lagos. (101138 al 12420).


-
Diputado Silber, Informe sobre la posibilidad de fiscalizar la licitación ID 2110-13-B212, denominada “Servicios Médicos de Anestesistas”, adjudicada con fecha 24 de febrero de 2012 a la empresa “Amara Paola Rojas Salinas - Servicios Médicos E.I.R.L.”, y posteriormente, mediante resolución exenta N° 0950, de fecha 12 de abril de 2012, suscrita por convenio entre el Hospital de Melipilla y la Empresa “Sociedad Layner Medical S.P.S. Limitada”. (101589 al 13991).


-
Diputado Urízar, Legalidad de de la resolución N° 2250/2005 de la Dirección Nacional de Aduanas que exige que los Agentes de Aduana deben entregar al original del conocimiento de embarque a sus emisores. (99716 al 1426).



Ministerio de Interior


-
Diputado Urízar, Hacerse cargo de los problemas que ocasionó a los trabajadores independientes recolectores de jaibas y algas de Quintero el derrame de petróleo ocurrido el 24 de septiembre pasado en la bahía de esa localidad y, consecuentemente, prestarles la ayuda y apoyo necesarios. (13 al 611).


-
Diputada Nogueira doña Claudia, Diputado Coloma, Instalación de dispensadores automáticos de dinero en cuarteles policiales de nuestro país, por parte del Banco del Estado de Chile. (23802 al 6178).


-
Diputado Espinosa don Marcos, Disponga revisar la recepción de la solicitud envida el 21 de septiembre del presente año, por la señora Zulema Saavedra, y que dice relación con el otorgamiento de una posesión efectiva, por parte del Servicio Nacional del Registro Civil e Identificación, en los términos que se indican en la solicitud adjunta. (2719 al 628).



Ministerio de Economía, Fomento y Turismo

-
Diputado Espejo, Tenga a bien adoptar las medidas necesarias para asegurar que las cuotas aún no entregadas del bono de mitigación para pescadores artesanales de la Región del Libertador Bernardo O´Higgins, afectados por las restricciones vigentes a la extracción del recurso de Merluza e informe a esta Cámara oportunamente respecto de las medidas adoptadas. (09al 5816).


-
Proyecto de Resolución 113, “Solicita política de apoyo a las micro y pequeñas empresas de las zonas aisladas del país”. 161.


-
Diputado Santana, informe a esta Cámara respecto de la asignación y ejecución de recursos destinados al apoyo de actividades de la pesca artesanal en la Región de Los Lagos para el año 2014. (2027 al 6193).


-
Diputada Turres doña Marisol, Informar a esta Corporación acerca de los traspasos de fondos públicos realizados a las personas naturales y jurídicas referidas en la ley N° 19.862, entre el 11 de marzo y el 5 de mayo del presente año (2704 al 888).


-
Diputado Pérez don José, Posibilidad de modificar la ley N° 20.732, a fin de rebajar el impuesto territorial a las propiedades rurales de los adultos mayores económicamente vulnerables. (2708 al 2923).


-
Diputada Hoffmann doña María José, Formación de la Junta de Vigilancia para la tercera sección del río Maipo, desde la desembocadura del río Mapocho hasta el mar en la Región de Valparaíso, precisando los motivos que llevaron a modificar el contrato con la consultora Vergara y Cia., la disposición de la Comisión Nacional de Riego para hacerse parte en la causa Rol V-7-2014 del Primer Juzgado Civil de Talagante, los requisitos para conformar la Junta de Vigilancia en el tramo señalado y la posición de la Dirección General de Aguas al respecto. (2709 al 1263).


-
Diputado Kast, Funcionarios y asesores que conforman el gabinete ministerial y de la Subsecretaría de su ministerio desde el 11 de marzo de 2014 hasta la fecha, con su respectivo detalle de remuneraciones. (2811 al 6090).



Ministerio de Educación

-
Diputado Kort, Posibilidad de instalar una señal de Pare zona de escolares, una baranda de seguridad y, además, se pinte el paso cebra, en las cercanías del colegio Niño Jesús de Praga, en la Población Centenario, comuna de Rancagua. (1641 al 5459).



Ministerio de Justicia

-
Diputado Ward, Diputada Hoffmann doña María José, Diputado Urrutia don Osvaldo, Disponer en la próxima ley de Presupuestos correspondiente al año 2015, recursos económicos mínimos para el normal funcionamiento del Centro de la Familia (11613 al 454).


-
Diputado Ward, Diputada Hoffmann doña María José, Diputado Urrutia don Osvaldo, Disponer en la próxima ley de Presupuestos correspondiente al año 2015, recursos económicos mínimos para el normal funcionamiento del Centro de la Familia (11613 al 456).


-
Diputado Fuenzalida, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con el sistema de guardadores y la reglamentación actual en nuestro país. (3190 al 6136).



Ministerio de Defensa Nacional

-
Diputado Rocafull, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con el número de inmigrantes que ingresan a nuestro país desde el año 2013 a la fecha. (18039 al 5293).



Ministerio de Obras Públicas

-
Diputado Chahin, Posibilidad de desarrollar un proyecto de seguridad vial frente a la escuela Palihue Pillán de la comuna de Melipeuco. (008 al 4801).


-
Diputado Chahin, Si lo tiene a bien, disponga ordenar la instalación de señalizaciones preventivas en el camino que une a las comunas de Galvarino con Piedra, en la Región de La Araucanía, específicamente frente al establecimiento educacional Escuela La Piedra, ubicada en el sector Ranquilco Grande, en los términos que se indican en la petición adjunta. (07 al 452).


-
Diputado Soto, informe detalladamente a esta Cámara sobre el estado de avance de la construcción de la Subcomisaria Centro de Carabineros, en la comuna de San Bernardo. (1080 al 6225).



Ministerio de Trabajo y Previsión Social

-
Diputado Tarud, Reitera oficio N° 2.255 de esta Corporación, de fecha 8 de julio de 2014; y, en definitiva informe respecto del estado de tramitación de la solicitud de pensión no contributiva presentada, con fecha 11 de julio de 2011, por el señor Juan Manuel Letelier Aravena y si reúne todos los requisitos para acceder a los beneficios de la ley N° 19.234. (28596 al 5746).


-
Diputado Schilling, Solicitud de la organización de pensionados de Astilleros y Maestranzas de la Armada, Asmar, para la restitución de los fondos aportados que no fueron utilizados al momento del pago de sus desahucios. (586 al 1361).



Ministerio de Salud

-
Diputado Gahona, Número de demandas por negligencias médicas notificadas al Hospital de la Serena, en los últimos tres años, indicando el estado en el que se encuentran y el resultado de los juicios. Asimismo, indique el monto pagado por concepto de indemnizaciones, en el mismo período antes indicado. (001 al 5455).


-
Diputado Gahona, Informar detalladamente sobre la situación generada por el déficit de anestesistas durante las últimas semanas en el hospital de La Serena, y respecto de las medidas adoptadas para resolver el problema. (002 al 5537).


-
Diputado Pérez don Leopoldo, Nombre completo del o de los funcionarios que, bajo la denominación de Jefe de Gabinete, se desempeñan bajo su dependencia y autoridad, señalando su profesión, rol único tributario y remuneración; su forma de contratación y el hecho de participar como Consejero o Director en empresas públicas o en un órgano colegiado; y, las funciones concretas que desempeña. (2002 al 2515).


-
Diputado Rocafull, Informar sobre los montos que adeudan las Isapres al servicio de salud bajo su dirección, señalando en detalle los deudores y la naturaleza de los créditos, y si éstos se encuentran o no vencidos; y, asimismo, respecto de las acciones administrativas y judiciales que ha adoptado o adoptará para el cobro de los montos adeudados, y las fechas en que se presentaron o presentarán dichas acciones. (5142 al 6014).



Ministerio de Vivienda y Urbanismo

-
Diputado Urrutia don Osvaldo, Informar, primero, la cantidad de loteos irregulares que todavía existen en cada una de las comunas de su región, en seguida, respecto del programa de saneamiento que respecto de esos terrenos propone el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo y, finalmente, la cantidad de loteos que en cada comuna de esa región se han saneado por aplicación de las leyes Nos. 20.234 y 20.562. (1053 al 4893).


-
Diputado Godoy, Informar sobre el cumplimiento por parte del proyecto Mall Barón de la escala de equipamiento autorizada y acerca de la situación de caducidad de las vías contemplada en el plan regulador comunal en el sector Barón y, además, emita un pronunciamiento respecto de la situación del permiso de edificación otorgado al centro comercial antes mencionado. (3561al 5201).


-
Diputado Urrutia don Osvaldo, Reiterar el oficio de esta Corporación N° 5964, de 26 de noviembre de 2014 y, en definitiva, informe sobre los programas de trabajo que consignan los recursos que se asignarán para dar solución definitiva a los campamentos de Viña del Mar, referidos en la intervención adjunta; además, respecto de los proyectos que se ejecutarán para realizar obras de urbanización en los señalados campamentos; y, por último, la forma y fecha en que se prevé una solución definitiva en la materia. (429 al 6334).



Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones

-
Diputado Robles, Razones de las deficiencias del servicio que presta Emelat, Empresa Eléctrica de Atacama S.A., en la localidad de El Tránsito de la comuna de Alto del Carmen. (14085al 5344).


-
Diputado Monckeberg don Cristián, Frecuencias y servicios del recorrido 426 del Transantiago. (9035 al 3823).


-
Diputado Monckeberg don Cristián, Frecuencias y servicios de las líneas de transporte 06, 503 y C03. (9036 al 4574).


-
Diputado Espinosa don Marcos, Construcción de la nueva planta de revisión técnica de vehículos motorizados en la ciudad de Tocopilla. (9044 al 5477).


-
Diputado Mirosevic, Disponga fiscalizar el servicio interurbano de transporte de pasajeros en la Región de Arica y Parinacota, estableciendo un marco de condiciones para que no se produzcan interrupciones en sus frecuencias, en los términos que se indican en la solicitud adjunta. (9072 al 519).


-
Diputado Sandoval, Plan de inversiones contemplado a desarrollar en la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, desagregado por comunas, incluyendo los programas e iniciativas a ejecutar. Asimismo, precise la inversión a implementar, su prioridad, incluyendo un cuadro comparativo respecto a lo desarrollado en la administración anterior, en los términos que se indican en la solicitud adjunta. (9073 al 5234).


-
Diputada Molina doña Andrea, factibilidad técnica de implementar el servicio de internet en el sector de Mantagua, comuna de Quintero y, en el caso de que no se encuentre habilitado, informe el conducto que se debe seguir para conseguirlo. (9074 al 5253).


-
Diputado Coloma, Informar sobre la cantidad mínima de antenas de telefonía móvil requerida en las provincias de Melipilla y Talagante para dar una adecuada cobertura de señal de telefonía especialmente en las comunas de San Pedro y Alhué, y en los sectores de Pomaire en Melipilla, de Naltahua en Isla de Maipo, de Mallarauco en Melipilla, de la Manresa en Talagante y de Gacitúa en Isla de Maipo. (9075 al 5197).



Ministerio Secretaría General de la Presidencia

-
Diputado Coloma, informe a esta Cámara acerca de la legalidad del uso del Palacio Municipal Falabella ubicado en la comuna de Providencia, el día viernes 28 de junio del presente año, en el contexto de una fiesta de matrimonio de un familiar de la señora alcaldesa Josefa Errázuriz, según consta en crónicas periodísticas. (101992 al 6393).


-
Diputado Jackson, Informe a esta Cámara sobre el estado en que se encuentra la investigación realizada por la Contraloría, solicitada por la señora Norma Pérez Cornejo por la denegación de los beneficios sociales que le corresponden al menor Roberto Arriagada Pérez por ser hijo del funcionario Roberto Arriagada. (99507 al 4841).



Ministerio de Desarrollo Social

-
Diputado Robles, Posibilidad de disponer la instrucción de un sumario administrativo en la Secretaría Regional Ministerial de Atacama con el propósito de investigar las denuncias de malos tratos laborales proferidos por la señora Jefa del Departamento de Estudios contra funcionarios de dicha repartición, que constan en los documentos que se acompañan. (5881 al 5059).



Ministerio Medio Ambiente

-
Diputado Rocafull, Alto índice de contaminación del fondo marino de la playa La Lisera, de la comuna de Arica (001 al 6257).



Ministerio de Cultura y de Las Artes

-
Diputado Kort, Presentación de la Orquesta de Cámara de chile, el día 28 de octubre del presente año, en la Parroquia Espíritu Santo, ubicado en la comuna de Rancagua. (003 al 6061).


-
Diputado Ward, Informar respecto de las asignaciones económicas entregadas al ministro, subsecretario, jefes de servicio, secretarios regionales ministeriales, asesores y a cualquiera otra persona vinculada, bajo cualquiera modalidad, al Ministerio a su cargo, desde el 11 de marzo de 2014 a la fecha, por los conceptos que se detallan en la solicitud adjunta. (1692 al 3525).


-
Diputado Ward, Asignaciones económicas entregadas a ese Ministerio, al Subsecretario, Jefe de Servicio, Secretario Regional Ministerial, Asesores y, cualquier persona vinculada bajo cualquier modalidad a ese Ministerio, desde el 11 de marzo del presente año, en los términos que se indican en la solicitud adjunta. (1692al 5368).



Intendencias

-
Diputado Campos, Estado de avance del proyecto de pavimentación de la Avenida La Concepción, entre las calles 2 y 5 Poniente del sector de Medio Camino, en la comuna de Talcahuano. (12625 al 4745).


-
Diputado Chávez, Presunta negligencia médica en que se habría incurrido en el hospital de Coronel que habría ocasionado la muerte del señor José Segundo García Arriagada, ocurrida el pasado 20 de marzo, disponiendo una investigación. (3813 al 5339).


-
Diputado Rathgeb, Reitera Oficio N° 3.048. (6370 al 5606).


-
Diputado Rathgeb, Personal bajo su dependencia beneficiado con la asignación por desempeño de funciones críticas, en conformidad con lo establecido en el artículo 73 de la ley N° 19.882, con las especificaciones que señala en la solicitud que se acompaña. (6397 al 3048).



Servicios

-
Diputado Gahona, Informe a esta Cámara sobre los plazos de ejecución y fecha de entrega respecto del proyecto de mantención del camino principal entre Andacollito y la Campana. (03 al 6124).


-
Diputado Mirosevic, Información relacionada con el personal y estructura orgánica del Servicio Nacional de Aduanas. (15426 al 5764).


-
Diputado Santana, Remitir un pronunciamiento respecto de la solicitud de la Asociación Nacional de Funcionarios Penitenciarios, provincial Chiloé y, además, informar sobre el destino de la dotación comprometida para el año 2015, en razón de la aplicación de la ley N° 20.426, que moderniza Gendarmería de Chile incrementando su personal y readecuando las normas de su carrera funcionaria, y respecto de la reposición de 41 vehículos de ese servicio en base al proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público correspondiente al año 2015. (2160 al 5335).



Varios

-
Diputada Molina doña Andrea, Diputado Ulloa, informe a esta Cámara respecto del número de personas desaparecidas y de denuncias por presunta desgracia registradas en la Región de Valparaíso y en la Región del Biobío. (13 al 5950).


-
Diputado Ward, informe a esta Cámara sobre las herramientas de orden tecnológico con que cuenta Carabineros de Chile, a objeto de proceder a la búsqueda de personas desaparecidas y, además, el grado de capacitación del personal destinado a la ejecución de dicha labor. (14 al 6145).



Municipalidades

-
Diputada Núñez doña Paulina, Existencia de alguna ordenanza municipal que regule el expendio de alcoholes en esa comuna, y de ser así, remita una copia de ella. (2228 al 5927).


-
Diputado De Mussy, Informar sobre los contratos y condiciones laborales de los trabajadores de aseo y ornato de la municipalidad, en especial si se encuentran a honorarios, contrata, planta, o bajo subcontratación y, además, si cuentan con los seguros sociales y si están asociados a mutuales de seguridad. (2708 al 6161).


-
Diputado Mirosevic, Estado de tramitación de la construcción de los Centros Comunitarios de Salud Familiar, en la comuna de Arica. (3931 al 5358).


XI.
PETICIONES DE OFICIO. ARTÍCULOS 9° Y 9° A DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL.

-
Diputado Rathgeb, Informe a esta Cámara sobre el estado y la calidad de los accesos que hoy existen, desde las comunas de Purén y Los Sauces hacia el Parque Nacional Nahuelbuta. (6468de 02/01/2015). A Ministerio de Agricultura.


-
Diputado Rathgeb, informe a esta Cámara sobre la existencia de algún programa de instalación de Dispositivos Individual de Identificación Oficial (DIIO), a nivel nacional y cuál es la cobertura que estos tendrían en las regiones. (6472 de 02/01/2015). A servicios.


-
Diputado Rathgeb, Informe a esta Cámara sobre el estado de avance del proyecto de corredor Bioceánico Chileno- Argentino, indicando la ruta principal y alternativa y las ciudades por las que pasará (6482 de 06/01/2015). A Ministerio de Interior.


I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (106)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Aguiló Melo, Sergio
IND
VII
37

Álvarez Vera, Jenny
PS
X
58

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Arriagada Macaya, Claudio
DC
RM
25

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bellolio Avaria, Jaime
UDI
RM
30

Berger Fett, Bernardo
RN
XIV
53

Boric Font, Gabriel
IND
XII
60

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cariola Oliva, Karol
PC
RM
19

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Carvajal Ambiado, Loreto
PPD
VIII
42

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Chahin Valenzuela, Fuad
DC
IX
49

Chávez Velásquez, Marcelo
DC
VIII
45

Cicardini Milla, Daniella
IND
III
5

Coloma Álamos, Juan Antonio
UDI
RM
31

Cornejo González, Aldo
DC
V
13

De Mussy Hiriart, Felipe
UDI
X
56

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Espejo Yaksic, Sergio
DC
VI
35

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Farcas Guendelman, Daniel
PPD
RM
17

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
25

Fernández Allende, Maya
PS
RM
21

Flores García, Iván
DC
XIV
53

Fuentes Castillo, Iván
IND
XI
59

Fuenzalida Figueroa, Gonzalo
RN
XIV
54

Gahona Salazar, Sergio
UDI
IV
7

García García, René Manuel
RN
IX
52

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hernando Pérez, Marcela
PRSD
II
4

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Insunza Gregorio de las Heras, Jorge
PPD
IV
9

Jackson Drago, Giorgio
IND
RM
22

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
24

Kort Garriga, Issa
UDI
VI
32

Lavín León, Joaquín
UDI
RM
20

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
DC
VII
36

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VI
33

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Melo Contreras, Daniel
PS
RM
27

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Mirosevic Verdugo, Vlado
Liberal de Chile
XV
1

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Morales Muñoz, Celso
UDI
VII
36

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Arancibia, Daniel
PC
IV
8

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Núñez Urrutia, Paulina
RN
II
4

Ojeda Uribe, Sergio
DC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
DC
VIII
44

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Paulsen Kehr, Diego
RN
IX
49

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Pilowsky Greene, Jaime
DC
RM
24

Poblete Zapata, Roberto
IND.
VIII
47

Provoste Campillay, Yasna
DC
III
6

Rathgeb Schifferli, Jorge
RN
IX
48

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rocafull López, Luis
PS
XV
1

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
DC
VIII
42

Saffirio Espinoza, René
DC
IX
50

Saldívar Auger, Raúl
PS
IV
7

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silber Romo, Gabriel
DC
RM
16

Soto Ferrada, Leonardo
PS
RM
30

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
DC
V
15

Trisotti Martínez, Renzo
UDI
I
2

Tuma Zedán, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urízar Muñoz, Christian
PS
V
10

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Urrutia Soto, Osvaldo
UDI
V
14

Vallejo Dowling, Camila
PC
RM
26

Vallespín López, Patricio
DC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Venegas Cárdenas, Mario
DC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Walker Prieto, Matías
DC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

-No estuvo presente por encontrarse con impedimento grave, el diputado señor Ernesto Silva Méndez.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.40 horas.

El señor CORNEJO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor CORNEJO (Presidente).- El acta de la sesión 104ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 105ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor CORNEJO (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ROJAS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

PERMISOS CONSTITUCIONALES

El señor CORNEJO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición formulada por la diputada señora Clemira Pacheco y por los diputados señores Renzo Trisotti y Pablo Lorenzini, quienes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 60 de la Constitución Política de la República y 34 del Reglamento de la Corporación, solicitan autorización para ausentarse del país por un plazo superior a treinta días, a contar del 22 de enero de 2015, para dirigirse a Bruselas, Bélgica; del 23 de enero de 2015, para dirigirse a Estados Unidos de América, y del 25 de enero de 2015, para dirigirse a Europa, respectivamente.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

INTEGRACIÓN DE COMISIÓN MIXTA

El señor CORNEJO (Presidente).- Si le parece a la Sala, la Comisión Mixta encargada de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional durante la tramitación del proyecto de reforma constitucional que otorga reconocimiento constitucional al principio de transparencia y al derecho de acceso a la información pública (Boletín 
N° 8805-07), estará integrada por los diputados señores Juan Antonio Coloma, Ricardo Rincón, Cristián Monckeberg, Leonardo Soto y Guillermo Ceroni.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE VÍCTIMAS DE ATENTADO A REVISTA CHARLIE HEBDO, EN PARÍS, FRANCIA

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Matías Walker.

El señor WALKER.- Señor Presidente, solicito rendir un minuto de silencio en memoria de las víctimas del ataque perpetrado ayer en París a la sede de la revista Charlie Hebdo, que dejó doce personas fallecidas, en su mayoría vinculadas a ese medio de comunicación.

Asimismo, pido enviar un oficio en nombre de la Cámara de Diputados al embajador de Francia en nuestro país, expresándole nuestras condolencias.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Así se hará, señor diputado.

Invito a todos a ponerse de pie para guardar un minuto de silencio en memoria de las víctimas del atentado perpetrado ayer en París.

-Las señoras diputadas, los señores diputados, funcionarios y asistentes a las tribunas guardan, de pie, un minuto de silencio.

El señor CORNEJO (Presidente).- Muchas gracias.

V. ORDEN DEL DÍA

EXTENSIÓN INDEFINIDA A DURACIÓN DEL ACUERDO BÁSICO DE
 COOPERACIÓN CIENTÍFICA Y TECNOLÓGICA ENTRE CHILE Y ESTADOS
UNIDOS DE AMÉRICA (Primer trámite constitucional. Boletín N° 9561-10)

El señor CORNEJO (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de acuerdo que aprueba el acuerdo por el cual se extiende indefinidamente la duración del Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América, de 14 de mayo de 1992, suscrito entre las mismas partes por cambio de notas de fechas 15 y 29 de junio de 2011.

Diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana es el señor Cristián Campos. 

Antecedentes:

-Mensaje, sesión 67ª de presente legislatura, en 10 de septiembre de 2014. Documentos de la Cuenta N° 1. 

-Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, sesión 73ª de la presente legislatura, en 30 de septiembre de 2014. Documentos de la Cuenta N° 14.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Carlos Abel Jarpa, quien va a rendir el informe.

El señor JARPA (de pie).- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, me corresponde informar, en reemplazo del diputado Cristián Campos, sobre el proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo por el cual se extiende indefinidamente la duración del Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América de 14 de mayo de 1992”, suscrito por cambio de notas, de fechas 15 y 29 de junio de 2011, el que se encuentra sometido a la consideración de la Cámara en primer trámite constitucional, sin urgencia, y de conformidad con lo establecido en los artículos 32, N° 15, y 54, N° 1, de la Constitución Política de la República.

Según lo señala el mensaje, el acuerdo que se somete a la consideración de esta Sala fue suscrito por el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América el 14 de mayo de 1992 y publicado en el Diario Oficial de 16 de abril de 1994, y tuvo por objeto fundamental establecer un marco jurídico básico para fomentar la cooperación científica y el desarrollo tecnológico, con fines pacíficos, entre ambos países.

Dicha cooperación incluyó el intercambio de información científica y técnica, de científicos, técnicos y expertos; la realización de seminarios y reuniones conjuntas, de proyectos de investigación en ciencias básicas y aplicadas, y cualesquiera otras formas de cooperación que en dichos campos se acuerde entre las partes.

Igualmente, añade, se facultó a las partes para celebrar acuerdos complementarios, con el fin de dar cumplimiento a sus objetivos. Con el propósito de promover, coordinar y evaluar su aplicación, contempló la creación de una comisión mixta, integrada por representantes de ambos países, que se reunió cada dos años, alternadamente, en Chile y Estados Unidos de América.

Además, dispuso que las actividades de cooperación se realizaran de conformidad con las leyes aplicables en ambos países, y su cumplimiento quedó sujeto a las disponibilidades de fondos, pudiendo también financiarse mediante acuerdos complementarios.

Asimismo, en virtud de este acuerdo las partes adquirieron diversos compromisos con miras a la ejecución de los proyectos y programas en el marco del acuerdo, entre ellos, los siguientes:

1.- Facilitar la entrada y salida de su territorio del personal y equipos del otro país que se utilicen en dichos proyectos y programas;

2.- Permitir que todos los participantes en actividades de cooperación ya aprobadas tuvieran acceso a instalaciones y personal dentro de sus respectivos países, siempre que se estime necesario para llevar a cabo esas actividades, y

3.- Proporcionar un acceso equivalente a los principales programas e instalaciones auspiciados por el gobierno o apoyados por este para los investigadores visitantes; asimismo, un acceso e intercambio equivalente de información en el campo de la investigación y el desarrollo científico y tecnológico.

A su vez, el acuerdo contenía dos anexos: uno sobre propiedad intelectual y otro sobre protección y tecnología sensitiva. El primero incluye una normativa sobre propiedad intelectual, a la cual quedaron sujetas todas las actividades derivadas del acuerdo, en tanto que el segundo se refiere a la protección de hecho que las partes otorgaron a la información clasificada.

El mensaje precisa que, originalmente, este acuerdo estaría vigente por cinco años, según lo previsto en el número 2 de su artículo XII. Sin embargo, cumplido dicho plazo, fue renovado por el mismo período por el acuerdo adoptado entre las mismas partes, por cambio de notas de fechas 5 de mayo y 22 de junio de 1999, publicado en el Diario Oficial de 30 de octubre de 2001. 

Posteriormente, el aludido acuerdo fue renovado en otras tres oportunidades, por cambios de notas de fechas 4 y 28 de enero de 2005, 20 de mayo y 20 de junio de 2005, y 27 y 28 de junio de 2006, respectivamente.

Finalmente, por intercambio de notas de fechas 15 y 29 de junio de 2011, los gobiernos de Chile y de los Estados Unidos de América adoptaron el acuerdo que se somete a la aprobación de esta Cámara, con la exclusiva finalidad de extender indefinidamente la vigencia del acuerdo básico de cooperación científica y tecnológica, suscrito por ambas partes el 14 de mayo de 1992, fundado en los mutuos beneficios que ambos Estados han obtenido en las diversas áreas en las cuales se desarrolla la cooperación científica y tecnológica bilateral durante su vigencia.

En el estudio de este proyecto de acuerdo, la comisión contó con la asistencia y colaboración de los señores Edgardo Riveros Marín, ministro de Relaciones Exteriores subrogante, y Claudio Troncoso Repetto, director de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, y de la señora Karen Molina González, subdirectora de la Dirección de Energía, Ciencia y Tecnología e Innovación de dicha secretaría de Estado, quienes refrendaron los fundamentos expuestos en el mensaje que acompaña este proyecto de acuerdo, efectuando una reseña acotada de sus contenidos.
Por su parte, las señoras y los señores diputados presentes, que expresaron su decisión favorable a la aprobación de este proyecto de acuerdo, manifestaron su concordancia con los objetivos del mismo, que se fundan en los mutuos beneficios que ambos Estados han obtenido en las diversas áreas en las cuales se ha desarrollado la cooperación científica y tecnológica bilateral durante su vigencia.
Por ello, sin mayor debate, por 7 votos a favor, ningún voto en contra y ninguna abstención, prestaron su aprobación al proyecto de acuerdo las señoras Molina, doña Andrea, y Sabat, doña Marcela, y los señores Campos, don Cristián; Jarpa, don Carlos Abel; Rocafull, don Luis; Tarud, don Jorge, y Teillier, don Guillermo.

Finalmente, estimados colegas, me permito hacer presente que vuestra comisión no calificó como normas de carácter orgánico constitucional o de quorum calificado ningún precepto contenido en el proyecto de acuerdo en informe. Asimismo, ella determinó que sus preceptos no deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda, por no tener incidencia en materia presupuestaria o financiera del Estado.

Como consecuencia de los antecedentes expuestos y visto el contenido formativo del acuerdo en trámite, la comisión decidió recomendar a esta honorable Cámara aprobar dicho instrumento, para lo cual propone adoptar el artículo único del proyecto de acuerdo, cuyo texto se contiene en el informe que mis colegas tienen en su poder.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor Ramón Farías.

El señor FARÍAS.- Señor Presidente, el proyecto de acuerdo en discusión, que extiende de manera indefinida un acuerdo suscrito por Chile en 1992 y publicado en el Diario Oficial el 16 de abril de 1994, tiene por objeto fundamental establecer un marco jurídico básico para fomentar la cooperación científica y el desarrollo tecnológico con fines pacíficos entre Estados Unidos de América y Chile.

En dicha cooperación se incluyó, entre otras cosas, el intercambio de información científica y técnica, de científicos, técnicos y expertos, y la realización de seminarios y reuniones conjuntas. Asimismo, se facultó a las partes para celebrar acuerdos complementarios con el fin de dar cumplimiento a sus objetivos, contemplando para ello la creación de una comisión mixta, integrada por representantes de ambos países, que se reunió cada dos años. 

Asimismo, el acuerdo contenía dos anexos, uno relativo a la propiedad intelectual y, el otro, a la protección y tecnología sensitiva. 

A su vez, como consecuencia de este acuerdo, las partes adquirieron diversos compromisos con miras a la ejecución de los proyectos y programas en el marco de esta alianza, como facilitar la entrada y salida de su territorio del personal y equipos del otro país que se utilicen en dichos proyectos y programas, permitir que todos los participantes en actividades de cooperación ya aprobadas tuvieran acceso a instalaciones y personal dentro de sus respectivos países, siempre que se estime necesario para llevar a cabo las distintas actividades; proporcionar un acceso equivalente a los principales programas e instalaciones auspiciados por el gobierno, como asimismo un acceso e intercambio equivalente de información en el campo de la investigación y el desarrollo científico y tecnológico.

Originalmente, como se dijo, el acuerdo, que estaría vigente por un plazo de cinco años, se ha renovando en varias oportunidades por igual período, mediante acuerdo adoptado entre las partes.

Finalmente, por intercambio de notas de fechas 15 y 29 de junio de 2011, ambos gobiernos adoptaron el acuerdo que se somete a conocimiento de la Cámara, que dice relación con extender en forma indefinida la vigencia del Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica, para que no se tenga que estar renovando o repitiendo el mismo proceso cada cinco años. En definitiva, es lo que se busca aprobar con este proyecto de acuerdo.

Como sabemos, es un acuerdo que contribuye al avance y al desarrollo de nuestra ciencia y tecnología; una alianza que -suponemos- solo traerá beneficios y progresos en esta área.

Como diputado y Presidente de la Comisión de Ciencias y Tecnología de la honorable Cámara, creo firmemente en la necesidad de que este Acuerdo, celebrado entre los gobiernos de Chile y de los Estados Unidos de América, se prolongue en forma indefinida para dar certeza de continuidad a los proyectos y a la colaboración, y no dejarlos sujetos al devenir o a renovaciones y nuevas votaciones cada cierto tiempo.

No obstante, anuncio que a través de la Comisión de Ciencias y Tecnología voy a solicitar la comparecencia de los involucrados en la materia, a fin de que nos expliquen en detalle los avances y el beneficio que nuestro país ha obtenido. Recién conversé al respecto con la diputada Alejandra Sepúlveda, con quien concordamos en que desconocemos el detalle sobre los avances que ha tenido nuestro país en dos áreas fundamentales, una relacionada con la propiedad intelectual y, la otra, con protección y tecnología sensitiva.

Sin duda, Chile es un país que avanza y crece, por lo cual necesita proyectos de este tipo para continuar en esa senda. Sin embargo, nuestro país es un poco cerrado a discutir abiertamente estos temas. Habitualmente, no acostumbramos debatir respecto de ciencias y tecnologías, y, como sabemos, es muy poco lo que se discute en general sobre esta materia a través de los medios de comunicación y de educación. 

Por ello, es importante que como Congreso Nacional contemos con más detalles e información al respecto, a fin de evaluar y pedir al Ejecutivo que avance más y con mayor profundidad en este tipo de materias. 

Durante bastante tiempo hemos visto con mucha tristeza -hablo no solo de este gobierno, sino también de los anteriores- que las iniciativas de ley que dicen relación con ciencia y tecnología son bastante escasas. Por lo tanto, falta una preocupación mayor de parte de los sucesivos gobiernos, en el sentido de presentar proyectos de este tipo que nos permitan avanzar y profundizar más en esta área. 

Por último -repito-, a través de la Comisión de Ciencias y Tecnología solicitaré la comparecencia de los involucrados y de expertos en el tema, con el objeto de que nos entreguen más antecedentes al respecto, y desde ya invito a la diputada Alejandra Sepúlveda, quien está muy interesada en el tema.

Por las razones expuestas, anuncio que votaré a favor el proyecto de acuerdo, por cuanto considero importante que sigamos avanzando en la materia, sin perjuicio de insistir en que es necesario tener mayor información respecto de los detalles de la forma como se ha ido avanzado en esta temática.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, continuando con la misma lógica de lo que planteaba el diputado Farías, es importante recordar que vamos a aprobar un acuerdo en forma indefinida. Por eso, resulta relevante tener una evaluación previa del mismo, es decir, de lo que ha significado desde 1992 -cuando se firmó- a la fecha, cuál ha sido su aporte en ciencia y tecnología para nuestro país.

Por tanto, solicito que este proyecto de acuerdo vuelva a comisión, porque una cosa es lo que tiene que ver específicamente con Relaciones Exteriores -es bueno que dicha comisión, al igual que el ministerio, revisen y mejoren los distintos tratados y acuerdos-, pero es necesario conocer su repercusión desde el punto de vista sectorial. Al respecto, me pregunto qué repercusión ha tenido este Acuerdo, por ejemplo, en el sector agrícola. 

Hoy nos tenemos que pronunciar respecto de un proyecto de acuerdo que extiende indefinidamente el Acuerdo vigente. El problema es que lo que tenemos a la vista no nos permite decir si el Acuerdo ha sido bueno, regular, malo o neutro para el país. Incluso más, ni siquiera se encuentra presente en la Sala algún representante del Ejecutivo para que nos explique si este instrumento ha tenido alguna repercusión importante en materia de ciencia y tecnología para Chile.

Por eso, me gustaría que se efectuara un análisis sobre la materia y que se nos entregaran los antecedentes respectivos. 

Además, como bien dijo el diputado Farías, está lo relacionado con la propiedad intelectual. 

Entonces, hago un llamado a la Sala en el sentido de que en forma previa a la aprobación de esta iniciativa contemos con un estudio, de manera de conocer la evolución de este Acuerdo y cómo nos ha ido con él. Ahora bien, no puede ser que el estudio de esta materia se restrinja solo al ámbito de Relaciones Exteriores, dado que es importante conocer qué repercusiones ha tenido este instrumento en otras áreas, como salud, agricultura, ciencia y tecnología, universidades. Por lo menos, deberíamos tener un informe sobre esas materias, y que concurrieran acá personeros que nos explicaran cuál ha sido el avance para el país. De lo contrario, estaremos aceptando a ciegas un proyecto aprobatorio de un Acuerdo que, como dije, se extenderá indefinidamente.

Entonces, si la Sala lo tiene a bien, antes de votarlo preferiría esperar algunas semanas para contar con un informe detallado, por ejemplo, de la Comisión de Agricultura, de manera de conocer los avances en materia de investigación y en qué nos ha ayudado Estados Unidos a través de sus universidades. En la Sexta Región se encuentra en estudio solo una iniciativa, pero cobran una millonada para realizarla, entiendo, con la Universidad de California, ubicada en Davis.

Creo que debemos ser un poco más rigurosos en esta materia, lo que involucra tener a la vista los beneficios para los distintos sectores, de manera que no se trate de un acuerdo más que firma Chile, y que, sin perjuicio de la importancia que puede representar para el Ministerio de Relaciones Exteriores, efectivamente signifique un mejoramiento en ciencia y tecnología para los distintos sectores de nuestro país.

Señor Presidente, reitero mi solicitud de que el proyecto de acuerdo vuelva a comisión. Tal vez, sería bueno que al alero de la Comisión de Ciencias y Tecnología se nos entregara un informe completo respecto de qué está pasando en materia de ciencia y tecnología en áreas como salud, educación, vivienda, agricultura. Tenemos una comisión especializada en el tema. Por lo tanto, sugiero que luego de que la iniciativa sea revisada por la Comisión de Relaciones Exteriores, pase a la Comisión de Ciencias y Tecnología, con el fin de tener un informe sobre la evaluación de este Acuerdo. 

Como dije, no se puede tratar en Sala un informe de este tipo sin haber pasado antes por la comisión matriz, que en este caso no es solo la de Relaciones Exteriores, sino también la de Ciencias y Tecnología. Hace algún tiempo se cometió el mismo error: se conoció en la Sala un proyecto de acuerdo aprobatorio de un tratado relacionado con agricultura, que había sido estudiado solamente en la Comisión de Relaciones Exteriores, razón por la cual pedimos que también fuera visto por la Comisión de Agricultura.

Respecto de los tratados internacionales, debemos tener no solo la visión de la Comisión de Relaciones Exteriores, sino también la de las comisiones que permanentemente estudian las materias específicas.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Patricio Melero.

El señor MELERO.- Señor Presidente, estamos ante una iniciativa que aprueba el acuerdo que extiende en forma indefinida el Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica que Chile firmó en 1992 con estados Unidos de América. No es algo nuevo; no estamos ante una situación que requiera un análisis de la magnitud y profundidad que ha sugerido quien me antecedió en el uso de la palabra, porque el mejor análisis es el funcionamiento de este instrumento durante prácticamente dos décadas.

Durante la vigencia del Acuerdo, Estados Unidos de América y Chile han perfeccionando e incorporando lo que la cooperación científica y tecnológica implica. ¡Qué duda cabe de que con el Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos y Chile, este Acuerdo se potenció aún más!

En la actualidad, el intercambio científico y tecnológico entre ambos países es abundante. En agricultura, por ejemplo, es determinante, y en otras actividades productivas también es fundamental.

Por lo tanto, plantear que quienes revisan este acuerdo desde el Ministerio de Relaciones Exteriores tienen una mirada exclusiva o excluyente de lo que esto implica para la agricultura u otras materias, es no entender que nuestra Cancillería tiene una división económica en la cual participan los demás ministerios. No es efectivo que iniciativas de esta naturaleza solo se analicen desde la mirada diplomática o económica. 

Obviamente, cuando se firma este tipo de tratados o acuerdos, el Estado, a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, convoca a las instituciones que tienen mayor atingencia con la materia respectiva. Así, quienes participamos en la discusión del Tratado del Libre Comercio de América del Norte (Nafta, de acuerdo con su sigla en inglés), comprobamos que en la misma mesa estaban reunidos prácticamente todos los sectores productivos del país que se verían afectados por la aplicación de dicho instrumento. 

Entonces, al plantear a estas alturas que se requiere una revisión mayor en esta materia, se subestiman décadas de vigencia del Acuerdo y el trabajo de la Cancillería. 

Por lo demás, debemos recordar que el Parlamento ratifica o no lo que los gobiernos han hecho. En efecto, esta clase de materias no tiene el tratamiento de un proyecto de ley; los parlamentarios no podemos introducir indicaciones o cambiar algún concepto: solo aprobamos o rechazamos. No hay deliberación legislativa ni facultad modificadora. Solamente podemos decir que el respectivo tratado o acuerdo es bueno o malo para Chile.

En este caso, es evidente que este Acuerdo es muy bueno para Chile; es probado y reconocidamente bueno. Siempre se puede poner un énfasis mayor en algún aspecto, pero debemos depositar nuestra confianza en lo obrado por los gobiernos de 1992 y de 2011. Confiemos en las autoridades sectoriales y en lo que se recibe de las universidades y de quienes participan en esta materia.

Entiendo las buenas intenciones de la diputada Alejandra Sepúlveda, pero no creo que sea necesaria una segunda revisión de este proyecto de acuerdo en la Comisión de Agricultura. En mi opinión, debemos aprobarlo hoy y darle la urgencia requerida a su tramitación para el desarrollo de Chile y el progreso de su ciencia y su tecnología.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra la diputada Denise Pascal.

La señora PASCAL (doña Denise).- Señor Presidente, coincido con lo planteado por la diputada Alejandra Sepúlveda y por el diputado Patricio Melero. 

No cabe duda de que estos instrumentos internacionales son analizados en Relaciones Exteriores, a través de sus diferentes departamentos, según la diversidad de materias que Chile acuerda con distintos países.

Sin embargo, no es mala la idea planteada por la diputada Sepúlveda, en el sentido de que al discutir este tipo de acuerdos o su continuidad, si bien solo tenemos la posibilidad de aprobarlos o rechazarlos, y no tenemos injerencia para modificarlos, sería bueno anexar un resumen de los resultados generales.

Chile ha firmado una gran cantidad de tratados y convenios con otros países, y la idea es saber cómo se han desarrollado. 

Algunos convenios nos favorecen como país, pero otros limitan nuestras posibilidades de alcanzar un desarrollo mayor en algunos aspectos.

Por lo tanto, señor Presidente, en concordancia con lo planteado por la diputada Alejandra Sepúlveda, solicito a su señoría que cuando se trate este tipo de convenios, contemos no solo con un informe general, sino también con el detalle de los resultados que han arrojado hasta ese momento. 

En verdad, uno aprueba bastante a ciegas este tipo de acuerdos, algunos de los cuales pueden afectar a diversos sectores de nuestra sociedad, como la agricultura o la minería, e incidir de manera negativa en el desarrollo del país. Como habitualmente nosotros no tenemos mayores antecedentes sobre los resultados previos, votamos sin conocer esa clase de información, haciendo fe de lo que nos dicen quienes han propuesto la iniciativa, que son los que cuentan con los análisis correspondientes.

No sería malo tener un resumen corto que nos diga cuáles han sido los avances que se han alcanzado en esta materia como consecuencia de la aplicación de este acuerdo, en lo que respecta a las investigaciones propiamente tales o al intercambio entre universidades, que en algunos casos ha sido positivo, pero en otros no lo ha sido tanto para nosotros, porque muchas veces el costo en que deben incurrir nuestras instituciones de educación superior por concepto de las investigaciones conjuntas que se realizan, no es asumido por ambos países.

Entonces, de acuerdo con lo que planteó la diputada Sepúlveda, en el futuro, cuando se someta a nuestra aprobación la prórroga de un convenio de este tipo, sería bueno contar con algún resumen ejecutivo sobre los resultados reales alcanzados en las diferentes áreas como consecuencia de su aplicación.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, los países que invierten en investigación y desarrollo avanzan más rápido hacia una convivencia más equilibrada y más equitativa, y, por cierto, alcanzan mayor desarrollo para sus comunidades, para sus habitantes.

Chile solo invierte el 0,4 por ciento de su PIB en I+D. El promedio en la OCDE es de 2,5 por ciento, y Estados Unidos de América invierte el 2,8 por ciento de su producto interno bruto en investigación y desarrollo. Ya en 2010 ese país gastaba más de 400.000 millones de dólares en investigación y desarrollo, más del doble de lo que gastaba China -del orden de 150.000 millones de dólares-, que también se ha encumbrando como uno de los países que avanzan en esta materia.

El hecho de que Chile tenga desde 1992 un acuerdo de cooperación en materia de investigación con el país que más investiga en el mundo me parece un acierto absoluto de nuestra Cancillería y, por cierto, de la Concertación, dado que esto partió en 1992.

En consecuencia, me parece totalmente lógico que, dado que el Acuerdo tenía una duración de cinco años, se haya ido renovando permanentemente su vigencia. Como somos un país tan pequeño y que invierte tan poco en investigación y desarrollo, me parece un acierto permitir que nuestros científicos puedan, a través de este instrumento, realizar acuerdos con los centros de investigación del país que más investiga en el mundo. Lo que no me parece lógico es que se pretenda ponerles algún tipo de traba, ni siquiera revisar, ni nada por el estilo. Considero que debemos votar este proyecto de acuerdo ya y de manera favorable.

Me parece fantástico que gracias a un acuerdo como este se permita y facilite la entrada de nuestros especialistas, de nuestros científicos a Estados Unidos de América para que puedan utilizar los equipos de los centros de investigación de ese país. Si la Cámara de Diputados siembra dudas sobre la conveniencia de este tipo de acuerdos, la verdad es que no sé en qué estamos pensando.

El proyecto de acuerdo que vamos a votar, busca prorrogar indefinidamente este convenio de cooperación, es decir, dar la posibilidad de que nuestros científicos puedan ir a investigar a Estados Unidos de América, y de que científicos estadounidenses del más alto nivel mundial puedan venir a investigar a Chile. Por eso, no entiendo que algunos colegas, simplemente porque falta un poco de información, planteen que debiéramos retrasar su votación o rever este acuerdo. Yo, al contrario, considero que deberíamos apurar la tramitación de proyectos como el que conocemos hoy y aprobarlos rápidamente para entregar todas las facilidades que necesitan nuestros investigadores, a fin de que puedan participar de acuerdos como este, tan convenientes para un país tan pequeño como el nuestro, que gasta tan poco en I+D y que necesita aprovechar este tipo de oportunidades. Con este instrumento habrá más patentes inscritas a nombre de nuestros científicos y, por cierto, de nuestro país, lo que nos permitirá alcanzar mayores grados de desarrollo.

Mientras más se invierta en ciencia y tecnología, sobre todo en ciencia y tecnología aplicada, más rápido saldremos del subdesarrollo y más rápido alcanzaremos un mejor estatus económico y social para nuestra ciudadanía, para nuestra gente. Por ello, debemos apoyar con fuerza este proyecto de acuerdo.

La posibilidad de que el convenio pase a tener la calidad de permanente es una victoria de nuestra Cancillería, por lo que quiero expresar mi reconocimiento al canciller y al subsecretario de Relaciones Exteriores por el trabajo que han realizado.

Señor Presidente, estamos plenamente de acuerdo con la aprobación de este proyecto de acuerdo, el que, por cierto, apoyaremos con nuestro voto a favor. Ojalá que se despache en el plazo más breve posible. Espero que nuestra Cancillería avance en los mismos términos en orden a suscribir acuerdos similares con las demás potencias del mundo que pueden hacernos un gran aporte desde el punto de vista de la investigación y el desarrollo. Sería muy positivo para nuestro país que podamos hacernos socios, “partners”, de esas potencias en investigación y que nuestros investigadores puedan recorrer el mundo y lograr cosas como las que han logrado gracias a este acuerdo con Estados Unidos.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Roberto Poblete.

El señor POBLETE.- Señor Presidente, este Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica con el gobierno de los Estados Unidos de América, suscrito por Chile el 14 de mayo de 1992 y publicado en el Diario Oficial de 16 de abril de 1994, tuvo por objeto fundamental establecer un marco jurídico básico para fomentar la cooperación científica y el desarrollo tecnológico con fines pacíficos entre ambos países.

En tal sentido, este pacto internacional refleja la voluntad decidida de Chile de insertarse y formar alianzas estratégicas con el objeto de canalizar la pretendida actualización permanente que nuestro país necesita en áreas de real importancia para el desarrollo sostenido y sustentable.

Señalo esto porque la cooperación que está en juego es, básicamente, el intercambio de información científica y técnica, y de científicos, técnicos y expertos, con la potencia tecnológica más importante del mundo. La plataforma de desarrollo que hoy tiene Estados Unidos para el avance en estos campos, como dijo el diputado Robles, cuenta con el presupuesto gubernamental más grande del planeta.

Este tratado también versa sobre la posibilidad de realizar seminarios y reuniones conjuntas, proyectos de investigación en ciencias básicas y aplicadas y cualesquiera otras formas de cooperación que se acuerde, lo que abre un abanico impensado de posibilidades no solo para científicos e investigadores, sino también para emprendedores y pequeños empresarios.

Las partes adquirieron varios deberes con miras a la ejecución de los proyectos y programas en el marco del Acuerdo. Por ejemplo, facilitar la entrada y salida de su territorio del personal y de los equipos del otro país que se utilicen en dichos proyectos y programas; permitir que todos los participantes en actividades de cooperación ya aprobadas tengan acceso a instalaciones y personal dentro de sus respectivos países; proporcionar un acceso equivalente a los principales programas e instalaciones auspiciados por el gobierno y, asimismo, un acceso e intercambio equivalente de información en el campo de la investigación y el desarrollo científico y tecnológico.

Esto es muy importante, por decir lo menos.

El tratado comprende dos anexos: uno sobre Propiedad Intelectual y otro sobre Protección y Tecnología Sensitiva. El primero incluye una normativa sobre propiedad intelectual, en tanto que el segundo es relativo a la protección de hecho que se otorga a la información clasificada. Consideramos que en este punto hace falta mayor descripción y claridad sobre qué materias específicas son consideradas como “clasificadas” para efectos del cumplimiento del Acuerdo. Si bien existen beneficios mutuos y concesiones recíprocas, también hay claroscuros -como indicó la diputada Sepúlveda- que dejan a la interpretación temas y actividades que quisiéramos que fueran lo más diáfanos posibles. Protección de hecho para la Tecnología Sensitiva significa que hay información con carácter de clasificada, cualquiera sea esta, que puede tener un tratamiento reservado, aun cuando pueda verse sobre materias de real relevancia pública. Repito, cualquiera sea esta. Es complejo el punto y debemos discutirlo. 

Debemos ser más enfáticos -reitero- en dar a conocer nuestra voluntad de saber qué tipo de información es llamada “clasificada” y cuál de ella tiene o puede tener relevancia pública. Es un deber no solo señalarlo, sino también preguntarlo y ojalá tener más luz sobre el punto.

En principio, el Acuerdo tuvo una duración de cinco años, lo cual fue beneficioso por ser este un plazo razonable para un fluido intercambio y cooperación en las materias señaladas entre ambos países. Hoy se pretende extender indefinidamente la duración del Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica suscrito en 1992. 

Estimamos, de cara a los mutuos beneficios que ambos Estados han obtenido en las diversas áreas, tanto científica como tecnológica durante su vigencia, que este instrumento es algo que hoy tiene forma y razón. Por lo tanto, estamos de acuerdo con él.

De la misma forma, creemos que es necesario avanzar en tratados de igual entidad y cooperación con países de gran desarrollo como China, India, Indonesia, Francia, Alemania y otros. Chile lo necesita, como también la ciencia y tecnología chilenas. Intercambio, cooperación, desarrollo y competitividad son palabras claves en el mundo en el cual vivimos.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Pepe Auth.

El señor AUTH.- Señor Presidente, durante muchos años Chile fue una república prácticamente obligada a la autarquía y a la autosuficiencia, debido a nuestro aislamiento, primero, por razones geográficas -un enclave entre cordillera, desierto y mar-, y, segundo, por razones políticas. Recordemos que durante 17 años estuvimos en un aislamiento político que nos impedía establecer relaciones con buena parte del mundo. Felizmente, llevamos un cuarto de siglo insertándonos exitosamente en el mundo. Incluso, nuestro país ha presidido el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas en 1996, 1997 y 2004. Ahora, en 2015, Chile vuelve a presidir dicho Consejo, que probablemente es el principal organismo de decisión planetaria.

Este Acuerdo de Cooperación con el gobierno de Estados Unidos, que ha regido desde 1992 hasta 2015 -han transcurrido 23 años de cooperación científica y tecnológica entre ambos países-, significa que todos los profesionales y equipos que participen en programas de cooperación científica entre Estados Unidos y Chile pueden salir con facilidad del territorio estadounidense y chileno respectivamente cuando corresponda, tener acceso a instalaciones y personal dentro de los respectivos países cuando se estime necesario para llevar a cabo las actividades correspondientes, y que se proporcionará un acceso equivalente a ambas naciones a los principales programas e instalaciones auspiciadas por el gobierno o apoyados por este para los investigadores visitantes.

Como bien señaló el diputado Robles, es obvio que el beneficio que representa para Chile acceder a las instalaciones científicas de programas auspiciados por el gobierno de Estados Unidos es bastante mayor que el que representa para los científicos estadounidenses acceder a las instalaciones y equipos bastantes precarios y exiguos, por la escasa inversión en desarrollo tecnológico, con que cuenta nuestro país. Por lo tanto, se trata de un Convenio Básico de Cooperación ampliamente favorable para Chile.

En ese sentido, me parece muy buena la sugerencia de la diputada Sepúlveda en orden a que las autoridades respectivas vengan a evaluar el éxito de este programa en las comisiones de Agricultura y de Ciencia y Tecnología; pero no me parece que se condicione esa evaluación a la aprobación del acuerdo, porque, en el peor de los casos, la evaluación concluirá que todavía podemos hacer más intercambio. De todos modos, jamás llegaremos a la conclusión de que habrá que clausurar la cooperación y el intercambio científico entre Chile y Estados Unidos, que es ampliamente favorable para nuestro país.

Por lo expuesto, anuncio que votaremos a favor este proyecto de acuerdo, aceptando la sugerencia de que no solo el ministro de Relaciones Exteriores concurra a la comisión respectiva -sin perjuicio de que hoy la diplomacia ya no es formal ni política, sino científica, cultural y económica-, sino también que el de Agricultura asista a la Comisión de Agricultura, y que el de Economía, que está a cargo de la innovación y el emprendimiento, concurra a la Comisión de Ciencias y Tecnología. Asimismo, espero que los equipos que participen de los proyectos cooperativos en ciencia y la tecnología entre ambos países también asistan a las sesiones de la Comisión de Ciencia y Tecnología, que preside el diputado Ramón Farías.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Carlos Abel Jarpa.

El señor JARPA.- Señor Presidente, como diputado informante y miembro de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, quiero reiterar lo que expuse en el informe.

La comisión recibió al ministro de Relaciones Exteriores subrogante, señor Edgardo Riveros Marín; al director de Asuntos Jurídicos de dicha Cartera, señor Claudio Troncoso, y a la subdirectora de la Dirección de Energía, Ciencia y Tecnología e Innovación de dicha Secretaría de Estado, señora Karen Molina González, quienes expusieron, como indicó el diputado Auth, acerca de las posibilidades que abre para nuestro país este proyecto de acuerdo, que se inició en 1992 y cuya vigencia se ha renovado en 1999, 2006 y 2011.

El objetivo del proyecto de acuerdo es que el Acuerdo de Cooperación Científica y Tecnológica entre Chile y Estados Unidos sea indefinido, de modo que no deba ser enviado nuevamente al Congreso Nacional para su renovación.

El objeto fundamental del Acuerdo es establecer un marco jurídico básico para fomentar la cooperación científica y el desarrollo tecnológico, con fines pacíficos, entre ambos países. Con el propósito de promover, coordinar y evaluar su aplicación, en su momento se contempló la creación de una Comisión Mixta, integrada por representantes de ambos países, que se reunió cada dos años, alternadamente, en Chile y Estados Unidos de América. 

Mis colegas han señalado los compromisos que adquirieron las Partes. A saber:

1. Facilitar la entrada y salida de su territorio del personal y equipos del otro país que se utilicen en dichos proyectos y programas;

2. Permitir que todos los participantes en actividades de cooperación ya aprobadas tuvieran acceso a instalaciones y personal dentro de sus respectivos países, siempre que se estime necesario para llevar a cabo esas actividades, y

3. Proporcionar un acceso equivalente a los principales programas e instalaciones auspiciados por el gobierno o apoyados por este para los investigadores visitantes; asimismo, un acceso e intercambio equivalente de información en el campo de la investigación y el desarrollo científico y tecnológico. 

El Acuerdo contenía dos anexos: uno sobre Propiedad Intelectual y otro sobre Protección y Tecnología Sensitiva. El primero incluye una normativa sobre propiedad intelectual, a la cual quedaron sujetas todas las actividades derivadas del Acuerdo, en tanto que el segundo se refiere a la protección de hecho que las Partes otorgaron a la información clasificada.

Se trata de una herramienta que los científicos y técnicos de nuestro país han tenido por más de veinte años y que ha permitido el intercambio científico y tecnológico.

Por tal motivo, después de escuchar a los representantes de la Cancillería, los diputados miembros de la Comisión de Relaciones Exteriores concluyeron que este acuerdo debe tener carácter de indefinido, toda vez que trae beneficios para el país. 

Estoy de acuerdo con lo señalado por la diputada Alejandra Sepúlveda, en el sentido de que es importante evaluar los efectos que para el país han tenido los proyectos de acuerdo aprobados en la Cámara de Diputados. En ese sentido, sería conveniente -lo planteo como una sugerencia- que la Comisión de Ciencias y Tecnología lleve a cabo una jornada temática con el propósito de conocer cómo han influido en la investigación científica y tecnológica los diferentes proyectos de acuerdo aprobados en el Congreso Nacional.

Por lo expuesto, me parece importante que aprobemos este proyecto de acuerdo, ya que facilita el intercambio entre los científicos de los Estados Unidos de América y los de nuestro país.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra la diputada Karla Rubilar.

La señora RUBILAR (doña Karla).- Señor Presidente, me parece sorprendente cuestionar la posibilidad de seguir manteniendo un convenio de cooperación científica y tecnológica con los Estados Unidos de América, toda vez que si en algo nuestro país está en deuda es con la ciencia y la tecnología. Si algo podría aprender Chile de los Estados Unidos es de Silicon Valley. 

Reitero, sin perjuicio de las promesas incumplidas de muchos gobiernos de aumentar el presupuesto en ciencias y tecnología, de 0,4 por ciento del PIB, que hoy es realmente vergonzoso, a 1 por ciento, lo que ni siquiera se compara con los países desarrollados, que invierten cerca del 3 por ciento, resulta asombroso cuestionarse la posibilidad de seguir teniendo un intercambio de cooperación con Estados Unidos en esta materia. 

Ayer, en la Comisión de Ciencias y Tecnología recibimos a dos premios nacionales -de Ciencias y de Astronomía, respectivamente-, quienes nos hablaron de la potencialidad de la astronomía en nuestro país. Nos dijeron que Chile tiene una ventana privilegiada al universo; que tenemos 87 u 83 -no recuerdo bien- astrónomos en nuestro país, pero que deberíamos tener 250; que más de la mitad de los astrónomos que existen en Chile son extranjeros, y que, a pesar de tener toda la capacidad para desarrollarnos, no lo hacemos. 

Además, nos comentaban que en el Museo Interactivo Mirador (MIM) necesitan construir la Gran Sala de la Astronomía. Existe un lugar para construirla, pero la obra tendría un costo de 1.500 millones de pesos, que no están contemplados en el presupuesto. 

También nos señalaron que el MIM, que permite que personas de escasos recursos accedan a un lugar que exhibe ciencia y tecnología, no tiene un presupuesto que lo haga sustentable, pues para ello le faltan cerca de 700 millones de pesos anuales. 

En la Fundación Ciencia y Vida nos señalaron que los alumnos que se fueron al extranjero a cursar un doctorado mediante becas deberán volver obligados debido a ese compromiso, pero no tienen a dónde volver. No tenemos dónde ponerlos a trabajar. También nos manifestaron que los fondos de la Conicyt para los centros tecnológicos de investigación se van a acabar y no se renovarán. 

Me he atrevido a hacer uso de la palabra en el debate sobre este proyecto de acuerdo referido a un convenio sobre ciencias y tecnología, porque son muy pocas las veces en que en el Congreso Nacional se habla de ciencias y de inversión en ese ámbito. Sin embargo, queremos ser un país desarrollado. Estamos haciendo una reforma educacional que se supone completa, pero en la cual no se habla de innovación. No hay ningún país que haya logrado cambiar las brechas de equidad e igualdad sin invertir en innovación, en ciencias y en tecnología.

Por lo tanto, anuncio que Amplitud va a apoyar la extensión indefinida de este Acuerdo, pero también hace un llamado de alerta en términos de que no estamos dando la importancia debida a la inversión en innovación, ciencia y tecnología, con lo cual estaremos hipotecando el país que podríamos entregarles a nuestros hijos.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Ramón Farías.

El señor FARÍAS.- Señor Presidente, solicité hacer un segundo discurso para reafirmar lo dicho por la diputada Alejandra Sepúlveda y que también sostuve. No cabe duda de que el acuerdo constituye un acierto. No critico este instrumento, sino que, por el contrario, considero que lo necesitamos. No obstante, me parece que fue un error que la Cámara de Diputados haya remitido este proyecto de acuerdo solo a la Comisión de Relaciones Exteriores y no también a otras comisiones técnicas, como la de Ciencias y Tecnología, cuyos integrantes no conocimos el proyecto ni supimos de qué se trata sino recién hoy, a través del mensaje, o como la Comisión de Cultura, toda vez que el acuerdo contiene un anexo sobre Propiedad Intelectual. 

Por ello, lo solicitado por la diputada Alejandra Sepúlveda -lo quiero respaldar- no tiene por objeto ralentizar la tramitación del proyecto. Por el contrario, creo que hay que aprobarlo; no tengo dudas de que será aprobado de manera unánime por la Sala, pero queremos que otras comisiones técnicas también lo conozcan. Sabemos que no podemos modificar el acuerdo; no obstante, estimo importante que nos informemos sobre qué se ha hecho en el ámbito de la cooperación científica y tecnológica y cuáles son las perspectivas sobre lo que en ese aspecto se hará hacia adelante. 

Como integrante de la Comisión de Cultura me gustaría saber hacia dónde avanza este acuerdo en materia de propiedad intelectual.

Asimismo, en la Comisión de Ciencias y Tecnología debemos enterarnos de lo que en nuestro país se está pensando y haciendo en ciencia y tecnología, ámbito en el que existen falencias.

Como dijo la diputada Rubilar, en la Comisión de Ciencias y Tecnología recibimos a premios nacionales de Ciencias y de Astronomía, quienes manifestaron sus quejas constantes por el poco apoyo que han recibido para el desarrollo de su actividad. María Teresa Ruiz, quien obtuvo el Premio Nacional de Astronomía, señaló que está inserta en un proyecto científico astronómico que solo tiene una duración de diez años. Uno podría decir que diez años es bastante tiempo; pero sucede que cada diez años debe pelear para que su proyecto se renueve; de lo contrario, se pierde todo el potencial alcanzado.

Por ello, me gustaría saber si en el Acuerdo podrían incorporarse proyectos como el que mencionó María Teresa Ruiz en la Comisión de Ciencias y Tecnología, y, de ser posible, cuáles son los caminos a seguir para esos efectos.

Por lo tanto, señor Presidente, solicito formalmente que el proyecto de acuerdo sea remitido a la Comisión de Ciencias y Tecnología, que es la comisión técnica en ese ámbito, a fin de conocer en ella exactamente qué se ha hecho y cómo se ha avanzado en esta materia, y también a la Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones, a fin de que analice el anexo del acuerdo referido a propiedad intelectual.

Insisto, no tendremos problemas para votar a favor el proyecto de acuerdo. No obstante, es importante saber qué se ha hecho y hacia dónde camina este Acuerdo, que, sin duda, trae beneficios. Incluso, ambas comisiones podrían unirse para conocer este acuerdo, a fin de apurar su tramitación.

Por lo tanto, señor Presidente, solicito que someta a la consideración de la Sala esta petición.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Cerrado el debate.

Con posterioridad, la sala se pronuncio sobre este proyecto de acuerdo en los siguientes términos:

El señor CORNEJO (Presidente).- Corresponde votar el proyecto que aprueba el Acuerdo por el cual se extiende indefinidamente la duración del Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América de 14 de mayo de 1992, suscrito entre las mismas partes, por cambio de notas de fechas 15 y 29 de junio de 2011.

El diputado señor Ramón Farías ha solicitado que, antes de ser votado, el proyecto vaya a la Comisión de Ciencias y Tecnología.

¿Habría acuerdo para acceder a esta propuesta?

No hay acuerdo.

Del mismo modo, la diputada señora Alejandra Sepúlveda ha solicitado que este proyecto de acuerdo vuelva a la respectiva comisión técnica y que después pase a la de Ciencias y Tecnología.

¿Habría acuerdo en tal sentido?

No hay acuerdo.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 77 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 5 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; Cornejo González Aldo; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; García García René Manuel; González Torres Rodrigo; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; León Ramírez Roberto; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Robles Pantoja Alberto; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votó por la negativa el diputado señor Boric Font Gabriel.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Aguiló Melo Sergio; Chahin Valenzuela Fuad; Girardi Lavín Cristina; Jackson Drago Giorgio; Rivas Sánchez Gaspar.

El señor CORNEJO (Presidente).- Despachado el proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor Ramón Farías.

El señor FARÍAS.- Señor Presidente, quiero que quede establecido que cuando se discuta este tipo proyectos de acuerdo que tienen que ver con materias técnicas, no solo vayan a la Comisión de Relaciones Exteriores, porque, al final, solo esa comisión revisa materias que también tienen relación con las comisiones técnicas que están funcionando en la Corporación.

El señor CORNEJO (Presidente).- Muy bien, señor diputado.

Tiene la palabra el diputado señor Giorgio Jackson.

El señor JACKSON.- Señor Presidente, ¿cabe la posibilidad de que los diputados que estábamos sesionando en la Comisión de Educación podamos incorporar nuestro voto, en mi caso una abstención? 

El señor CORNEJO (Presidente).- Señor diputado, en el acta se dejará constancia de su observación.

AMPLIACIÓN DE POSIBILIDAD DE INTERPOSICIÓN DE QUERELLA EN CASOS QUE SE INDICA (Primer trámite constitucional. Boletín N° 7399‐07)

El señor CORNEJO (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en moción, que amplía la posibilidad de interponer querella en casos que indica.

Diputado informante de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia es el señor Renzo Trisotti.

Antecedentes:

-Moción, sesión 121ª de la legislatura 358ª, en 4 de enero de 2011. Documentos de la Cuenta N° 36.

-Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, sesión 96ª de la presente legislatura, en 19 de noviembre de 2014. Documentos de la Cuenta N° 2.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor TRISOTTI (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, paso a informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, sobre el proyecto de ley que amplía la posibilidad de interponer querella en casos que indica, originado en una moción de los entonces diputados señores Gabriel Ascencio, Jorge Burgos, Alberto Cardemil, Alfonso de Urresti, Marcelo Díaz y Felipe Harboe, y de los diputados señores Fidel Espinoza, Joaquín Godoy, Javier Hernández y Tucapel Jiménez.

El proyecto tiene por objeto derogar la regla de prelación del inciso tercero del artículo 108 del Código Procesal Penal, que limita la intervención de las personas que se consideran víctimas en los casos de homicidio del ofendido o en los casos en que este no puede ejercer sus derechos.

Los autores de la moción señalan que la ley procesal penal define expresamente la persona de la víctima para los efectos de intervenir en el procedimiento y ejercer los derechos que ella le reconoce. El artículo 108, inciso primero, del Código Procesal Penal dispone que se considera víctima al ofendido por el delito, esto es, al titular del bien jurídico afectado por el delito, sea persona natural o jurídica. No es víctima el sujeto pasivo de la acción si no es, al mismo tiempo, titular del bien jurídico lesionado y protegido por el derecho penal.

No obstante lo anterior, se establece una regla especial para los delitos cuya consecuencia fuese la muerte del ofendido o en los casos en que este no pudiere ejercer sus derechos en el procedimiento, como ocurre, por ejemplo, con un menor o un demente. En estos casos se considerará víctima: a) al cónyuge y a los hijos; b) a los ascendientes; c) al conviviente; d) a los hermanos, y e) al adoptado o adoptante.

Agregan que la enumeración precedente constituye un orden de prelación, de manera que la intervención de una o más personas pertenecientes a una categoría excluye a las comprendidas en las categorías siguientes.

Según los autores de la moción esta regla debiera interpretarse en el sentido de que la exclusión de las categorías inferiores se produce en el momento de la intervención de una de ellas, sin que ello signifique que deba prevalecer la prerrogativa de una persona ubicada en una categoría superior que no haya ejercido oportunamente su derecho.

Por eso, el artículo único del proyecto deroga el inciso tercero del artículo 108 antes aludido, posibilitándose con ello que haya múltiples querellantes.

Durante la discusión del proyecto en el seno de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia surgieron dudas acerca de la conveniencia de eliminar el inciso tercero del artículo 108 antes aludido, principalmente en lo referente a permitir múltiples querellantes, lo que en definitiva se traduciría en diversas teorías del caso. 

Por su parte, algunos señores diputados desestimaron la llamada “teoría del caso”, ya que ella estaría supeditada a los hechos contenidos en la formalización del Ministerio Público. 

Finalmente, vuestra comisión, por mayoría de votos, aprobó en general y en particular el proyecto de ley en informe.

Es cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, solo para hacer un breve comentario sobre este proyecto que, al parecer, no tiene mayor relevancia, pero que, si lo hacemos bien, adquiere una tremenda importancia.

Los argumentos que dieron los diputados Ceroni y Chahin en la comisión me interpretan ciento por ciento. Por lo mismo, quiero participar en la discusión de este proyecto. El diputado Chahin expresó que la iniciativa no soluciona el problema que desea resolver, por cuanto se mantiene la exclusión de los demás familiares, en el evento de que uno de ellos haya deducido la acción, a menos que los interesados en intervenir en el procedimiento actúen conjuntamente, a través de un procurador común. 

¿Pero qué sucede si el interventor sobrepasa a los posibles querellantes, es decir, a los familiares, y se desiste de la querella en el momento en que el plazo para presentarla está por concluir? Es una interrogante que ojalá puedan despejar los colegas que intervendrán con posterioridad. No en vano, en la comisión el proyecto fue aprobado por seis votos a favor y cuatro en contra. En jerga popular se dice “exijo una explicación”. Yo no exijo tal cosa, sino que me ayuden a entender mejor el proyecto. 

El Secretario de la comisión hizo presente que el artículo 112 del Código Procesal Penal establece que se podrá presentar la querella en cualquier momento, mientras el fiscal no declare cerrada la investigación. Por tanto, la audiencia de preparación de juicio oral tiene lugar una vez que ha precluido el derecho a presentar querella. Esto se refiere al plazo, pero ¿qué pasará posteriormente?

El diputado Chahin dijo que actualmente hay dos momentos procesales para ejercer la acción civil. La primera, en el mismo proceso penal, siempre que se tenga la calidad de querellante; la segunda, ante un tribunal civil, cuando se recurre dentro de 60 días de dictada la sentencia, acción cuya titularidad le corresponde a quienes no tienen la calidad de querellante por haber sido excluidos en virtud de la norma de prelación del artículo 108, cuyo inciso tercero se deroga en virtud del presente proyecto de ley. 

Estos comentarios me hacen fuerza para comprender por qué el artículo único del proyecto no fue aprobado por unanimidad. Tal vez, se debió dar espacio para una discusión más a fondo. 

Es cierto que esta iniciativa se viene discutiendo desde hace algún tiempo, pero considero que los diputados que la votaron en contra en la comisión debieron haber acordado destinar más tiempo a su discusión. 

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Jorge Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, esta moción tiene por objeto derogar una norma del Código Procesal Penal que establece una prelación para ejercer el derecho a querellarse cuando la víctima ha fallecido como consecuencia del delito cometido, lo que significa que el querellante posterga el derecho de los demás a ejercer la misma acción. 

Según la actual redacción de la norma, fallecida la víctima, los primeros que tienen la posibilidad de presentar una querella son el cónyuge y los hijos. Si estos no lo hacen, pueden interponer la acción judicial, en orden descendente, los ascendientes, el conviviente, los hermanos y el adoptado o adoptante.

El sentido de esta norma es evitar la presentación de querellas paralelas, porque ello complejiza su tramitación en los tribunales. Sin embargo, se puede argumentar en contra de esto que el ejercicio del derecho de una de las personas señaladas desplaza el derecho de las demás, que es precisamente lo que se pretende evitar.

De hecho, el Ejecutivo presentó una propuesta que establece que cualquiera que presente primero una querella inhibe el derecho de los demás, sin atender a ninguna prelación determinada. 

Como una forma de lograr un acuerdo entre ambas posiciones, se formuló una indicación que establece el derecho de todos los eventuales interesados a hacerse parte de una querella ya presentada. Sin embargo, se cuestionó la posibilidad de que todos los interesados puedan ejercer su derecho en forma conjunta, especialmente cuando se trata de familias en las cuales ha habido más de una pareja.

Al no lograrse consenso sobre la materia, se mantuvo la redacción original, que se limita a derogar la disposición cuestionada, lo que me parece una solución bastante ecuánime para un problema delicado, porque la actual redacción de la norma conduce a confusión.

He dicho. 

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de ley en los siguientes términos:

El señor CORNEJO (Presidente).- Corresponde votar en general el proyecto de ley que amplía la posibilidad de interponer querella en casos que indica.

Hago presente a la Sala que el proyecto requiere quorum simple.

En votación. 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 80 votos; por la negativa, 2 votos. Hubo 2 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; Cornejo González Aldo; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; León Ramírez Roberto; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards 
Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Boric Font Gabriel; Jackson Drago Giorgio.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Ceroni Fuentes Guillermo; Mirosevic Verdugo Vlado.

El señor CORNEJO (Presidente).- Por no haber sido objeto de indicaciones, queda también aprobado en particular.

Despachado el proyecto.

ESTABLECIMIENTO DE DEPENDENCIAS DE LA CORTE PERMANENTE DE
ARBITRAJE EN CHILE (Primer trámite constitucional. Boletín N° 9559-10)

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Corresponde tratar el proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Corte Permanente de Arbitraje relativo al establecimiento de dependencias de la Corte Permanente de Arbitraje en Chile, suscrito en Santiago, Chile, el 13 de diciembre de 2011.

Diputado informante de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia es el señor Iván Flores.

Antecedentes:

-Mensaje, sesión 67ª de la presente legislatura, en 10 de septiembre de 2014. Documentos de la Cuenta N° 2.

-Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, sesión 73ª de la presente legislatura, en 30 de septiembre de 2014. Documentos de la Cuenta N° 12.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor FLORES.- Señor Presidente, en mi calidad de diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, paso a informar el proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Corte Permanente de Arbitraje relativo al Establecimiento de Dependencias de la Corte Permanente de Arbitraje en Chile, suscrito en Santiago, Chile, el 13 de diciembre de 2011, el que se encuentra sometido a la consideración de la honorable Cámara en primer trámite constitucional, sin urgencia y de conformidad con lo establecido en los artículos 32, No 15°, y 54, N° 1, de la Constitución Política de la República.

Según señala el mensaje, la Corte Permanente de Arbitraje fue establecida por la Convención para la Resolución Pacífica de Controversias Internacionales, adoptada en Ginebra, durante la Primera Conferencia de Paz de La Haya, y constituye el primer mecanismo mundial para el arreglo de disputas entre Estados, facilitándose así el recurso inmediato al arbitraje por los países interesados en resolver pacíficamente sus diferencias con intervención de terceros.

Agrega que dicha Convención se perfeccionó y revisó durante la Segunda Conferencia de la Paz de La Haya, en 1907, la cual adoptó la Convención de 1907 para la Resolución Pacífica de las Controversias Internacionales, instrumento del cual Chile es parte.

A continuación, destaca que la Corte Permanente de Arbitraje no es un tribunal en el sentido tradicional, sino un marco permanente para el establecimiento de tribunales arbitrales constituidos para resolver controversias específicas.

Hace presente, asimismo, que el secretario general de la Corte Permanente de Arbitraje ha ofrecido a nuestro país el establecimiento de dependencias de la Corte en Chile para resolver ad hoc y mediante comisiones de investigación, conciliación/mediación y arbitraje las controversias internacionales.

Consecuentemente, añade, Chile ha suscrito con la Corte un Acuerdo que trata el establecimiento de dichas dependencias.

El Acuerdo consta de un preámbulo, el cual alude a la historia del establecimiento de la Corte Permanente de Arbitraje, y 17 artículos, en los que se despliegan las normas que conforman su cuerpo principal y dispositivo, y cuya lectura omitiré en aras del tiempo, por encontrarse contenidas en el informe que los colegas tienen en su poder.

En el estudio de este proyecto de acuerdo la comisión contó con la asistencia y colaboración de los señores Edgardo Riveros Marín, ministro de Relaciones Exteriores subrogante, y Claudio Troncoso Repetto, director de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, quienes refrendaron los fundamentos expuestos en el mensaje que lo acompaña y efectuaron una reseña acotada de sus contenidos.

El señor Riveros manifestó, en síntesis, que el Acuerdo tiene por objeto establecer dependencias de la Corte en Chile para resolver ad hoc y mediante comisiones de investigación, conciliación/mediación y arbitraje las controversias internacionales. 

Agregó que, en la actualidad, excluyendo a Chile, ocho países han suscrito acuerdos de sede, a saber: Argentina, Costa Rica, El Líbano, India, República de Mauricio, Singapur, Sudáfrica y Vietnam. 

Asimismo, recordó que la Corte Permanente de Arbitraje fue establecida por la Convención para la Resolución Pacífica de Controversias Internacionales, adoptada en Ginebra durante la Primera Conferencia de Paz de La Haya, y constituye el primer mecanismo mundial para el arreglo de disputas entre Estados, facilitándose así el recurso inmediato al arbitraje por los países interesados en resolver pacíficamente sus diferencias con intervención de terceros. Destacó además que la Corte no es un tribunal en el sentido tradicional, sino un marco permanente para el establecimiento de tribunales arbitrales constituidos para resolver controversias específicas. 

En la práctica, el señor ministro subrogante indicó que se trata de un listado de destacados juristas propuestos por los Estados, que se encuentran a disposición para resolver las eventuales controversias a través de la figura del arbitraje.

Del mismo modo, manifestó que, en particular, el acuerdo implica que Chile se compromete principalmente a facilitar a la Corte Permanente de Arbitraje, gratuitamente y cuando esta lo necesite, el espacio para oficinas y reuniones (incluidos todos los servicios públicos necesarios), y el personal administrativo que el secretario general u otros funcionarios de la Corte puedan estimar razonablemente necesarios para las actividades emprendidas en relación con los procedimientos de la misma, cuando las únicas partes de la controversia sean Estados.

Finalmente, el señor ministro subrogante destacó que la elección de Chile como sede de la Corte Permanente de Arbitraje constituye un verdadero reconocimiento a la tradición jurídica y al respeto de nuestro país al derecho internacional. 

Por su parte, los diputados presentes que expresaron su decisión favorable a la aprobación de este proyecto de acuerdo manifestaron su concordancia con sus objetivos en cuanto constituye, en efecto, un verdadero reconocimiento a la tradición jurídica y al respeto de nuestro país al derecho internacional. 

Por ello, y sin mayor debate, por 8 votos a favor, ningún voto en contra y ninguna abstención, dieron su aprobación al proyecto de acuerdo las diputadas señoras Molina, doña Andrea, y Sabat, doña Marcela, y los diputados señores Campos, don Cristián; Jarpa, don Carlos Abel; Rocafull, don Luis; Tarud, don Jorge; Teillier, don Guillermo, y quien informa.

Para finalizar, me permito hacer presente a la Sala que la comisión no calificó como normas de carácter orgánico o de quorum calificado ningún precepto contenido en el proyecto de acuerdo en informe. Asimismo, determinó que sus preceptos no deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda, por no tener incidencia en materia presupuestaria o financiera del Estado.

Como consecuencia de los antecedentes expuestos y visto el contenido formativo del acuerdo en trámite, la comisión decidió recomendar a la honorable Cámara aprobar dicho instrumento, para lo cual propone votar favorablemente el artículo único del proyecto, cuyo texto se contiene en el correspondiente informe.

Es cuanto puedo informar a la Sala. 

He dicho. 

El señor CARMONA (Vicepresidente).- En discusión el proyecto de acuerdo. 

Tiene la palabra el diputado señor Jorge Ulloa.

El señor ULLOA.- Señor Presidente, más que dar una opinión, quiero formular algunas preguntas.

Me gustaría que, si fuera posible, en esta materia se nos entregara un poco más de información. Básicamente, el Acuerdo es para que nuestro país facilite dependencias para los funcionarios de la Corte Permanente de Arbitraje. Sin embargo, me nacen las siguientes interrogantes: ¿Hay algún requerimiento específicos sobre el particular? ¿Existen montos de dinero comprometidos? ¿Qué características deben tener las dependencias que se necesitan? 

Sin duda, no es lo mismo hablar de un par de oficinas que de dependencias múltiples, que pueden involucrar pisos completos de un inmueble. Me resulta importante recibir una respuesta a estas interrogantes, para poder dar mi aprobación al proyecto de manera más fundada. 

Por lo tanto, desde ya agradezco la gentileza de quien conteste mis consultas. 

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- El diputado Flores abordará las consultas planteadas por el diputado Ulloa.

Sin embargo, el diputado Saffirio ha hecho presente a la Mesa que no hay quorum en la Sala para continuar sesionando.

Se suspende la sesión por cinco minutos. 

-Transcurrido el tiempo reglamentario:

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Continúa la sesión.

Tiene la palabra el diputado señor Iván Flores para referirse a las preguntas planteadas por el diputado Ulloa.

El señor FLORES.- Señor Presidente, si bien debiera estar presente algún representante de la Cancillería para responder a las consultas que aquí se han formulado, puedo señalar que lo que propone el proyecto de acuerdo en discusión no consiste en el establecimiento de dependencias en un recinto completamente distinto de aquel en que funciona la Cancillería.

Por lo tanto, tal como se señala en el informe que acabo de rendir, el objetivo de la iniciativa es que el Ministerio de Relaciones Exteriores coordine la facilitación del espacio para oficinas y reuniones, así como el personal administrativo que requiera la Corte Permanente de Arbitraje para sesionar, lo cual la Cancillería deberá llevar a cabo con cargo a su propio gasto corriente, de manera que no se incurre en gasto adicional alguno, razón por la que el proyecto no fue tramitado por la Comisión de Hacienda.

A mi juicio, es un honor para Chile que una corte de arbitraje que resuelve controversias entre Estados haya determinado que nuestro país es un buen lugar para instalar su sede para sesionar en las oportunidades en que así lo requiera.

En consecuencia, está claro que los recursos involucrados para el establecimiento de dependencias de la Corte Permanente de Arbitraje en Chile dicen relación exclusivamente con gastos corrientes de la Cancillería, de manera que se cargarán a su presupuesto, como ocurre en el caso del funcionamiento de cualquier oficina del Ministerio de Relaciones Exteriores.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el objetivo del proyecto de acuerdo en debate es permitir el establecimiento de dependencias de la Corte Permanente de Arbitraje en nuestro país, en el marco de sus actividades, instancia que se dispuso como el primer mecanismo en el mundo para el arreglo de disputas entre Estados por medio del arbitraje, de la cual Chile forma parte desde hace más de un siglo.

La aceptación de la proposición en proyecto implica colocar al país en un sitial de privilegio en materia de resolución de conflictos entre Estados, puesto que facilita un mayor protagonismo nacional ante el resto del mundo, además de ser un reconocimiento a la tradición jurídica y al respeto de nuestro país al derecho internacional. De ese modo, nuestro país se sumaría al selecto grupo de ocho naciones en las que se han instalado sedes de ese organismo: Argentina, Costa Rica, El Líbano, India, República de Mauricio, Singapur, Sudáfrica y Vietnam.

Asimismo, la aprobación del acuerdo implica que Chile asume la obligación de facilitar las dependencias necesarias, de manera gratuita, y el personal administrativo que se estime razonable para promover los servicios de resolución de disputas de la Corte Permanente de Arbitraje, a través de nuestras embajadas y representaciones diplomáticas, así como la entrada y estancia en el territorio nacional de las personas que participen tanto en las actividades permanentes de esa oficina como en los procesos de arbitraje que se lleven a cabo. Del mismo modo, se reconocen la inmunidad y los privilegios diplomáticos para las dependencias y los funcionarios.

Sin embargo, es evidente que estos beneficios pueden limitarse en caso de conflicto con la justicia, pero son los beneficiarios los que tienen el deber de prevenir la comisión de eventuales abusos. En todo caso, Chile no asume responsabilidad alguna por las actuaciones u omisiones de esa representación de la Corte Permanente de Arbitraje.

Por las razones señaladas, invito a los parlamentarios a votar a favor el proyecto de acuerdo, lo cual constituye un privilegio para el país, pues nos permitirá contar con mayor protagonismo a nivel internacional.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

Solicito el asentimiento de la Sala para terminar el Orden del Día y suspender la sesión por diez minutos para llamar a votar los proyectos tratados en la presente sesión.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de acuerdo en los siguientes términos:

El señor CORNEJO (Presidente).- Corresponde votar el proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Corte Permanente de Arbitraje relativo al establecimiento de dependencias de la Corte Permanente de Arbitraje en Chile, suscrito en Santiago, Chile, el 13 de diciembre de 2011.

En votación. 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 90 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; Cornejo González Aldo; Edwards Silva José Manuel; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Hasbún Selume Gustavo; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

El señor CORNEJO (Presidente).- Despachado el proyecto.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO Y DE RESOLUCIÓN

INCORPORACIÓN DE FUNCIONARIOS DE LAS ADMINISTRACIONES
CENTRALES DE LAS CORPORACIONES MUNICIPALES COMO BENEFICIARIOS DEL BONO DE ZONAS EXTREMAS

El señor CORNEJO (Presidente).- El señor Prosecretario dará lectura a la parte dispositiva del proyecto de resolución N° 184.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución N° 184, de los diputados señora Jenny Álvarez, señores Roberto Poblete, Fidel Espinoza, David Sandoval, Iván Fuentes, señora Loreto Carvajal, señor Renzo Trisotti, señora Marcela Hernando, señores Patricio Vallespín y Luis Rocafull, que en su parte dispositiva señala:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, instruir al ministro de Hacienda, señor Alberto Arenas, para que, en el marco de la próxima discusión del proyecto de Ley de Reajuste de remuneraciones del Sector Público para el 2015, pueda contemplar e incluir en dicho texto legal la incorporación de los funcionarios de las administraciones centrales de las corporaciones municipales como beneficiarios del bono de zonas extremas, en un monto no imponible y forma de pago similar al que reciben actualmente los asistentes de la educación.

El señor CORNEJO (Presidente).- Para intervenir a favor del proyecto de resolución, tiene la palabra la diputada señora Jenny Álvarez.

La señora ÁLVAREZ (doña Jenny).- Señor Presidente, tal vez, este proyecto de resolución puede parecer algo extemporáneo si consideramos que en su petición se hace alusión al proyecto de Ley de Reajuste de remuneraciones del Sector Público, que ya aprobamos. Sin embargo, pese a que no surtirá ningún efecto en el 2015, hemos creído necesario perseverar en su aprobación, toda vez que el planteamiento de fondo, lamentablemente, sigue plenamente vigente.

Tal como lo señala el texto, desde 1991 en adelante, el Congreso Nacional ha aprobado un conjunto de leyes tendientes a entregar bonos para las trabajadoras y los trabajadores de la educación y la salud municipales, así como también de las universidades públicas de las regiones y zonas extremas, incluyendo en estos territorios, por cierto, a Isla de Pascua, a la isla Juan Fernández y al archipiélago de Chiloé. Sin embargo, los funcionarios de las corporaciones municipales que tienen bajo su dependencia diferentes estamentos profesionales y no profesionales, tanto en el área de la educación como de la salud primaria; asistentes de la educación y trabajadores de las administraciones centrales de las citadas corporaciones son los únicos trabajadores de las zonas extremas que no perciben el denominado “bono de zonas extremas”.

Dichos funcionarios, al estar regidos por el Código del Trabajo y recibir un 50 por ciento de aporte del Estado, no pueden negociar colectivamente, lo que podría ser el instrumento para obtener un beneficio por la condición de zonas extremas. Por eso, nos parece absolutamente necesario insistir desde ya ante el ministro de Hacienda para que durante este año se generen los mecanismos técnicos y los diálogos necesarios para que en la discusión presupuestaria para el 2016 se contemple la incorporación de los funcionarios de las administraciones centrales de las corporaciones municipales como beneficiarios del bono de zonas extremas, en un monto no imponible y forma de pago similar al que reciben actualmente los asistentes de la educación.

Nos parece una demanda de toda justicia y por ello los invito a aprobar el proyecto de resolución.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Ofrezco la palabra para apoyar el proyecto.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra para impugnarlo.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 60 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.
El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Coloma Alamos Juan Antonio; Cornejo González Aldo; Espejo Yaksic Sergio; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Girardi Lavín Cristina; Hernando Pérez Marcela; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Lavín León Joaquín; Melo Contreras Daniel; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rivas Sánchez Gaspar; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Santana Tirachini Alejandro; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Soto Osvaldo; Walker Prieto Matías.

PROMOCIÓN DE POLÍTICA PÚBLICA ORIENTADA A RECONOCER, PROTEGER, PRESERVAR Y PROYECTAR SITIOS DE MEMORIA QUE RECUERDEN A
VÍCTIMAS DE VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS

El señor CORNEJO (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de resolución.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución N° 185, suscrito por los diputados señores Daniel Melo, Leonardo Soto, Jaime Bellolio, Cristián Monckeberg, Claudio Arriagada, Roberto Poblete, las señoras Daniella Cicardini y Loreto Carvajal, y los señores Pepe Auth y Sergio Ojeda, que en su parte dispositiva expresa:

La Cámara de Diputados acuerda:

Ejerciendo la facultad que les confiere la Constitución Política de la República, solicitamos a su excelencia la Presidenta de la República impulsar una política pública dirigida a reconocer, proteger, preservar y proyectar el funcionamiento de los sitios de memoria que recuerdan a las víctimas de violaciones a los derechos humanos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Para apoyar el proyecto de resolución, tiene la palabra el diputado señor Leonardo Soto.

El señor SOTO.- Señor Presidente, de acuerdo con datos del Museo de la Memoria y los Derechos Humanos, actualmente existen más de 110 sitios de memoria y memoriales levantados a lo largo de todo el país, desde Arica a Punta Arenas, los cuales son parte del proceso de reparación simbólica y en homenaje a las víctimas de la dictadura y a sus familiares. Todos ellos han sido levantados con el esfuerzo y trabajo de organizaciones sociales, de iniciativas ciudadanas y de las mismas víctimas, en algunos casos con aportes estatales.

Según Flacso, el catastro de memoriales en Chile arroja que más del 30 por ciento de ellos se encuentran actualmente con severos daños y deterioro, que aumentan con el paso del tiempo, y son especialmente vulnerables a la acción vandálica, tal como sucedió a con el atentado al memorial de los ejecutados en el Estadio Nacional, a mediados de año.

Asimismo, las organizaciones sociales que los han levantado y que realizan actividades de conmemoración, investigación y educación en derechos humanos se encuentran sin una línea de apoyo institucional y en completo abandono.

En consecuencia, resulta necesario y urgente que el Estado se haga cargo de esta realidad y elabore una política pública dirigida a construir, proteger, preservar, reparar y asegurar el funcionamiento en el tiempo de estos sitios de memoria y sus organizaciones sociales, con la finalidad de que la sociedad tenga la posibilidad de reencontrarse con el pasado reciente y vincularlo con el presente y el futuro.

Hago presente que el proyecto de resolución cuenta con el respaldo de todos los integrantes de la Comisión de Derechos Humanos de esta Cámara y de la Red de Sitios de Memoria de Chile, Corporación Villa Grimaldi, Memorial Paine y muchas otras organizaciones.

Esta política de protección a los sitios de memoria, en nuestro concepto, debería contemplar los siguientes elementos:

1. Otorgarles protección institucional bajo la lEy de Monumentos Nacionales, especialmente a aquellos sitios que fueron lugares de represión y de exterminio;

2. Establecimiento de una partida presupuestaria que considere financiamiento específico para recuperación, mantención, preservación y proyectos de funcionamiento de los sitios de memoria, y

3. Inclusión de estos sitios en los programas educativos, como mecanismo de promoción de una convivencia basada en la cultura democrática y el respeto irrestricto a los derechos humanos.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, el proyecto de resolución surge aquí, porque es producto del acuerdo unánime de los miembros de la Comisión de Derechos Humanos, debido a la preocupación que existe por la falta de protección, cuidado y valoración de los sitios de memoria.

Resulta necesario e imperativo que el Estado implemente una política que proteja, preserve, repare y asegure el funcionamiento en el tiempo de los sitios de memoria que recuerdan a las víctimas de violaciones a los derechos humanos, de modo que la sociedad tenga la posibilidad de reencontrarse con el pasado reciente y lo vincule con el presente, para impedir que se repitan los hechos bárbaros que dieron origen a esos lugares, para que se visibilicen y se recupere la memoria y las historias vinculadas a las víctimas de violaciones de los derechos humanos en el período de la dictadura militar y para que se promueva una reflexión crítica sobre las violaciones de los derechos humanos, tanto en el pasado como en el presente.

Por eso, hago un llamado a la Sala para que apruebe este proyecto de resolución, que solicita a su excelencia la Presidenta de la República que impulse una política pública dirigida a reconocer, proteger, preservar y proyectar el funcionamiento de los sitios de memoria que recuerdan a las víctimas de violaciones a los derechos humanos. En verdad, esto es de justicia y una necesidad espiritual de los familiares de las víctimas, así como un deber del Estado.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 50 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chávez Velásquez Marcelo; Cornejo González Aldo; Espejo Yaksic Sergio; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Lavín León Joaquín; León Ramírez Roberto; Melo Contreras Daniel; Molina Oliva Andrea; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Núñez Arancibia Daniel; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rivas Sánchez Gaspar; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Walker Prieto Matías.

MODIFICACIÓN DEL SISTEMA DE REGULACIÓN TARIFARIA DEL
SERVICIO DE GAS DOMICILIARIO

El señor CORNEJO (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de resolución.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución N° 186, suscrito por los diputados señores Daniel Farcas, Gabriel Silber, Marco Antonio Núñez, Juan Luis Castro, Fernando Meza, Felipe Letelier, Marcos Espinosa, Jorge Insunza, Carlos Abel Jarpa y Cristián Campos, que en su parte dispositiva señala:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia la Presidenta de la República que los ministerios de Economía, Fomento y Turismo y de Energía reglamenten de una forma adecuada la fijación tarifaria en el cobro por servicio de gas domiciliario y los métodos empleados en la fiscalización correcta y oportuna a las compañías distribuidoras de gas, con el fin de clarificar los límites en las utilidades de las empresas y brindar un mejor acceso a la justicia de los usuarios.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Para apoyar el proyecto de resolución, tiene la palabra el diputado señor Gabriel Silber.

El señor SILBER.- Señor Presidente, uno podría entender que al gas se le da el mismo tratamiento que al resto de los servicios públicos, como la electricidad, el agua potable y otros, cuyas tarifas son fijadas mediante un polinomio y, como servicios públicos, regulados por una superintendencia que supervisa la prestación del servicio, dado lo cual uno, en tanto consumidor, puede conocer objetivamente las causales, en este caso, del mayor o menor precio de un determinado servicio público. Sin embargo, ello no es así. Aquí, por el contrario, en lo que se refiere al mercado del gas, estamos en las antípodas de lo que señala la legislación. Tanto es así que, actualmente, por parte de la Fiscalía Nacional Económica se está siguiendo una investigación ante el Tribunal de la Libre Competencia debido a la posibilidad de que exista un sobreprecio en el valor del gas, cuestión que radica su causa basal en lo intrincado a la hora de acreditar su precio, el cual se fija tomando en cuenta el IPC, más un precio máximo que puede cobrar la respectiva empresa.

En consecuencia, sentimos que hoy ya no existe motivo para seguir amparando una situación que la propia Fiscalía y el Tribunal de la Libre Competencia próximamente sancionaría -esperamos que así sea- por la vía de multas. Esta materia debe tener una regulación similar a la de otros servicios públicos, como son la electricidad y el agua potable, cuyos precios podemos conocer con certeza. Lo más importante es que exista una tuición por parte de un regulador que tenga musculatura suficiente para fiscalizar el comportamiento de empresas tan sensibles como la que distribuye el gas licuado y el gas de cañería.

He dicho.

El señor GONZALEZ (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para apoyar el proyecto.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra para impugnarlo.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 37 votos; por la negativa, 0 votos. Hubo 2 abstenciones.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chávez Velásquez Marcelo; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Lavín León Joaquín; León Ramírez Roberto; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Molina Oliva Andrea; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Robles Pantoja Alberto; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Boric Font Gabriel; Jackson Drago Giorgio.

VII. INCIDENTES

REVISIÓN DE TRAZADO DE PLAN DE EXPANSIÓN CHILE
CARDONES-POLPAICO (Oficio)

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- En Incidentes el primer turno corresponde al Comité del Partido Socialista. 

Tiene la palabra el diputado señor Raúl Saldívar.

El señor SALDÍVAR.- Señor Presidente, en esta oportunidad me quiero referir a una situación que se está produciendo no solo en la Región de Coquimbo, sino también en la Región de Valparaíso. Me refiero a la carretera eléctrica denominada Plan de Expansión Chile Cardones-Polpaico.

La comunidad está muy preocupada porque la región va a ser atravesada por un conjunto de torres de alta tensión que van a conducir la energía que se necesita para distintas actividades que se realizan en el país. Sin embargo, el trazado se diseñó en función de antecedentes que estaban desactualizados y, por lo tanto, dichas torres se van a ubicar en sectores donde actualmente hay poblaciones con densidad relativa y también en lugares donde se realizan algunas actividades económicas, lo que va a generar externalidades muy negativas en un amplio sector del radio ubicado en torno de las estas torres de alta tensión que van a conducir electricidad.

Por lo tanto, dado que hay comunidades que se van a sentir afectadas y que desde este momento ya se sienten vulneradas en sus intereses, pido que se envíe un oficio al ministro de Energía para que se sirva revisar el trazado. Racionalmente, todo el mundo entiende que es necesario conducir electricidad y energía para los fines que he señalado, pero lo fundamental es que el trazado se realice por sectores donde se genere el menor impacto posible y no despierte en las comunidades situaciones como las que están ocurriendo hoy, en que hay quejas y malestar, justificados a mi juicio, por la situación que generaría la instalación de dicha infraestructura.

Sé que el tema es complejo, pero pido al Ejecutivo que haga un esfuerzo para revisar la dirección del trazado aludido, a objeto de que se pueda atender el clamor de los vecinos que están preocupados por los efectos que va a provocar esta situación en un plazo corto.

Mi solicitud apunta esencialmente a que exista la voluntad necesaria de parte de la autoridad respectiva para revisar una situación que de suyo va a traer complejísimos problemas en el futuro, dado que hoy los temas ambientales generan rechazo en la comunidad cuando se producen situaciones en las que se ven amenazados el ecosistema, la convivencia o se alteran lugares donde hay habitantes que por largo tiempo han logrado construir su hábitat en condiciones apropiadas para una vida saludable.

Hago esta solicitud acogiendo y escuchando el clamor de cientos de habitantes de distintos sectores rurales, particularmente del Valle de Elqui y de otros sectores que solo quieren hacer prevalecer las condiciones naturales de un sector escénico que es espectacular y que tiene un potencial extraordinario.

He dicho.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

INCLUSIÓN DEL AJEDREZ EN JUEGOS DE LA ARAUCANÍA 2015 (Oficios)

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).-Tiene la palabra la diputada señora Jenny Álvarez.

La señora ÁLVAREZ (doña Jenny).- Señor Presidente, los Juegos de La Araucanía constituyen un evento anual que se desarrolla hace 22 años en forma ininterrumpida. Son los juegos binacionales más antiguos que existen en la actualidad.

En 2014, los XXIII Juegos de La Araucanía se realizaron en la región chilena del mismo nombre, la cual había sido la región anfitriona de la primera edición de los Juegos, llevada a cabo en 1992, teniendo como sedes Temuco, Villarrica y Pucón.

En la competencia participan las seis provincias patagónicas argentinas -Tierra del Fuego, Santa Cruz, Chubut, Río Negro, La Pampa y Neuquén- y las seis regiones patagónicas chilenas -La Araucanía, Biobío, Los Ríos, Los Lagos, Aysén y Magallanes-.

Los participantes compiten en siete deportes: básquetbol (masculino y femenino); vóleibol (masculino y femenino); atletismo (masculino y femenino); judo (masculino y femenino); natación (masculino y femenino); fútbol (masculino), y ciclismo (masculino).

En septiembre de 2015 estos Juegos se llevarán a cabo en la provincia argentina de Neuquén y tendrá como sedes el mismo Neuquén, para atletismo, natación, vóleibol, básquetbol y fútbol. Centenario albergará ciclismo y fútbol; Plottier, básquetbol, y villa El Chocón, judo.

Tuve el privilegio de participar de la premiación de los mejores deportistas de la Región de Los Lagos, y poco antes, en el homenaje que se rindió a “las marcianitas” del hockey-patín por haber conseguido medalla de bronce en el último mundial femenino realizado en Francia, oportunidad en que también reconocimos, entre otros destacados deportistas, a quienes participaron en los Juegos Sudamericanos Escolares realizados recientemente en Brasil, donde Chile obtuvo diez medallas, siendo una de ellas la lograda por la joven valdiviana Javiera Gómez, quien obtuvo medalla de oro en ajedrez. Hasta ahí, todo bien, porque días después llamó mi atención el planteamiento que me hizo el profesor y árbitro de ajedrez chilote, don Leopoldo Gutiérrez, quien, además, es profesor de quienes han obtenido el primer lugar en ajedrez provincial en la provincia de Chiloé, Felipe Bachman, categoría Sub-16, de la comuna de Chonchi, y Valentina Santana, categoría Sub-14, quien me pidió interceder ante la ministra del Deporte para solicitarle que, en adelante, los Juegos de La Araucanía incorporen el ajedrez, no solo por el importante número de jóvenes que cultivan el llamado juego-ciencia, sino también, por los innegables efectos positivos que genera en el desarrollo intelectual, pensamiento lógico, estratégico, matemático y verbal de niños y jóvenes.

Por lo anterior, solicito que se oficie a la ministra de Deporte, con copia de mi intervención al seremi de Deporte y al director del IND de la Región de Los Lagos, para solicitarle que dialogue con las autoridades deportivas argentinas para incorporar el ajedrez en esta competencia binacional patagónica. 

Pido hacer llegar copia de esta intervención también al profesor Leopoldo Gutiérrez, cuyos datos adjuntaré.

He dicho.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

INFORMACIÓN SOBRE LEGITIMIDAD DE INFORME RELACIONADO CON
EMISIONES CONTAMINANTES DE CALEFACTOR A LEÑA SCANTEK 380
(Oficios)

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- En el turno del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra, por seis minutos, el diputado señor René Saffirio.

El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, la Cámara de Diputados ha sido testigo de cómo durante muchos años he hecho referencia a uno de los dramas que afecta con mayor intensidad a las ciudades del sur de Chile. Me refiero a los problemas ambientales que se producen como consecuencia del uso de leña para la calefacción doméstica.

En la administración pasada del Presidente Sebastián Piñera, la Secretaría Regional Ministerial y el Ministerio del Medio Ambiente realizaron un intento de recambio de los calefactores a leña que resultó un fracaso, porque si bien se retiraron calefactores contaminantes, estos fueron reemplazados por otros también contaminantes. Es decir, se cambió chatarra por chatarra.

Pareciera que la contaminación afecta también la capacidad de algunas autoridades para innovar en esta materia, porque en la actualidad el Ministerio del Medio Ambiente ha iniciado un proceso de recambio de calefactores a leña. La empresa Amesti se adjudicó la licitación con su modelo de calefactor denominado Scantek 380, pero este no cumple con las normas mínimas de emisiones que entraron en vigencia el 1 de octubre del año pasado.

La certificación en virtud de la cual se permitió la adquisición del modelo Scantek 380 de la empresa Amesti proviene de una empresa contratada por el mismo productor de los calefactores. Pues bien, la Asociación de Consumidores del Sur, que es una organización ciudadana preocupada de los temas ambientales, por su propia cuenta y costo, encargó al laboratorio Cerylab Limitada un ensayo de ese calefactor. El estudio arrojó como resultado que los informes incorporados en la certificación presentada por la empresa Amesti en el proceso de adquisición de calefactores del Ministerio del Medio Ambiente -cito textual- “difieren significativamente con los informados por el fabricante.”
Nuevamente estamos abordando un tema con los pies y no con la cabeza. ¡Estamos cambiando nuevamente chatarra por chatarra! De esta forma, la empresa proveedora está haciendo un pingüe negocio, mientras que los habitantes de las ciudades del sur de Chile, en particular, de Temuco y Padre Las Casas están haciendo un pésimo negocio.

Por ello, pido que se oficie al ministro del Medio Ambiente, al ministro de Salud y al superintendente de Electricidad y Combustibles para que informen acerca de si se tuvieron o no presentes los antecedentes del laboratorio Cerylab Limitada u otros que legitimen la adquisición del producto Scantek 380 de la fábrica Amesti. Estamos perdiendo un año más en el proceso de descontaminación de las ciudades del sur.

He dicho.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

CREACIÓN DE OFICINA DEL SERVICIO MÉDICO LEGAL EN
COMUNA DE SAN CARLOS (Oficio)

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado señor Jorge Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, solicito que se oficie al ministro de Justicia para que tenga a bien considerar la creación de una oficina del Servicio Médico Legal en la comuna de San Carlos, provincia de Ñuble, Octava Región.

En la actualidad, en las 21 comunas de la provincia de Ñuble, futura región, cada vez que se ordena una autopsia se deben enviar los cuerpos al Servicio Médico Legal de Chillán, el cual se encuentra colapsado. A modo de ejemplo, la semana pasada fallecieron once personas en Chillán, las que debieron ser derivadas al Servicio Médico Legal de Los Ángeles por la falta de médicos legistas. Lo mismo sucedió en San Carlos, donde tres personas fallecidas fueron derivadas al Servicio Médico Legal de Los Ángeles.

Dado que la Presidenta Michelle Bachelet durante este mes firmará el proyecto de ley que crea la Región de Ñuble, en la que la comuna de San Carlos será la capital de la provincia del Punilla, es que -reitero- solicito al ministro de Justicia que tenga a bien evaluar y proyectar la construcción de una oficina del Servicio Médico Legal en esa comuna para atender a las comunas de Ñiquén, Coihueco, San Fabián, San Nicolás y por cierto a la propia comuna de San Carlos.

De esta manera se podrá prestar una atención más digna y más eficiente a las personas que se ven enfrentadas al difícil trance de tener que esperar demasiado por la entrega de los cuerpos de sus familiares para darles cristiana sepultura.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

MEJORAMIENTO DE FISCALIZACIÓN DE VERTEDEROS ILEGALES (Oficio)

El señor SABAG.- En segundo lugar, pido que se oficie al ministro del Interior para solicitar la implementación de medidas para una eficaz fiscalización de los vertederos ilegales.

En el período estival es triste ver el paisaje en los caminos rurales debido a la gran cantidad de basura acumulada en sus costados. Muchos lugares se han constituido en vertederos ilegales.

Hace un mes se aprobó en la Cámara de Diputados un proyecto de ley que aumenta las sanciones tanto del mandante como del portador de los residuos que van a parar a vertederos ilegales. Sin embargo, estos proyectos de ley pueden quedar en letra muerta si no se fiscaliza adecuadamente este tipo de hechos.

Solicito que desde el Ministerio del Interior se genere una política pública de mayor fiscalización, la que puede ser canalizada a través de las gobernaciones o de los municipios. Lo importante es contar con mayor personal dedicado a fiscalizar estas situaciones que atentan contra la salud de las personas y del medio ambiente.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

INSTALACIÓN DE CAJERO AUTOMÁTICO MÓVIL EN COMUNA DE QUILLÓN (Oficios)

El señor SABAG.- Por último, Quillón, ubicada en la provincia de Ñuble, Región del Biobío, por su carácter de comuna turística, recibe en este período estival a miles de visitantes atraídos por sus grandes atractivos, como la laguna Avendaño y otros parajes.

Es de conocimiento público que la comuna de Quillón no cuenta con una sucursal del BancoEstado. También es de conocimiento público que los pocos cajeros automáticos que había en dicha comuna han sido retirados, por lo que se ha provocado una situación insostenible para los turistas y habitantes de la comuna porque no cuentan con dinero en efectivo.

Entendido el hecho de que en dos meses no se puede construir una sucursal es que pido que se oficie al ministro de Economía y al presidente del BancoEstado para ver la posibilidad de implementar un cajero automático móvil, tal como lo ha hecho el BancoEstado en otras comunas para solucionar el problema que causa la falta de dispensadores de de dinero durante el período estival.

He dicho.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

Tiene la palabra el diputado señor Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, el concejal de Quillón, don Jorge Muñoz, me ha hecho ver en reiteradas ocasiones la situación que acaba de describir el diputado señor Sabag, esto es la ausencia de cajeros automáticos y de una sucursal del BancoEstado en esa comuna. Por ello, es urgente instalar un cajero automático móvil en espera de que se construya una oficina o sucursal del BancoEstado en esa localidad.

Por lo tanto, pido que se envíe oficio sobre el particular, en mi nombre y en el del personero señalado. Asimismo, me adhiero a todos los oficios solicitados por el diputado Jorge Sabag.

He dicho.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

INFORMACIÓN SOBRE DESPERFECTOS EN PLANTA DE TRATAMIENTO DE AGUAS SERVIDAS Y ALCANTARILLADO DE LOCALIDAD DE NIEBLA,
COMUNA DE VALDIVIA (Oficios)

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- En el tiempo que resta al Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor Iván Flores.

El señor FLORES.- Señor Presidente, la localidad de Niebla forma parte del plan regulador de la comuna de Valdivia. El sector costero, tal vez el de mayor interés turístico de la comuna y también puerta de entrada al resto del litoral -allí no solo existe una alta concurrencia de turistas tanto en invierno como en verano, sino que también vive mucha gente en forma permanente- se ha visto afectado últimamente por problemas ambientales.

He recibido información de que la planta de tratamientos de aguas servidas que se encuentra ubicada en el corazón de la comuna de Niebla funciona mal, por lo que genera problemas ambientales, como malos olores y, eventualmente, otros de salud pública.

Por ello, pido que se oficie a la superintendenta de Servicios Sanitarios, al alcalde de la Municipalidad de Valdivia y al gerente general de la Empresa Sanitaria de la Región de Los Lagos, a fin de que nos remitan un informe respecto de la situación en que se encuentra esa planta de tratamientos de aguas servidas y el sistema de alcantarillado de la localidad de Niebla. La idea es saber cómo y cuándo se corregirá esta situación. 

Asimismo, pido que se envíe copia de esta intervención al alcalde y al concejo de Valdivia, a la Unión Comunal de Juntas de Vecinos de Valdivia, al Consejo de Desarrollo de Niebla y al Cosoc de Valdivia.

He dicho.

El señor GONZÁLEZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 13.13 horas. 

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,
Jefe de la Redacción de Sesiones.
VIII. ANEXO DE SESIÓN

COMISIÓN ESPECIAL DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN
Y DE ANTECEDENTES

-Se abrió la sesión a las 12.54 horas.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

REMISIÓN DE GUÍA METODOLÓGICA PARA LA EVALUACIÓN DE RIESGOS AMBIENTALES DE VEGETALES GENÉTICAMENTE MODIFICADOS (Oficios)

El señor ROBLES.- En vista de que no hay señores diputados que deseen hacer uso de la palabra, utilizaré los cinco minutos que me corresponden por Reglamento.

Solicito que se envíe oficio a los ministros de Agricultura y del Medio Ambiente, con el fin de que me remitan la Guía metodológica para la evaluación de riesgos ambientales de vegetales genéticamente modificados, con guía electrónica de metodologías para su uso, publicada en febrero de 2014. Dicha guía complementa la Resolución Exenta N° 1.523, de 2001, del SAG, aun vigente. De acuerdo con esa resolución, el SAG autoriza el ingreso de material transgénico de propagación, como semillas, solo para la producción destinada a la exportación. 

Los procedimientos de bioseguridad solo incluyen una cuarentena fitosanitaria, sin considerar el posible impacto de estos cultivos sobre el medio ambiente y la biodiversidad. 

Por eso -repito-, solicito se nos envíe copia de esta guía metodológica. Además, se informó que se llevaría a cabo un taller donde se explicaría esta materia, pero entiendo que ello finalmente no sucedió. Por lo tanto, también solicito que se me explique qué está pasando, pues tengo entendido que la guía metodológica está activa y, sin embargo, no está siendo aplicada. 

Repito, me gustaría que se me enviara información muy completa al respecto, dada las implicancias ambientales y fitosanitarias que significa que la guía metodológica no esté siendo utilizada. 

REITERACIÓN DE DIVERSOS OFICIOS NO RESPONDIDOS POR DISTINTAS
AUTORIDADES (Oficios)

El señor ROBLES.- Por otra parte, la Constitución Política de la República señala que los diputados tenemos la atribución de fiscalizar a los organismos del Estado y otorga un plazo de treinta días a los ministerios para dar respuesta a los oficios remitidos a esas reparticiones. He solicitado oficios que aun no han sido contestados por los organismos pertinentes y no me parece razonable que estos no respondan en forma rápida y eficientemente los requerimientos de los parlamentarios.

Por eso, solicito que las autoridades que nombraré a continuación respondan los oficios que en cada caso se señalan:

Oficio N° 194, de 10 de julio de 2014, a fin de que el ministro del Interior responda sobre la posibilidad de evaluar el diseño de un cuartel para el Cuerpo de Bomberos de Caldera; oficio N° 2.283, de 10 de julio de 2014, con el propósito de que el subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo responda respecto de la factibilidad de acoger la demanda de la Mesa del Sector Público de la Región de Atacama para calificarla como zona extrema; oficio N° 2.282, cuyo objetivo es que el director del Serviu de la Región de Atacama responda el requerimiento relativo a la posibilidad de asignar un terreno para que el Cuerpo de Bomberos de Caldera pueda instalar un cuartel; oficio N° 1.597, cuyo propósito es que el gobernador provincial de Copiapó evalúe la posibilidad de instruir la instalación de un metrotrén de superficie; oficio N° 1.598, dirigido al intendente de la Región de Atacama con la misma finalidad; oficio N° 1.599, despachado al ministro de Transportes y Telecomunicaciones con la misma finalidad; oficio N° 1.591, de 11 de junio de 2014 -han transcurrido más de seis meses desde su despacho-, con el objeto de que el ministro de Defensa Nacional se pronuncie sobre la posibilidad de regularizar la concesión de los terrenos ubicados en el sector Playa Arenillas Negras, comuna de Arica; oficio N° 1.596, despachado para que el ministro del Interior y el alcalde y concejo de Tierra Amarilla respondan la inquietud relativa a la instalación de un metrotrén de superficie; oficio N° 1.270, de 26 de mayo de 2014, enviado con el propósito de que el director ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental del Ministerio del Medio Ambiente responda sobre la necesidad de exigir estudios de impacto ambiental para la instalación de plantas de fundición de plomo; oficio N° 1.243, despachado para que el ministro del Interior instruya al intendente de la región de Valparaíso para que tome juramento como consejero regional al señor Felicindo Tapia; oficio N° 222, de 25 de julio de 2014, cuyo objetivo es que el fiscal regional de Tarapacá del Ministerio Público informe si la venta de plomo es una conducta constitutiva de delito; oficio N° 2.278, al Ministerio de Hacienda; oficios N°s 2.279 y 2.277, dirigidos a la Intendencia y al Consejo Regional de Atacama, respectivamente; oficio N° 2.238, al Ministerio de Educación; oficio N° 2.165, a la Superintendencia de Seguridad Social; oficio N° 1.709, al Ministerio de Educación; oficios N°s 1.599 y 1.595, al Ministerio de Transportes y al alcalde y concejo de la comuna de Copiapó, respectivamente; oficio N° 3.217, a la Secretaría Ejecutiva del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol; oficio N° 3.215, a la Intendencia de la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins; oficio N° 2.930, de 15 de junio de 2014, a la Secretaría Regional Ministerial del Medio Ambiente de Atacama; oficio N° 2.297, de 10 de julio de 2014, al Ministerio de Educación, etcétera.

Como se agota mi tiempo y aún me quedan varios oficios que identificar, haré entrega a la Secretaría de una lista con todos los oficios que he solicitado que se envíen en uso de las facultades fiscalizadora que asisten a los diputados y que no han sido respondidos por las autoridades requeridas, no obstante que según la norma Constitucional tienen un plazo para ser contestados. Me parece muy importante que se respondan, pues no es la idea pedir que se apliquen las sanciones que nuestra legislación establece en estos casos. Ya hay algunos dipu-


tados que han solicitado la aplicación de sanciones, pero a mí me parece que lo lógico es que las autoridades contesten sin necesidad de tener que pedir a Contraloría que inicie otro tipo de acciones para que las autoridades requeridas lo hagan.

-Se levantó la sesión a las 13.03 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.
IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 7011-07)

“Honorable Cámara:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 74 de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo el que corresponde cumplir en el H. Senado-, respecto del proyecto de ley que crea el Acuerdo de Vida en Pareja (boletines N°7873-07 y 7011-07, refundidos).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia.”
2. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 9772-21)

 “Honorable Cámara:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 74 de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo el que corresponde cumplir en el H. Senado-, respecto del proyecto de ley que prorroga la entrada en vigencia de la obligación de instalar dispositivos de posicionamiento automático en el mar, respecto de embarcaciones pesqueras artesanales (boletín N° 9772-21).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia.”
3. Oficio del Senado. (boletín N° 8805-07)


“Valparaíso, 7 de enero de 2015.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha rechazado las enmiendas introducidas por esa Honorable Cámara al proyecto de reforma constitucional que otorga reconocimiento constitucional al principio de transparencia y al derecho de acceso a la información pública, correspondiente al Boletín N° 8.805-07.


Corresponde, en consecuencia, la formación de una Comisión Mixta que deberá proponer la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, conforme lo establece el artículo 71 de la Constitución Política de la República. Al efecto, la Corporación designó a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para integrar la referida Comisión Mixta.


Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 11.640, de 17 de diciembre de 2014.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): ISABEL ALLENDE BUSSI, Presidenta del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado.”
4. Oficio del Senado. (boletín N° 9791-05)


“Valparaíso, 7 de enero de 2015.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo esa Honorable Cámara, el proyecto de ley que renueva la aplicación del mecanismo de reintegro parcial del impuesto específico al petróleo diésel para las empresas de transporte de carga y otorga beneficio tributario que indica, correspondiente al Boletín N° 9.791-05.


Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 11.637, de 17 de diciembre de 2014.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): ISABEL ALLENDE BUSSI, Presidenta del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado.”
5. Oficio del Senado. (boletín N° 9484-15)


“Valparaíso, 7 de enero de 2015.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo esa Honorable Cámara, el proyecto de ley que modifica la ley 
N° 18.483, que establece nuevo régimen legal para la industria automotriz, en materia de importación de trolebuses usados, correspondiente al Boletín N° 9.484-15.


Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 11.529, de 9 de octubre de 2014.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): ISABEL ALLENDE BUSSI, Presidenta del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado.”
6. Oficio del Senado. (boletín N° 3.880-14)


“Valparaíso, 7 de enero de 2015.


La Cámara de Diputados, en sesión celebrada el día 29 deseptiembre de 2010, mediante el oficio N° 9019 de esa misma fecha, designó a las señoras y señores Diputados que deben concurrir a la formación de la Comisión Mixta que ha de formarse de acuerdo a lo establecido en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que permite establecer condiciones de resistencia y mitigación de los efectos de maremotos en las construcciones costeras (boletín N° 3.880-14).


Posteriormente, con fecha 12 de abril de 2012, remplazó parcialmente la nómina correspondiente.


Atendido el tiempo transcurrido, ruego a Vuestra Excelencia adoptar las medidas necesarias para que la Corporación que preside actualice los nombres de los miembros que integrarán la mencionada Comisión Mixta.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.


(Fdo): ISABEL ALLENDE BUSSI, Presidenta Senado de la República de Chile; MARIO LABBE ARANEDA, Secretario General del Senado.”
AL SEÑOR

PRESIDENTE

CÁMARA DE DIPUTADOS

DON ALDO CORNEJO G.

PRESENTE.”
7. Informe de la Comisión Especial Investigadora del conflicto entre
accionistas de la empresa Soquimich, con ocasión de determinadas operaciones
bursátiles, y el rol que habrían tenido en dicha materia autoridades
del gobierno anterior. 

Honorable Cámara:

La Comisión Investigadora mencionada en el epígrafe pasa a informar sobre las actuaciones, proposiciones y conclusiones derivadas de la respectiva investigación.

A. De la competencia de la Comisión

La Cámara de Diputados, en sesión 29ª, celebrada el 4 de junio del año 2014, en virtud de lo dispuesto en los artículos 52, N° 1, letra c) de la Constitución Política de la República; 53 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y 297 y siguientes del Reglamento de la Corporación, prestó su aprobación a la solicitud de 51 señores diputados para crear una Comisión Investigadora, con los siguientes objetivos:

1.- abocarse a conocer el rol que les cupo a las autoridades del gobierno anterior en el “caso cascadas”, investigado por la Superintendencia de Valores y Seguros, particularmente en lo que dice relación con eventuales conflictos de interés, y

2.- abocarse al estudio de la normativa que regula las facultades fiscalizadoras de las superintendencias de Valores y Seguros, y de Pensiones, junto al fortalecimiento de la transparencia del mercado bursátil.

Fundamentos

La referida solicitud se basa en los siguientes elementos: 

“Durante los últimos meses el país ha tomado conocimiento de múltiples informaciones de prensa que dan cuenta de las circunstancias que rodean el denominado “caso cascadas”.

Una de las aristas más graves del tema dice relación con el eventual involucramiento de autoridades de gobierno en una contienda empresarial de envergadura, que incluiría al ex Presidente de la República, Sebastián Piñera.

En los últimos días, el Diario Electrónico El Mostrador y otros medios han señalado tener acceso a correos electrónicos en que el ex Subsecretario de Hacienda, en calidad de Ministro subrogante, habría intercedido ante el Superintendente de Valores y Seguros, en concomitancia con el director de una de las empresas comprometidas y, además, el controlador de las “cascadas” y de la empresa Soquimich, Julio Ponce Lerou.

Del mismo modo, se hace mención al tratamiento de este tema en el comité político del ex Presidente, mediante sus afirmaciones de que, en este caso, “él se encargaría de la Superintendencia” y su solicitud al abogado del controlador de las cascadas de que “se preocupara de la fusión”.

Todo lo anterior, en el marco del “fideicomiso ciego” que suponía la prescindencia del Presidente de la República en la administración de sus negocios, mientras ejercía la primera magistratura.

La concertación de diferentes actores para influir en transacciones millonarias en la Bolsa de Comercio de Santiago, con fuertes cuestionamientos a la conducta de corredoras que afectaron injustificadamente los precios de acciones de diferentes empresas, es otra arista de un tema que afecta al conjunto del sistema bursátil del país, con efectos sobre el sistema de pensiones, al involucrar a diferentes AFPs.

En días pasados se ha anunciado una acción legal que afectaría al ex Presidente Piñera, por su eventual participación en el caso.

Cabe señalar que, en su declaración ante la Fiscalía, el principal implicado, Julio Ponce Lerou, ha llegado a afirmar que “si Su Excelencia el Presidente de la República (Piñera) no hubiese participado en las cascadas, no habría “caso cascadas”.”.

La gravedad de los hechos, particularmente la eventual intervención impropia de autoridades de gobierno en una contienda investigada por el Ministerio Público amerita la intervención de esta Cámara de Diputados, en el marco de su función fiscalizadora.”.

B.- Relación del trabajo desarrollado por la Comisión en el cumplimiento de su cometido

Los diputados señores Fuad Chahin, Marcos Espinosa, Daniel Farcas, Gustavo Hasbún, Giorgio Jackson, Patricio Melero, Nicolás Monckeberg, Daniel Núñez, Ricardo Rincón, Raúl Saldívar, Alejandro Santana, Marcelo Schilling y Felipe Ward integraron la Comisión, por acuerdo de fecha 2 de julio de 2014 de la Cámara de Diputados.

Sesión constitutiva 

Se efectuó el martes 8 de julio de 2014, con la asistencia de los diputados señores Boric, don Gabriel; Chahin, don Fuad; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Monckeberg, don Nicolás; Núñez, don Daniel; Rincón, don Ricardo, y Santana, don Alejandro, quienes eligieron por 5 votos a favor como Presidente de la Comisión, al Diputado señor Fuad Chahin Valenzuela.

Reemplazos

Sesión constitutiva: el diputado señor Jackson fue reemplazado de manera permanente por el diputado señor Boric y el diputado señor Espinosa, don Marcos, por el diputado señor Jarpa.

Sesión 1ª: el diputado señor Saldívar fue reemplazado de manera permanente por el diputado señor Andrade.

Sesión 8ª: el diputado señor Monckeberg, don Nicolás, fue reemplazado por el diputado señor Pérez, don Leopoldo.

Sesión 9ª: el diputado señor Espinosa fue  reemplazado de manera permanente por la diputada señora Hernando.

Sesión 10ª: el diputado señor Farcas fue reemplazado por la diputada señora Carvajal.

Sesión 11ª: el diputado señor Hasbún fue reemplazado por el diputado señor Van Rysselberghe.

Sesión 13ª: los diputados señores Hasbún y Ward fueron reemplazados por los diputados señores Trisotti y Kort, respectivamente.

Sesiones efectuadas

A partir de la sesión constitutiva, se efectuaron sesiones ordinarias y especiales, los días 14 y 23 de julio; 4, 6 y 20 de agosto, 3, 22 y 29 de septiembre; 1, 15 y 22 de octubre; 5, 12 y 26 de noviembre, y 10 de diciembre, todas del año 2014.

Plazo

El plazo otorgado en el mandato fue de 90 días, desde su constitución el 8 de julio; a su vencimiento el 27 de octubre, siendo prorrogado por 30 días hasta el 3 de diciembre del año 2014.

Personas escuchadas

La Comisión contó con la asistencia y colaboración de las siguientes personas:

Sesión 1ª: señor Carlos Pavez Tolosa, Superintendente de Valores y Seguros.

Sesión 2ª: señor Carlos Pavez Tolosa, Superintendente de Valores y Seguros.

Sesión 3ª: señor Carlos Pavez Tolosa, Superintendente de Valores y Seguros.

Sesión 5ª: señor Gabriel Zaliasnik, Abogado de Albagli Zaliasnik Abogados.

Sesión 6ª: señora Tamara Agnic, Superintendenta de Pensiones.

Sesión 7ª: señor Fernando Coloma, ex Superintendente de Valores y Seguros.

Sesión 8ª: señor Fernando Coloma, ex Superintendente de Valores y Seguros.

Sesión 9ª: señor José Morales, Fiscal adjunto de Alta Complejidad del Ministerio Público, acompañado por el  señor Andrés Montes y señora Tania Sironvalle, ambos de la Fiscalía Regional Metropolitana Centro Norte, y el señor Patricio Phillips, ex director de sociedades cascadas.

Sesión 12ª: señora Tamara Agnic, Superintendenta de Pensiones y el señor Max Montecino, Jefe de la División Financiera de la Superintendencia de Pensiones.

C.- Antecedentes principales derivados de lo expuesto por los invitados y del debate suscitado en la Comisión

I.- Elementos de la formulación de cargos  de la SVS y del desarrollo de la Comisión Investigadora

1) Transacciones bursátiles en el marco del esquema de operaciones

 El señor Carlos Pavez respecto del “caso cascadas” puntualizó los distintos hitos y contenido de la formulación de cargos, de fecha 10 de septiembre de 2013, dentro del proceso de fiscalización a ejecutivos y personas relacionadas a las sociedades Cascadas por presuntas infracciones a la Ley de Sociedades Anónimas y Ley de Mercado de Valores (ejercicio del inc. segundo art. 23 LO SVS). En concreto, las formulaciones de cargo serían por diversas operaciones realizadas de modo recurrente y coincidente entre 2009 y 2011, que permiten presumir, desde la fecha de formulación de cargos y hasta que no se emitan las resoluciones finales y en virtud del mérito de todos los antecedentes que se siguen acompañando al expediente administrativo, la existencia de un esquema que consiste principalmente en transacciones bursátiles con los títulos Calichera A, Oro Blanco y Soquimich en condiciones que imponían barreras para la participación de un mayor número de inversionistas. Son las operaciones bursátiles las que estarían configurando, a juicio de la SVS y de acuerdo a los antecedentes que se tenían a la fecha en que se emitieron los oficios, lo que se denominaría un “esquema de operaciones”. Lo que llama la atención de la SVS y que le hace concluir que podría estar en presencia de una infracción, es que se observan series de operaciones a lo largo de estos tres años durante los cuales estas sociedades venden acciones, que forman parte de sus activos, una estructura de propiedad del control de la sociedad Soquimich, en las cuales están el señor Julio Ponce, algunas sociedades de inversión y sociedades que cotizan en bolsa que son Norte Grande S.A., Oro Blanco S.A., Pampa Calichera S.A. (paquete importante de acciones de Soquimich). Se observan operaciones de venta o varias secuencias de operaciones de compra-venta, donde primero hay una venta de activos, de acciones de cada una de estas sociedades a terceros sobre los cuales se establece un cierto nivel de vinculación con el controlador de la sociedad. Estas ventas son determinadas a un precio equis y, posteriormente, en un periodo muy breve (semanas o meses siguientes), se produce una venta desde estas personas, relacionadas o vinculadas, hacia las sociedades denominadas “Cascadas” a un precio superior.

Es preciso aclarar, señaló el Superintendente, que la sola realización de operaciones de compra-venta a precios distintos o que se pudieran separar de los promedios que se pudieran observar en el mercado, no sería constitutivo de infracción. Lo que concluye la SVS es que, por la frecuencia de las operaciones, por el resultado de las mismas, el sentido con que se hacen, la participación de cada una de las personas, la vinculación que existe entre ellas y la afección final donde se radican las utilidades y las pérdidas de estas transacciones, harían pensar que existirían infracciones en esas operaciones. 

Esta es la conclusión de la SVS y que habría afectado el correcto funcionamiento del mercado de valores basado, fundamentalmente, en la confianza del público inversor y en la transparencia del mismo. 

Posteriormente, el 31 de enero de 2014 la Superintendencia publicó un comunicado de prensa para informar, en el marco de las operaciones vinculadas a las secuencias o sistemas de operaciones que dieron origen a la formulación de cargos realizada en septiembre, que también procedía la formulación de cargos contra Larraín Vial S.A. Corredora de Bolsa y sus ejecutivos Manuel Bulnes y Felipe Errázuriz. Además, extiende la formulación de cargos contra Leonidas Vial y Alberto Le Blanc. Asimismo, en enero de 2014, se formularon cargos a Banchile Corredores de Bolsa S.A. y a su ex ejecutivo Cristián Araya Fernández; a Citigroup Global Markets Inc. y a su representante legal Fabio Gheilerman; a Linzor Asset Management –hoy CHL Asset Management Chile-, y a su representante legal Canio Corbo Atria, este último por su participación en operaciones bastante específicas, algunas de las cuales formaban parte del esquema que en un comienzo determinó la Superintendencia. 

Consultado por los diputados señores Monckeberg y Boric sobre el esquema utilizado por los formulados de cargo y los efectos de los recursos presentados ante los tribunales precisó el señor Pavez que la ley orgánica de la SVS contempla la caducidad, por lo que no pueden suspenderse ni interrumpirse los plazos, los cuales transcurren en perjuicio de la SVS. 

El señor Fernando Coloma profundizó el concepto al señalar que es muy importante tener presente el trasfondo de la formulación de cargos y la ulterior sanción a los distintos formulados de cargo. Esto tiene que ver con el famoso “esquema”, como se le ha venido en llamar, porque es un conjunto de operaciones. Es un error pensar que una operación va a ser suficiente para decir cuál va a ser el precio de mercado.

Evidentemente, lo que hizo la Superintendencia fue determinar un patrón; si hubiese sido una operación, no dice nada. Es muy complejo inferir de una operación  alguna irregularidad o algo que amerite algún tipo de sanción o formulación de cargos.

Era la regularidad de todo un proceso que tenía que ver con transacciones que se hacían. Las más importantes eran remates de acciones que se ponían a disposición de sociedades vinculadas, relacionadas e instrumentales. Se ponía un conjunto importante de acciones de las propias Cascadas y, generalmente, las ponían las propias Cascadas, por un aumento de capital que no se había suscrito en su momento. 

Cuando se observa respecto de cualquier referente de mercado, los precios a los que se transaron sistemáticamente, no una vez, sino que en las muchas transacciones que hubo, se ve que se daba el mismo patrón. Se vendían a precios que, ante cualquier referente que se tuviera a la vista, eran bajo los precios de mercado, bajo los precios de referencia, de 15, 30 y 60 días y, ulteriormente, la Superintendencia lo hizo respecto del día anterior.

Ese es, básicamente, el tema de fondo y la forma de mirar las transacciones de mercado. Entre medio hay un conjunto de interacciones entre las sociedades relacionadas, instrumentales y vinculadas, en que hay traspaso de acciones. Siempre que se producen estos traspasos, entre vinculadas e instrumentales, es a favor del socio controlador, en este caso, el señor Ponce.

Después, cuando hay una venta final, de nuevo, de parte de esas sociedades y que salen a comprar las Cascadas, que eran controladas por el señor Ponce, bajo cualquier referente de mercado, a precios que eran mayores que los que había habido hace 15, 30 o 60 días y el día anterior también.

Esto es sistemático, por eso se habla de un “patrón”; son ciclos que se repiten. A eso es a lo que se refiere la Superintendencia y es lo que está detrás de la formulación de cargos.

El diputado señor Rincón intervino planteando sobre este particular que la lesión enorme en el Código Civil se califica en los porcentuales de 50 por ciento y el doble, es decir, ciento por ciento, no andan ni cerca de estimaciones de precios de mercado del 10; 7,3; 8; 20 o 25 por ciento. 

El señor Fernando  Coloma puntualizó que, precisamente, lo que se hace es dar cuenta de la irregularidad de la que habló antes. Se señalaba que el remate fue puesto a precios de 7, 10 o 13 por ciento menor que la referencia de 15, 30 o 60 por ciento. Después, cuando se observa otra operación, esto se repite. ¿A qué precio fueron puestos los remates?  A precios que eran sistemáticamente menores y así, sucesivamente. Hay muchos ejemplos del mismo tipo. No es con el ánimo de repetir, sino que la repetición tiene que ver con un “patrón”, lo cual era un hecho muy relevante al momento en que la Superintendencia formuló cargos y posteriormente sancionó. Es el “patrón” lo que está detrás; siempre en la misma dirección. Eso es lo realmente relevante para poder configurarse una composición de qué es lo que está detrás de todo esto.

El señor Coloma  señaló que 3 o 7 por ciento no era tanto dinero -antes de estas últimas operaciones-, pero cuando dice que ese porcentaje de ventas o de compras es de 250 millones de dólares no es poca plata. Finalmente, cuando se suman todas estas diferencias, de acuerdo con la estimación de la Superintendencia, se llega a la conclusión de que las sociedades Cascadas habrían sido defraudadas en más de 300 millones de dólares. O sea, a partir de estos pequeños porcentajes hubo un efecto importante, por reiteración y con volúmenes muy importantes.

Ahora bien, reconoció que hay algunas operaciones que no se describen con el mismo detalle,  porque no hubo elementos que  permitieran asociarlas a este esquema; no eran acciones ni posiciones que se tomaban, se vendían y que después se retomaban, había interacciones con el controlador, si era de compra o de venta, y después podían hacer la operación inversa. Eso es lo que está detrás de todo esto.

Si se trata de una operación suelta, si la hicieron las AFP, las sociedades de Sebastián Piñera o distintas instituciones, no tenían ningún elemento para poder señalar que se habría transgredido el interés social a través de la secuencia repetitiva de operaciones. 

2) Evolución de los mercados y de la industria 

Respecto del desarrollo y crecimiento de los mercados fiscalizados el señor Carlos Pavez resaltó que hay cuatro indicadores que dan cuenta de que la actividad de las entidades fiscalizadas y el tamaño de los mercados han aumentado considerablemente en los últimos diez o doce años. Ellos son los fondos mutuos, bolsas de valores, inversiones en compañías de seguros y demás fiscalizados, que suman alrededor de 5.000 las identidades y  personas sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.

Además de reconocer el papel de los funcionarios de la SVS destacó el porcentaje de resoluciones de los tribunales de justicia que confirman las resoluciones sancionatorias de la Superintendencia. Se trata de un porcentaje que excede el 90 por ciento en los últimos cinco años, siendo una cifra muy significativa que muestra que los tribunales de justicia ratifican la actuación de la entidad en el ámbito de los procesos sancionatorios. 

Mencionó, también, la forma en que se lleva a cabo la supervisión, con los modelos o enfoques que se utilizan para llevar adelante una adecuada y eficiente fiscalización y con el ejercicio de las facultades sancionadoras, tratando de dar aplicación a los estándares internacionales que en esta materia se van dictando, entre los cuales se observa los que dictan la OCDE, el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional y que dicen relación con el fortalecimiento del enforcement, que es un término técnico que en entidades reguladoras se refiere al cumplimiento efectivo de las disposiciones normativas que regulan una actividad como la que es objeto de la supervisión. Es decir, todo lo que tiene que ver con el seguimiento de los resultados de los procesos de fiscalización, con el tratamiento de las denuncias y reclamos que presentan inversionistas, asegurados o público en general que participan de los mercados, se lleva a cabo a través de esa unidad de enforcement, que es la encargada de hacer las investigaciones propiamente tal, a partir de la definición de una eventual infracción a las disposiciones legales y reglamentarias, y también se hace cargo del proceso sancionatorio, luego de que se han formulado cargos, en el caso de la Superintendencia de Valores y Seguros.

En términos de la regulación de movimientos u operaciones especulativas dentro del mercado, los principios y los objetivos que persigue la regulación del mercado de valores no apuntan a lo relacionado con movimientos especulativos. Apuntan a otros bienes jurídicos que tienen que ver con la confianza de los inversionistas, con la entrega de información a todos los partícipes por igual, de igual forma y en igual oportunidad. Por lo tanto, ese aspecto, a su juicio, no está tomado en esta regulación, ni en otras, del mercado de valores. En consecuencia, escapan del ámbito de competencia de la Superintendencia.

3) Tipos infraccionales involucrados en la formulación de cargos y criterios considerados en materia de fijación de precios

El señor Carlos Pavez explicó que, en la configuración inicial que dio origen a la formulación de cargos del “caso Cascadas”, se tuvo en cuenta una serie de aspectos. Entre ellos, la frecuencia, las personas que participaron, la reiteración en un determinado periodo de tiempo, las diferencias de precio entre unas y otras; pero, en definitiva, apuntando hacia la figura infraccional específica de transacciones engañosas que, eventualmente, hubiesen utilizado mecanismos artificiales o engañosos. Esa es la imputación concreta que se hace a través de la formulación de cargos.

El diputado señor Ward consultó al señor Pavez, ¿Cuál ha sido el criterio histórico que ha observado la Superintendencia en materia de fijación de precios de mercado? Porque entiende que por el solo hecho de formular un cargo, o existir oficios de cargo, no hay una infracción propiamente tal, sino que es un procedimiento   previo,    quiere  saber, ¿cuál es el criterio que ha imperado -si es que hay solo uno- en la Superintendencia durante los últimos 10 o 15 años, en orden a establecer el precio de mercado? ¿Ha habido formulación de cargos cuando se han observado diferencias de precios superiores o inferiores al mercado? 

El señor Carlos Pavez explicó que, en relación con los criterios históricos en materia de fijación de precios, o al concepto de precios de mercado, es posible distinguir dos situaciones. La primera tiene que ver con otros procesos de investigación o sancionatorios en los que se ha perseguido determinar la eventual ocurrencia de infracciones tipificadas como manipulación de mercado o realizadas mediante la utilización de mecanismos artificiales o engañosos, que básicamente son las figuras de los artículos 52 y 53 de la Ley de Mercado de Valores. Es efectivo que se han llevado a cabo algunas investigaciones y procesos sancionatorios en esa línea, donde se han impuesto sanciones en algunos de esos casos, cuando se ha logrado acreditar, como producto de ese proceso sancionatorio, que se cometió alguna infracción por parte de algunos de los agentes del mercado. 

Al igual que en esta oportunidad, lo que se busca en este tipo de casos o las variables que se tienen en consideración para formarse algún tipo de presunción o establecer un indicio que permita concluir inicialmente que podría haber ocurrido alguna infracción y, por lo tanto, formular cargos, luego ratificarlos a través de las conclusiones y en base a los antecedentes que se incorporan al expediente administrativo, para terminar resolviendo que se produjo esta infracción y así aplicar una sanción, tiene que ver con las características particulares de las operaciones que se están investigando. Por ejemplo, la frecuencia con que se realizan estas operaciones y las personas que participan en ellas son elementos importantes. O qué efectos produjeron esas operaciones. La naturaleza de las operaciones bursátiles es la variabilidad. Los precios con que se realizan las operaciones, los distintos valores, varían día a día. Incluso, en un mismo día pueden variar mucho. 

Lo que entiende que busca el legislador, cuando impone estas prohibiciones y establece estas sanciones ante determinadas conductas, es que se garantice en los mercados de valores la formación de precios o la realización de operaciones con absoluta transparencia y posibilitando que todos puedan participar en igualdad de condiciones, luego de tener a la vista toda la información y conocer las condiciones o las características de los valores y las personas que participan. 

Por lo tanto, lo que se busca en este tipo de situaciones es ver si hay patrones donde la misma persona que está en una oportunidad vendiendo, en un periodo muy cercano también está comprando. Eso puede tener una explicación muy válida, porque puede responder a decisiones de inversión o a una estrategia determinada, pero cuando se observa que eso es recurrente en el tiempo puede llegar a concluir que se está utilizando a terceras personas para tratar de ocultar o alejar el conocimiento de ese esquema de operaciones o transacciones. Se puede formar un indicio y luego una convicción de que lo que se buscaba no era hacer la operación propiamente tal, sino más bien marcar algún precio o establecer alguna tendencia, que es lo que está siendo resguardado, prohibido y sancionado por el legislador en los artículos 52 y 53 de la Ley del Mercado de Valores.  

En este contexto, un elemento que se tiene en cuenta es el referente de precios, que en el lenguaje común de los actores del mercado se puede referir a precios de mercado, y se puede utilizar algún tipo de referente en función de un determinado período que se tiene en consideración como un mejor exponente de lo que son los precios. Dado que varían los precios, muchas veces los agentes no toman precios específicos, sino que toman promedios de mercado. Es un elemento que tiene en cuenta la Superintendencia para efectos de determinar en sus investigaciones si ha habido algún tipo de infracción o hay indicios de la comisión de alguna infracción. Se toma conocimiento de estos referentes, que algunas veces se denominan precios promedio de mercado, porque consideran varias transacciones. 

Más allá de las investigaciones y de los procesos sancionatorios, también se utiliza este tipo de referentes, por ejemplo, en los procesos de colocación de acciones, en la apertura de la sociedad al mercado, en el proceso de aumento de capital de los emisores en el mercado de valores. Las mismas compañías utilizan estos referentes y se atienen a estos promedios de mercado en un periodo determinado para establecer el precio al cual se ofrecen estas acciones en el período de oferta preferente y, posteriormente, al resto de los inversionistas en los procesos de aumento de capital.  

En hechos esenciales de compañías que pertenecen a este grupo de entidades denominadas Cascadas, Oro Blanco, Norte Grande, cuando hicieron sus aumentos de capital, establecieron que en su definición de precio de colocación se iba a considerar el precio promedio de las transacciones del mercado de los últimos 60, 90 días o los que sean. O sea, las mismas compañías recurren habitualmente a estos promedios, a estos referentes de precios, para establecer los valores con los que van a hacer sus colocaciones de aumento de capital o su apertura al mercado. Básicamente, son los dos ámbitos en los cuales se hace mención a este tipo de precios.

4) Distinción entre las sociedades Cascadas

El diputado señor Chahin consultó dónde se encuentra la definición legal, si es que existe, de sociedades vinculadas e instrumentales porque, tanto en la formulación de cargos como en el fallo, se habla de sociedades relacionadas, vinculadas e instrumentales. Las sociedades relacionadas están definidas en la ley. 

El señor Fernando Coloma sostuvo que no va a entrar en una discusión legal sobre definiciones. Él como ex superintendente trata de representar qué es lo que había detrás de estas operaciones. 

El diputado señor Chahin señaló que el señor Coloma, con mucha razón, ha expuesto que es importante el tema del precio de mercado cuando se trata de sociedades relacionadas, las cuales están definidas y reguladas en la ley; sin embargo, la formulación de cargos y el fallo se refiere a sociedades vinculadas e instrumentales. Si bien, entiende el tema de las sociedades relacionadas, ¿cuál es la fuente formal de esas definiciones? ¿Están en alguna ley? ¿Están en alguna circular? Pues, más allá de lo que pueda aparecer como definición en la RAE respecto de algo vinculado o instrumental, para que genere efecto jurídico naturalmente tiene que haber una definición legal o, al menos, la regulación de la Superintendencia. Dicho ello, preguntó nuevamente ¿dónde está? ¿En qué circular? ¿En alguna ley? Preguntó esto, porque es importante para los efectos jurídicos.

El señor Fernando Coloma dijo que  no lo recuerda. Probablemente no hay una definición concreta que se ajuste a eso, pero a él le interesa el fondo del tema, cual es que había toda esta relación de intereses, o sea, había una relación permanente.

5) Origen de las operaciones y oportunidad en la formulación de  los cargos

El señor Carlos Pavez precisó que las operaciones que fueron objeto de formulación de cargos se registraron entre los años 2009 y 2011. Aclaró que ha mencionado el 2008 en un par de oportunidades. La primera de ellas, en relación con las consultas de los diputados señores León, Rincón y Silber, donde preguntaban por operaciones entre 2008 y 2011. La segunda oportunidad fue porque en los cargos se hace mención a que, sin perjuicio de que estas imputaciones son por operaciones entre 2009 y 2011, también se han revisado algunas operaciones de 2008. 

El diputado señor Chahin resaltó que el superintendente mencionó algo muy fuerte, que es el tema de la caducidad, la cual no es interrumpible como la prescripción, donde el mero transcurso del tiempo extingue la sanción. Por lo tanto, pareciera ser que la oportunidad de la acción es muy relevante.

El señor Pavez confirmó lo anterior, señalando que, a su juicio, esas serían las consecuencias de la aplicación de la caducidad.

El diputado señor Chahin recordó que en su relato mencionó el señor Pavez que fue jefe de fiscalización entre el 2008 y 2011. Entonces, si fue el jefe de fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en esa época, cuando se realizaron estas operaciones, y si la oportunidad es tan relevante, dado que opera la caducidad, ¿por qué no propuso una formulación de cargos respecto de estas operaciones? 

El señor Pavez consideró que es muy importante insistir en aclarar este punto. En primer lugar, en relación con las funciones del área que estuvo a su cargo, anteriormente denominada División de Investigación y actualmente Área de Cumplimiento de Mercado, tiene que ver con las investigaciones y los procedimientos sancionatorios que se derivan a partir de las formulaciones de cargo. Toda la actividad de fiscalización, que es bastante amplia y compleja por el número de entidades y operaciones bajo la responsabilidad de la Superintendencia, está a cargo de unidades organizacionales que tienen como principal función, entre varias otras, la labor de fiscalización. 

Solo para que se entienda, desde el punto de vista de las funciones y de la generación de los casos que pueden dar origen a una formulación de cargos por parte de la Superintendencia de Valores y Seguros, que es la labor principal del Área de Cumplimiento de Mercado, tiene que ver con el trabajo de fiscalización de las áreas respectivas de la Superintendencia. Pero también se generan, y no en pocas oportunidades, por la revisión de información de prensa o por detalles de los mismos emisores que entregan o divulgan antecedentes; por ejemplo, en casos de un eventual uso de información privilegiada o figuras relacionadas con la posesión de información privilegiada, por la información que entregan los mismos emisores cuando dan a conocer un proyecto importante que estuvo bajo la condición de hecho reservado o cuando se da a conocer la iniciación de ofertas públicas de acciones.

En resumen, los casos se inician por el resultado o informe de fiscalización de las unidades, y no es el Área de Cumplimiento de Mercado responsable de eso; por las denuncias o reclamos, o por la revisión de antecedentes que se divulgan por parte de las mismas entidades fiscalizadas.

Muchas veces se les ha consultado -es un tema que llama la atención- por qué puede producirse esta demora. Al respecto, han leído en la prensa -siendo testigo de ello- que personas relacionadas con el caso Cascadas han mencionado por qué a la Superintendencia le llama tanto la atención la figura de la caducidad y las eventuales soluciones que sería necesario implementar, si ellos tenían la manija –por decirlo de alguna manera- y eran los responsables de hacer las investigaciones. Efectivamente, la Superintendencia es la responsable de hacer las investigaciones, y lo hace sobre un número muy importante de entidades y de operaciones. 

Ellos fiscalizan muchas operaciones. Solo en este caso, por dar un ejemplo, han revisado más de 60 mil operaciones para llegar a las conclusiones que permitieron hacer la formulación de cargos. 

En esta misma línea, un caso tan complejo como el de La Polar, que además se cruzó con el caso Cascadas, en términos del final del proceso sancionatorio de La Polar con el inicio del proceso de investigación de Cascadas, que tuvo origen, en parte importante, en denuncias públicas que los ciudadanos ingresaron a la Superintendencia, y solo como punto de comparación sobre la complejidad de este caso denominado Cascadas es que a estas alturas deben llevar unos 90 tomos de la investigación del expediente administrativo, por lo que deben tener más de 4.500 fojas de investigación. En el caso de La Polar, que fue un caso muy complejo, no superaron los 50 tomos y tuvieron menos de 3.000 fojas.

Por lo tanto, son casos complejos, y es muy legítimo preguntarse si podrían ser más eficientes en el proceso de fiscalización o de investigación. Probablemente, lo podrían hacer, pero están haciendo todos los esfuerzos necesarios. Este caso particular es muy complejo y no solo se trata de revisar el gran número de operaciones, sino también las interrelaciones que hay entre las mismas y así poder concluir sobre ellas. 

El diputado señor Chahin sostuvo que le llama la atención que la formulación de cargos sea cuatro años después de las primeras operaciones, tomando el 2009, y dos años después de que termina el período en que consideran que operó este esquema. Por eso, requiere una respuesta más de fondo, si hubo indicios, no se tomó la decisión o si se estaba estudiando.  Por qué se demoran tanto, sobre todo cuando opera la caducidad. Por lo tanto, este es un tema que hay que analizar, porque dice que en los temas más complejos tienen que pasar cuatro años desde que se inician esas operaciones para así poder formular cargos, y si por otro lado resulta que inmediatamente comienza a operar la caducidad, la verdad es que es bastante ineficaz la acción del fiscalizador.

Junto con lo anterior, al diputado Chahin le preocupó que al describir este esquema, el superintendente dijo que es fundamental este tercero que compra y después revende, o le vende a los mismos. Llama la atención, entonces, que estando sumamente atrasados con la formulación de cargos y habiendo pasado varios años, que en septiembre se formulen cargos a los controladores de Cascadas, y casi cinco meses después se le formulen los cargos a las corredoras, que entiende eran parte de un mismo esquema, de las mismas operaciones cuestionadas. Si eran parte de todo este esquema y operaciones cuestionadas, no comprende por qué no se les formularon los cargos a todos inmediatamente, y por qué a algunos se les dio cinco meses más de tiempo. Como está la caducidad, el proceso se retrasa cinco meses, y el tiempo corre a favor de ellos. 

Dice saber que en esa época el señor Pavez no era superintendente, ni estaba en la institución, pero imagina que debe haber una respuesta institucional para eso, porque ya estaban atrasados y contra el tiempo. Sin embargo, reiteró, se demoraron cinco meses en formular cargos a personas que eran parte de una misma operación que ha sido calificada de ilegal. 

El señor Pavez agradeció la consulta porque permite entregar mayores antecedentes para poder entender las labores de la Superintendencia. 

Antes de proceder a la respuesta, reconoce que es bien complejo tener que entregarla, no porque no haya estado presente en el período en que se hizo la investigación o se formularon los cargos, sino porque es el superintendente, representa a la Superintendencia, ha hecho su carrera profesional básicamente en la Superintendencia de Valores y Seguros y, por lo tanto, entiende perfectamente que desde el punto de vista de la opinión pública, y de los integrantes de esta Comisión Investigadora, pueda sonar no todo lo razonable o como suerte de justificación lo que pueda decir, pero hay muy buenas razones. 

En este caso se está en presencia de una formulación de cargos que trata sobre la configuración de determinadas figuras establecidas en la Ley de Mercado de Valores, las que tienen que ser tipificadas o evaluadas en el contexto de un período amplio, y dentro de lo que se ha llamado un esquema de operaciones. Lo explicó con un ejemplo que, incluso, podría no ser del mismo caso. Si al hablar de operaciones que están dentro de un esquema se sitúa al inicio del mismo esquema, lo más probable es que no pueda configurarlo de esa manera, por una razón muy simple: porque lo que permite eventualmente configurarla con la característica de infraccional es hacer la revisión de un período extenso. Probablemente, si se ubica en 2008 o 2009 y ve las primeras operaciones relacionadas con algunas compraventas a través de remates u operaciones en las cuales participaban, por ejemplo, el diputado Chahin o el señor Carlos Pavez, se podría decir que es una operación más en el mercado. 

En relación con el origen de las operaciones y la formulación de cargos, el señor Fernando Coloma puntualizó que la detección del esquema es un trabajo de la Superintendencia y no se produce por denuncia. En su momento sí hubo ruido, por ejemplo, “hay cosas raras en las cascadas”, que fueron comentarios que recibió a principios de 2012 y de distinta gente, que no tiene nada que ver con el Gobierno. Al respecto, aclara que no era un insider del mercado financiero, sino del mundo académico. Es más, algunos decían: “No, si hay rumores hace mucho tiempo”. La verdad es que no sabía, no tenía ni idea. Pero le llamaba la atención esta reiteración; por lo tanto, se dijo: hay que mirar a fondo este tema. De ahí salió, primero, la remisión de los estados financieros que se pueden abrir; se les exigió repetir los estados financieros por una operación que no podían haberla hecho por problemas con su objeto. Precisó que en abril de 2012 se reconocieron utilidades por una operación donde no había un tercero involucrado. Por lo tanto, había algo como una cierta simulación de un tercero y una operación que luego se articula como dentro del esquema. Esta fue una operación en que Calichera percibió tener utilidades contables y, en función de ellas, poder repartir utilidades y efectivo a la otra cascada cuando venía un proceso de compra. Sin embargo, el proceso se revirtió, pero ya lo habían hecho antes. Ese caso lo paró la Superintendencia, pero fue a partir de esa mirada más profunda de qué está pasando. Después se empezaron a ver todo este tipo de operaciones. No es que alguien haya denunciado: “mire, aquí hay un esquema”. Nada que ver. La cuestión se comenzó a ver por el aumento de capital y se siguió la pista para saber qué fue pasando con todas las transacciones. Es por ello que es un proceso muy costoso en términos de tiempo y seguirle la pista es un trabajo durísimo, intenso en tiempo y con equipos que son limitados y porque los recursos son siempre limitados. Sin embargo, en este caso particular, cuando empezaron a ver que había visos de este tipo de cosas, las analizaron con mucha más profundidad y generaron demora, pero el esquema fue saliendo a través del tiempo. No sabe cuándo empezaron a tener presunciones respecto de lo que pasaba; quizá habrá sido a principios de 2013, en el primer trimestre; tiempo donde comenzaron a chequear los otros ciclos y a hacer los contra chequeos. Entonces, no es algo que alguien haya denunciado por infracción a la Ley de Sociedades Anónimas y a la de Mercado de Valores, sino que el esquema se fue articulando a través del tiempo con el conjunto de información que se iba acumulando.

En este caso particular, analizaron las operaciones de las AFP, de las sociedades del señor Sebastián Piñera, en su momento, cuando transó; de Moneda y de todos quienes estaban detrás de este “cuento” respecto del cual ha habido discusión pública; y se ve que no hay ningún patrón de comportamiento que tenga algo que ver con el esquema, es decir, con estas empresas que llegaban y compraban barato, que se transferían entre ellas, que había operaciones de financiamiento y cuando salían a vender después les compraban las cascadas a ellos a un precio superior a cualquier referente de mercado. Eso no se daba y no había ninguna vinculación con ello. Es más, si mañana alguien dijera que aquí hay una operación que ustedes no vieron y que tiene un esquema parecido al que ustedes plantean; su decisión es que le den esa información. Es más, se barrió toda la información que había y la cantidad de operaciones que analizaron fue de millones de operaciones.

El diputado señor Chahin señaló que la propia Superintendencia, formalmente, en 2013 respondió mediante un oficio  del señor Hernán López, intendente de Valores, que se había iniciado con la denuncia del señor Wolf. Por lo tanto, no se inició por rumor, sino que hoy día existe un inicio del procedimiento distinto que es por denuncia. No se hace alusión a ningún rumor, sino denuncia.

Segundo, ya no es a partir de abril de 2012, sino que es diciembre de 2011. El señor Coloma señaló el procedimiento: que esto pasaba al Área de Cumplimiento de Mercado. ¿Cuál fue el rol de esta área respecto de este caso, a partir de la denuncia de diciembre de 2011?

El señor Fernando Coloma precisó que su interés o inquietud surgió porque oía rumores y dijo que esas cosas no las dejó pasar. Al respecto, tuvo un especial celo porque se preguntaba por qué está pasando esto y por qué me llegan estos rumores. No lo dijo en abril porque en ese mes fue la revisión de estados financieros, sino fue como consecuencia de esa petición, que tuvo que ser por el primer trimestre, -no se acuerda-, cuando mandó el mensaje de analizarlo a fondo. Ahora, como consecuencia de ello apareció el problema de los estados financieros, por lo que se les obligó en abril a remitirlos. No dijo que el rumor le llegara en abril, sino que le llegó antes, de tal modo que una de las consecuencias fue que se hiciera una revisión muy especial de qué estaba pasando con este caso. No dijo que vean los estados financieros de 2008, porque no tenía idea. Como parte de este proceso, en abril sale este problema de los estados financieros en que se reconocieron utilidades que no correspondían, por lo que se les exige la remisión de los estados financieros.

No hay ninguna contradicción con nada, aseveró. Ahora, por el lado había llegado una denuncia del señor Wolf, en noviembre, a la Fiscalía. Personalmente, no sabía nada de ello. Llega cantidad de información a la Fiscalía y al Superintendente se la presentan cuando escala la situación. No está al día de todos los oficios que llegan a la Superintendencia; es imposible, para ser posible debería tener un día de miles de horas para hacerlo.

El señor Fernando Coloma declaró que  quiere ser muy directo, aquí no hay ninguna duda ni hay ambigüedad de nada. Su preocupación por el tema surge a partir de esos rumores que le llegaron. Habló con el intendente de Valores, cree que también con la jefa de control financiero –no sabe si estaban los dos juntos- y les preguntó por qué le llegaba esto. Después, cuando empieza a levantarse información, supo que había una denuncia en la fiscalía, de noviembre o diciembre de 2011. Es ahí que se van armando las cosas. 

El diputado señor Chahin preguntó, ¿Cómo se inició esto? ¿Por rumor o por denuncia? Dijo que su preocupación nació de un rumor, pero respecto del procedimiento de fiscalización, de investigación -y hay un procedimiento administrativo que se desencadena a partir de la denuncia o del rumor-, ¿cuál fue el inicio del procedimiento investigativo de la Superintendencia? 

El señor Fernando Coloma afirmó que sería bien preciso. Llegó una consulta de los abogados de la defensa de cómo había sido la secuencia. No lo recuerda exactamente, cuándo llegó la consulta, pero fue probablemente a propósito del Consejo de Transparencia. Pudo haber sido a principios de 2014 o a finales de 2013. En ese momento describieron cuándo la Superintendencia empezó a mirar este tema. Hacer una secuencia es bastante complejo. Si  le pregunta cuándo surgió la preocupación por el tema de no sé qué cosa, se dará cuenta de que se tienen algunos hitos, pero no es fácil reconstruir exactamente cuál fue el que desencadenó el hecho de que esto pasara de una preocupación menor a una mucho mayor. Es difícil reconstruir la historia al respecto y detectar dónde se podía presentar un problema.

Entonces, lo que hizo fue discutirlo o no sabe si le contestó Hernán López en ese caso, que era el intendente de Valores, y pidió que vieran todos los hitos. El primero fue el de una denuncia del señor Wolf, que entró a fiscalía. No es que cuando entró esa denuncia, parara la fiscalía y la Superintendencia porque se pensara que había un tremendo problema. ¡No, no fue así! Era una entre muchas denuncias.

El diputado señor Chahin preguntó, ¿de dónde venían esos rumores. ¿De Moneda? ¿Del Ministerio de Hacienda? ¿De dónde venían?

El señor Fernando Coloma afirmó que no tenían nada que ver con el Gobierno.

6) Deber de reserva

El señor Carlos Pavez se refirió a la información disponible dentro del proceso administrativo que lleva la SVS y el carácter reservado que tiene el expediente y sostuvo que la información disponible no comprende a los accionistas, sino que a los corredores que han intervenido. Descartó, asimismo, la formulación de cargos por motivos de asociación ilícita, ya que no constituye un tipo infraccional para la Ley de Mercado de Valores.

En respuesta a las consultas formuladas por varios señores diputados, señaló que de acuerdo con lo que dispone el artículo 23 de la ley orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros, decreto ley N° 3.538, los funcionarios de la Superintendencia están sujetos al deber de reserva de toda aquella información que no tiene carácter público y a la cual tienen acceso en el ejercicio de sus actividades de fiscalización.  

En ese sentido agregó que el detalle de las operaciones bursátiles que obtienen con ocasión de los procesos de investigación o en el transcurso de un proceso sancionatorio, tiene el carácter de reservado y, por tanto, está sujeto a ese deber de reserva. El inciso primero del artículo 23 de la ley orgánica establece el deber de reserva para todos los funcionarios y, al mismo tiempo, sanciones penales en el caso de que sea infringido ese deber de reserva.  Por lo tanto, toda la información obtenida para efectos de fiscalización y que no está destinada por disposiciones reglamentarias o legales a ser puesta en conocimiento del público, como por ejemplo, la información de las Fecus que es enviada trimestralmente a la Superintendencia, y se pone a disposición del público, cuya naturaleza obvia es que sea conocida y revisada por los inversionistas y los demás actores, tiene el carácter de reservada. Por ello, no pueden dar acceso al detalle de la información de las operaciones que han sido analizadas, que siguen siendo analizadas y que forman parte del expediente administrativo del caso denominado Cascadas. 

La información de la Superintendencia que es pública son los antecedentes generales de las operaciones bursátiles en lo que se refiere a los corredores que intervienen en cada una de las operaciones.  Hay una identificación a través de códigos, de su denominación, de su nombre o razón social, de los corredores que participan en cada una de las operaciones, en las cuales se hace mención también a los instrumentos, al tipo de operación, a las condiciones de liquidación, etcétera. Esa información es pública, aparece todos los días en los informativos de las distintas bolsas de valores, así como en los reportes mensuales o trimestrales que preparan, y la Superintendencia está facultada para solicitar, en los casos en que lo estime necesario, información con mayor detalle, peticiones que se hacen caso a caso. 

Cada vez que están involucrados en una investigación solicitan a los distintos corredores de bolsa, a todos los que estén involucrados en las operaciones que están siendo analizadas, información en detalle, la que es manejada bajo reserva. También destacó que en aquellos casos en que las operaciones forman parte de la conducta que origina una formulación de cargos, cuyo procedimiento sancionatorio termina con la imposición de una sanción a través de la dictación de una resolución sancionatoria, forman parte del expediente y, por lo tanto, al momento en que se emite esa resolución que aplica sanciones queda a disposición de todo el público. También mencionó a propósito de la revisión de algunos reclamos presentados por particulares ante el Consejo para la Transparencia, donde han cuestionado el criterio o esta decisión de la Superintendencia, que los tribunales superiores de justicia de nuestro país han establecido que eso es lo que corresponde hacer. 

De hecho, estos expedientes pueden ser consultados en las dependencias de la Superintendencia de Valores y Seguros. Algunos de ellos han sido digitalizados, cuando ha habido interés por parte de los inversionistas y de los medios para obtener copias con mayor facilidad y, por tanto, en eso no hay ningún problema. 

En definitiva y en lo que tiene que ver con investigación y procedimiento sancionatorio, la regla general, por disposición y aplicación del artículo 23, inciso primero de la ley orgánica de la Superintendencia, es que los expedientes son reservados y, por lo tanto, tienen el deber de mantener esa reserva que empece solamente a los funcionarios. Es un deber de reserva para los funcionarios de la Superintendencia sujetos a estas sanciones penales. En el caso en que los procedimientos sancionatorios terminen con sanciones, el expediente queda a disposición de todo el público. Cuando los procesos sancionatorios terminan con una resolución de cierre sin sanción, tanto la resolución como el expediente, por regla general, se mantienen bajo reserva. 

Las únicas oportunidades en que el público, los inversionistas o los ciudadanos en general tienen acceso a información de que se llevó a efecto una investigación y se formularon cargos y, en consecuencia, se llevó a efecto un procedimiento sancionatorio que terminó sin sanciones, es cuando en el ejercicio de una facultad que está contenida en el inciso segundo del artículo 23 de la ley orgánica, el superintendente dispone o resuelve divulgar o hacer divulgar algunos antecedentes porque considera que eso apunta a proteger el interés de los inversionistas, de los asegurados o de los accionistas.  

Eso corresponde al ejercicio de una facultad del superintendente que, por ejemplo, en el caso Cascadas se ejerció en su oportunidad para efectos de dar a conocer y divulgar a la opinión pública que se habían formulado cargos.

El señor Pavez insistió en el argumento que ha dado en varias oportunidades en esta Comisión sobre el deber de reserva que pesa sobre los funcionarios de la Superintendencia. El hecho cierto y notorio de que se haya filtrado parte o la totalidad de algunos de los oficios de cargo que emitió la Superintendencia el año pasado y a principios de este año, no levanta el deber de reserva que tienen los funcionarios de la Superintendencia en cuanto al contenido de los mismos. Tanto es así, que el Ministerio Público llevó adelante una serie de investigaciones relacionadas con querellas presentadas contra el ex superintendente de Valores y Seguros, contra el exjefe del Área de Cumplimiento de Mercado y contra el actual intendente de Valores de la Superintendencia de Valores y Seguros, por el conocimiento o la divulgación que se hizo del contenido de esos oficios de cargo. Por eso, no puede dar ningún detalle o confirmar o desmentir bajo ningún respecto el contenido de esos oficios. 

En relación con el tema de la reserva el señor Andrés Montes precisó que existen algunas limitaciones legales para la entrega de información en el contexto de una investigación. Principalmente, esta restricción se vincula con una obligación de reserva que establece el Código Procesal Penal, en su artículo 182, en orden a entregar información específica sobre las investigaciones vigentes. Por ello, planteó que las referencias sobre los casos vigentes serán generales y sólo se podría puntualizar algo más respecto de algunos casos que están terminados.

7) Monto de las multas aplicadas por la SVS

Consultada su opinión, por el diputado señor Melero,  el señor  Fernando Coloma respondió que en cuanto al monto de las multas, la ley orgánica de la Superintendencia establece los criterios que debiesen presidir la aplicación de multas. Básicamente, tiene que ver con la gravedad y las consecuencias de los hechos; también con la capacidad económica del infractor y la reiteración de éstos. 

En este caso, no quiere entrar a juzgar el detalle exacto, pero en montos generales, cuando se piensa en la gravedad del sistema y en las consecuencias, también hay que pensar en que varias de las infracciones no se pueden sancionar por el período. La ley dice que no se pueden aplicar multas a operaciones de cuatro años hacia atrás. Entonces, al ver en el consolidado las utilidades que sacaron, algunas son por operaciones de más de cuatro años. Entonces, no se puede hacer algo tan lineal, por ejemplo, que cómo se le aplica menos que los beneficios totales que obtuvo, porque hay que colocar todo en la ecuación.  

En términos generales, sostuvo que los montos son razonables y, por cierto, se apegan a las facultades que tiene la Superintendencia, y mirando la gravedad, la confianza pública. Es una ecuación compleja. No es una cosa matemática, pero si se mira el efecto que provocó en el mercado, la gravedad y el problema de confianza, los montos de que se está hablando, en términos generales, son razonables.

Los cuatro años que se imponen como tope máximo, cuando hay procesos en curso y formulación de cargos, se podría ver la posibilidad de extenderlos por un determinado período. Ese tema está planteado en el proyecto de Comisión de Valores. Está la posibilidad de suspender el plazo frente a determinados hechos, como una formulación de cargos o una denuncia que aparezca justo al final del período. 

8) Papel de la Comisión Investigadora en la materia

El diputado señor Chahin puntualizó que el objeto de la investigación es conocer cuál fue  la oportunidad, la manera, la forma en que se han comportado los organismos del Estado en relación con el caso Cascadas. Por eso se invitó al actual superintendente y, si a esta Comisión le llegaran antecedentes que dicen relación con algunas declaraciones del superintendente en el marco de esta investigación, le parece que lo lógico es invitar a la persona que suscribe aquello, para que los diputados puedan consultarle respecto del alcance del contenido del documento. 

El señor Gabriel Zaliasnik planteó que es interesante saber qué pasaba antes y por qué se formularon los cargos en septiembre de 2013 y no seis meses o un año antes y, en ese caso, qué operaciones hubieran estado en la misma situación o bajo las mismas hipótesis. Entonces, de una u otra manera,  la inconsistencia, a su vez, tiene un efecto rebote también en la explicación de cómo juega esto de la caducidad, porque al final, eso es lo que define la supuesta irregularidad que se les imputa. Están hablando de particulares, ni siquiera de sociedades, sino de personas comunes, de alto patrimonio, que intervienen en transacciones bursátiles de acuerdo a las reglas del mercado de valores y que, en un momento determinado -como en el caso del señor Guzmán-, se le asigna una cuota de responsabilidad por operaciones realizadas en un período que resultó ser investigado por la Superintendencia y no en un período anterior a aquello, que también hubiese sido relevante. 

Solo quiere hacer notar que, cuando viene el señor superintendente, también viene el juez. Hoy le tocó a él, en una cuestión que puede ser un poco delicada o incómoda. En el fondo, cuando viene el superintendente y se expresa acá, también se está expresando el juez que está llamado a resolver. 

Respondiendo al diputado señor Monckeberg, si habían planteado algún tipo de inhabilidad específica respecto del superintendente, sostuvo que no necesariamente hay una inhabilidad específica en esto. No deja de llamarle la atención que no habiendo una inhabilidad específica y habiendo intervenido en estas operaciones el superintendente, por qué no contestó o no respondió derechamente que sí le tocó, en su calidad de jefe del Área de Cumplimiento de Mercado, intervenir en la operación. Él dice: no, no me tocó intervenir, en circunstancias de que aparentemente sí intervino. Si a eso le agrega los vicios del debido proceso, que sistemáticamente han denunciando, respecto no del señor Pavez, sino del actuar de la Superintendencia de Valores y Seguros en esta investigación en particular, no deja de llamarle la atención. 

Para el diputado señor Monckeberg, un tema central es la zona de riesgos en la que a veces funcionan estas comisiones investigadoras. Tiene por lo tanto un reparo respecto de quien envió esta carta, el abogado Gabriel Zaliaznik. Lo sostuvo por lo siguiente: es efectivo que estuvo en la Comisión el superintendente y contestó las preguntas que se le hicieron, pero si hubo algún conflicto en las 3 o 4 audiencias en que él estuvo presente, fue precisamente porque no entregaba ninguna información objeto de la investigación. 

Entonces -para despersonalizar el asunto-, cuando en este caso o en cualquier caso, el abogado de una de las partes, que pudiera ser culpable o inocente -mientras no sea culpable, se presume su inocencia- viene a hacer una imputación que no ha hecho en el proceso administrativo o en el judicial, tiene el legítimo derecho a preguntarse para qué usa la Comisión, porque si tiene una duda de irregularidad o, incluso, de inhabilidad, que lo motivó a escribir esta carta y a hacer esta denuncia ante la Comisión Investigadora, lo mínimo que pueden hacer como parlamentarios es exigirle a ese abogado, en este caso particular o en cualquier otro, que diga si eso lo reclamó donde debe reclamarlo, porque él no puede usar una comisión investigadora para hablarle a la Cámara, algo que no es capaz de reclamarlo físicamente en un escrito judicial, si la investigación es penal o administrativa. Ese es el punto riesgoso, que finalmente se transformen las comisiones investigadoras en un segundo litigio, donde las partes, de un lado o de otro, vengan a plantear sus  argumentos a viva voz. 

Se puede interpretar esto en forma laxa o restringida, pero nadie, a partir de esto, puede interpretar que el superintendente vino deliberadamente a mentir o a ocultar información, menos cuando el abogado que hace la denuncia, expresamente dijo que no es causal de inhabilidad.

El señor Zaliasnik manifestó que quiere hacer un par de precisiones para que no queden dudas.

En primer lugar, él no ha pedido ser invitado a esta Comisión. Solamente puso en antecedentes algo que obraba en su conocimiento y que le pareció pertinente.

En segundo lugar, cuando se refiere a que no han reclamado judicialmente hasta la fecha, eso no significa que no pueda ser objeto de alguna forma de reclamo. Con esto se quiere referir a que como aquí están en cuestionamiento, de alguna manera, normas del debido proceso, que se le aplican a cualquier ente que en definitiva ejerce jurisdicción, en el caso de actuaciones de autoridades administrativas, incluso es bastante más claro, porque se encuentra reglado en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración, ley 
N° 18.575, en cuanto dispone, dentro de los principios que deben orientar el actuar de la administración, los de imparcialidad y de probidad, y lo dice textualmente. Se permite citar el artículo 53, que señala que este “se expresa en el recto y correcto ejercicio del poder público, por parte de autoridades administrativas, en lo razonable e imparcial de sus decisiones”.

Una cosa es que no pueda ser objeto o, a lo menos, todavía no haya una causal propiamente tal de esta ley para ser objeto de una inhabilidad, pero evidentemente esto se puede manifestar en una expresión eventual de parcialidad que, unida a otros vicios del debido proceso que han denunciado, evidentemente podrían tener que ser objeto de un reclamo si hubiese una sanción en términos definitivos. 

Si a eso agrega que, al menos, hay una circular, la número tres, del 23 de enero de 2006, donde se establecen procedimientos para investigaciones administrativas del área de seguros de la Superintendencia de Valores, probablemente se podría pensar que debiera existir un criterio orientador similar en materia de valores. No sabe si para el área de valores exista una circular similar, pero pareciera haber un criterio orientador bastante claro, en que se separan las funciones de investigación, tal vez para cumplir con la Ley de Bases y ese mandato de imparcialidad, de las funciones de sanción.

En consecuencia, esto puede dar pábulo a algún tipo de acción judicial, afirmó. Si le pregunta el diputado señor Monckeberg si han ejercido ese rol, no, no lo han ejercido. Si le pregunta por qué han puesto esto en conocimiento de la Comisión, porque les pareció un antecedente relevante para que la Comisión lo tuviera en consideración, particularmente cuando se concatena con una serie de imputaciones, que dicen relación con la caducidad de las operaciones y los plazos o períodos en los cuales esta investigación se lleva en definitiva adelante.

Pero el hecho de que el superintendente se haya referido en la entrevista a las empresas del grupo Soquimich, nada tiene que ver, desde el punto de vista de las empresas del grupo Soquimich, con las operaciones, y en el año 2012 cuando se recaba esta información a las corredoras de bolsa, respecto de sociedades de terceros a las cuales incluso se les solicitan todas las operaciones que habrían realizado en bolsa durante ese período, evidentemente lo que estaban indagando no era al grupo Soquimich en una arista distinta de lo que tiene que ver con el caso Cascadas. Es decir, evidentemente es donde se construye, ya a mediados del año 2012, esta tesis del esquema.

Expresó que no ha venido a litigar acá ni pretende que la Comisión tome ningún tipo de decisión y la verdad es que -como ha dicho varias veces- le resulta bastante incómodo tener que referirse a esta situación, porque en realidad, hubiera preferido que el superintendente hubiera reconocido que intervino y ellos habrían analizado lo que eso significaba. Lamentablemente, al decir que no intervino y existir estos documentos, unidos a otros vicios del debido proceso, les genera ruido. 

El señor Fernando Coloma por su parte, se refirió a que no le parecía prudente el timing de esta Comisión. No es que esté en contra, porque es un derecho que tienen si están los antecedentes para ejercer la facultad. Jamás va a estar en contra de ese derecho. Lo que sí le pareció inoportuno es el timing, porque los procesos de la Superintendencia y las querellas estaban abiertos; estaba todo en discusión. 

Entonces, no cabe ninguna duda de que se presta para utilizar la instancia con distintos intereses. Si ahora ven en qué está la defensa, algunos temas que ha dicho públicamente son cosas que han salido de esta Comisión. Han tratado de tomar opiniones vertidas en esta Comisión y eso es lo que le preocupa: que el sistema no pueda funcionar con la independencia y el rigor que se requiere en el momento. Si ex post aparece la Comisión Investigadora, no tendría el más mínimo problema. 

En cuanto al rol fiscalizador, el proceso endógeno de fiscalizadores para arriba y para abajo, efectivamente afirmó el ex superintendente que no es bueno. Hoy es inconstitucional -lo señalaron en esta Comisión- que intervengan en un proceso que investiga el Ministerio Público. Sostuvo que la razón de fondo es la misma. Si le preguntan si sería bueno a futuro establecer que mientras esté un proceso en curso se limite el ejercicio de la Comisión, planteó que sería bueno, más allá de las consideraciones prácticas que ya hizo.

II. Rol de los intervinientes en operaciones con acciones de sociedades Cascadas

1) De la vinculación con las sociedades del ex Presidente Sebastián Piñera y el detalle de las operaciones realizadas con acciones de las sociedades Cascadas

El señor Carlos Pavez sostuvo que en la Superintendencia se han recibido tres oficios de los diputados señores León, Rincón y Silber. Los primeros se recibieron en noviembre del año 2013 y fueron respondidos en diciembre, mediante oficio de la Superintendencia. Posteriormente, se recibió una consulta de los diputados Rincón y Silber, a fines de enero de este año, que cuando asumió en marzo tomó conocimiento de ella. Estudió los antecedentes de la consulta original del diputado León, la respuesta que se dio a ese oficio, y con fecha de 19 de mayo del presente año respondió el oficio de los diputados Rincón y Silber, en el que hizo mención a lo que se había consultado y respondido en los oficios de noviembre de 2013, por parte del diputado León. Al mismo tiempo, se recibió un oficio del diputado señor León, a fines de mayo del presente año, fechado a principios de abril, que fue respondido en mayo por parte de la Superintendencia. Lo suscribió él mismo. 

En primer lugar, distinguió entre las consultas que se referían al detalle de ciertas operaciones realizadas por personas o sociedades de inversiones determinadas y las sociedades relacionadas al ex Presidente de la República, Sebastián Piñera, que eran Bancard, Santa Cecilia y Axxion, sobre acciones de las denominadas empresas Cascadas, en un período que va desde 2008 a 2011. En términos generales, la Superintendencia manifestó que le pesaba el deber de reserva del artículo 23.
 Por ello, no fue posible hacer entrega de los detalles de esas operaciones, salvo aquellas que tenían el carácter de públicas, porque se refieren al cumplimiento de otra obligación que está contenida en la Ley de Mercado de Valores, que se cumple a través del envío de reportes periódicos por parte de los accionistas mayoritarios de las sociedades fiscalizadas por la Superintendencia, donde sí se mencionó esa información, por tener el carácter de pública y se acompañaron en la respuesta al oficio de enero del presente año. 

En cuanto a los anexos de los contratos de administración de cartera de los denominados “fideicomisos ciegos” que habría constituido el ex Presidente de la República en abril de 2009, afirmó el señor Pavez que también se respondió con bastante detalle en el sentido de que la información que tenía a su disposición la Superintendencia, que tenía el carácter de pública, justamente era aquella referida a los contratos de administración de cartera, que suscribieron los representantes de las sociedades Bancard, Santa Cecilia y el señor Sebastián Piñera, en abril de 2009, con algunas modificaciones que le fueron solicitadas por parte de la Superintendencia, en octubre de 2009, por cuanto la información de los contratos de administración de cartera respondía a un ámbito que está bajo la fiscalización de la Superintendencia. 

Sin perjuicio de ello, se acompañaron las razones y se dieron las explicaciones de por qué no tenía la Superintendencia a su disposición los anexos de los contratos recién mencionados, ni los movimientos o las posiciones de las personas que dieron esos mandatos de administración de cartera en 2009, y tampoco al momento en que habría asumido la presidencia de la República el señor Sebastián Piñera.  

En esos oficios se señalaba que la razón por la cual la Superintendencia tenía la información referida era porque estaba fiscalizando el cumplimiento de las disposiciones administrativas que se vinculan a una labor que está específicamente entregada a la fiscalización o a la revisión de la Superintendencia, que tiene que ver con la figura de administración de carteras de inversión. Los corredores de bolsa, en tanto intermediarios de valores regulados por la Ley de Mercado de Valores, N° 18.045, realizan actividades que están sujetas a un giro exclusivo, que es la intermediación de valores de oferta pública, y también pueden realizar una serie de otras actividades denominadas complementarias que están autorizadas por la ley. 

Dentro de esas actividades complementarias autorizadas de los corredores de bolsa, están el servicio de custodia de acciones y el servicio de administración de cartera, que fue la figura utilizada por el señor Sebastián Piñera, y por las sociedades que él controlaba a principios de 2009, para encargar la administración de su activo financiero a los corredores de bolsa que se mencionan en esa consulta. Ese es el sentido de por qué en su oportunidad fueron revisados los contratos de administración de cartera; o sea, para ver si cumplían con todas las indicaciones y regulaciones establecidas por la Superintendencia, y también la razón de por qué no se piden los anexos de esos contratos: porque establecen posiciones en acciones que, desde el punto de vista de la actividad permanente de fiscalización de la Superintendencia, no son necesarias. 

El hecho de constituir “fideicomisos ciegos”, como se denominaron en esa oportunidad -todavía se les conoce así-, no está dentro de las atribuciones ni de las competencias de la Superintendencia. 

En los oficios de los diputados señores León, Rincón y Silber se consultó acerca del cumplimiento de exigencias de probidad relacionadas con el establecimiento del “fideicomiso ciego”, pero ello no es una materia que esté bajo la competencia de la Superintendencia de Valores y Seguros. Por lo tanto, lo único que se hizo fue revisar los contratos de administración de cartera. 

Grosso modo, son las razones que ha tenido a la vista la Superintendencia para dar respuesta a cada uno de los requerimientos de información que han presentado los diputados mencionados. Fueron respondidos en su oportunidad. Por las insistencias enviadas a la Superintendencia, entiende que claramente las respuestas no han sido satisfactorias, pero en opinión de la Superintendencia contienen toda la información que se podía entregar, dentro del ámbito de su competencia. 

A mayor explicación, señaló que en el primer caso, ello sucedió dentro del mes siguiente a cuando fueron recibidas; en el segundo, se dieron las excusas pertinentes, en el entendido de que el segundo oficio de los diputados Rincón y Silber fue recibido a fines de enero de 2014. Hubo cambio de autoridades y, cuando asumió, en marzo, como Superintendente, revisó los antecedentes de la presentación anterior, prepararon las respuestas, entregándolas en mayo. El último requerimiento fue contestado en el mismo mes: en mayo del 2014. 

El diputado señor León puntualizó que había revisado el expediente de cargos que hizo la Superintendencia y que se hizo público, -el expediente completo se publicó en El Mostrador y en el Diario Financiero afirmó- sin embargo, existe una diferencia en la forma en que se describen las operaciones en las páginas 27 y 58. En la página 58, cuando se habla de remates de acciones de Calichera, se explica que el corredor fue Larraín Vial,  y figura hasta el día, la hora y el precio del remate. Esto está en el número 262 del expediente de cargo, que figura en la página 58, pero resulta que cuando se revisa la página 27, numeral 130, los vendedores fueron Axxion y Bancard. Resulta que la operación de Bancard sale descrita en una forma muy líquida. Si se compara el N° 130 y el N° 262, ¿por qué esa diferencia en la exposición de los hechos en ambas operaciones? y la que menos información entrega, por pura casualidad o coincidencia, es la que afecta a Axxion y Bancard, agregó el diputado León.

El diputado señor Chahin sostuvo que el ex presidente de la República, en un programa de televisión dijo que él había tenido acciones, pero que no sabía si tenía a esa fecha porque existía un “fideicomiso ciego” -fue el concepto que utilizó- y que, de haber tenido acciones, habría sido perjudicado por las operaciones Cascadas. Consultó, por lo tanto, ¿cómo el ex presidente de la República puede saber si eventualmente sería perjudicado o no en las sociedades Cascadas? ¿Es normal que el ex presidente de la República opine o comente directamente respecto de casos que están siendo formulados de cargos por un superintendente que, de alguna manera, es parte de la administración del Estado y del Ejecutivo, particularmente?

El señor Fernando Coloma, respecto de la pregunta de  cómo podía haber sabido el ex presidente de la República, contestó que no tiene idea. O sea, él no debía haber sabido porque estaban las acciones en un “fideicomiso ciego”. Si él las incluyó, tampoco lo sabe, y al respecto hay varios oficios de diputados en que han preguntado por el “fideicomiso ciego”; pero no tienen información respecto de si habían acciones de las cascadas en el “fideicomiso ciego” o no. Ahora, respecto de que él sepa si tiene o no tiene, no tiene la más mínima idea. Es más, no debería saberlo si es que están en el fideicomiso ciego. Eso no debería saberlo, insistió.

El diputado señor Chahin preguntó si existe la figura jurídica del “fideicomiso ciego”.

El señor Fernando Coloma señaló que existe el mandato de administración de cartera. No está regulada la figura del “fideicomiso ciego”. Hay un mandato de administración de cartera que sí lo regula en virtud de ese mandato. Es equivalente a la administración de cartera y lo que tiene que hacer la Superintendencia al respecto es ver que el mandatario haya cumplido adecuadamente las instrucciones del mandante. 

El diputado señor Chahin consultó, ¿usted cree que sería importante legislar respecto del fideicomiso ciego de las autoridades?

El señor Fernando Coloma puntualizó que ese es un tema que tiene que ver con probidad, tiene que ver con la Contraloría, con Transparencia y con ustedes, los parlamentarios. Su opinión como ex superintendente no tiene ningún valor, pero si le preguntan como ciudadano, si existe esa figura, obviamente debiera regularse como corresponde, pero, reiteró, su opinión es como cualquier persona de la calle. Ustedes, la Contraloría y los que tienen que ver con la probidad están mucho más autorizados para definir estos temas.

El diputado señor Chahin insistió en que, en una entrevista, el ex Presidente Piñera dijo que estaba preocupado del caso Cascadas. Consultó al señor Coloma si de alguna manera, a través del ministro de Hacienda o del propio Presidente, ¿se le manifestó esa preocupación del Gobierno? ¿Tuvo alguna señal de la autoridad política respecto del caso?

El señor Fernando Coloma manifestó que hace un par de semanas lo dijo en una entrevista al diario El Mercurio. En ella señaló que formalmente con el único que había sostenido una conversación reservada era con el ministro de Hacienda, una o dos semanas antes de que se hiciera público. Y esto lo habían hablado mucho antes, en el sentido de que si llegaba esto a ocurrir podía pasar algo, porque era un tema público. Después de la denuncia de Moneda o luego de que la junta de accionistas, Moneda y las AFPs hicieron el punto. Eso lo informaron; no fue un tema reservado. 

El diputado señor Chahin solicitó precisar si antes había hablado con el ministro. 

El señor Fernando Coloma dijo que no. Lo que está diciendo es que era un tema público desde muchos meses antes. Por ello, le había dicho a él: Mira, si llega a haber algo aquí...” 

El diputado señor Chahin consultó, ¿cuándo se lo dijo  al ministro? 

El señor Fernando Coloma precisó que, probablemente, cuando se hizo público... 

Probablemente, fue cuando surgió la controversia en relación con las AFPs, pues evidentemente había una inquietud.  

El diputado señor Andrade preguntó, ¿qué ministro?

El señor Fernando Coloma precisó que el ministro de Hacienda, porque se vincula al gobierno a través de Hacienda y, por lo tanto, obviamente que él no podía informarse a través de los diarios. 

Consultado el señor Fernando Coloma si sabía que el ex Presidente Piñera había tenido acciones o si tendría acciones. Dijo que no tenía idea. Pero esa gestión no estaba en la línea de lo que eventualmente le hubiese interesado al ex Presidente Piñera, si es que hubiera tenido acciones, dado que era todo al revés. Se le pidió a gente de Julio Ponce que le hiciera ver esta situación.

Sobre si tenía conocimiento de que el ex Presidente Piñera habría tenido o tendría… Sí, tuvo acciones, porque están las operaciones, las cuales vieron, y con detalle. Pidió que le crean, ya que así no funciona la cosa. Frente a las críticas, uno dice: “Veamos”. 

Cada operación que se hizo -algunas eran públicas, porque hubo oficios públicos, que se tuvieron que informar; una cree que fue de Bancard y la otra de Santa Cecilia o de Axxion, que aparecían en 2008 y 2009-, se revisaron con el mismo método que se revisó el resto. ¿Cuáles fueron los precios? ¿Hubo contraparte? ¿Hubo algo que les permitiera siquiera pensar que son parte del esquema? ¿Estaban concertados? ¿Que después les devolvieron por acá y compraban? No había nada en eso.

¿Por qué no se identifican? ¿Por qué no aparece en la formulación de cargos, ni aquí expresamente? Bueno, ese es un tema de política que adoptaron por algo muy simple, porque en estos casos tenían que atacar el tema. O sea, los cargos fueron los del esquema y la gente que se mencionó, de una u otra forma, había participado, más allá de algunos que están mencionados y que no fueron formulados de cargo, pero habían operado como secretario de una sociedad o el que daba las órdenes, estaba todo como vinculado a eso. 

Entonces, resolvieron -se preocupó personalmente del tema-, y lo plantearon en la reunión del comité de investigaciones, que lo razonable era no empezar a…, porque si empiezan a dudar de todas las contrapartes, levantarían velos de sospecha sobre mucha gente que operó, porque no solo lo hicieron las AFP. Tendrían que haber puesto a cuanta gente que no… y no había ninguna presunción de que se hubiera infringido la Ley de Mercado de Valores y la Ley sobre Sociedades Anónimas.

Ahora, que en este caso coincidiera, claro que se presta para cualquier interpretación. Pero lo que tenía que ver, era tener cuidado para no crear desinformación a nivel público, porque había una presunción clara de que esta cuestión se podía filtrar, porque las partes no están obligadas a guardar reserva, que es otra de las políticas que cree que hay que hacer a futuro para un correcto procedimiento. Así como lo tiene el Ministerio Público, que con una petición al juez de garantía puede decretar reserva a los terceros. Pero ellos no tienen la facultad de decretar reserva para los terceros. 

Entonces, claro, hay una probabilidad y cada uno, arbitrando por su propio interés, que tiene una parte, el otro que tiene la otra. Hay que ser realista, era una probabilidad que estaba dentro de los cálculos que hacían. 

Por lo tanto, fueron tremendamente cuidadosos en tratar de no involucrar operaciones o identificar operaciones en que hubiera gente que no merecía ningún reproche, con la información que tenían de las transacciones que se habían realizado. Eso es tan cierto como lo está diciendo; tiene que ver con un deber de reserva.

También le han dicho, ya que se está anticipando a cosas, por qué no hablan del “fideicomiso”, de si tiene acciones o no. La verdad es que no tiene, y eso lo contestó en varios oficios y después lo hizo el superintendente Pavez, no tienen razones para pedir que abran el “fideicomiso”, porque piensen, ¿qué pasa a futuro? 

En el fondo, el día de mañana, por cualquier tema político, alguien podría consultar si el diputado tal o cual operó con los… y no tiene nada que ver. Entonces, se comienza a crear una sospecha y, si en este otro caso se entregó información pública de algo privado, estarían obligados a entregarla y la persona a quien corresponda esa información tendría todo el derecho a ir a alegar a la Superintendencia, que se excedió en sus atribuciones, porque hizo público algo que era privado. Eso es lo que los mueve para no hacer ese oficio; aquí no hay ninguna protección de nada hasta el momento.

No hay nada que diga que las operaciones de Moneda, de las AFP y de Sebastián Piñera fueran parte del esquema. O sea, si el “fideicomiso” tuviera acciones, no tienen nada en el fondo… Es decir, si Moneda hubiera sido parte de este esquema, que tuvieran información que estuvo allá y hubiesen pensado: “Veamos en Moneda”. Pero a título de qué, ¿hay inversionistas? ¿Quiénes están adentro? ¿Quién actuó como representante en la carcasa en Moneda?

2) Papel que tuvieron las AFP y la Superintendencia de Pensiones

La señora Tamara Agnic dio cuenta de la normativa que rige la inversión de los fondos de pensiones y sus objetivos de inversión. El artículo 45 del decreto ley N° 3.500 establece que las inversiones que se realicen con recursos de los fondos de pensiones tendrán como único objetivo la obtención de una adecuada rentabilidad y seguridad. Todo otro objetivo que se pretenda dar a tales inversiones se considerará contrario a los intereses de los afiliados y constituirá un incumplimiento grave de las obligaciones de la administradora. Esto es lo central y necesario comprender, pues es el rol que les corresponde a las AFP, afirmó.

A veces, la línea es bastante delgada en lo que dice relación con la obtención, por ejemplo, de mayores rentabilidades, las que generalmente están expuestas a mayores riesgos. Además, es importante puntualizar el término “seguridad”. Es decir, por un lado, habla de una adecuada rentabilidad pero, por otro, la ley señala que debe haber una adecuada seguridad. Ese es el contexto que enmarca la fiscalización de la Superintendencia.

Además, la ley entrega una definición o un detalle de los instrumentos en los cuales pueden invertir, y que están autorizados. Las AFP no pueden invertir en cualquier instrumento; hay lineamientos muy estrictos, no solo en relación al tipo de instrumento, sino también respecto de la cantidad o del porcentaje de instrumentos en los cuales pueden hacerlo.

Luego, en este marco sobre las inversiones de las AFP está el mercado en el que se pueden hacer las transacciones de los títulos susceptibles de ser adquiridos por los fondos de pensiones. Al respecto, el decreto ley N° 3.500 señala que estas transacciones pueden ser efectuadas con los recursos de un fondo de pensiones en un mercado secundario formal.

En el ámbito de las políticas de inversión y del comité de inversión y de solución de conflictos de interés, el artículo 50 del decreto ley N° 3.500 establece que las administradoras deberán contar con políticas de inversión para cada uno de los tipos de fondos de pensiones que administran, las que serán elaboradas y aprobadas por el directorio.

Además, las administradoras deberán constituir en sus directorios un comité de inversión y de solución de conflictos de intereses con funciones y atribuciones, como la señalada en la letra a): supervisar el cumplimiento de las políticas de inversión elaboradas y aprobadas por el propio directorio. 

Estimó importante referirse al deber fiduciario de las administradoras de fondos de pensiones, es decir, lo que se les traspasa en términos de confianza para que esas administradoras inviertan los dineros depositados en los fondos de pensiones. 

Existe la obligación de las AFP de transar en instrumentos financieros a precios no perjudiciales. El artículo 48 del decreto ley N° 3.500, en su inciso décimo cuarto señala, claramente, que las administradoras de fondos de pensiones no podrán transar instrumentos financieros con recursos de los fondos de pensiones a precios que sean perjudiciales para éstos, considerando los existentes en los mercados formales al momento de efectuarse la transacción.

Ese es el marco normativo bajo el que operan las AFP, y las inversiones que realizan en el mercado financiero formal.

En cuanto a las acciones específicas que ha desarrollado la Superintendencia de Pensiones, en el marco del caso Cascadas que  se está investigando, destacó que es importante señalar que la fiscalización se ha abordado en tres líneas de acción.

La primera la constituye el cumplimiento del rol fiduciario por parte de las administradoras y, en ese ámbito, se ha verificado el cumplimiento de la obligación de asistencia y participación en juntas de accionistas del grupo Soquimich, por parte de estas, considerando la asistencia de fiscalizadores de la superintendencia a dichas juntas y analizando, adicionalmente, las justificaciones de las votaciones de cada administradora. Por otra parte, también se han solicitado antecedentes sobre todas las gestiones que se encontraban realizando las administradoras a fin de cautelar una adecuada rentabilidad y seguridad de sus inversiones. Por lo tanto, ésta es la primera línea de acción en el marco del rol fiduciario.

La segunda línea de investigación la constituye la revisión y el análisis de las transacciones de los fondos de pensiones en acciones de las sociedades controladas por Soquimich, en el período enero 2009 a julio 2012, a fin de confirmar o descartar la presencia de operaciones a precios perjudiciales para los fondos u otras situaciones irregulares; como por ejemplo, la utilización de mecanismos de transacción no autorizados o el no cumplimiento de las formalidades de esos mecanismos de transacción.

Como tercera línea de investigación, se han revisado los procedimientos seguidos por las administradoras en la toma de decisiones de inversión respecto de las transacciones en acciones de las sociedades Cascadas, con particular foco en las operaciones realizadas a través de remates que tuvieron como contraparte a dichas sociedades. Además, se revisó el cumplimiento de los eventuales procedimientos consignados en las respectivas políticas de inversión.

Esas son, en general, las tres líneas de investigación. Sin embargo, un elemento transversal a la fiscalización fue el seguimiento de las diversas acciones judiciales y administrativas iniciadas por los controladores de Soquimich, por la Superintendencia de Valores y Seguros y por distintos accionistas, incluidas las administradoras de fondos de pensiones. Estas últimas, debido a las consecuencias que pudiera acarrear a los fondos en su carácter de accionistas minoritarios.

Resulta necesario mencionar, acotó la Superintendenta, que la Resolución exenta Nº 223 marca un hito, puesto que existe una conclusión específica de la SVS. Antes de eso, no era posible asegurar ciertas trasgresiones puesto que estaba en el marco de la investigación, mucha de la cual era reservada. Ya con la Resolución exenta Nº 223, de 2 de septiembre de 2014, correspondió analizarla y dar por ciertos algunos de los hechos de la investigación.

En consecuencia, se ha iniciado la etapa de cierre, puntualizó, con fecha 3 de septiembre de 2014, requiriendo de las administradoras la determinación de los eventuales perjuicios causados a los fondos de pensiones y dando seguimiento a las acciones que las citadas administradoras emprendan a objeto de resarcir dichos perjuicios. 

Consideró importante destacar que las administradoras de fondos de pensiones no han sido sujetos de acusaciones ni se les han levantado cargos por parte de la SVS, por cuanto han participado en el mercado financiero formal como cualquier actor que supone que el mercado financiero está siendo manejado bajo el pilar fundamental de la confianza.

En términos de eventuales perjuicios, las líneas de investigación en desarrollo, hasta ahora -insiste que hay un antes y un después del hito de ayer, es decir, la resolución de la SVS- no se han detectado incumplimientos en el ámbito regulatorio de los fondos de pensiones. No obstante, si del análisis detallado de la resolución de la SVS surgen antecedentes que indiquen infracciones al espíritu del decreto ley N° 3.500, entre ellos el deber fiduciario, la Superintendencia de Pensiones, por supuesto iniciará las acciones de fiscalización pertinentes y aplicará las eventuales sanciones que correspondan.

Sin perjuicio de lo anterior, y conocida la resolución ya mencionada, se ha instruido a las administradoras para que determinen el eventual perjuicio generado a los fondos de pensiones que administran y comuniquen a la superintendencia las acciones legales, las diligencias o medidas que van a adoptar a objeto de requerir la indemnización de perjuicios que pudo haberse causado a los fondos de pensiones.

3) Intervención del señor Julio Dittborn

Respecto del encuentro con  el señor Julio Dittborn, el señor Fernando Coloma aseveró que fue exactamente lo que señaló en el diario. Le parece que su secretaria le dio una hora, no lo recuerda bien, pero se le dijo que eran 10 minutos para una cosa reservada o personal. La verdad es que no se acuerda exactamente. Puede haber sido su secretaria la que le informó eso. Le dijo al periodista que no se recordaba bien como ocurrió. Para dejarlo bien claro, pero sin ningún tema. 

Le pareció que si un subsecretario quería decirle algo, así como lo puede hacer cualquiera y de hecho le pasó, que le querían comentar algo de la más diversa naturaleza, estaba en la obligación de recibirlo y no hacía el escrutinio de qué quiere hablar, porque se supone que son temas relevantes o inquietudes válidas. No tenía idea del tema; lo repitió con total claridad.

Le planteó que le había llegado una versión, de la cual no tenía idea si era cierto o no y que no la avalaba de modo alguno, pero que sentía la responsabilidad de traspasar la información por si fuera de utilidad. 

Ese fue básicamente el planteamiento que le hizo el señor Dittborn. Le dijo que detrás habría un mar de fondo, que habría presiones entre accionistas para que se fusionen. Lo mismo que salió en la revista Qué Pasa, en un reportaje, muy coincidente en términos generales. Se imagina que debió haber sido después de lo que salió en Qué Pasa, porque si no, no habría tenido ninguna novedad.

 Todo eso fue en esa línea: simplemente lo oyó. No le dijo nada, sino que le señaló: estoy en un proceso, escucho lo que me dices, gracias por la información y punto. Él le dijo, y fue muy enfático, que no tenía idea de si esto era verdad o no, pero en una de esas podría ser de utilidad. Simplemente eso, y que se sentía con la responsabilidad, porque le había llegado la información.
4) Rol de los accionistas de las corredoras de bolsa

En lo que respecta al rol de los accionistas de las corredoras de bolsa y el acceso que pueden tener a los negocios de la propia corredora el diputado señor Monckeberg sostuvo que cuando se dice: “Mire, yo, como corredora, le ofrecí al accionista de la corredora participar en este negocio”, dice, bueno, pero qué tanta libertad hay para aquello. En ese sentido, no está sosteniendo que exista impedimento legal. No obstante, siente que hay un ruido especial. Cómo el accionista de la corredora no va a tener un conflicto de interés si participa en los negocios que la corredora le ofrece, sean legales o ilícitos, sean operaciones bajo el amparo del mercado y de la Ley de Mercado de Valores, o, como estas, impugnadas por la Superintendencia. Bajo la premisa de que se trata de  acciones legales, parece disonante concluir: “Bueno, y el accionista de la corredora se puede quedar con los mejores negocios y no se los ofrece a sus clientes”, y para qué decir si los negocios son impugnados e ilegales, como el caso que hoy están investigando. Quiere saber la opinión del señor Fernando Coloma en el sentido de si hay una laguna legal en dicho ámbito.

En relación con el rol de los corredores de Bolsa y conflictos de interés señaló el señor Fernando Coloma que es un tema muy relevante, y parte de las reflexiones de futuro que quiere plantear tienen que ver con eso. 

La Superintendencia, a fines del 2013, cuando él era superintendente, puso en consulta la norma de carácter general N° 12, que eleva los estándares de los corredores de Bolsa respecto a su relación con los clientes, y dentro de los temas incluidos estaban el manejo de los conflictos de interés, la necesidad de perfilar a los clientes y venderles siempre productos acordes a su perfil, la obligación de advertirles cuando querían comprar algo que no estaba de acuerdo con su perfil, el procedimiento de resolución de reclamos, y una serie de normas para los corredores de Bolsa.  

Además, debe reconocer que el comité de autorregulación de la Bolsa puso en consulta normas acerca de la prevención y manejo de conflictos de interés de los corredores de Bolsa, que apuntan a cuestiones como la señalada por el diputado Monckeberg, la relación con los socios, y distingue a un grupo de personas susceptibles de conflictos de interés. Se establece un manejo bastante estricto en la normativa propuesta por la Bolsa en su ámbito de autorregulación, que se refiere a los mismos temas que ha planteado.

5) Riesgo de instrumentalización del derecho

El señor Fernando Coloma señaló que va a referirse a las causas judiciales, es decir, a las querellas en su contra y en contra del intendente de Valores y del jefe del Área de Cumplimiento de Mercado. También, abordará lo relativo a quien fuera responsable en la Superintendencia por la filtración.

Definitivamente, la querella por filtración se sobreseyó y, en el caso de la segunda querella, el juez de garantía también estableció el sobreseimiento definitivo y, además, planteó que parecía que había una instrumentalización del derecho penal, por lo cual se condenó en costas,  decisión que fue apelada, pero aquella fue la opinión del juez de garantía.

Este es un tema de máxima importancia que ha destacado y que es su preocupación institucional. En ese sentido, cada cierto tiempo se ven reflexiones que escapan un poco a lo que quiere decir, por ello, aclara que el tema institucional en modo alguno significa que las partes no puedan usar todas las acciones que la ley permite, por lo que sería el último en oponerse al correcto uso de todas las facultades. El problema se genera cuando las acciones van más allá y hay un evidente abuso del derecho. El mismo juez de garantía dijo que había una instrumentalización del derecho. Perdió la cuenta de la cantidad de recursos; está lleno de querellas, recursos de ilegalidad, recursos de protección y requerimientos a la Superintendencia, que lo configuran como un hecho inédito desde el punto de vista histórico.

Evidentemente, ha habido un interés manifiesto en evitar que el organismo regulador pueda funcionar normalmente y de inhibir y dar señales de inhibición a futuro, lo cual le preocupa desde un punto de vista institucional.

 Le preocupa que el día de mañana, otro superintendente, no se refiere al actual ni mucho menos, u otra autoridad en otro servicio público, empiecen a recibir mensajes subliminales que los hagan concluir: “Oye, para qué me voy a meter si es tan grande y voy a llenarme de querellas y cuanta cosa”. Institucionalmente, es muy complejo lo que podría ocurrir y aquella es su preocupación de fondo: el abuso manifiesto de los recursos legales.

Agregó que jamás estará en contra cuando los recursos se ejercen normalmente, pues sería una contradicción total. Debe haber un debido proceso y siempre lo ha respetado, por mucho que hay gente que se empeña en decir que no lo respeta y no lo entiende; eso es absolutamente falso. Lo que le preocupa es el abuso, por el efecto institucional que podría provocar. 

6) Los límites entre lo público y lo privado

El diputado señor Boric expresó que una de las cosas que más le ha sorprendido al entrar en este tema es la cantidad de políticos relacionados con los directorios de las sociedades Cascada: Osvaldo Puccio, Alejandro Ferreiro, Hernán Büchi, Vial, financistas, ex ministros de la Derecha y de la Concertación por igual. 

Preguntó al señor Fernando Coloma si cree que ese vínculo tan profundo entre los directorios de las sociedades cuestionadas, Pampa Calichera, Norte Grande, influyó en la forma en que se ha dado la investigación. En concreto, ¿cuáles son los límites entre lo público y lo privado en estos temas?, porque también es una cuestión de transparencia en la política, algo muy complicado, y es una reflexión que esta Comisión también debiera hacer.

El señor Fernando Coloma señaló que es complicada la pregunta, pero es cierto que amerita una reflexión profunda. Lo relacionado con el financiamiento de la política es un tema sobre el que debiera reflexionarse. Está puesto en la agenda, a la luz de lo mismo que está planteando. Y estos vínculos y las redes ameritan ser analizadas. 

Es una materia que hay que pensarla mucho más, y entiende que no es fácil de resolver en ninguna parte del mundo, pero afirmó que debiera estar presente en la discusión. Además, entiende que en otras comisiones están viendo algo de esto, pero le parece que es una instancia propicia o un momento preciso para avanzar en esa discusión. 

El diputado señor Chahin  entiende que algunas de las personas que nombró el diputado Boric no eran directores nombrados por los controladores, sino por las AFP. Es importante hacer la distinción. Le consta que el señor Alejandro Ferreiro era director nombrado por la AFP, por los minoritarios en el directorio y no por el controlador. 

7) Injerencia de la corredora Moneda en el proceso 

El diputado señor Rincón preguntó al ex superintendente si alguna vez se reunió con gente de la corredora Moneda, antes de la formulación de cargos y cuántas veces lo hizo.

El señor Fernando Coloma expresó que hay un oficio de los abogados de la defensa, en el cual preguntaban exactamente lo mismo y se les contestó oportunamente. Ha tenido que exigir demasiado su memoria durante cuatro años, por lo que no  recuerda exactamente cuando fue. Una vez en 2012  fueron recibidos por el intendente de Valores, el fiscal y él. Pudo haber sido en agosto de 2012, la fecha está en algún oficio de respuesta de la Superintendencia. Después hubo una reunión interna. Lo que ocurrió está absolutamente descrito en una respuesta que se dio a los abogados de la defensa. Ellos fueron a plantear las inquietudes que tenían por estas operaciones. Debe haber sido después de la junta de accionistas de julio de 2012, en agosto más o menos, pero no recuerda la fecha exacta. Así como también fue gente de las AFP a plantear sus inquietudes por un conjunto de operaciones y entregaron antecedentes, que fueron incorporados al proceso de levantamiento de información que estaba haciendo la Superintendencia, que posteriormente fue traspasada al Área de Cumplimiento de Mercado (ACME), unidad que está a cargo de todo el proceso de investigación. 

El diputado señor Rincón consultó al señor Coloma, ¿es habitual reunirse equis número de veces? ¿Cuántas veces, antes de la formulación de cargos, es habitual reunirse con las partes interesadas en el tema?

El señor Fernando Coloma precisó que no es muy habitual. Dijo que nunca recibió a nadie mientras los cargos estaban formulados; o sea, mientras se estaban acumulando antecedentes, porque no hay un proceso de investigación propiamente tal. Cuando se acumulan los antecedentes, las partes interesadas -en este caso terceros-, van a entregar antecedentes, contando con el total hermetismo de la Superintendencia, que lo único que hace es escuchar. Efectivamente, le tocó recibir -siempre junto con otras personas, nunca solo- a gente de las compañías que venían a hacer algún planteamiento, y como ya lo ha dicho, frente al total hermetismo de la Superintendencia, se recababa información y, a veces, pasaba aquella que era útil en la discusión. 

El diputado señor Rincón recordó que el señor Pavez sostuvo que no tenía ninguna relación con la investigación de este caso y quiso saber si el ex superintendente avala eso o no, dado los oficios que existen de la Superintendencia -no uno, sino varios- del propio señor Pavez, cuando era jefe del Área de Cumplimiento de Mercado que, precisamente, pide información a las empresas, sociedades o personas que después fueron sancionadas -harto tiempo antes, por cierto; habla de mediados de 2012-.

El señor Fernando Coloma corroboró que sí, efectivamente, Carlos Pavez estuvo en la Superintendencia hasta julio de 2012; luego se fue como director jurídico a la Superintendencia de Bancos. La información que recibió la Superintendencia, en ese intertanto, fue básicamente parte de lo ya comentado. Había una denuncia de un señor Wolf por operaciones que le parecían raras. Hubo una búsqueda interna… Por eso es que dijo que le llegaban ruidos. A partir de eso, puso una presión muy especial y, a través de un análisis muy exhaustivo, de mucha información financiera, salió la idea de la revisión de estados financieros, que se les pidió en abril de 2012 a todas las sociedades Cascadas, por haber reconocido una utilidad que no correspondía, porque era una operación entre partes relacionadas y había un tercero simulado. Eran antecedentes que se iban recabando. 

Un hito relevante es que ya había partido el proceso de acumular información, no un proceso investigativo propiamente tal, porque cuando se parte con el proceso sancionatorio es con la formulación de cargos. Antes hay procesos en los que se levanta información concreta, por ejemplo, como la que empezó a entregarse por parte de las AFP y Moneda, en agosto o a fines de julio. 

El señor Carlos Pavez participó en esta primera etapa, durante la remisión de los estados financieros, que no es de su unidad, sino de Control Financiero. 

Entonces, sí se oían comentarios, pero entregar información dura, que después fuera procesada y que tuvieran la información basal básica, que fue necesaria para llegar a lo que se llegó después, solo fue entregada a fines de julio o agosto.

El diputado señor Rincón afirmó que el señor Pavez ha dicho que no participó en ninguna etapa investigativa ni relacionada con Cascadas, sin embargo, esto sí se relaciona con Cascadas.

El señor Fernando  Coloma hace un alcance al respecto. Eso lo ha dicho Carlos Pavez. Él ofició a las compañías en atención a los documentos. Básicamente, le llegó la información de las AFP, un conjunto de información que contenía antecedentes y envió un oficio a fines de julio, pero la respuesta nunca le llegó. En su etapa absolutamente inicial, ese fue el primer hito formal de su área en términos de indagar respecto de estas operaciones. 

Precisó que todo el tema del esquema era de principios de 2013, y corresponde a esos ciclos que estaban detrás del esquema, donde todo empezó a articularse. Los otros fueron períodos en que se fue recibiendo información. No es fácil armar este puzzle. Pero cuando él estaba a cargo, el puzzle no existía para nada, no había ningún esquema, y eso lo dice con total claridad y responsabilidad.

El diputado señor Chahin precisó que la Comisión, ante un oficio o una carta que recibió, justamente acompañando algunos de los oficios que ha nombrado el diputado señor Rincón, le solicitó al superintendente que aclarara este tema mediante oficio N° 8, de 1° de septiembre de 2014, y aún no ha llegado respuesta, por lo que va a esperar la respuesta del señor Pavez a la Comisión. No ha respondido por escrito todavía, pero se le consultó oportunamente.

El mismo señor diputado pidió aclarar, ¿Cuál fue el rol del Área de Cumplimiento de Mercado, respecto de este caso, a partir de la denuncia de diciembre de 2011?

El señor Fernando Coloma precisó que lo que dijo la vez pasada es que su interés o inquietud surgió porque oía rumores y que esas cosas no las dejó pasar. Al respecto, tuvo un especial celo porque se preguntaba por qué está pasando esto y por qué me llegan estos rumores. No lo dijo en abril, porque en ese mes fue la revisión de estados financieros, sino fue como consecuencia de esa petición, que tuvo que ser por el primer trimestre cuando mandó el mensaje de analizarlo a fondo. Ahora, como consecuencia de ello apareció el problema de los estados financieros, por lo que se les obligó en abril a remitirlos. No dijo que el rumor le llegara en abril, sino que le llegó antes, de tal modo que una de las consecuencias fue que se hiciera una revisión muy especial de qué estaba pasando con este caso. No dijo que vean los estados financieros de 2008, porque no tenía idea. Como parte de este proceso, en abril aparece este problema de los estados financieros en que se reconocieron utilidades que no correspondían, por lo que se les exige la remisión de los estados financieros.

No hay ninguna contradicción, entonces. Ahora, por el lado había llegado una denuncia del señor Wolf, en noviembre, a la Fiscalía. Personalmente, no sabía nada de ello. Llega cantidad de información a la Fiscalía y se la presentan cuando escala la situación. No está al día de todos los oficios que llegan a la Superintendencia; es imposible, para ser posible debería tener un día de miles de horas para hacerlo, afirmó.

8) Antecedentes entregados a la Comisión por el señor Patricio Phillips

a) Sobre la eventual fusión de las sociedades Cascadas

El señor Patricio Phillips hizo presente que aún es director de las sociedades Cascadas y anunció que en su exposición se va a referir a una serie de antecedentes que están muy relacionados con un intercambio de correos que tuvo con el señor Julio Dittborn, entonces subsecretario de Hacienda. Aclaró que lo hizo a título personal y como amigo, pues los dos se conocieron haciendo una maestría en Estados Unidos, entre 1976 y 1978. Desde esa fecha, han sido muy amigos y han compartido muchas cosas buenas, cosas malas, alegrías y tristezas; como es la vida.

Recurrió a él luego de conocer una serie de antecedentes que consideró lo suficientemente graves y que, de alguna manera, implicaban que un conflicto entre privados, accionistas de sociedades, se estaba derivando a un órgano supervisor de las sociedades anónimas con atribuciones de control y de sanción, a pesar de que, desde su punto de vista, este conflicto tenía que radicarse en los tribunales de justicia o en los mecanismos establecidos, o sea, árbitros y mediadores. 

Conoció un conjunto de antecedentes que le parecieron de extrema gravedad y que le hicieron pensar que había información suficiente como para insinuar o dar a conocer que, eventualmente, las personas que habían presionado a Julio Ponce estaban en condiciones de tener una influencia significativa en la Superintendencia de Valores y Seguros.

Todo este conflicto entre privados se originó, básicamente, porque las AFP y la administradora de fondos Moneda realizaron una apuesta no exitosa en el mercado, que consistía en vender acciones de Pampa Calichera, que habían subido mucho de precio y, a su vez, disminuido su descuento respecto del activo subyacente, que era Soquimich. Vendieron esas acciones de Pampa Calichera y compraron acciones “aguas arriba de la cascada”, en Norte Grande y en Oro Blanco; acciones que se transaban con un descuento muy superior al de Pampa Calichera y al del activo subyacente, Soquimich. 

Esta apuesta, que resultó fallida porque el mercado no se las validó, significó empezar con una presión para que el controlador de las sociedades Cascadas fusionara Oro Blanco y Norte Grande y, a través del mecanismo de fusión, se validara la apuesta -no exitosa- de cambiarse de Pampa Calichera a Oro Blanco y a Norte Grande. Si el controlador no efectuaba la fusión de las sociedades, ellos iban a recurrir a la Superintendencia de Valores y Seguros para dar a conocer una serie de irregularidades.

Respecto de la apuesta fallida entre vender acciones de Pampa Calichera y comprar acciones de Oro Blanco y de Norte Grande, porque la primera se transaba con un descuento muy chico y las otras con uno muy grande, fue confirmada por Juan Antonio Guzmán, presidente de Habitat en esa época, frente a una pregunta del periodista Fernando Paulsen, en Tolerancia Cero, en septiembre de este año. Entonces, preguntado el señor Guzmán por qué habían vendido las acciones de Pampa Calichera y comprado las de Oro Blanco y de Norte Grande, contestó que fue por los descuentos. 

Pero no solo las AFP y Moneda vendieron sus acciones, sino también, en 2008, sociedades controladas por el señor Sebastián Piñera vendieron en bolsa el diez por ciento de las acciones de Pampa Calichera y fueron compradas por las sociedades Cascadas en remates bursátiles. Posteriormente, Bancard y Santa Cecilia compraron en bolsa el 1,5 por ciento de las acciones suscritas de Oro Blanco y el 2,5 por ciento de las acciones suscritas de Norte Grande. En 2009, como es bien sabido, estas acciones pasaron a formar parte de los activos del llamado “fideicomiso ciego” y entregadas en custodia a Moneda Administradora de Fondos. De acuerdo con los registros de accionistas, Bancard y Santa Cecilia eran y siguen siendo accionistas de estas dos sociedades Cascadas.

Hizo presente el expositor que esta arremetida no ha sido la única que ha hecho el señor Sebastián Piñera para hacerse de un importante paquete de acciones de Soquimich, y su interés viene desde hace largo tiempo. Él ingresó a la propiedad de Pampa Calichera durante 1999 y 2000, aprovechando una caída muy fuerte en el precio de las acciones, producto de que Soquimich había tenido resultados inferiores a los años anteriores, porque había caído el precio de uno de sus principales productos de exportación: el yodo. Respecto de Pampa Calichera, esto se vio agravado porque tenía una participación importante, junto con el grupo de don Hernán Briones, en unas empresas que producían sanitarios. De este conglomerado sanitario, que tenía fábricas en Estados Unidos, bajo la marca Bricks; en Venezuela, con Vencerámica; en Ecuador, Edesa; Fanaloza, Lozapenco y Porcelanas Florencia, las sociedades Cascadas controlaban el 40 por ciento. 

Hubo una crisis en ese conjunto de compañías, lo que obligó a Pampa Calichera a endeudarse fuertemente y a recurrir, además, a aumentos de capital, que suscribieron los accionistas de Pampa Calichera, para hacer frente a los requerimientos de fondos de este 40 por ciento que tenían en CISA, Cerámica Industrial S.A.  Fue entonces que entró don Sebastián Piñera a la propiedad de Pampa Calichera, comprando las acciones con un descuento de 50 por ciento, más o menos, respecto del valor del activo subyacente que ya estaba castigado. 

El 17 de octubre de 2001, siendo presidente del directorio de Pampa Calichera, recibe el señor Phillips una carta firmada por los señores José Luis Rivera, gerente general de Bancard, y  Fernando Tisné, gerente de inversiones Moneda  Administradora de Fondos, en la que plantean que Pampa Calichera debe vender sus acciones de Soquimich y repartir los fondos a todos los accionistas. Por lo tanto, lo que pretendían, y presionaron fuertemente en la junta de accionistas a través de estas cartas, y en los directorios -Rivera y Tisné eran directores de Pampa Calichera-, era la liquidación de Pampa Calichera. Es decir, el señor Sebastián Piñera había comprado con descuento y pedía la liquidación de la sociedad para que le entregaran el ciento por ciento del valor del activo subyacente; acciones de Soquimich o el producido de la venta de las acciones. Esa posición y solicitud no fue aceptada por el directorio ni por los restantes accionistas de Pampa Calichera.

En los primeros meses de 2012, el señor Pablo Guerrero, abogado de Barros y Errázuriz, asesor legal de las empresas hoy denominadas Cascadas, recibe un documento de parte del señor Raimundo Valenzuela, accionista y director de Moneda Administradora de Fondos, titulado “Potencial abuso contra accionistas minoritarios”. El señor Guerrero entrega este documento al señor Aldo Motta, gerente general de Norte Grande, Oro Blanco y Pampa Calichera. En ese documento se hacían cálculos y se decía que había habido una serie de transacciones en la bolsa entre las sociedades Norte Grande, Oro Blanco y Pampa Calichera, con distintos compradores y vendedores, y que con esas transacciones los accionistas minoritarios habían sufrido un daño patrimonial. El documento fue respondido por don Aldo Motta y enviado al señor Pablo Guerrero Valenzuela, que además de ser director y asesor legal de las Cascadas, formaba parte del directorio de Moneda. 

Seguidamente, en abril de 2012, le comentan a don Julio Ponce que una persona que está detrás de la fusión de las Cascadas es el señor Sebastián Piñera, cuyas acciones, de acuerdo con los registros de accionistas de las Cascadas, habían pasado a formar parte del “fideicomiso ciego”. El señor Julio Ponce llama al señor Darío Calderón, director de LAN, para que le pregunte al señor José Cox si es efectivo que el señor Sebastián Piñera está detrás de la fusión. El señor José Cox lo niega, pero luego aparece negociando, aunque el invitado dice desconocer a quien representaba. El señor Darío Calderón expresó que las negociaciones comenzaron a iniciativa del señor José Cox, quien lo llamó por teléfono. Posteriormente, el señor Darío Calderón le informa al señor Julio Ponce que el señor José Cox pide 70 millones de dólares por arreglar el asunto de las Cascadas.

El 16 de mayo de 2012, el señor José Cox le dirige un correo al señor Darío Calderón, que dice: subject Norte Grande/JP (Julio Ponce). Estimado Darío: finalmente qué va a hacer tu amigo, JP, con las empresas de las Cascadas. Mail del 5 de junio de 2012.  A las 12 horas se reúnen el señor Julio Ponce y el señor José Cox en la oficina del señor Darío Calderón, donde el señor José Cox le plantea que la mejor solución a lo de las Cascadas es la fusión.

El 9 de julio de 2012, el señor Pablo Echeverría, presidente de Moneda, le envía un correo al señor Pablo Guerrero, director de Moneda y director y asesor legal de las Cascadas, que dice: “Entiendo que Julio Ponce no estaría dispuesto a dar una solución global que nos dé garantía (de) que la extracción de valor realizada a los accionistas minoritarios, a través de las múltiples transacciones de acciones realizadas por Norte Grande, Oro Blanco y Calichera y sus relacionados, y entre todos los anteriores, en el pasado, (no) se vuelva a repetir en el futuro. Por tanto, en Moneda nos sentimos con la libertad de tomar todas las acciones necesarias para que se establezcan dichas transacciones que han generado un daño patrimonial cuantioso a los accionistas minoritarios de Oro Blanco y Norte Grande. Estoy en Europa esta semana, si quieres puedes copiar el mail a Julio Ponce”. 

Después hay un intercambio de correos entre el señor Pablo Echeverría y el señor Julio Ponce, fechados el 20 de julio, que dicen: Julio, me gustaría si nos podemos reunir mañana por temas pendientes al respecto. ¿Puedes a las 4 o a las 5?  Pablo: para mí no hay problemas, a las 4 estaré en tu oficina. El otro le contesta: yo puedo a las 4.30.

 El 20 de julio, a las 5 de la tarde, hay una reunión en las oficinas de Moneda a la que asisten los señores Julio Ponce, Pablo Echeverría y el abogado Pedro Pablo Gutiérrez, donde se rompen las conversaciones respecto a esa eventual fusión. 

El 31 de julio, en la junta de accionistas de Pampa Calichera, Oro Blanco y Norte Grande, que por esas cosas del destino estaba presidiendo yo, dice el señor Phillips, el señor Pablo Echeverría lee un documento en el que dice que habría operaciones en contra de los accionistas minoritarios. 

En noviembre de 2012, el señor José Cox es invitado por el señor Pablo Echeverría a Machu Picchu, a una reunión de inversionistas, y se negocia el fin del conflicto. La proposición del señor José Cox al señor Pablo Echeverría es que se fusionen algunas cascadas: Norte Grande con Pampa Calichera, y Potasios de Chile con Nitratos de Chile. Posteriormente, el 21 de noviembre de 2012 hay una serie de intercambios de correos entre los señores Darío Calderón y José Cox. ¿Qué dicen esos correos? “Asunto: varios. Darío: tarea hecha, estoy a la espera de un documento y conversamos. Saludos, José Cox”. De Darío Calderón a José Cox: “Excelente, próxima semana los tendrás. Respecto del tema de Cascadas, ¿tuviste alguna novedad en Cusco?”. José Cox le responde a Darío Calderón: “a eso me refería con la tarea hecha. Con documentos en  mano nos reuniremos. Te llamo coordinar hora. José Cox”. Ustedes van a tener el documento en el que se plantea la fusión entre Pampa Calichera y Oro Blanco, y entre Potasios y Nitratos, aseveró el invitado.

El señor Darío Calderón incorpora a las negociaciones, en las cuales participa con el señor José Cox, al señor Raimundo Labarca, que es abogado del señor Julio Ponce.

En diciembre del año 2012, se celebra el cumpleaños del señor Juan Cueto, que es el accionista mayoritario de LAN, en la casa de la señora Esperanza Cueto, casada con el señor Max Marambio. A esa reunión social llega el ex Presidente Sebastián Piñera, se encuentra con el señor Darío Calderón y le pregunta: “Darío, cómo va el tema de la fusión de las cascadas”, y Darío le responde: “Está un poco complicado por la Superintendencia”, y el ex presidente Sebastián Piñera le señala: “Tú preocúpate de la fusión, yo me preocupo de la Superintendencia”. Sugiere el expositor citar al señor Darío Calderón a la Comisión Investigadora para que le puedan preguntar al respecto.

Agregó el señor Phillips que en enero del año 2013 se puso fin a las negociaciones, porque el señor Julio Ponce no aceptó la fusión en los términos planteados, ya que le significaba perder el control de las sociedades cascadas.

Con todos estos antecedentes, llamó por teléfono a su amigo Julio Dittborn y le pidió juntarse con él. Se reúnen en su casa el 8 de junio a las 7 de la tarde y le hace ver sus aprensiones sobre las eventuales presiones que podrían afectar la labor del Superintendente de Valores y Seguros; la naturaleza de las transacciones cuestionadas; las negociaciones que se han realizado y sus participantes; la reunión de Sebastián Piñera con Darío Calderón en el cumpleaños de Juan Cueto; que Santa Cecilia y Bancard siguen siendo accionistas de Norte Grande y Oro Blanco, etcétera. Al respecto, el señor Julio Dittborn le expresa lo siguiente, en un memorándum del cual deja copia a la Comisión Investigadora: “Lo que me estás contando me calza con lo sucedido en un comité político al que asistí en reemplazo de Felipe Larraín, quien se encontraba en una reunión del Fondo Monetario Internacional. El Presidente me pregunta por novedades en el caso Cascadas y le informo que no estoy enterado, pero que puedo averiguar. El Presidente me señala que no me preocupe, que él le preguntará al superintendente”.

Agregó el expositor que el señor Julio Dittborn se reunió con don Fernando Coloma el 10 de junio del año 2013, y le envió, ese mismo día, un correo electrónico en el cual resume la conversación con el superintendente y su opinión personal sobre el tema. Dice lo siguiente: “Pato, hablé con FC (Fernando Coloma) el tema que me planteaste el fin de semana. Me escuchó con atención durante unos diez minutos, en los que le hablé de tu minuta, sacando todo aquello que pudiera ser interpretado como chisme. Me agradeció la info y me dijo que no podía hablar del tema, porque él actúa como juez y parte en estos casos. Me quedé con la impresión de un tipo serio, que no va a cometer arbitrariedades, y que no se dejará influir por nadie (…)”. 

El 10 de julio de 2013, el señor Phillips le envía un correo a Julio Dittborn, donde le señala: “Julio, te agradezco. Tal vez para evitar malas interpretaciones debieras contarle algo parecido a Felipe Larraín, sobre todo por las consecuencias en el ámbito político. Un abrazo y cuéntame.”. Las consecuencias en el ámbito político para él eran obvias. La conversación entre el ex Presidente de la República y el señor Darío Calderón; Santa Cecilia y Bancard, accionistas de las cascadas; la participación del mediador José Cox, que es director de Bancard y Santa Cecilia, y que según entiende también participó en una famosa negociación de las acciones de Chispas que tenía el señor Sebastián Piñera. 

El mismo día, el señor Julio Dittborn le envía un correo al señor Phillips diciéndole: “Déjame ver el momento y lo haré”. El viernes 12 de julio, el señor Dittborn le envía el  siguiente correo: “Pato, recibí tu mensaje en el send de hoy en la mañana y hablé con FL el tema que te preocupa. Estaba al tanto en términos generales, pero no se quiere involucrar mucho. Me dijo que las multas eran facultad de Fernando Coloma y que él no se metería. No quiso meterse en detalles conmigo, como los posibles manejos de precio. Advertido de que esto podría derivar en un problema político mayor, se encogió de hombros, como diciendo: “así será, entonces”. Siento que cumplí con advertir y no hubo mayor reacción. Te pido que no reenvíes este mail a nadie y que lo destruyas después de leerlo. Julio”.

El 7 de marzo, don Julio Ponce concurre a prestar declaraciones ante el fiscal adjunto. Dos días antes, llama por teléfono al relator señor Phillips y le solicita contactar al señor Julio  Dittborn,  preguntándole si tiene algún inconveniente en que se refiera al punto número 1 de su memorándum, que dice relación con la pregunta del ex Presidente de la República respecto del tema de las cascadas. El señor Phillips llama por teléfono al señor Dittborn, que estaba comiendo con unos dirigentes gremiales de Aduanas, por lo que le promete devolver el llamado cuando terminara la comida. Al hablar, le pregunta si tiene algún inconveniente en que el señor Julio Ponce se refiera al punto 1 del memorándum y el señor Dittborn le contesta: “Mira, si esto es fundamental y relevante para la defensa de Julio Ponce, te autorizo a que se refiera al tema. Si es marginal, te pido que me dejes fuera de esto. Finalmente le señala, “esto lo dejo al criterio de Julio Ponce”.

El 7 de marzo al reunirse don Julio Ponce con el fiscal señor Morales se refiere al punto 1 de dicho memorándum. El 12 de marzo, en declaraciones a Radio  Cooperativa, el señor Julio Dittborn asegura que el tema de las cascadas nunca fue tratado en el comité de ministros estando él presente. El señor Phillips le envía entonces un correo electrónico que dice: “Julio, me dicen que tú habrías negado en Radio Cooperativa el intercambio ocurrido en el comité de ministros. Quedamos en que dejabas a criterio de Julio Ponce el referirse al tema. Si era relevante o importante, Julio Ponce se referiría a ello. Y así lo hizo. Si es cierto lo de Radio Cooperativa está quedando como mentiroso”. Este correo electrónico nunca fue contestado, terminó expresando.

b) Sobre eventuales ganancias de AFP en sociedades Cascadas

En seguida, el señor Phillips se refirió al resultado económico que obtuvieron las distintas AFP, desde el 1 de enero de 2008 al 15 de diciembre de 2011; explicó como se hizo el cálculo: se parte del stock inicial de acciones de las Cascadas que tenían las distintas AFP, con signo negativo, porque en el fondo es una inversión; se le suman, como positivos, todos los dividendos obtenidos y el stock de acciones o la cantidad de acciones que tenían al final de este periodo de 2011. Luego, se calcula día por día y se lleva a dólares, y a posición diaria la valorización de todas las acciones que tenían las distintas AFP de la sociedades Cascadas. Destacó que en este período la ganancia bruta de las AFP fue de 220.069.693 dólares. Igual cálculo estaría hecho para Moneda Administradora de fondos de inversión y para Santa Cecilia. 

9) Sobre la declaración del ex Presidente Piñera en causa por prevaricación administrativa del ex Superintendente 

El diputado señor Melero pidió al jefe de la Fiscalía de Delitos de Alta Complejidad o al fiscal Montes, o a ambos, responder la siguiente inquietud que le nace de que el artículo 228 del Código Penal señala, respecto de la prevaricación administrativa, que: “El que, desempeñando un empleo público no perteneciente al orden judicial, dictare a sabiendas providencia o resolución manifiestamente injusta en negocio contencioso-administrativo o meramente administrativo […]”. De esto se acusaba al ex superintendente Fernando Coloma, en la querella que interpuso el señor Julio Ponce. El resultado de la investigación que hace la Fiscalía y que después el juez sanciona no permite acreditar esta figura y lo sobresee definitivamente. 

No obstante, en el minuto en que se toma la declaración del ex Presidente Sebastián Piñera -los fiscales no lo explicitan- es porque se quería, bajo la figura de la prevaricación administrativa, establecer que el ex superintendente podría haber actuado protegiendo o no dando cabida a una acción de esta naturaleza que pudiera involucrar al ex Presidente de la República. Solicitó que sean  explícitos en señalar el por qué se llega a esa conclusión y cómo se acredita que no hay ninguna forma que eventualmente involucre la participación del ex presidente en esta materia relacionada con el caso Cascadas.

El  fiscal señor José Morales respondió que el tipo penal de la prevaricación administrativa es poco utilizado. Prácticamente, no hay jurisprudencia al respecto e incluso los autores se refieren muy poco a ello. Afirmó que se hizo un estudio de la doctrina española y alemana, las cuales parten del supuesto que la expresión “manifiestamente injusta” -requisito del tipo penal- hace referencia a una actuación del funcionario que se aparta de toda posible interpretación jurídica de un precepto legal, es decir, de algo que es absolutamente atentatorio contra cualquier lógica jurídica. Es decir, no puede tratarse de una simple discrepancia que tenga el administrado con respecto a la interpretación que ha dado el funcionario público del tipo penal. Si uno hace un análisis de este tipo penal de prevaricación administrativa, se da cuenta de que es bastante similar al tipo penal de prevaricación judicial. Entonces, es posible encontrarse con que cualquier funcionario público que tenga una interpretación diferente o incluso minoritaria de cualquier norma legal, podría ser perseguido por esta conducta. Por lo tanto, debe ser una conducta que no pueda de ninguna manera atentar contra la independencia de los órganos públicos, de lo contrario, por ejemplo, si un fiscal tiene una interpretación distinta de un caso, en el sentido de que hay que archivarlo, pero el querellante cree que hay que continuar adelante; podría querellarse contra cualquier funcionario público que tenga una interpretación distinta. Por lo tanto, obviamente, esto tiene que ser bastante acotado.

Respecto del ex Presidente Sebastián Piñera, informó que fue una diligencia solicitada por la parte querellante, la que pidió hacer preguntas, debido a que -básicamente- la discusión era si habían existido o no instrucciones u otro tipo de influencias por parte del ex presidente respecto del  superintendente señor Coloma. Básicamente, se hicieron diversas diligencias en ese sentido. Incluso se le preguntó directamente al señor Coloma si había existido alguna intervención o influencia de parte del ex presidente o de cualquiera otra autoridad de Gobierno. En su declaración, las descartó de plano y fue bastante tajante. También en la declaración que se le tomó en su calidad de testigo, al ex Presidente de la República, descartó absolutamente eso y dijo que, si eventualmente podía tener o no intereses, era en relación con el “fideicomiso ciego” que mantenía. Por tanto, no hay ningún antecedente, como correo electrónico o antecedente fidedigno, que hubiese permitido establecer a la Fiscalía que haya podido existir algún tipo de intervención o influencia fuera de la ley respecto del ex superintendente Fernando Coloma.

10) Sobre la permanencia del “fideicomiso ciego” 

Consultado el señor Patricio Phillips por el diputado señor Rincón por la mantención del fideicomiso ciego por parte del señor Sebastián Piñera advirtió que solo puede contestar lo que conoce. Sabe que en el registro de accionistas de Oro Blanco y de Norte Grande aparecen Santa Cecilia y Bancard, que son sociedades controladas por Sebastián Piñera. Personalmente, agregó, cuando una persona ha culminado su posición como la más alta autoridad del país y ha establecido un “fideicomiso ciego”, debiera hacer públicos los activos que forman parte de éste, pero es su opinión como ciudadano. Si hubiese tenido un puesto menor, con un patrimonio importante, y hubiese hecho un “fideicomiso ciego”, finalizada su gestión habría dado a conocer los activos que componen ese “fideicomiso ciego”. Pero  sólo es su opinión al respecto.

11) Sobre las declaraciones y antecedentes recibidos por la Fiscalía 

El diputado señor Chahin consultó al fiscal señor Morales, al fiscal Montes y a la fiscal Sironvalle, que en vista a que el señor Phillips ha hecho un conjunto de afirmaciones, individualizando incluso ciertos correos electrónicos y considerando que los fiscales nombrados investigaron, citaron a distintas personas y obtuvieron testimonios tanto del ex superintendente Fernando Coloma como del ex Presidente Piñera, si le tomaron declaraciones a Julio Dittborn y si éste reconoció dichos correos electrónicos y cuál fue la explicación que dio al respecto. Observó que el señor Dittborn asevera que esto se trató en un consejo de gabinete en el que estuvo presente, y que el  ex Presidente Sebastián Piñera le habría señalado que personalmente se iba a preocupar de ese tema. Por lo tanto, le gustaría saber si los fiscales tienen antecedentes al respecto, si le tomaron declaraciones a don Julio Dittborn, qué señala en ellas y qué dice respecto del correo electrónico. Y lo mismo respecto de don Darío Calderón. 

El fiscal señor José Morales respondió que la Fiscalía recibió diversos correos electrónicos, tanto del señor Phillips como del señor Darío Calderón. Al señor Dittborn se le tomó declaración, en la cual negó cualquier tipo de intercambio, presión o correo electrónico. Negó también que estos asuntos se hayan tratado en el comité político. Haciendo una salvedad de tipo legal, explicó que no existe delito alguno si una persona va y le miente a la Fiscalía. Lo hace presente porque eso es bastante relevante. Entonces, no constituía ninguna clase de delito que este señor no haya hecho presente lo relacionado con los correos o no haya reconocido este tipo de intercambio. 

El diputado señor Chahin preguntó si la Fiscalía hizo alguna pericia a los computadores.

El fiscal señor Morales respondió que la Fiscalía no cuestiona que se hayan remitido esos correos electrónicos. De hecho, los correos electrónicos han sido reconocidos por otras personas, entre ellas el señor José Cox, en los intercambios. Por lo tanto, no se cuestiona que estos correos hayan existido y sean verdaderos, razón por la cual no se realizó ninguna pericia, pues son reconocidos por varias personas. Lo relevante para estos efectos es si alguna de estas conductas puede haber sido constitutiva de delito. De hecho, en uno de los correos electrónicos que considera bastante relevante, el señor Dittborn le contesta al señor Phillips diciendo que el señor Coloma es una persona bastante seria y no cree que haya sido presionado. Entonces, al ver ese correo, cabe preguntarse, ¿existió algún tipo de personas que comunicaron cuestiones? Puede haber habido. ¿Fue eso efectivo? De acuerdo con lo que el mismo señor Dittborn dice, no. 

El diputado señor Chahin pidió una aclaración al respecto, porque el fiscal dice que los correos no están cuestionados ni su contenido, pero señala que se puede mentir a la Fiscalía. Agregó que esto estaría reconocido por otras personas y que no fue necesario hacer peritajes, porque la Fiscalía da por cierto lo que dice el correo. Hay dos personas que al parecer tienen una versión distinta del contenido de los correos: los señores Dittborn y Piñera. El señor Piñera dice que no tuvo relación, de ningún tipo, y el señor Dittborn desconoce los correos, que la Fiscalía dice que no están cuestionados, por lo cual no fue necesario un peritaje. Lo que entiende es que las personas que el fiscal señala, al desconocer el contenido de los correos, no estarían diciendo la verdad ante la Fiscalía: el señor Dittborn y el señor Piñera.  O no son efectivos los correos o alguien falta a la verdad. 

El señor Morales negó haber señalado eso. Aclaró, en primer lugar, que la Fiscalía no puede aseverar que el contenido material de los correos sea verdadero, por cuanto son afirmaciones y comunicaciones entre una persona y otra, en que cada una es responsable de sus dichos. Lo que sí ha podido establecer, y que es efectivo, es que hubo un intercambio de correos electrónicos entre las personas que mencionó el señor Phillips. Eso está fuera de duda. Sin embargo, el contenido de los correos es algo totalmente distinto. La Fiscalía no puede saber si lo que el señor Phillips consignó en el correo ocurrió o no, como se señala.  

El diputado señor Chahin  concluyó que el contenido del correo es indubitado, pero no pueden acreditar su veracidad. 

El señor Morales respondió que no. Aclaró que, desde el punto de vista formal, hubo un emisor y un receptor del correo electrónico, que son determinadas personas, lo cual pareciera estar establecido. Sin embargo, no puede afirmar que las aseveraciones que hacen las personas en esos correos electrónicos sean verdaderas. 

El diputado señor Chahin está de acuerdo en que la Fiscalía da por efectivo que se envió un correo con ese texto. 

El señor Morales asiente. 

El diputado señor Chahin concluyó que el contenido existe, pero no pueden aseverar si es verdadero o falso. Preguntó si don Darío Calderón fue citado a declarar.

El señor Morales respondió que sí; se le tomó declaración a él, al señor Cox y al señor Phillips. 

El diputado señor Chahin preguntó, ¿qué señaló el señor Calderón respecto del cumpleaños en la casa de Esperanza Cueto?

El  fiscal señor Morales contestó que el señor Calderón realizó ciertas aseveraciones que son las que señala el señor Phillips, que dicen relación con la charla entre el ex presidente y él, la cual fue bastante breve. Enfatizó, sin embargo, la importancia de establecer que la Fiscalía está lejos de hacer una investigación que tenga el carácter de investigar alguna actividad que pueda ser más allá de política. Destacó que el órgano persecutor se abocó a investigar el tipo penal de prevaricación administrativa y el de abusos contra particulares que, como señaló, son extremadamente restrictivos. Por eso, le interesa precisar el contexto de la investigación del Ministerio Público. 

El diputado señor Chahin dijo estar consciente de que los fiscales hacen una investigación de carácter penal y la Comisión una de carácter político. Por eso, son de naturaleza distinta. Entiende que para efectos de esta investigación son distintas. 

Entonces, pide confirmar que el fiscal Morales le tomó declaración a Darío Calderón y que el señor Calderón le ratificó que el ex Presidente Piñera le dijo que él se encargaría de la Superintendencia de Valores. 

El señor Morales respondió que no recuerda exactamente si fueron esas mismas las palabras, pero el señor Calderón -por lo que recordó- sí hizo relación a una conversación en ese sentido. No podría decir los términos exactos. 

El diputado señor Chahin solicitó a los fiscales invitados que, considerando que esta información ya es pública, se sirvan remitir copia de la declaración de don Darío Calderón ante la Fiscalía, a menos que hubiera algún impedimento legal.

El señor Montes advirtió que todavía no está ejecutoriado completamente el caso y, por ende, no está terminado el caso propiamente tal. Sin embargo, hay una serie de restricciones para la entrega de información de carpetas investigativas, por lo que deberían estudiarlo bien. Incluso, se han pedido por ley de transparencia, pero se han ido rechazando reiteradamente. Salvo las solicitudes de los tribunales de justicia, en general, se rechaza todo el resto de peticiones en ese sentido. 

El diputado señor Chahin dijo entender el punto. Sin embargo, anunció que la Comisión Investigadora pediría formalmente esos antecedentes para que la Fiscalía evalúe una respuesta ajustada a la ley.

12) Sobre el comportamiento de las AFP en su calidad de socias o partícipes de las juntas de accionistas de las sociedades Cascadas

El diputado señor Andrade pidió a la  señora Tamara Agnic precisar si, en su opinión, la actuación de las AFP, en su calidad de socias o partícipes de las juntas de accionistas, cumplieron a cabalidad. Es decir, en opinión de la Superintendencia, ¿no hay reproche alguno, desde el punto de vista de sus obligaciones como administradoras de fondos de terceros, en su actuación respecto de este tema?

La señora Agnic señaló que, de acuerdo con los antecedentes que ha tenido a la vista, con la información disponible y con las fiscalizaciones llevadas a cabo, la SP concluyó que las cinco AFP -más bien cuatro, porque Planvital no tuvo impacto- siguieron todos los procedimientos que están establecidos en la ley y en las normas específicas. Por lo tanto, ha podido llegar a la conclusión de que a la fecha han cumplido a cabalidad con esas obligaciones.

La señora Agnic precisó que es importante tener en consideración que no era posible saber que existía alguna pérdida mientras no se dictara un fallo de la Superintendencia de Valores y Seguros. Por lo tanto, malamente podría estar reflejada una pérdida que no podía ser identificada sino hasta que la SVS dijera que hubo un esquema, porque es el esquema el que da el marco de extracción de riqueza de las sociedades, y no antes. Lo que sí queda consignado permanentemente en los balances son las variaciones de los precios normales y habituales de mercado.

13) Posibilidad de iniciar fiscalizaciones antes de la dictación de la Resolución 223 por la Superintendencia de Valores y Seguros

El diputado señor Chahin planteó que, si los primeros indicios formales fueron en abril de 2012, como lo señaló la superintendenta, ¿no había ninguna posibilidad de iniciar un proceso de fiscalización entre esa fecha y la resolución N° 223? Lo preguntó porque la señora Agnic señaló que después de esa resolución recién pudieron empezar a investigar esta situación. Apuntó a que podría haber alguna debilidad institucional o, tal vez, una falta de la diligencia debida de parte de la SP como supervisores, porque si ya había indicios formales en abril de 2012, en el caso de los fondos de pensiones, ¿por qué esperaron hasta fines de 2014 para iniciar un proceso de fiscalización? Fueron dos años y medio.

Entonces, la pregunta es si la SP requiere, necesariamente, una resolución de la SVS, es decir, ¿queda condicionada su labor fiscalizadora como Superintendencia de Pensiones a lo que haga el otro fiscalizador, que es la Superintendencia de Valores y Seguros?

La señora Tamara Agnic respondió que no, destacando que por eso es importante distinguir dos temas. Lo primero es la tarea fiscalizadora regular de la Superintendencia de Pensiones y, como bien lo señalara, desde abril de 2012 se reforzó la tarea fiscalizadora en tres ámbitos, que están contenidos en el informe.
 Lo que se hizo, como complemento de esas tres líneas de fiscalización fue identificar las pérdidas asociadas al esquema, lo que solamente fue posible a partir de la resolución de la Superintendencia de Valores y Seguros. Agregó que, evidentemente, la tarea fiscalizadora de la SP ha sido continua, reforzada desde 2012 en las tres líneas de acción, como lo señala su informe, más el cuarto componente que se adiciona a partir de la resolución de la Superintendencia de Valores y Seguros.

El diputado señor Chahin preguntó más concretamente, ¿cuál es el resultado de esa fiscalización, aparte de estimar ahora el impacto negativo? ¿Cuál fue el impacto? ¿Se cursaron algunas multas? ¿Se formularon cargos? ¿Se recomendó no seguir invirtiendo en esas sociedades? ¿Cuál fue el resultado entre los años 2012 y 2014? ¿Hubo alguna resolución, alguna sanción o alguna recomendación por parte de la Superintendencia de Pensiones?

La señora Agnic recordó que la primera pregunta que formuló el diputado señor Andrade tenía que ver con cuál era el resultado de esta fiscalización y, con los antecedentes tenidos a la vista, fue posible identificar que se ajustaron a la normativa y a la ley vigente, y que han cumplido con sus obligaciones. Por lo tanto, malamente podría haberse iniciado un proceso de sanción por estos temas, si no se han identificado faltas relacionadas al cumplimiento de la normativa vigente.  

El diputado señor Chahin resumió que lo que la superintendenta de Pensiones está diciendo es que las AFP, que conocen de estas transacciones, porque sabían los precios a los que se transaba, porque es información pública, y que tenían directores que además estaban en las juntas de accionistas, perdieron entre 31 y 44 millones de dólares y no hay ninguna sanción, porque se cumplió con la ley.

Afirmó que le parece sumamente curioso que esas transacciones, que estaban impactando negativamente los fondos de pensiones -según la misma superintendenta lo señaló-, y que eran conocidas por las administradoras, pues sabían perfectamente que se estaban realizando esas operaciones, no las hayan calificado como un impacto negativo. De hecho, siguieron teniendo participación en esas sociedades Cascadas, mientras -según la señora Agnic- los cotizantes perdían entre 31 y 40 millones de dólares, y porque formalmente cumplieron con la ley no hay ninguna sanción para ellos. No sabe si hay un estándar de diligencia, del deber ser más que la formalidad de la ley, teniendo directores y teniendo participación, pero que no haya ninguna sanción para ellos le parece bien extraño como conclusión.

La señora Agnic insistió en que hay que distinguir las situaciones. Se está frente a una defraudación del mercado a la que se vieron expuestos todos los que participan del mismo. La Superintendencia de Valores y Seguros llegó a identificar una pérdida de 300 millones de dólares. El rango de pérdidas que la Superintendencia de Pensiones identificó, que está dentro de estos 300 millones de dólares, es más acotado; pero aquí el mercado fue engañado. En consecuencia, malamente podrían haber tomado alguna acción si el resto del mercado tampoco se dio cuenta. En la Comisión ha  insistido mucho en el elemento de la confianza sobre el cual opera el mercado de valores. La Superintendencia de Valores y Seguros tiene la supervisión sobre la totalidad de las operaciones; la Superintendencia de Pensiones, sobre una fracción acotada. Por lo tanto, la única que podía identificar que aquí había un esquema de defraudación era la Superintendencia de Valores y Seguros. 

El diputado señor Chahin hizo presente que los estándares de diligencia, de cuidado que se le pueden exigir a alguien que administra sus propios recursos, son distintos de los exigibles al que administra recursos de terceros, porque si alguien tiene su propia plata, la invierte y la pierde, da lo mismo, porque es su problema. Pero cuando se administran recursos de terceros es distinto, y cuando se administran recursos de terceros que tienen que poner esos recursos allí de manera obligatoria, en virtud de la ley, para sus fondos de pensiones, en una industria regulada, claramente el estándar de diligencia es totalmente distinto. En consecuencia, se espera que al menos la Administradora de Fondos de Pensiones, la Superintendencia, la Comisión Clasificadora de Riesgo, busquen evitar que estas administradoras sean objeto tan fácilmente de un engaño, de un fraude y que los cotizantes terminen “pagando el pato”. Porque si la superintendenta dice que en realidad esto fue un fraude y da lo mismo, que no es posible multar a la administradora y que la supervisión no es suficiente, etcétera, significa que se está en el peor de los mundos, en la indefensión absoluta de los trabajadores.

La señora Agnic negó haber dicho que le parecía que no había nada que hacer. Todo lo contrario, la SP está tomando todas las medidas y las AFP también lo están haciendo, pero en el marco de la ley. Aquí hay una ley, hay normas, hay circulares, que son las que  entregan el ámbito de institucionalidad sobre el cual se tienen que desempeñar cada uno de los actores que participan. Por lo tanto, no es que todos estén de brazos cruzados. Todo lo contrario, se han estado supervisando permanentemente las acciones de las administradoras con el manejo de los fondos de todos los chilenos, y lo que corresponde ahora es que las administradoras persigan los perjuicios, y es así como están contemplados los mecanismos para restituir los fondos de pensiones.  

El diputado señor Chahin hizo notar a la superintendenta que ya respondió que no ejerció su facultad sancionatoria respecto de este tema con las AFP, porque -según ella, o su antecesor-, no hay ningún tipo de infracción, ni legal ni reglamentaria. Está bien si estima eso, lo cual será objeto de análisis por la Comisión. Pero, desde el punto de vista de sus facultades regulatorias, que es dictar normas, si la superintendenta ve que aquí efectivamente hay una falencia, ¿ha dictado o está elaborando alguna circular para perfeccionar la protección de los fondos de pensiones de los cotizantes? A partir del caso Cascadas y desde el punto de vista de su facultad regulatoria, ¿qué medidas ha adoptado la Superintendencia?

La señora Agnic insistió en que el Presidente de la Comisión podrá después apreciar al leer el informe de fiscalización, que la Superintendencia no ha estado de brazos cruzados. Es allí donde están señaladas todas las acciones; y lo que ha dicho es que en el marco de la regulación y de la normativa aplicable no se observan transgresiones. Por lo tanto, mal podría ejercer la labor fiscalizadora alguien que se aparte del sustento jurídico que tiene para emprender acciones sancionatorias. Es decir, más bien podría ser al revés: malamente una institución fiscalizadora puede emprender acciones sancionatorias si es que no está el respaldo de la legislación. Por lo tanto, en este sentido está bastante tranquila, porque se ha hecho la tarea de supervisar y de fiscalizar que se estén llevando adelante todas las acciones por parte de quien corresponde. En este minuto lo que corresponde es perseguir la restitución de los fondos de pensiones que habrían sido dañados, a partir de ese esquema de operación identificado por la Superintendencia de Valores y Seguros, y el deber de la SP es, por lo tanto, supervisar que las administradoras lleven adelante efectivamente estas acciones legales para restituir los fondos.

14) Situación de las corredoras de bolsa sancionadas para seguir intermediando inversiones de las AFP 

El diputado señor Chahin preguntó acerca de la situación de dos corredoras que han sido sancionadas, como son Larraín Vial y, recientemente, BanChile Corredores de Bolsa, si ellas formaban parte de este esquema y, por lo tanto, se prestaron para defraudar a las AFP y a los fondos de pensiones, ¿pueden seguir administrando o intermediando las inversiones de las AFP y, por ende, los fondos de pensiones? ¿Puede la superintendenta instruir a la Superintendencia, mediante una instrucción particular, para que dejen de intermediar los fondos de los cotizantes estos corredores de Bolsa, que se prestaron para un esquema defraudatorio de las propias AFP, cuyos recursos o cuyos fondos ellas intermediaban?

La señora Tamara Agnic respondió que la SP no tiene facultades para prohibir que las administradoras utilicen las corredoras de Bolsa. Quien supervisa y dicta normas para las corredoras es la Superintendencia de Valores y Seguros.

El diputado señor Chahin consultó, ¿no tienen facultades para exigir a las AFP que utilicen otras corredoras? 

La señora Agnic reiteró que no, como tampoco les puede decir que inviertan en esto o en esto otro. No está en el ámbito propio de la Superintendencia de Pensiones.

La señora Agnic hizo notar, advertida por don Max Montecino, que las AFP, por iniciativa propia, ya no utilizan esas corredoras. 

El diputado señor Chahin preguntó, ¿ninguna de las dos? 

El señor Montecino respondió que, al menos Larraín Vial, no la utilizan.

15) Facultad de la SP para sancionar a  algún director representante de AFP en alguna empresa

El diputado señor Monckeberg  preguntó si eventualmente, en esta operación o en otra, la SP constatara que algún director de AFP en alguna empresa no actuó con la debida diligencia, ¿es ella la que debe fiscalizar y sancionar a ese director por ser representante de la AFP o es la Superintendencia de Valores? Y si mientras duró el curso de la investigación, si hubiese existido la certeza -que no existía en ese momento- de que había un esquema y operaciones concertadas entre ambas partes, se habría podido evitar que las AFP perdieran. Dicho de otro modo, existe la facultad, cuando se está en el proceso de investigación de un eventual fraude como éste, que sin que impacte en el mercado, en forma reservada se le diga al superintendente de Pensiones, para advertir a los fondos de pensiones, que hay una investigación en curso, que no se sabe el resultado y que tome precauciones, por ejemplo, una especie de precautoria al respecto y si existen esas facultades, ¿le parece adecuado que existan? Insiste en que no se trata de prejuzgar la intención, sino de tomar precauciones.

La señora Tamara Agnic planteó que hay un ámbito de buenas prácticas que, en general, escapan a las facultades propias de los organismos reguladores y confirmó que la SP está en permanentes conversaciones con el propio sector para buscar los mecanismos que posibiliten generar recomendaciones que la ley y normativa no le permiten. La Superintendencia tiene implementado un sistema de supervisión basado en riesgos, que no deriva en sanciones, porque no tiene el sustento para que pueda derivar en sanciones, donde se tratan muchos de estos temas que no forman parte de la base jurídica o normativa, pero que sí interesa que las propias AFP y el resto de los supervisados, como el IPS y la Administradora de Fondos de Cesantía, vayan implementando dentro del marco de las buenas prácticas. La visión de la Superintendencia es que ojalá muchas de esas prácticas puedan transformarse en el futuro en obligación legal; pero evidentemente sí, hay un gran espacio y un gran ámbito de conversaciones y de aplicación de instrumentos que no son -no sabe cuál es el término jurídico exacto-, exigibles, imperativos, pero que sí le permiten avanzar permanentemente en busca de elementos que le permitan velar de mejor manera por los fondos de pensiones.

El señor Max Montecino se refirió a la pregunta relacionada con la facultad sancionatoria de los directores elegidos con los votos de las administradoras. Recordó que, si bien son elegidos con los votos de las administradoras de los fondos de pensiones, finalmente los directores se deben a toda la sociedad; no solo a los fondos de pensiones. Por lo tanto, mal podrían transmitir información distinta de la que transmiten al resto del mercado para un inversionista en particular, que lo eligió con el voto. Por otra parte, sostuvo que la Superintendencia de Valores y Seguros todavía tiene abierto el espacio para revisar el tema de la actuación de los directores. Se mencionó que los directores también tienen conocimiento…; pero, al parecer, habría desconocimiento de los directores por las actuaciones que se estaban realizando, porque estaban dentro de una práctica de habitualidad y, por tanto, no necesariamente pasaban por el directorio. Así que malamente podrían estar informados también los directores de ese tema. La Superintendencia tendrá que pronunciarse si eso era correcto o no.

En cuanto a la pregunta sobre la facultad sancionatoria, dice entender que es de la Superintendencia de Valores y Seguros, no de parte de la SP, la cual solo establece requisitos para ser elegido director con el voto de las administradoras, pero no para efectos de sancionarlos.

La señora Agnic complementó lo señalado, informando que la SP acaba de modificar la normativa relacionada con los requisitos de los directores, la que entró en vigencia para los nuevos inscritos dentro del registro de directores y, a partir de diciembre de 2014, para los directores que ya estaban inscritos en el registro que lleva la Superintendencia. 

Respecto de la posibilidad de advertir a las AFP estando la investigación en curso, comentó que la SP ha desarrollado una instancia para coordinar y colaborar con los superintendentes financieros: el superintendente de Valores y Seguros, el superintendente de Bancos y la Superintendencia de Pensiones, aspectos que, en el marco de las restricciones que muchas veces les impone la propia ley sobre manejo de información confidencial, etcétera, pueden tratar de advertirse; pero también es un ámbito bastante delicado, puesto que hay límites de manejo de información confidencial que a veces hacen difícil el traspaso de información, incluso entre organismos reguladores. También está el comité de estabilidad financiera, que acaba de adquirir carácter legal, y que permite analizar y advertir ciertas situaciones que pudieran poner en riesgo el sistema financiero y, por supuesto, a los fondos de pensiones. 

Afirmó, sin embargo, que nuestro país tiene una debilidad en relación con otros países de la región y del mundo en términos de compartir información, no solo entre organismos reguladores nacionales, sino que con otros organismos reguladores foráneos. Agregó que están quedando muy atrás en ese ámbito y lo más probable es que sea una materia que vaya a tratar el consejo prontamente.

16) Facultad de la SP para intentar recuperar los fondos

El diputado señor Andrade consultó, dada la naturaleza de los fondos y el rol tutelar que la Superintendencia de Pensiones ejerce respecto de las administradoras, ya que finalmente lo que ella cautela es la integridad de los fondos de los trabajadores para sus futuras pensiones, ¿tiene la SP la posibilidad de generar alguna acción más proactiva para intentar recuperar esos fondos lo antes posible? Es decir, ¿estaría la Superintendencia en condiciones -a lo mejor no existe la facultad específica- de vincular al deudor y al acreedor, a propósito de la aproximación de montos involucrados que ha hecho, para que pudieran resarcirse esos fondos lo antes posible por la vía de una relación directa entre los actores? ¿Estaría en condiciones de hacer eso o no?

La señora Tamara Agnic respondió que lo que tiene que hacer la Superintendencia es verificar que cada una de las AFP lleve adelante las estrategias judiciales propias que ha definido. Lo que podría haber sucedido es que, por ejemplo, alguna haya dicho: “No, no voy a hacer nada”. Eso no podrían hacerlo y ahí sí la SP podría ejercer sus facultades sancionadoras.

III. Eventuales perjuicios por operaciones en acciones de sociedades Cascadas

El señor Carlos Pavez afirmó, en respuesta al diputado señor Daniel Núñez, en cuanto al perjuicio que podrían haber ocasionado a los afiliados de las Administradoras de Fondos de Pensiones las referidas operaciones, que es necesario insistir que va a depender de que se confirmen o no los cargos en la resolución final. Ciertamente, afirmó  en la sesión 3ª. de la Comisión, de fecha  4 de agosto de 2014, si en la conclusión final, que no es posible mencionarla porque aún no se adopta, se concluyere que hubo responsabilidad o se incurrió en conductas tipificadas como infracciones, eso estaría asociado a algún tipo de perjuicio, porque esto llevó o estuvo relacionado con transacciones que habrían tenido el carácter de manipulación de precios o que se habrían utilizado mecanismos engañosos para producir diferencias de precios en beneficio de quienes participaron y que hasta el momento están solamente formulados de cargos. Ahora bien, si la conclusión es la contraria y se termina el procedimiento con la conclusión de que no hubo infracciones, ciertamente no se podría sostener que hubo perjuicio para los afiliados a los Fondos de Pensiones. 

En términos de la regulación de movimientos u operaciones especulativas dentro del mercado, los principios y los objetivos que persigue la regulación del mercado de valores no apuntan a lo relacionado con movimientos especulativos. Apuntan a otros bienes jurídicos que tienen que ver con la confianza de los inversionistas, con la entrega de información a todos los partícipes por igual, de igual forma y en igual oportunidad. Por lo tanto, ese aspecto, a su juicio, no está considerado en esta regulación, ni en otras, relativas al mercado de valores. En consecuencia, escapan del ámbito de la competencia de la  Superintendencia. 

La Superintendenta de Pensiones señora Tamara Agnic, en sesión 6ª. de la Comisión, de fecha 3 de septiembre de 2014, señaló que  se ha iniciado la etapa de cierre requiriendo de las administradoras la determinación de los eventuales perjuicios causados en los fondos de pensiones y dando seguimiento a las acciones que las citadas administradoras emprendan a objeto de resarcir dichos perjuicios. Se enviaron oficios a cinco de las seis AFP y a la Administradora de Fondos de Cesantía, las que mantenían acciones de las sociedades Cascadas. Solo la AFP Modelo no fue oficiada puesto que no tenía dentro de su cartera acciones relacionadas con este caso.

Asimismo, a través de esos oficios han solicitado, además de la cuantificación o estimación de los eventuales perjuicios, que  indiquen cuáles son las acciones que van a llevar adelante en caso de existir perjuicios atendiendo al deber fiduciario que les corresponde.

Consideró importante destacar la señora Agnic que las administradoras de fondos de pensiones no han sido sujeto de acusaciones ni se les han levantado cargos por parte de la SVS, por cuanto han participado en el mercado financiero formal como cualquier actor que supone que el mercado financiero está siendo manejado bajo el pilar fundamental de la confianza.

En términos de eventuales perjuicios, las líneas de investigación en desarrollo, hasta ahora -insistió que hay un antes y un después de la  resolución de la SVS- no se han detectado incumplimientos en el ámbito regulatorio de los fondos de pensiones. No obstante, si del análisis detallado de la resolución de la SVS  surgen antecedentes que indiquen infracciones al espíritu del decreto ley N° 3.500, entre ellos el deber fiduciario, la Superintendencia de Pensiones, por supuesto, iniciará las acciones de fiscalización pertinentes y aplicará las eventuales sanciones que correspondan.

Sin perjuicio de lo anterior, y conocida la resolución ya mencionada, se ha instruido a las administradoras para que determinen el eventual perjuicio generado en los fondos de pensiones que administran y comuniquen a la superintendencia las acciones legales, las diligencias o medidas que van a adoptar a objeto de requerir la indemnización de los perjuicios que pudieron haberse causado a los fondos de pensiones.

El señor Fernando Coloma estimó que las AFP podrían, sin perjuicio de esta afectación de la cual habrían sido objeto y que hoy están entregando valoraciones de la pérdida a la Superintendencia de AFP por montos que pudieran haber perdido por estas operaciones cuestionadas, simultáneamente, haber ganado en el negocio de las cascadas;  es una situación que no tiene nada de raro, porque ahí el subyacente, Soquimich, tuvo períodos muy buenos durante 2008 y 2009, cuyo controlador dijo que en esa época las utilidades eran históricamente importantes, lo cual se refleja en los valores de las acciones. Si a pesar de esto y de haber ganado, la pregunta es si podrían haber ganado más, ahí surge el tema de la defraudación, por lo tanto, no es inconsistente que hayan ganado y que hayan sido defraudadas.

En segundo lugar, destacó una aclaración que hizo la Universidad de Chile respecto de la interpretación que habían hecho de su estudio: que su estudio no fue para ver las operaciones concretas del señor Ponce y que las AFP nunca fueron objeto de estudio y que había sido mal citado. Eso fue lo que leyó en el diario, pero no ha leído ese informe y, por eso, en esa parte no quiere intervenir más allá, pues simplemente es lo que leyó en el diario hace unos cuatro días. Por eso, no se puede hacer cargo de que el informe diga eso, en circunstancias de que, por otro lado, lo han desmentido públicamente.

El diputado señor Rincón expresó, solo para redondear la idea, que entiende que pueda haber utilidades, pero lo que le cuesta entender  es que éstas puedan ser de un 400 por ciento y que no sea extraño, más cuando los montos son específicos. ¿Acaso esto no consta en la Superintendencia? Lo preguntó porque el estudio no habla de valores en genérico, sino que se refiere a cifras muy objetivas. Es más, las compara más adelante con las que habría obtenido el controlador, el cual habría pasado de 325 millones de dólares a 473 millones de dólares, mientras que ellos pasaron de 48 a 168 millones de dólares. Eso corresponde a 400 por ciento de utilidad que el mercado también admite, dado que los temas de mercado y precio de mercado han sido permanentes en la discusión.

El señor Coloma dijo que honestamente tendría que mirar ese estudio para emitir un juicio.

El diputado señor Monckeberg precisó que el referido estudio se realizó en base a información pública y se limitó a analizar todas las operaciones directas y órdenes vigentes de la corredora de bolsa, utilizando más de 17 mil millones de transacciones, y no solo las del grupo de empresas ligadas al señor Ponce. 

El diputado señor Schilling consultó al señor Patricio Phillips, si los fondos de pensiones ganaron, como dice, ¿quién perdió? 

El diputado señor Farcas sostuvo que, al parecer, en un principio los fondos de pensiones habrían perdido 800 millones de dólares; sin embargo, otros estudios dicen que habrían ganado. Quiere entender si ese daño patrimonial es por no haber ganado más o porque, efectivamente, se perdió entre estas cascadas, aguas arriba, aguas abajo. 

El señor Patricio Phillips señaló, respecto de quién perdió y quién ganó, que el señor Julio Ponce y su equipo han sido unos magníficos creadores de valor. A principios de los noventa, el valor bursátil de Soquimich, si uno multiplicaba el número de acciones por el precio de las acciones, era de 200 millones de dólares; en 2000, era de 600 millones de dólares, y hoy es de 7.000 millones de dólares. Así es que no es raro que la gente que compró acciones de Soquimich o de las Cascadas haya tenido un aumento considerable en su patrimonio, porque Soquimich, que empezó siendo... (El invitado interrumpe su argumentación y cuenta la siguiente anécdota): En noviembre de 1973, comenzó a trabajar en el Departamento de Estudios del Banco Central. En esa época, la escasez de recursos era tan grande que el Estado chileno negociaba, cada seis meses, con el Fondo Monetario Internacional la plata extra que necesitaba para que Chile creciera, que la inflación fuera equis y el tipo de cambio fuera zeta. Todas las empresas del sector público se consolidaban en el aparato fiscal, en el aparato público. Los dolores de cabeza más grandes que teníamos en el Banco Central y en el Ministerio de Hacienda eran los déficit de Soquimich por 50 millones de dólares al año. Esta sociedad y Enacar fueron los dolores más grandes de cabeza, porque había que contar con 300 o 400 millones de dólares adicionales que había que pedírselos al Fondo Monetario Internacional, pero el año pasado Soquimich se ganó 400 millones de dólares. Por lo tanto, no es extraño que una persona que mantuvo las acciones de Soquimich durante un período equis de tiempo haya tenido un incremento patrimonial muy grande, porque las utilidades de Soquimich han subido de manera muy importante. 

Por eso, en los cálculos que hizo entre 2008 y 2011, período que investiga la  Superintendencia de Sociedades Anónimas, y la de Valores (sic), las acciones que tenían todas las AFP en Pampa Calichera, en Oro Blanco y en Norte Grande, tuvieron un aumento patrimonial o ganaron 220 millones de dólares. Día a día se calculaba la posición que tenía cada una de estas administradoras de fondos de pensiones y se multiplicó la cantidad de acciones por el precio que tenían, se llevaba a dólares y, si vendía, se iba reduciendo. Si uno hace el ejercicio, que está hecho, en el período en cuestión la ganancia de los fondos de pensiones fue de 220 millones de dólares. La ganancia de Moneda entre 1995 y el 5 de noviembre de 2011, calculada de igual manera, fue de 121 millones de dólares. Y el grupo Bancard, desde 1998 -cuando entra a la propiedad de Calichera- hasta 2009, ganó 139 millones de dólares. 

El señor Phillips afirmó que  por este fenómeno de creación de valor que ha tenido Soquimich a lo largo del tiempo, las AFP se vieron beneficiadas durante un extenso período por tener acciones en las Cascadas, y la razón es muy sencilla: como explicaba anteriormente, a principios de los 90 el valor de Soquimich en el mercado era de 200 millones de dólares y hoy es más o menos de 7 mil millones de dólares, lo cual significa que una persona que tenía 10 dólares en acciones de Soquimich en 1990, hoy tiene que multiplicar esa cantidad por 140 veces. Entonces, no le extraña, y no le debiera extrañar a nadie, que en un período de tiempo considerado largo... 

El diputado señor Farcas concluyó que, entonces, todos ganaban. 

El señor Phillips dio a entender que sí, porque el activo que está detrás se valorizó, ya que se hicieron buenas inversiones y se ganó más plata. Es lo mismo que la persona que hubiera comprado acciones de Microsoft cuando se transaban en 2 o 3 dólares la acción, cuando todo esto recién comenzó. Bill Gates es un genio, supo qué hacer, creció y hoy la acción de Microsoft cuesta unos 40 dólares, más todo lo que ha entregado en dividendos. Por lo tanto, esa es la razón de fondo. Acotó que, con las cifras que conoce, llega a la conclusión de que, durante los períodos a que se ha referido, las AFP no solo no tuvieron pérdidas, sino que tuvieron un incremento importante en su valor, de 220 millones de dólares. Ahora bien, dicho esto, si eventualmente se comprobase en la justicia que hubo transacciones que significaron un daño patrimonial a las AFPs, y hay algunas personas que hablan de 30 millones de dólares, ese daño estaría más que compensado con la cifra que ha dado, pues la cifra neta sería una ganancia o aumento patrimonial de 170 millones de dólares. 

La señora Tamara Agnic planteó que bajo ningún punto de vista la Superintendencia puede identificar los perjuicios, ya que solo los tribunales están llamados a definir cuáles son. No obstante, del informe elaborado por la División de Fiscalización Financiera, que lidera Max Montecino, destacó la estimación de pérdidas para los fondos de pensiones, en base a la propia información que la Superintendencia solicitó a las AFP, más el análisis de las distintas metodologías utilizadas por cada una de ellas, más todos los insumos que el controlador fue capaz de ir recopilando y recabando a lo largo de todo el proceso de fiscalización, llegando a estimar un rango referencial de pérdida, con la información disponible, de entre 31 y 44 millones de dólares. Básicamente, este rango se origina tanto por pérdidas directas como por pérdidas indirectas. Insiste en que el rango de pérdidas identificado por la Superintendencia de Pensiones es solo eso. En ningún caso le corresponde señalar el perjuicio efectivo que lleguen a determinar los tribunales de justicia, que solo lo determinarán en la medida en que las AFP emprendan las acciones legales para perseguir (el resarcimiento de) estas pérdidas. Explicó que las pérdidas directas son aquellas que se originan por el esquema mismo, es decir, este esquema de vender barato y comprar caro. En tanto, las pérdidas indirectas son las que se trasmiten por la proporción en la participación de las sociedades que están más abajo de la cascada. Esa es la diferencia entre las pérdidas directas, que son las inmediatas por efectos del esquema de defraudación -no sabe si se puede decir así- identificado por la SVS. Lo otro tiene relación con los porcentajes de participación de las sociedades, en la medida que van teniendo participación secundaria. 

En el periodo comprendido entre el 1 de enero de 2009 y el 31 de julio de 2012, no se detectaron transacciones a precios perjudiciales para los fondos de pensiones. También, dentro de las conclusiones, es posible señalar que las transacciones que involucraron como contraparte a las sociedades pertenecientes al grupo controlador de Soquimich fueron realizadas a través de remate martillero. El oficio reservado N° 49, de la Superintendencia de Valores y Seguros, confirmó que dichos remates cumplieron con los procedimientos de difusión establecidos por la normativa bursátil. 

Respecto de la estimación de las eventuales pérdidas o ganancias ocasionadas a los fondos de pensiones, la Superintendencia, reitera, estableció un rango de pérdida de entre 31,46 y 43,86 millones de dólares, habida consideración de lo consignado en la resolución 223, de la SVS, que establece que las pérdidas de las sociedades Cascadas fueron cercanas a los 300 millones de dólares. O sea, estarían incorporadas dentro de estos 300 millones. Con todo, se reitera que estos montos tienen un carácter referencial, pues son los tribunales de justicia los que, en definitiva, deberán determinar si hubo efectivamente perjuicios, la cuantía y, por supuesto, las indemnizaciones que procedan en cada caso. 

El diputado señor Melero observó que la superintendenta de Pensiones ha informado que las pérdidas de las AFP, sean directas o indirectas, fluctúan referencialmente entre los 31,4 y los 43,8 millones de dólares. Don Patricio Phillips -quien forma parte del grupo Soquimich- entregó a esta Comisión un informe en que señalaba que las AFP habían tenido utilidades por 250 millones de dólares. Personalmente, solicitó que se entregara ese informe a la Superintendencia de Pensiones, ya que estimaba necesario saber de dónde proviene tanta diferencia. Unos dicen que ganaron 250 millones de dólares, en la lógica de la defensa que hizo el grupo Cascadas, particularmente el señor Phillips, y que al final el esquema desarrollado generó beneficios para todos. En cambio, la Superintendencia señala que se habría producido este perjuicio que es relativamente bajo si se compara con el volumen de dinero que administran las AFP, que es del orden de 175 mil millones de dólares. La señora Agnic podrá decir cuál es la cifra exacta, pero es evidente que en esa magnitud de miles de millones de dólares, 30 a 40 millones de dólares es una cifra muy insignificante en términos de daño. Sin embargo, ¿tiene alguna explicación esta diferencia entre 250 millones de dólares de utilidades para los cotizantes y los 31 a 40 millones de dólares de pérdida? ¿Está acaso en el procedimiento de cálculo o en la forma cómo se hizo?

La señora Tamara Agnic señaló que, si bien las pérdidas son acotadas, ningún peso que tenga que ver con fondos de pensiones puede ser menospreciado. Es deber de la Superintendencia de Pensiones y de las administradoras perseguir esas pérdidas, por más pequeñas que parezcan en términos relativos. En relación con la información que se ha manejado sobre las eventuales ganancias que pudieron haber tenido los fondos de pensiones, se habla de cosas distintas. La información que el abogado Phillips entregó también la tuvo a la vista el controlador y se hizo una estimación en base a la misma mecánica que ellos utilizaron y que corresponde a variaciones de valor de los instrumentos. En este caso, se puede hablar de la ganancia registrada en un período, que da esa cantidad. A la Superintendencia le daba un poco menos, pero si se llega a la fecha, incluso da casi cero o un poco negativo, alrededor de 60 millones de dólares. Sin embargo, en ese caso se trata de algo distinto, que no tiene que ver con el esquema, sino con las variaciones de precio naturales que van teniendo los instrumentos que se transan en el mercado.

El diputado señor Melero preguntó, entonces, ¿no es adjudicable esa ganancia al esquema, sino a las buenas decisiones de inversión de los fondos?

La señora Agnic confirmó que no es adjudicable al esquema, sino a las fluctuaciones naturales y propias que tienen los instrumentos que se transan permanentemente en el mercado de valores.

El señor Max Montecino complementó lo señalado por la superintendenta, precisando que hay dos visiones distintas respecto de qué es lo que se considera ganancia. Como bien dijo la superintendenta, tiene que ver con la fluctuación de los valores y con la revalorización que tienen las acciones de las sociedades Cascadas en que invierten los fondos de pensiones. Ese valor es similar al que presenta el señor Phillips en su análisis. La verdad es que hay diferencias marginales, alrededor de 200 millones de dólares en el período a estudiar. Como bien mencionó la superintendenta, si se extiende ese análisis a la fecha, esa cifra sería cercana e incluso por debajo de cero, llegando a una pérdida de 60 millones de dólares a la fecha. Entonces, dependiendo de dónde se tome la foto, es cómo va a salir.

Distinto es el caso del esquema que presenta la Superintendencia de Valores y Seguros en su resolución, en que se presenta un esquema para extraer riquezas de las sociedades donde los fondos de pensión y otros accionistas invierten. A modo de analogía, es igual que si uno hubiese comprado un departamento en 2008 por un valor de 2.500 UF y que, producto de la revalorización del mercado inmobiliario, hoy valga 3.100 UF y, por lo tanto, gané 600 UF. Pero, si se arrienda ese departamento amoblado durante todo este período, con un mobiliario que costó 200 UF, pero al momento de venderlo se entera que este desapareció. Tiene una pérdida por los muebles del departamento, similar a lo que sucedió con el caso Cascadas y que se identifica con el esquema, en que hay una extracción de aproximadamente 300 millones de dólares de las sociedades que controlan Soquimich. Es distinto a la ganancia por valorización del activo en sí.

Respecto de las dos formas principales de extracción de riqueza que señaló la superintendenta, la directa es que, habiendo una sociedad Cascada transando con una relacionada, instrumental o vinculada, a un precio de venta menor al cual va a recomprar, se produce una pérdida directa para esa sociedad y los fondos de pensiones como accionistas, más otros minoritarios, también como accionistas de esa sociedad, son parte de la pérdida en la proporción que sean dueños de acciones de la misma sociedad. Las pérdidas indirectas a las que se refiere la superintendenta son (las que se producen) cuando existe una cadena de control en que se genera el esquema mencionado al principio: la pérdida en la sociedad aguas abajo que, producto de la participación que hay aguas arriba de la sociedad matriz, también se transmite parte de esa pérdida. O sea, si perdí 300 acá abajo en la sociedad uno, la sociedad cero, que es dueña de la sociedad uno en un 80 por ciento, perdería el 80 por ciento de los 300 que se habían perdido.

La señora Agnic explicó que el rango de pérdida que pudo haber tenido la AFP está dentro de lo que la Superintendencia de Valores y Seguros identificó en el esquema de operaciones, es decir, vender barato y recomprar caro. Como las AFP, al igual que el resto de los actores, son tomadores de precios, también se vieron involucradas en esa pérdida al vender barato. Obviamente, no recompraron a ese valor. Por ejemplo, vale 100, pero se concertaron para venderla a 80 a una relacionada; más barato que el precio de mercado. Es entonces que se produce la pérdida para el resto de los inversionistas que están tomando los precios vigentes para todos los operadores del mercado.

 D.- Proposiciones y sus fundamentos

Se hace presente que se presentaron dos propuestas para ser consideradas por la Comisión, las que se transcriben a continuación conforme a los numerales 4) y 5) del artículo 318 del Reglamento:

a)  Los diputados señores Nicolás Monckeberg D., Patricio Melero A., Gustavo Hasbún S., Alejandro Santana T., y Felipe Ward E. presentaron en la sesión 15ª., de fecha 10 de diciembre de 2014, la siguiente propuesta que fue rechazada por mayoría:

I.Antecedentes previos

En los últimos años, los mercados de valores y seguros han sufrido enormes transformaciones. La aparición de nuevos participantes del mercado, la incorporación de nuevos instrumentos bursátiles  y tecnologías son solo algunas de las innovaciones que nos permiten hablar de un nuevo comercio de valores y seguros.

A lo anterior debemos agregar cambios profundos en la realidad económica nacional y en los hábitos crediticios y de consumo de los agentes económicos, lo que se ha traducido en un desarrollo considerable de la industria financiera.

Esta nueva realidad de los mercados nacionales impone la necesidad de revisar los marcos regulatorios existentes, atendido el dinamismo y la complejidad de los mismos.

Quizás una de las maneras más contundentes de graficar la situación anterior es lo ocurrido en el denominado “caso cascadas”, que fue materia de investigación por parte de esta comisión especial investigadora.

En efecto, mejorar la regulación de los mercados, resolver los conflictos de intereses, potenciar facultades regulatorias creando una institucionalidad idónea, son tareas pendientes cuya resolución se hace urgente a la luz de los hechos investigados. En esta dirección apuntan las recomendaciones del Banco Mundial, del Fondo Monetario Internacional y de la OECD.

Las modificaciones legales al mercado de capitales, junto a otras iniciativas, como por ejemplo, aquellas de la agenda de mercados de capitales bicentenario impulsadas por el gobierno del ex Presidente Sebastián Piñera, son sin lugar a dudas fundamentales para dar solución a las complejidades que presentan los nuevos mercados; y de ahí la necesidad de retomar su trámite legislativo.

Los mercados de valores y seguros son fundamentales para el desarrollo de nuestro país, no solo por su capacidad de generar capitales, sino también desde la perspectiva previsional de millones de chilenos que depositan su confianza en ellos.

II.Propuestas

Del trabajo de la Comisión, y particularmente por aportes de invitados que expusieron en esta instancia investigadora, estamos en condiciones de sistematizar una serie de propuestas que permitirán evitar situaciones como la ocurrida en el caso cascadas. Dichas propuestas giran en torno principalmente a la adecuación de nuestra normativa sectorial, principalmente en lo que se refiere a la institucionalidad encargada de la regulación y fiscalización de los mercados. 

Se trata de propuestas que en su mayoría requieren modificar cuerpos legales y que, en cuanto sean de iniciativa parlamentaria, sería deseable que ingresaran a trámite legislativo con el concurso de los diputados integrantes de la comisión. Ellas son:

1.- Modificaciones a la entidad reguladora. La actual Superintendencia encargada de velar por el cumplimiento de las reglas del mercado data de la primera mitad del siglo pasado, lo que, a la luz de la realidad constatada en el punto anterior, hace imprescindible cambiar su actual estructura y facultades. La tendencia actual –y así lo han ratificado organismos como el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional y la OECD- es a concentrar la autoridad del máximo organismo regulador en un cuerpo colegiado, superando la forma actual de un órgano unipersonal que es nombrado por el Presidente de la República. De esta forma, si queremos un organismo técnico con independencia del gobierno de turno, debemos avanzar hacia un órgano colegiado cuyos miembros sean fruto del consenso de los poderes ejecutivo y legislativo. Para graficar lo anterior puede servir el caso de los consejeros del Banco Central, ejemplo que se torna válido a partir de la similitud del carácter técnico-sectorial del Consejo del Banco Central. 

2.- Dotar a la entidad reguladora de facultades normativas y sancionatorias. A medida que se efectúan los cambios estructurales en la Superintendencia y avancemos en el camino trazado en el punto anterior, será posible potenciar el rol del organismo regulador en el mercado. Para ello, resulta conveniente entregarle potestades regulatorias, de manera que pueda dictar normas con carácter vinculante para los agentes del mercado; más aún que a partir del carácter colegiado que tendría el gobierno corporativo de la Superintendencia se entregan garantías de normas que fueron fruto del concurso de diversas voluntades y concepciones.

Lo otro fundamental es dotar de facultades sancionatorias a la Superintendencia, algo que si bien existe, ha demostrado sus falencias principalmente a propósito de las herramientas investigativas del órgano fiscalizador. En efecto, se debe –tal como se hizo de alguna manera con la Fiscalía Nacional Económica- dotar a la Superintendencia de Valores y Seguros de facultades y herramientas que le permitan acceder a elementos de prueba que hoy son de difícil pesquisa y con ello alcanzar mejores grados de convicción en torno a la imputabilidad de los hechos. 

La utilización de informantes, delaciones compensadas, levantamiento del secreto bancario y la imposición del deber de reserva respecto de los sujetos objeto de la investigación es algo que sería de gran utilidad para alcanzar los fines sancionatorios.

Asimismo, será más expedita y legítima cualquier revisión de la sanción si para ello dejamos atrás a los juzgados de letras y concedemos competencia directamente a tribunales colegiados para que conozcan de las reclamaciones.

3.- Interrupción de la prescripción tratándose de acciones sancionatorias. Es imperativo revisar el sistema de prescripción de las sanciones por infracciones a las leyes de mercados de valores y seguros, con el objetivo de conjugar el derecho de las personas a obtener un pronunciamiento del ente fiscalizador en un tiempo acotado y que este órgano pueda realizar una investigación completa dependiendo de cada caso. En este sentido, sería pertinente hacer una asimilación de las normas sobre prescripción del Servicio de  Impuestos Internos, la que incluso se interrumpe cuando el servicio cita al contribuyente, lo que permite extenderla extraordinariamente.

4.- Establecer elementos que refuercen la independencia de la Superintendencia de Valores y Seguros, como la inmunidad y defensa jurídica de los funcionarios de la SVS durante el periodo en que se desarrolla algún proceso sancionatorio. Si bien, en el régimen actual, esta inmunidad alcanza al Superintendente –incluso por el periodo posterior a su mandato-, esta debería ser extensible a los miembros del staff investigador, siempre que actúen de buena fe. Así al menos ocurre en gran cantidad de los países perteneciente a la OECD.

 5.- Revisar la regulación de  las operaciones entre partes relacionadas en la Ley de Sociedades Anónimas, con especial atención en la facultad legal que se confiere a las sociedades anónimas para declarar como habituales determinadas operaciones que sean consideradas ordinarias acorde al giro social.

6.- Extender los requerimientos del artículo 36 de la Ley de Sociedades Anónimas, punto 4, para que no puedan ser directores de S.A. abierta los accionistas mayoritarios de corredoras de Bolsa.

7.- Fortalecer los niveles de transparencia e información del mercado. 

- Aumentar las obligaciones legales de los intermediarios de valores respecto de los inversionistas, de tal manera que se eviten conflictos de intereses mediante mayor transparencia e información a disposición del mercado.

- Elevar el nivel de coordinación y entrega recíproca de información entre los diferentes entes fiscalizadores: Superintendencias de Valores y Seguros, de Bancos e Instituciones Financieras, y de Superintendencia de Pensiones.

- Promover la autorregulación de las Bolsas de Valores, extendiendo y elevando el estándar de transparencia interna y de los actores del mercado, más allá de las obligaciones legales.

8.- Prohibir la negociación en la rueda y el remate martillero. Esta medida busca no solo aumentar la competencia mediante el uso exclusivo de mecanismos electrónicos, sino además restringir las operaciones directas, que del mérito de la investigación resultan cuestionables, particularmente aquellas automáticas -aquellas donde el corredor opera como comprador y vendedor de un valor simultáneamente, para sí o para sus clientes- las que definitivamente deberían eliminarse.

9.- Retomar la tramitación legislativa del Mensaje que Crea la Comisión de Valores y Seguros. Cabe señalar que algunos de los puntos expuestos están incorporados en el proyecto de ley que crea la Comisión de Valores y Seguros, que fue aprobado en el primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados y actualmente está radicado en el Senado, por lo que es necesario que el Gobierno establezca las debidas urgencias parlamentarias para acelerar su tramitación y pronto despacho.

Por otra parte, parece recomendable asimilar las propuestas realizadas por el Comité de Buenas Prácticas de las Bolsas de Comercio, las que profundizan en los deberes de las corredoras y en el manejo de los conflictos de intereses que con ocasión de sus labores podrían afectarles.

III.    Respecto del rol que le cupo a las autoridades políticas de la época

De acuerdo al mandato otorgado por la Sala a esta comisión investigadora, y a las declaraciones formuladas por parlamentarios integrantes de esta Comisión, el objetivo  principal de esta instancia fiscalizadora era determinar la responsabilidad que eventualmente pudieron tener en los hechos investigados, ya sea por acción u omisión, las autoridades políticas de la época.

[                      ]     El resto del documento propuesto, se refiere a conclusiones que  fueron rechazas por la mayoría de la Comisión, por lo que se excluyen del presente informe.

b. El diputado señor Fuad Chahin V. presentó, en la sesión 15ª., de fecha 10 de diciembre de 2014, la siguiente propuesta de conclusiones con sus consideraciones, la que fue aprobada por la Comisión:

Según lo han sancionado la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia y la de Régimen Interno de la Cámara de Diputados, el ámbito de investigación y fiscalización de las comisiones investigadoras de la Cámara de Diputados de Chile es de carácter exclusivamente político y tiene por objeto fiscalizar actos del gobierno, emanados de autoridades del poder ejecutivo en el desempeño de sus funciones.

En ningún caso esta Comisión ha intentado, ni está en su competencia hacerlo, fiscalizar el actuar de privados.

El actuar de los agentes privados involucrados en los hechos acaecidos y conocidos por esta Comisión ha sido investigado y sancionado administrativamente por la Superintendencia de Valores y Seguros y actualmente se encuentra en proceso de revisión por los Tribunales de Justicia, en lo que a ellos les corresponde.

1. Proyecto de ley que crea la Comisión de Valores y Seguros (Aprobado en primer trámite por la Cámara de Diputados en enero de 2014). 

A través de una modificación a la Ley Orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros, contenida en el decreto ley N° 3.538, de 1980, se introducen mejoras a la institucionalidad de esta entidad encargada por ley de la supervisión de los mercados de valores y seguros.

La necesidad de la modificación tiene su origen en la creciente complejización de las transacciones comerciales bursátiles. Chile, al igual que el resto del mundo, se enfrenta a  nuevas tendencias en los mercados, que requieren cambios regulatorios que den mejores soluciones al acceso cada vez mayor al mercado por parte de inversionistas y asegurados de distintos perfiles, y para enfrentar las coyunturas del sistema financiero mundial.

El sector financiero chileno ha experimentado un desarrollo explosivo en las últimas décadas, el cual ha sido transversal a todos los segmentos del mercado. Sumado a su internacionalización e integración, lo último se evidencia en el volumen de créditos otorgados, en la capitalización de las sociedades anónimas cotizadas en Bolsa, los ahorros acumulados en los fondos de pensiones, el nivel de las primas de la industria de seguros y la masificación de la industria de fondos mutuos. 

Sin perjuicio de que la institucionalidad vigente ha funcionado en general de manera correcta, a juicio de esta Comisión, el hecho de concentrar toda la autoridad y atribuciones en un Superintendente de Valores y Seguros propicia potenciales comportamientos discrecionales o parciales por parte de esta autoridad unipersonal, como asimismo, potenciales interferencias y/o presiones políticas sobre dicho regulador. Así lo han señalado, por ejemplo, el Fondo Monetario Internacional-Banco Mundial, en su informe Financial Sector Assessment Program de 2004, y la OECD. 

De esta forma, existen claros desafíos pendientes en relación a la estructura regulatoria y a la supervisión financiera vigente, por lo que, creemos, resulta imperativo contar con una estructura efectiva y adecuada a las nuevas características de los mercados, dando de esta forma plena garantía de independencia y respeto a la legislación vigente.

El caso conocido como  Cascadas, que da origen a esta Comisión Investigadora, solo ha venido a ejemplificar las debilidades del sistema actual, dentro de las cuales se encuentra, entre otras, la figura de una autoridad unipersonal, con concentración de facultades de investigación e infraccionales. 

En particular, en este caso, la Comisión pudo observar una serie de debilidades o situaciones no completamente aclaradas, como la oportunidad de la formulación de cargos en relación a los hechos investigados y la diferencia de tiempo entre la formulación de cargos de unos y otros acusados. Del mismo modo, no resulta completamente explicada ante la Comisión la negativa a entregar información a las defensas, lo que fue exigido por el Consejo para la Transparencia. Finalmente, resulta difícil explicar el poco tiempo que se tomó la SVS para fallar luego de recibidos los descargos de los investigados.

El proyecto de ley actualmente en el Congreso propone un cambio en la estructura institucional  de la Superintendencia de Valores y Seguros, pasando de un gobierno unipersonal hacia una Comisión, regida por un órgano colegiado, manteniendo la condición de servicio público descentralizado y especializado, encargándole la aplicación de las sanciones y sin que intervenga de modo alguno en el proceso previo de investigación de las infracciones detectadas.

Con ello, se busca la incorporación de un gobierno corporativo que asegure una mayor reflexión, estabilidad y visión complementaria en el ejercicio de poderes discrecionales, permitiendo que, progresivamente, se otorgue a la Comisión de Valores y Seguros una mayor capacidad regulatoria respecto de los mercados y entidades sujetos a su fiscalización (materias que actualmente son abordadas a nivel legislativo o reglamentario), permitiendo una adecuación más expedita de la normativa financiera.

El proyecto de ley contempla, asimismo, la creación de una unidad especializada que será la encargada de llevar a cabo los procesos de investigación y levantamiento de cargos, en manos de un Fiscal, garantizando de mejor manera la imparcialidad del proceso y la resolución.

Atendido que mediante dicho proyecto se profundizan las garantías del debido proceso, se reconocen a la Comisión nuevas facultades en materia de persecución y sanción de infracciones, en la forma de mecanismos de colaboración eficaz o delación compensada, que permiten otorgar una reducción de la sanción a aquellas personas o entidades que aporten antecedentes que conduzcan a la acreditación de la conducta ilícita y a la determinación de los responsables.

Finalmente, el proyecto de ley contempla que las reclamaciones a las sanciones impuestas por la nueva Comisión tengan lugar directamente ante la Corte de Apelaciones, en su calidad de tribunales colegiados, y no ante juzgados de letras de primera instancia, con poca o nula especialización en el mercado financiero, disminuyendo los tiempos de los procesos de revisión judicial de las resoluciones sancionatorias y asegurando el principio de la doble instancia jurisdiccional.

2. Revisión del régimen de prescripción (caducidad) de las sanciones por infracciones a las leyes del mercado de valores y seguros. 

Actualmente, el artículo 33 de la Ley Orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros (LOCSVS) establece que “la Superintendencia no podrá aplicar multa a un infractor, luego de transcurridos cuatro años desde la fecha en que hubiere terminado de cometerse el hecho penado o de ocurrir la omisión sancionada.”. 

Observadas las formulaciones de cargos emitidas por la Superintendencia de Valores y Seguros, y la resolución que aplica sanciones de multa, donde se examinan numerosas transacciones bursátiles que dan origen o sustentan el eventual esquema sancionado por dicha Superintendencia, podría pensarse que ocurrieron transacciones cuestionables realizadas o vinculadas, por y a los sancionados, respectivamente, con anterioridad al año 2010.

Tal como lo señaló la Superintendencia en la resolución que aplica sanciones a los infractores en este caso, el artículo 33 de la LOCSVS no dispone de reglas de suspensión o interrupción del plazo ahí establecido, una vez que se instruye el procedimiento sancionador (ni tampoco, con la incoación de los mismos procedimientos infraccionales). Lo anterior, lleva a concluir que la norma establecida en el artículo 33 instituye un plazo de caducidad y no de prescripción de la acción respectiva. 

En virtud de lo anterior, llegado el plazo de su verificación, que es de carácter fatal, la Superintendencia no puede ejercer su potestad sancionatoria en lo que concierne a la aplicación de multas, porque su competencia se encuentra extinta.

Así, el efecto de la norma no es deseable, maniatando la capacidad fiscalizadora de la SVS en determinadas situaciones fácticas.

A la luz de los hechos ocurridos en este caso, parece plausible el perfeccionamiento de esta disposición. 

No se trata de permitir a la Superintendencia una suerte de “prueba diabólica” para la investigación y sanción de casos, sino de dotarla de herramientas que le permitan cumplir su función fiscalizadora y sancionatoria de una manera más eficiente.  

Puntualmente, el proyecto de ley que crea la Comisión de Valores y Seguros modifica el actual artículo 33 de la LOCSVS, sustituyéndolo por uno nuevo, el cual dispone:

“Artículo 62.- El Consejo no podrá sancionar a un infractor luego de transcurridos cuatro años desde la fecha en que hubiere terminado de cometerse el hecho constitutivo de una infracción o de ocurrir la omisión sancionada.

El plazo establecido en el inciso primero se entenderá interrumpido por:

a) Un plazo máximo de seis meses contado desde la fecha en que la Comisión reciba un reclamo o denuncia referidos a hechos que pudieren ser constitutivos de infracción; y

b) El inicio de un proceso sancionatorio, a partir de la fecha de notificación de los respectivos cargos.

La acción de cobro de una multa prescribe en el plazo de dos años contado desde que se hizo exigible, conforme a lo establecido en el artículo 60 de esta ley.”.

A la luz del articulado propuesto, pueden observarse dos situaciones:

(i) Cambio de figura legal desde la caducidad a la prescripción de la acción para sancionar a un  infractor por parte de la nueva Comisión propuesta;

(ii) Aumento de los plazos de manera razonable en razón de reclamos o denuncias recibidas o el inicio de un proceso sancionatorio, a través de interrupciones de la prescripción de la acción de la Comisión.

La norma incorporada en el proyecto de ley, creemos, se hace cargo, de cierta manera, de la problemática temporal sancionatoria actual.

Sin perjuicio de ello, sería recomendable estudiar la viabilidad de aumentar los plazos de meses establecidos en el articulado que interrumpen la prescripción, a efectos de otorgar mayor alcance a la acción fiscalizadora de la propuesta Comisión.

3. Fortalecer los mecanismos de inmunidad y defensa jurídica para las autoridades de la Superintendencia 

El ex superintendente de valores y seguros, señor Fernando Coloma, presidente del Comité Interamericano Regional de la Organización Internacional de Comisiones de Valores (Iosco) hasta el mes de marzo de 2014, quien depuso ante esta Comisión Investigadora en tres oportunidades, nos ha invitado a reflexionar sobre los principios emitidos por la Iosco, en relación a la capacidad del regulador de actuar en forma responsable, justa y efectiva.

Según señala, para el cumplimiento de dicho objetivo, se requiere: 

(i) Una definición clara de las responsabilidades del Superintendente, establecidas por ley;

(ii) Una fuerte cooperación entre las autoridades responsables del mercado de valores, a través de las instancias correspondientes, y

(iii) Protección legal adecuada para los reguladores y su staff cuando actúen de buena fe en cumplimiento de sus funciones y atribuciones. 

Cita, por ejemplo, el caso de los Estados Unidos de América y otros países pertenecientes a la OCDE para señalar que la protección legal del supervisor (Securities and Exchange Commission SEC), se establece como una expresión del principio de inmunidad soberana, en virtud del cual los funcionarios de esa agencia no pueden ser objeto de acciones legales dirigidas nominativamente en su contra, asociadas a conductas efectuadas dentro del ámbito de sus competencias o en el ejercicio, de buena fe, de su mandato de supervisión.

Durante el proceso sancionatorio administrativo llevado adelante por la SVS, uno de los investigados, el señor Julio Ponce, presentó una querella criminal en contra del anterior superintendente de Valores y Seguros, señor Fernando Coloma; del intendente de Valores, Hernán López, y  del ex jefe del Área de Cumplimiento de Mercado, Hugo Caneo.

Esta querella fue interpuesta por el señor Ponce acusando la existencia de dos delitos, a saber:

a) prevaricación administrativa, y

b) abusos contra particulares. 

La querella hacía referencia a actuaciones del superintendente y de los funcionarios indicados, subalternos del superintendente, en el marco de dos investigaciones: la investigación principal del caso Cascadas, en referencia a las supuestas irregularidades cometidas en las empresas Cascadas para la venta de estas acciones; y la causa administrativa, donde supuestamente se habrían producido irregularidades que en concepto del señor Ponce eran constitutivas de delito. 

La causa administrativa correspondió a una denuncia presentada por una de las sociedades Cascada  -Norte Grande- contra la sociedad Moneda, que es una de las sociedades que tiene conflictos con las Cascadas.

La Fiscalía ordenó la realización de ciertas diligencias solicitadas por la defensa del señor Ponce, entre las cuales se encontraron citaciones y declaraciones de varias personas, incluyendo una declaración como testigo del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, en la cual se resolvió, a partir del análisis de esos antecedentes, que no era posible probar el delito de prevaricación administrativa, ni tampoco el delito de abusos contra particulares. 

Según razonó el Ministerio Público, la ley orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros, en su artículo 4° letra a), otorga la facultad de interpretar las normas administrativas relativas al mercado de valores. Así, consideró que la Superintendencia actuó dentro de la esfera de sus atribuciones al interpretar la ley. Según señaló, la ley puede ser discutida o tener diversas interpretaciones, pero lo que corresponde es la interposición de recursos, los cuales se encuentran establecidos en la propia LOCSVS, en particular, el recurso de reclamación, que es el que corresponde cuando hay una diferencia en la interpretación de la ley. 

El juez de garantía que conoció del asunto compartió la opinión de la Fiscalía, por lo que dictó el sobreseimiento definitivo en dicha causa. La resolución del juez de garantía fue apelada por la parte del señor Ponce, apelación que fue vista y desestimada por la Corte de Apelaciones de Santiago.

La actual LOCSVS contempla un régimen de defensa jurídica para el Superintendente en relación a los juicios iniciados en su contra por actuaciones realizadas en el desempeño de su cargo, que se extienden por el período posterior al término de su mandato. Sin embargo, esa medida no se extiende en iguales términos a los otros funcionarios de la SVS que puedan participar en un determinado proceso. 

Chile ha recibido recomendaciones explícitas por parte de diversos organismos internacionales, entre ellos el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional, la OECD y IOSCO, respecto a la necesidad de mejorar la protección legal de su personal. 

A la luz de lo ocurrido en este caso, parece relevante otorgar una adecuada protección al Superintendente y a su personal, a efectos de evitar el uso inadecuado de la vía judicial con el objeto de distraer de sus funciones fiscalizadoras y sancionatorias a la autoridad administrativa.

El artículo 7° del proyecto de ley que crea la Comisión de Valores y Seguros establece:

“En caso de ejercerse acciones judiciales en contra de cualquiera de los miembros del Consejo o del Fiscal referido en el artículo 22 siguiente, por actos u omisiones en el ejercicio de su cargo, la Comisión deberá proporcionarle defensa. Esta defensa se extenderá para todas aquellas acciones que se inicien en su contra por los motivos señalados, incluso después de haber cesado en el cargo.”.

Lo precedentemente expuesto no puede entenderse como inmunidad absoluta de las autoridades fiscalizadoras en caso de actuar en forma desapegada al ordenamiento jurídico, por lo que no se puede privar a los particulares afectados que legítimamente deduzcan las acciones que les franquee la ley.

4. Regulación de operaciones entre partes relacionadas. Ley de Sociedades Anónimas. 

El artículo 146 de la Ley de Sociedades Anónimas dispone:

“Son operaciones con partes relacionadas de una sociedad anónima abierta toda negociación, acto, contrato u operación en que deba intervenir la sociedad y, además, alguna de las siguientes personas:

1) Una o más personas relacionadas a la sociedad, conforme al artículo 100 de la ley 
N° 18.045.

2) Un director, gerente, administrador, ejecutivo principal o liquidador de la sociedad, por sí o en representación de personas distintas de la sociedad, o sus respectivos cónyuges o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad inclusive.

3) Las sociedades o empresas en las que las personas indicadas en el número anterior sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital, o directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales.

4) Aquellas que establezcan los estatutos de la sociedad o fundadamente identifique el comité de directores, en su caso, aun cuando se trate de aquellas indicadas en el inciso final del artículo 147. 

5) Aquellas en las cuales haya realizado funciones de director, gerente, administrador, ejecutivo principal o liquidador, un director, gerente, administrador, ejecutivo principal o liquidador de la sociedad, dentro de los últimos dieciocho meses.” 

Por su parte el artículo 147 de la Ley de Sociedades Anónimas dispone:

“Una sociedad anónima abierta sólo podrá celebrar operaciones con partes relacionadas cuando tengan por objeto contribuir al interés social, se ajusten en precio, términos y condiciones a aquellas que prevalezcan en el mercado al tiempo de su aprobación, y cumplan con los requisitos y procedimientos que se señalan a continuación: 

1) Los directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales o liquidadores que tengan interés o participen en negociaciones conducentes a la realización de una operación con partes relacionadas de la sociedad anónima, deberán informar inmediatamente de ello al directorio o a quien éste designe. Quienes incumplan esta obligación serán solidariamente responsables de los perjuicios que la operación ocasionare a la sociedad y sus accionistas. 

2) Antes que la sociedad otorgue su consentimiento a una operación con parte relacionada, ésta deberá ser aprobada por la mayoría absoluta de los miembros del directorio, con exclusión de los directores o liquidadores involucrados, quienes no obstante deberán hacer público su parecer respecto de la operación si son requeridos por el directorio, debiendo dejarse constancia en el acta de su opinión. Asimismo, deberá dejarse constancia de los fundamentos de la decisión y las razones por las cuales se excluyeron a tales directores.

3) Los acuerdos adoptados por el directorio para aprobar una operación con una parte relacionada serán dados a conocer en la próxima junta de accionistas, debiendo hacerse mención de los directores que la aprobaron. De esta materia se hará indicación expresa en la citación a la correspondiente junta de accionistas.

4) En caso que la mayoría absoluta de los miembros del directorio deba abstenerse en la votación destinada a resolver la operación, ésta sólo podrá llevarse a cabo si es aprobada por la unanimidad de los miembros del directorio no involucrados o, en su defecto, si es aprobada en junta extraordinaria de accionistas con el acuerdo de dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto. 

5) Si se convocase a junta extraordinaria de accionistas para aprobar la operación, el directorio designará al menos un evaluador independiente para informar a los accionistas respecto de las condiciones de la operación, sus efectos y su potencial impacto para la sociedad. En su informe, los evaluadores independientes deberán también pronunciarse acerca de los puntos que el comité de directores, en su caso, haya solicitado expresamente que sean evaluados. El comité de directores de la sociedad o, si la sociedad no contare con éste, los directores no involucrados, podrán designar un evaluador independiente adicional, en caso que no estuvieren de acuerdo con la selección efectuada por el directorio. 

Los informes de los evaluadores independientes serán puestos por el directorio a disposición de los accionistas al día hábil siguiente de recibidos por la sociedad, en las oficinas sociales y en el sitio en Internet de la sociedad, de contar la sociedad con tales medios, por un plazo mínimo de 15 días hábiles contado desde la fecha en que se recibió el último de esos informes, debiendo comunicar la sociedad tal situación a los accionistas mediante hecho esencial. 

Los directores deberán pronunciarse respecto de la conveniencia de la operación para el interés social, dentro de los 5 días hábiles siguientes desde la fecha en que se recibió el último de los informes de los evaluadores. 

6) Cuando los directores de la sociedad deban pronunciarse respecto de operaciones de este Título, deberán explicitar la relación que tuvieran con la contraparte de la operación o el interés que en ella tengan. Deberán también hacerse cargo de la conveniencia de la operación para el interés social, de los reparos u objeciones que hubiese expresado el comité de directores, en su caso, así como de las conclusiones de los informes de los evaluadores o peritos. Estas opiniones de los directores deberán ser puestas a disposición de los accionistas al día siguiente de recibidos por la sociedad, en las oficinas sociales así como en el sitio en Internet de las sociedades que cuenten con tales medios, y dicha situación deberá ser informada por la sociedad mediante hecho esencial. 

7) Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la infracción a este artículo no afectará la validez de la operación, pero otorgará a la sociedad o a los accionistas el derecho de demandar, de la persona relacionada infractora, el reembolso en beneficio de la sociedad de una suma equivalente a los beneficios que la operación hubiera reportado a la contraparte relacionada, además de la indemnización de los daños correspondientes. En este caso, corresponderá a la parte demandada probar que la operación se ajustó a lo señalado en este artículo. 

No obstante lo dispuesto en los números anteriores, las siguientes operaciones con partes relacionadas podrán ejecutarse sin los requisitos y procedimientos establecidos en los números anteriores, previa autorización del directorio: 

a) Aquellas operaciones que no sean de monto relevante. Para estos efectos, se entiende que es de monto relevante todo acto o contrato que supere el 1% del patrimonio social, siempre que dicho acto o contrato exceda el equivalente a 2.000 unidades de fomento y, en todo caso, cuando sea superior a 20.000 unidades de fomento. Se presume que constituyen una sola operación todas aquellas que se perfeccionen en un periodo de 12 meses consecutivos por medio de uno o más actos similares o complementarios, en los que exista identidad de partes, incluidas las personas relacionadas, u objeto.

b) Aquellas operaciones que, conforme a políticas generales de habitualidad, determinadas por el directorio de la sociedad, sean ordinarias en consideración al giro social. En este último caso, el acuerdo que establezca dichas políticas o su modificación será informado como hecho esencial y puesto a disposición de los accionistas en las oficinas sociales y en el sitio en Internet de las sociedades que cuenten con tales medios, sin perjuicio de informar las operaciones como hecho esencial cuando corresponda.

c) Aquellas operaciones entre personas jurídicas en las cuales la sociedad posea, directa o indirectamente, al menos un 95% de la propiedad de la contraparte.”
El numeral 4) del artículo 146 faculta al comité de directores para identificar a ciertas personas respecto de las cuales una operación, celebrada con la sociedad, sería una operación con parte relacionada. Pero no puede concluirse de este numeral que la ley ha facultado al Comité para identificar ciertos negocios como operaciones con partes relacionadas. Lo que puede hacer el Comité es identificar a personas relacionadas que no caigan en los presupuestos legales. Confirma este punto el hecho de que todos los numerales del artículo 146 se refieren a personas y no a operaciones, esto es, definen qué personas son las relacionadas con la sociedad anónima abierta que interviene en la operación.

Por tanto, el comité de directores de una sociedad anónima abierta no tiene facultades para identificar arbitrariamente, sin sujeción a la ley, que una operación es “entre” o “con” partes relacionadas.

En virtud de lo ocurrido, podría ser interesante dotar al comité de directores de la facultad de identificar no sólo a aquellas personas respecto de las cuales una operación celebrada con la sociedad sea una operación con parte relacionada, sino que a aquellas operaciones que puedan entenderse como cuestionables o sospechosas bajo ciertos criterios o parámetros, en razón de la relación existente entre las personas jurídicas que realizan las transacciones.

En casos en que se trate de operaciones ordinarias acorde al giro social, pero que sean muy relevantes desde el punto de vista patrimonial, éstas debieran sujetarse al procedimiento especial contemplado en la Ley de Sociedades Anónimas para resguardar los intereses de los accionistas minoritarios (aprobación por comité de directores, expertos independientes, etc.), sin que puedan incluirse en la declaración de habitualidad.

Sin embargo, para efectos del caso Cascadas, es importante tener en consideración que las operaciones cuestionadas, en su gran mayoría, consisten en operaciones bursátiles que por su naturaleza no es posible tener certeza de antemano de las partes que participan en ellas. Así, cualquier cambio legislativo debiera reconocer esta especial circunstancia de manera de no afectar la esencia del mercado de capitales que se desarrolla en una bolsa de valores dinámica y en un contexto de un mercado cada vez más integrado con el resto del mundo.

5. Restricciones a ciertas operaciones bursátiles 

No existe consenso sobre si las operaciones directas (OD) de carácter automático, sin difusión, establecidas en la Norma de carácter general N° 131, de 2002, entendidas como una transacción bursátil efectuada en rueda, en que un corredor actúa al mismo tiempo como comprador y vendedor de un valor, para sí o para sus clientes, debiesen mantenerse vigentes como opción de una transacción bursátil. 

Las OD por un monto máximo de UF 30.000 pueden ser cerradas automáticamente por el sistema de negociación, sin necesidad de su difusión previa, siempre que correspondan a un valor de presencia bursátil y que al momento de su ingreso sea “mejor que los precios de la mejor oferta de compra y de venta vigentes, que conforman la horquilla”; que al momento de ingreso de la OD al sistema de negociación, la suma de las ofertas tanto de compra como de venta sean por un monto equivalente al menos a 200 UF o el 20% de la OD, el que resulte mayor, y que la diferencia de precios entre las ofertas de compra y venta límites para el cumplimiento del monto antes señalado sea inferior o igual al 2%, tomando como base el precio de la oferta de compra.

En un informe solicitado por la corredora de Bolsa Larraín Vial al ex Superintendente de Valores y Seguros señor  Álvaro Clarke, éste sostiene que la actual regulación de las OD propende a que sea una transacción a precios de mercado, que está restringida sólo a acciones con presencia bursátil, lo que la entidad supervisora siempre ha asociado a una buena formación de precios. A mayor abundamiento, sostiene que si algún actor del mercado pretendiera realizar un conjunto de OD sucesivas a precios fuera de mercado, existirían fuertes incentivos para que cualquier otro corredor se anticipe y fije puntas más favorables, beneficiándose de esa supuesta diferencia, resultando ilógica o inviable dicha estrategia.

Concluye que las OD están reguladas y supervisadas por la SVS. Que se encuentran contempladas en el Manual de Operaciones de Acciones aprobado por la misma SVS, dentro del marco de “asegurar la existencia de un mercado equitativo, competitivo, ordenado y transparente”, en virtud de lo cual los precios resultantes de esas operaciones pueden presumirse como de mercado.  Que desde esa perspectiva resulta complejo pensar que mediante el uso de estos instrumentos de transacción sea posible sofisticar transacciones y precios de mercado de manera sistemática.

Por su parte, el ex Superintendente de  Valores y Seguros, señor Fernando Coloma, sostuvo en su intervención ante la Comisión y en las recomendaciones realizadas a esta misma, que deberían prohibirse las OD dada la posibilidad de que el mecanismo transaccional se use para defraudar al mercado a través de estas operaciones de carácter automático y sin difusión, recomendando prohibir esta fórmula de comercio bursátil.

La Bolsa de Comercio de Santiago presentó una propuesta de modificación del Manual de Operaciones en Acciones de la Bolsa de Comercio. En esa misma línea, se encuentra evaluando y revisando los períodos de difusión de la información relacionada con los distintos mecanismos de negociación bursátil que existen en la actualidad en el mercado.  

Por lo anterior, parece razonable estudiar la viabilidad de mantener, perfeccionar o prohibir este mecanismo transaccional a objeto de evitar futuros usos maliciosos del mismo.     

6. Desmutualización de las Bolsas de Valores

Una Bolsa desmutualizada tiene menos conflictos de interés al desarrollar negocios.

Al separar la propiedad de la Bolsa de los requisitos para operar en ella, los corredores se transforman primordialmente en clientes de la Bolsa más que en accionistas. La Bolsa puede entonces desarrollar negocios que, potencialmente, podrían interesar también a corredores individuales, pero cuyos servicios pueden ofrecerse a todos los corredores.

La desmutualización reestructura el gobierno corporativo de las bolsas de valores a una situación sustentable, al separar los derechos de propiedad y de transacción, lo que posibilita la participación en éstas de stakeholders que no son corredores de bolsa propiamente tales. Esto, además, permite que el proceso de toma de decisiones por parte de la administración sea independiente de los intereses de los corredores.

Por otra parte, se debe cumplir con estándares de transparencia requeridos por estructuras societarias donde existe una base de inversionistas de diversa naturaleza, al obligar a explicitar los conflictos de interés que puedan surgir entre la bolsa y sus corredores.

La mayor transparencia y atractivo de una bolsa desmutualizada aumenta su reconocimiento como fuente de financiamiento de emisores y mercados para intermediarios e inversionistas finales, ya sea a nivel local como internacional.

En una bolsa desmutualizada, los derechos de transacción son otorgados sobre la base del cumplimiento de condiciones directamente relacionadas con su actividad, y no en base a la propiedad. Luego, no existen límites al número máximo de derechos de transacción, siendo éstos además no transferibles y otorgados por la bolsa. De esta manera, mediante la adquisición de estos derechos, pueden incorporarse nuevas instituciones al mercado en base a estándares objetivos, como adecuación de capital o capacidad de gestión de riesgo, lo que crea un entorno más competitivo de intermediación que favorece el desarrollo de nuevos productos y mercados.

En términos generales, la desmutualización modifica en parte la estructura de incentivos de las bolsas y, por lo tanto, cambia la propensión a que determinados tipos de conflictos de interés se produzcan en la aplicación de la autorregulación bursátil. 

Existen diversas formas de hacer frente a la presencia de conflictos de interés en el marco de la autorregulación bursátil. La primera es, evidentemente, transferir la autoridad regulatoria a otra entidad que no tenga ese específico conflicto, como el ente supervisor gubernamental o una entidad privada separada e independiente de la propia bolsa. La segunda es una combinación de la implementación de mecanismos de gobierno corporativo en la bolsa que formalmente se hagan cargo del manejo de estos conflictos, sumado a una supervisión especial del ente regulador.

7. Compartir información entre reguladores

La actual Superintendenta de Pensiones, señora Tamara Agnic, sugirió a la Comisión el mejoramiento de la transparencia del mercado en el ámbito regulatorio, que considera prudente fortalecer a través de las atribuciones de los distintos organismos fiscalizadores vigentes en orden a mejorar el intercambio de información de los entes regulados que a cada una de dichas instituciones les corresponde supervigilar.

Asimismo, afirmó que, sin perjuicio de que actualmente existe un Comité de Superintendentes, cada una de las instituciones reguladoras se encuentra sujeta a la propia ley que la rige, lo cual, en determinadas situaciones, impide compartir información que, a la luz de los antecedentes ventilados en el caso que ha investigado esta Comisión, sería necesario revisar, al menos, en cuanto a compartir información entre los reguladores.

Este punto es fundamental, así como revisar la legislación en orden a fortalecer las facultades de la Superintendencia de Pensiones, ya que resulta extremadamente preocupante la incapacidad institucional de este ente supervisor y fiscalizador para detectar posibles efectos negativos en los fondos de pensiones mediante operaciones bursátiles que podrían resultar cuestionables. Del mismo modo, nos parece sorprendente que hasta la fecha la Superintendencia de Pensiones no pueda establecer con certeza cuánto habría sido el efecto negativo en los fondos de pensiones de las operaciones cuestionadas en el caso Cascadas.    

8. Contingencias del caso Cascadas no aclaradas en su totalidad

A la sesión 9ª. de esta Comisión, celebrada el miércoles 1 de octubre de 2014, fueron invitados, entre otros, los señores Patricio Phillips, vinculado a las sociedades del señor Julio Ponce, y  José Morales, Fiscal del Ministerio Público.

Durante la sesión, se realizaron diversas consultas, principalmente vinculadas a la duda de algunos diputados sobre una eventual participación o influencia del ex Presidente Sebastián Piñera en algunos hechos de este caso.

Principalmente llamaron la atención las palabras del señor Phillips, quien, inquirido sobre los hechos que dieron origen a este asunto, señaló a la Comisión que el conocimiento de un conjunto de antecedentes que relata le parecieron de extrema gravedad y le hicieron pensar que había información suficiente como para insinuar o dar a conocer que, eventualmente, las personas que habían presionado al señor Julio Ponce estaban en condiciones de tener una influencia significativa en la Superintendencia de Valores y Seguros.

Aseguró que en diciembre del año 2012, en una reunión social, el entonces Presidente señor Sebastián Piñera, se encontró con el abogado señor Darío Calderón realizándole la siguiente pregunta: “Darío, cómo va el tema de la fusión de las cascadas”, a lo que el señor Calderón le respondió: “Está un poco complicado por la Superintendencia”, y el ex Presidente le señaló: “Tú preocúpate de la fusión, yo me preocupo de la Superintendencia”.

Sostuvo que las AFP y la administradora de fondos Moneda, realizaron una apuesta no exitosa en el mercado, que consistía en vender acciones de Pampa Calichera, las cuales reflejaban un aumento considerable de valor, pero que, a su vez, habían disminuido su descuento respecto del activo subyacente Soquimich. Señaló que dichos actores vendieron esas acciones de Pampa Calichera y compraron acciones aguas arriba de las Cascadas, en Norte Grande y en Oro Blanco, acciones que se transaban con un descuento muy superior al de Pampa Calichera y al del activo subyacente, Soquimich.

Aseguró que esta apuesta no les resultó satisfactoria, lo que derivó en presiones para que el controlador de las sociedades cascadas, señor Julio Ponce, fusionara Oro Blanco y Norte Grande y, a través del mecanismo de fusión, se validara la apuesta no exitosa de moverse de posición de Pampa Calichera a Oro Blanco y a Norte Grande. Por último, aseguró que se le habría señalado al controlador que, si éste no efectuaba la fusión de las sociedades, ellos iban a recurrir a la Superintendencia de Valores y Seguros la cual le impondría cuantiosas multas. Esto habría que vincularlo con el hecho de que las supuestas presiones habrían venido de personas vinculadas a la administradora de fondos Moneda y al propio ex Presidente Sebastián Piñera. Resulta necesario recordar que Moneda es una de las entidades que administra las inversiones de propiedad del ex Presidente Sebastián Piñera bajo la figura de un mandato de administración discrecional sin información al mandante, también llamado “fideicomiso ciego”, y cuyo contenido preciso no se ha logrado conocer. Sin embargo, es un hecho reconocido por el ex Superintendente Fernando Coloma y el actual Superintendente que el señor Sebastián Piñera posee acciones en las sociedades Cascadas.   

El señor Julio Ponce no habría  aceptado la fusión en los términos planteados, porque, según afirmó el señor Phillips, le significaba perder el control de las cascadas y, además, habría manifestado que no estaba disponible para este tipo de presiones.

Informó a la Comisión que, con todos estos antecedentes, se comunicó con el señor Julio Dittborn, a la época sub secretario de Hacienda, reuniéndose en su casa el 8 de junio de 2013 y advirtiéndole sobre las eventuales presiones que podrían afectar la labor del Superintendente de Valores y Seguros; la naturaleza de las transacciones cuestionadas, las negociaciones realizadas y sus participantes; la conversación del ex presidente señor Sebastián Piñera con el señor Darío Calderón en un evento social; el hecho que las sociedades Santa Cecilia y Bancard, de propiedad del Sr. Piñera, seguían siendo accionistas de Norte Grande y Oro Blanco, entre otros temas. Al respecto, afirma que el señor Julio Dittborn le expresó “Lo que me estás contando me calza con lo sucedido en un comité político al que asistí en reemplazo de Felipe Larraín, quien se encontraba en una reunión del Fondo Monetario Internacional, y el Presidente me preguntó por novedades en el caso Cascadas y le informé que no estaba enterado, pero que podía averiguar. El Presidente me señala que no me preocupe, que él le preguntará al superintendente”. 

Consultado el Fiscal del Ministerio Público, señor José Morales, sobre: a) el conocimiento de la Fiscalía de los antecedentes señalados; y b) si se habrían tomado declaraciones al señor Julio Dittborn y al señor Darío Calderón, el señor Morales respondió que la Fiscalía recibió diversos correos electrónicos, tanto del señor Phillips como del señor Darío Calderón. Que al señor Dittborn se le tomó declaración, en la cual negó cualquier tipo de intercambio, presión o correo electrónico. Negó también que estos asuntos se hayan tratado en el comité político. 

Sin perjuicio de lo anterior, expresó que era importante hacer una salvedad de tipo legal, esto es, que no existe delito alguno si una persona va y miente a la Fiscalía. No constituye ninguna clase de delito que el señor Dittborn no haya hecho presente lo relacionado con los correos, o no haya reconocido este tipo de intercambio. 

Por último, afirmó que la Fiscalía no cuestiona que se hayan remitido esos correos electrónicos. Los correos electrónicos fueron reconocidos por otras personas, entre ellas, el señor José Cox. Por lo tanto, no realizan cuestionamientos de que estos correos hayan existido y sean verdaderos, por lo cual no se realizó ninguna pericia. 

Señaló que lo que sí pudieron establecer y consideran efectivo, es que hubo un intercambio de correos electrónicos entre las personas que mencionó el señor Phillips, estando aquello fuera de duda. 

Finalmente, es necesario señalar que, mediante el cuestionario remitido al ex Presidente Sebastián Piñera, la Comisión le preguntó directamente por la antes señalada conversación con Darío Calderón en un evento social, lo que no fue desmentido por el ex Presidente de la República. 

Teniendo en consideración lo anterior, quedan profundas interrogantes que esta Comisión no ha podido dilucidar y que, sin perjuicio de no existir responsabilidad penal, podría existir responsabilidad política de parte de los personeros involucrados.

Dada la existencia de correos electrónicos indubitados y testimonios de primera fuente que permiten suponer la existencia de un interés concreto en un determinado negocio o transacción bursátil por parte del ex Presidente Sebastián Piñera, sumada a la información entregada por el Fiscal José Morales, quien sostuvo y asegura que no existe delito alguno si una persona miente en su declaración ante la Fiscalía, pero siendo imposible examinar el fuero interno de los involucrados no es posible para esta Comisión determinar con absoluta certeza si el señor Sebastián Piñera cumplió o no con su deber público de abstención de involucrarse en negocios privados de su interés en su calidad de Presidente de la República a la fecha de ocurrencia de los hechos investigados.

Sin perjuicio de ello, parece razonable tomar mayores resguardos a la hora de utilizar figuras del derecho privado, como el “fideicomiso ciego”, en materias de índole público, para lidiar con potenciales conflictos de interés entre la esfera privada del ciudadano y la función pública que ejerce. Es deber del Estado proteger dicha función pública de forma tal de caucionar de la manera más estricta posible dicha dualidad. 
E.- votación DE LAS proposiciones y CONCLUSIONES

Sometida a votación la propuesta del diputado señor Chahin fue aprobada por ocho votos a favor y cinco votos contra. Votaron por la afirmativa la diputada señora Marcela Hernando y los diputados señores Osvaldo Andrade, Gabriel Boric, Fuad Chahin, Daniel Farcas, Iván Flores, Daniel Núñez y Marcelo Schilling. Votaron por la negativa los diputados señores Issa Kort, Patricio Melero, Nicolás Monckeberg, Alejandro Santana y Enrique Van Rysselberghe.

El diputado señor Chahin (Presidente) declaró rechazada la propuesta de los diputados señores Nicolás Monckeberg, Patricio Melero, Gustavo Hasbún, Alejandro Santana y Felipe Ward, por cinco votos a favor de quienes votaron en contra la propuesta anterior y ocho en contra, de quienes votaron a favor dicha propuesta.

El diputado señor Patricio Melero pidió fundamentar su voto. Anunció que rechazaba el informe propuesto por el Presidente, en primer lugar, porque hay una serie de propuestas que el informe de la Alianza consigna y que sería importante incorporarlas, las cuales surgieron a la luz del debate y en virtud del conjunto de proposiciones que hicieran -especialmente- el ex superintendente señor Fernando Coloma, como también otras que hiciera el actual superintendente y, otras, que son fruto del análisis. Entonces, como no es posible incorporar más propuestas y se está votando a fardo cerrado, hay algunas concordancias con las propuestas que el Presidente hace, pero también algunas diferencias en esta materia.

En segundo lugar, con respecto a uno de los objetivos fundamentales de esta Comisión Investigadora, como es el rol que le cupo a las autoridades políticas de la época, de conformidad con el proyecto de acuerdo que le dio origen, a juicio de los diputados de la Oposición ha quedado fehacientemente acreditado, mediante los diversos antecedentes expuestos ante la Comisión, así como de las declaraciones emanadas de los diferentes invitados a esta instancia, que no hubo autoridad política alguna que realizara gestiones ante la Superintendencia de Valores y Seguros conducentes a influir en la investigación realizada por este Servicio respecto del caso de las sociedades Cascada.

Le parece fundamental precisar respecto de la participación del ex Presidente Sebastián Piñera, pues el mismo fiscal agregó que en una diligencia solicitada por la parte querellante, que pidió hacer preguntas, debido a que básicamente la discusión era si habían existido o no instrucciones u otro tipo de influencias por parte del ex Presidente respecto del ex superintendente Coloma, quedó descartada toda intervención del ex Presidente Piñera. 

Por otro lado, le parece que la Corte de Apelaciones, que llevó una investigación judicial paralela al trabajo de esta Comisión Investigadora, al resolver el recurso de apelación presentado contra la resolución de sobreseimiento, ratificó lo obrado por el tribunal y, en esa misma dirección, dejó claramente establecido que no hubo esa participación. 

Por último, pese a que no ha sido posible incorporar los dichos del señor Darío Calderón, le pareció relevante que durante los meses de trabajo de esta Comisión nunca se haya presentado antecedente alguno que diera cuenta de la veracidad de la imputación que había hecho el señor Calderón, y según la documentación y testimonios que constan en esta Comisión y ante la imposibilidad de contar con la presencia del abogado Calderón, pese a que fue numerosas veces invitado, no es posible dar por veraz la versión de los señores Julio Ponce y Patricio Phillips. Es más, la supuesta conversación del abogado Calderón no fue ratificada en la declaración ante la fiscalía, y el hecho de que un ciudadano y un abogado como el señor Calderón, conminado en una investigación en la fiscalía a decir la verdad y a prestar testimonio, no haya hecho ninguna mención, como queda acreditado por el fiscal de la Zona Norte, señor Andrés Montes, quien revisó en detalle la declaración del abogado Calderón y no aparece ninguna alusión al ex Presidente de la República. 

En consecuencia, le pareció que, tratándose de un ex Presidente de la República y de su alta investidura, hacer afirmaciones -como ve en el documento que el Presidente las plantea en negativo, es decir, que no hubo forma de salvarlas-, es una visión que no puede compartir, porque no se puede hacer una afirmación que no tiene asidero para fundamentarla y no hubo ningún antecedente en esta Comisión que así lo reafirmara. Es más, los que habían señalado determinados dichos, conminados en una fiscalía y en una investigación judicial, no lo mencionan. 

Entonces, hay discrepancias en el contenido de las propuestas, en la forma como el diputado Chahin pretende incorporar y vincular a un ex Presidente de la República en estos hechos, que le parece que no tienen fundamento alguno y, por consiguiente, no le queda otro camino que rechazar y votar negativamente la propuesta que el Presidente de la Comisión formuló. 

El diputado señor Nicolás Monckeberg a su turno, fundó su voto en contra del informe propuesto por el Presidente, primero, en que está incompleto; segundo, en que contiene afirmaciones derechamente falsas y llega a algunas conclusiones completamente sin pruebas, y tercero, en que este informe corre el riesgo de ser un instrumento bastante útil para una de las partes del proceso, por cuanto hace afirmaciones que evidentemente benefician a la parte acusada de este escándalo del caso Cascadas.

Partiendo por esto último, observó que en la página Nº 2 de la propuesta del diputado Chahin, exactamente en el párrafo penúltimo, se propone como conclusión una afirmación que es exactamente aquella que se ha escuchado reiteradas veces a los abogados del señor Julio Ponce, en el sentido de que se ha quejado de la forma como ha operado la Superintendencia: la oportunidad en que le han hecho los cargos, la negativa -según lo que él ha dicho- de que la Superintendencia le entregue la información, hechos que no han tenido ningún fundamento en la realidad y que provocaron una acción judicial por parte del acusado Julio Ponce, acción judicial que fue rechazada y sobreseída por los tribunales de justicia. Sin embargo, esta Comisión, en el informe que el Presidente propuso, da por válidas al menos estas tres aseveraciones que el señor Julio Ponce hace a la Superintendencia, que lo fiscalizó y sancionó. Se dice que hubo una diferencia en los tiempos entre la formulación de cargos, que no se hizo en forma adecuada y que se negó información a las defensas. Todo esto se encuentra en el informe que la Nueva Mayoría propuso, y no está dispuesto a aprobar unas conclusiones que adquieran los argumentos de la parte acusada ni mucho menos que puedan ser utilizadas por la parte acusada en su favor, porque esta Comisión no es para serle útil a las operaciones Cascada ni a don Julio Ponce. 

En lo relativo al rol de las autoridades del gobierno anterior en la investigación del proceso, el informe hace mención a un solo antecedente: la declaración del señor Patricio Phillips. Es decir, el único antecedente, en el intento de imputar a autoridades de la administración pasada –ex superintendente Fernando Coloma y ex presidente Sebastián Piñera-, es el testimonio en esta instancia del señor Patricio Phillips. Dejó constancia de que a esta Comisión se invitó a todos los directores de las empresas Cascadas, y ninguno concurrió. Es más, se invitó al propio Julio Ponce, quien no solamente no quiso venir, sino que prácticamente no respondió ninguna de las preguntas que se le formularon mediante oficio. 

Reiteró que el único antecedente que trata de fundamentar la supuesta responsabilidad de las autoridades del gobierno anterior -y que se consigna en el informe propuesto por el diputado Chahin- es la declaración del señor Patricio Phillips. Pero se cae en el error y en la omisión, a su juicio no casual, de ni siquiera molestarse en señalar quién es Patricio Phillips. Este señor es director de las empresas Cascadas. Es más, fue nombrado con los votos del señor Julio Ponce; está implicado en la causa y, tal como lo han publicado todos los medios de comunicación, es una de las próximas formalizaciones más seguras, precisamente, por la falsificación de un acta de directorio, como informó hace pocos días el diario La Tercera en una publicación a página completa.  Se preguntó, ¿qué comisión es ésta, que usa como fundamento a una persona acusada, empleada y nombrada por el principal inculpado? Cabe señalar que ni siquiera se menciona dicho vínculo, pese al detalle que requiere una afirmación seria. Insistió en que el testimonio del señor Phillips es el único antecedente que incorpora el informe.

En tercer lugar, hizo notar que el señor Patricio Phillips –como consta en el informe y lo dijo en la Comisión- relató que Darío Calderón le habría dicho que sostuvo un encuentro con el ex presidente Sebastián Piñera, en el cual el ex mandatario habría mencionado una determinada cantidad de cosas. Si esa conversación es tan relevante, ¿por qué Darío Calderón no se presentó en esta Comisión a confirmarla? Es más, si esa conversación fue tan relevante, ¿por qué el señor Calderón ni siquiera la corroboró en su declaración ante el fiscal, la cual hizo bajo juramento? No dijo nada al respecto.

Por lo tanto, lo único que sustenta lo planteado en el informe es que el señor Patricio Phillips, parte interesada en la causa y empleado de  don Julio Ponce, dijo que el señor Darío Calderón habría dicho, algo que el señor Calderón ni siquiera ratificó en esta Comisión cuando se le preguntó, ni tampoco lo hizo en la Fiscalía.

El diputado señor Alejandro Santana pidió también fundamentar su voto. Complementó lo señalado por el diputado señor Monckeberg señalando que el informe propuesto es tendencioso, malicioso y mentiroso. Hubo personas que cometieron un delito (fraude), con el cual afectaron las pensiones de miles de personas de escasos recursos y este informe va en la línea de hacer una defensa corporativa de quienes han defraudado a la gente más vulnerable y pobre de este país. 

El diputado señor Marcelo Schilling fundamentó también su voto. Recordó que el mandato de esta Comisión Investigadora era conocer del conflicto entre accionistas de Soquimich con ocasión de determinadas operaciones bursátiles y el rol de autoridades del gobierno anterior en la materia. Esto implica que la controversia en torno a la figura del ex Presidente Piñera y su eventual participación en estos hechos como parte interesada tiene que llamar la atención de la Comisión, porque es el propósito de su investigación, así como lo es el papel que pudieron haber desempeñado autoridades del área económica, como el Ministerio de Hacienda; el Subsecretario de Hacienda de la época, el señor Julio Dittborn, quien aparece citado en alguno de los correos electrónicos y, desde luego, la Superintendencia.

Dijo no estar satisfecho con las conclusiones que propuso el Presidente, porque en ella se omiten cuestiones muy relevantes, que quedaron en evidencia tras la comparecencia aquí, por ejemplo, de los superintendentes de Valores y Seguros y de Pensiones. Para cualquier observador, incluso uno desinformado y desapercibido, cuando se pidió informar en detalle sobre las operaciones de compra y venta de acciones por las sociedades Cascadas, se habría sorprendido de todo lo que contaron a esta Comisión acerca de que no era posible entregar esa información por el principio de reserva, mientras que otros afirmaron que había un proceso en curso en la justicia ordinaria, y otros hablaron de que las corredoras son las que actúan en nombre de terceros. En resumen, lo que quedó en evidencia es que no hay nada más turbio y opaco en Chile que la Bolsa de Valores y el mercado bursátil, y esto no está consignado en el informe, pese a que considera muy relevante hacerlo. 

Entendiendo el apremio que existe para superar la desaceleración económica y restituir la confianza de los inversionistas y todas estas cosas que se comentan como gran tema de actualidad, aseveró que la confianza de los inversionistas no se va a recuperar metiendo la basura debajo de la alfombra. Observó que, en su intervención, el diputado Monckeberg afirmó que nada se dice respecto de que fue bien sancionado el cerebro y autor principal de los hechos que se investigan, el señor Ponce Lerou. A su juicio, no fue bien sancionado, pues la multa que se le aplicó es muy inferior a las utilidades que obtuvo. Los delitos de cuello blanco aquí pasan “colados” y parece que, cuando se les multa, se les hacen las cuentas del monto por el cual van a ser castigados para no perjudicarlos, porque una verdadera sanción habría sido una pena de cárcel, como en cualquier país civilizado del mundo. Recordó que, en el período anterior, cuando se discutió la tipificación de delitos susceptibles de ser cometidos por personas jurídicas para acceder a ese club privilegiado que es la OCDE, propuso la ampliación del listado de delitos -que se limitaban al financiamiento del terrorismo, blanqueo de capitales y alguna cosa más- a los delitos medio ambientales de las organizaciones que tienen una cultura de depredación medioambiental, o a las empresas que cometen sistemáticamente atentados contra los derechos de los trabajadores, transgrediendo las leyes laborales, pero se replicó con la necesidad de actuar con prudencia, prudencia que siempre se aplica en favor del abusador. 

Por esas razones, está insatisfecho con el informe propuesto. Es más, ni siquiera se deja establecida la debilidad de todo el sistema de superintendencias, siendo algo que se comenta sotto voce en los salones bien perfumados y elegantes de la plaza. 

A pesar de todo, como el informe del Presidente es menos malo que la alternativa que propone la Alianza, vota a favor del primero.

Se designó Diputado Informante, al Presidente de la Comisión señor Fuad Chahín Valenzuela.

Tratado y acordado según consta en las actas de las sesiones celebradas los días 8, 14, y 23 de julio; 4, 6, y 20 de agosto; 3, 22, y 29 de septiembre; 1, 15, y 22 de octubre; 5, 12, y 26 de noviembre, y 10 de diciembre de 2014, con la asistencia de los diputados (as) señores (as) Chahin, don Fuad (Presidente); Andrade, don Osvaldo; Boric, don Gabriel; Espinosa, don Marcos; Farcas, don Daniel; Flores, don Iván; Hasbún, don Gustavo; Hernando, doña Marcela; Jarpa, don Carlos Abel; Kort, don Issa;  Melero, don Patricio;  Monckeberg, don Nicolás; Núñez, don Daniel; Rincón, don Ricardo; Santana, don Alejandro; Schilling, don Marcelo; Trisotti, don Renzo; Van Rysselberghe, don Enrique y Ward, don Felipe. Concurrieron además los diputados(as) Carvajal, doña Loreto;  León, don Roberto, y Pérez, don Leopoldo.

Sala de la Comisión, a  6 de enero de 2015.

(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.
Documentos del Informe y anexo

I. Cuadro de cuestionario y respuestas

	PREGUNTAS
	DESTINATARIO
	RESPUESTAS

	1) ¿Cuántas veces el Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, le preguntó por el

caso cascadas y en qué circunstancias?

2) ¿Habló con el Ministro Felipe Larraín sobre el caso cascadas?

3) ¿Le consta que el Ministro Larraín y el Superintendente Coloma se reunían?

4) ¿Intercambió mails con el señor Patricio Phillips sobre este tema?

5) ¿Por qué no dio seguimiento al caso cascadas?

6) ¿Qué escuchó decir o comentar al Presidente Piñera sobre el caso cascadas?
	Sr. Julio Dittborn C.
	1.- ¿Cuántas veces el Presidente de la República le preguntó por el caso Cascadas y en qué circunstancias?

El Presidente Piñera nunca me preguntó sobre este caso. Y es muy razonable que así fuera, pues en mi calidad de Subsecretario no tengo ninguna facultad específica para investigar o sancionar posibles violaciones a las leyes que regulan el mercado de valores, facultades que están radicadas en la Superintendencia de Valores y Seguros.

2.- ¿Habló con el Ministro Larraín sobre el caso Cascadas?

Nunca hablé con el Ministro Larraín sobre este caso por las mismas razones expuestas en mi respuesta anterior.

3.- ¿Le consta que el Ministro Larraín y el Superintendente Coloma se reunían?

Claro que se reunían, pero no me consta que fuera por el tema Cascadas. Entre otras materias, se reunían por la ley que moderniza a la Superintendencia de Valores y Seguros, y que impulsaba el Ministerio de Hacienda mientras fui Subsecretario.

4.- ¿Intercambió mails con el Sr. Patricio Phillips sobre este tema?

Sí. El Sr. Phillips me pidió una reunión para exponerme las aprensiones de Julio Ponce y sus asesores sobre el rol que pudiera jugar el gobierno en el caso Cascadas. Le dije al Sr. Phillips que trasmitiría sus aprensiones al Superintendente Coloma, única autoridad de gobierno encargada por ley de investigar este caso. Y así lo hice.

5.- ¿Por qué no dio seguimiento al caso Cascadas?

Porque no tengo facultades legales para investigar posibles violaciones a las leyes que regulan el mercado de valores.

6.- ¿Qué escuchó al Presidente Piñera decir o comentar sobre el caso Cascadas?

Nunca escuché al Presidente decir algo sobre este caso en las reuniones en que me tocó participar.

	1) Señale los años en que Bancard trató de tomar el control de las Sociedades Cascadas o los años en que algunas de sus sociedades compraron acciones de tales sociedades.

2) Al momento de constituir su “fideicomiso ciego”, ¿cuántos millones de pesos representaban sus inversiones en las Sociedades Cascadas?

3) Explique claramente ¿cómo conoce al señor José Cox, qué relación mantuvo con él durante los años en que ejerció la Presidencia de la República, qué rol desempeña hoy y ha tenido en sus empresas, con anterioridad?

4) ¿El señor José Cox tiene algún porcentaje en la propiedad de Bancard o en alguna otra de sus empresas, de aquéllas que han realizado operaciones con las Sociedades Cascadas?

5) ¿Es efectivo que en la casa del señor Max Marambio, en el marco de una reunión social, usted le habría dicho al abogado Darío Calderón, “que si se fusionaban las Sociedades Cascadas, yo me encargo de resolver el tema de la Superintendencia”?

6) ¿Qué relación tiene con la Corredora Moneda? ¿Qué relación tiene esa Corredora con su “fideicomiso ciego”?

7) ¿Conoce al señor Pablo Echeverría? ¿Qué relación tiene con el señor Echeverría? Lo visitó en el Palacio de la Moneda el señor Pablo Echeverría?

8) ¿Comentó con el Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín, alguna vez sobre el caso cascadas?

9) ¿Se hizo alguna llamada desde su oficina a la Superintendencia de Valores mientras usted era Presidente de la República?

10) ¿Podría indicar quiénes fueron los Directores de Bancard y Santa Cecilia durante los últimos 6 años?

11) ¿El señor Juan Luis Rivera fue su representante en las sociedades Calichera y Oro Blanco?

12) ¿Negoció usted con el señor Julio Ponce la venta de las acciones que usted poseía en Calichera?

13) ¿Esa venta fue en un remate abierto o cerrado? ¿Fue el precio superior al promedio de los últimos 15, 30 y 60 días, previos a la operación?

14) ¿Durante cuántos años usted fue accionista de las Sociedades Cascadas?

15) Después de vender todas sus acciones de Calichera, Oro Blanco y Norte Grande, cuándo volvió a comprar y cuántas acciones? ¿En qué minuto incorporó esas acciones en el “fideicomiso ciego”?

16) ¿Cuál era su interés al preguntarle al subsecretario Dittborn por el caso cascadas?

17) ¿Cuántas veces habló con el Ministro de Hacienda y con el superintendente este tema?

18) ¿Cuándo se terminará el “fideicomiso ciego” por usted constituido?

19) ¿Le parecen suficientemente fuertes las Superintendencias para cumplir su cometido regulador? En caso de ser su respuesta afirmativa ¿Por qué? Si es negativa ¿Por qué? ¿Tienen más poder que los regulados?
	Sr. Sebastián Piñera
	Estimados Miembros de la Comisión Investigadora sobre el conflicto entre accionistas de la empresa Soquimich, con ocasión de determinadas operaciones bursátiles, y el rol que habrían tenido en dicha materia autoridades del gobierno anterior, en relación al Oficio nº 22 de fecha 23 de Octubre de 2014, solicito a los honorables diputados tener presentes las siguientes consideraciones:

1.- La materia que es objeto de la investigación de la Comisión de la H. Cámara de Diputados, tal como lo reconoce la misma solicitud de creación de la misma, fue objeto de dos investigaciones penales por parte del Ministerio Público, causas RUC 1310036609-0 y 1310037514-6, presentadas en contra del Superintendente Coloma y otros funcionarios de dicha institución.

Con ocasión de dicha investigación, presté declaración por escrito, voluntariamente y en calidad de testigo, al fiscal a cargo de la causa refiriéndome a los temas que se encuentran contenidos en las consultas remitidas por esa H. Comisión.

En atención a lo anterior y resguardando la reserva de que gozan las investigaciones penales, basaré las respuestas en lo ya declarado ante el fiscal, dejando constancia que ambas causas han sido sobreseídas como consta en resoluciones del 7° Juzgado de Garantía de Santiago, de fechas 12 de agosto y 2 de septiembre de 2014.

2.- Respecto a lo que se me consulta:

2.1 Sobre la constitución del denominado “fideicomiso ciego” y su vigencia. Como es de público conocimiento, con fecha 24 de Abril de 2009, celebré junto a Bancard Inversiones Ltda. e Inversiones Santa Cecilia S.A. diversos “Mandatos de Administración Discrecional de Cartera de Inversiones Sin Información al Mandante”. Al anunciar la firma de dichos mandatos también anuncié, entre otras medidas, que renunciaba a los directorios y me desligaba completamente de la administración de las sociedades relacionadas a mi familia. La utilización de esta figura, voluntaria e inédita en nuestro país, respondía a una decisión personal pues no existía, ni existe hasta la fecha, obligación legal alguna de hacerlo al momento de asumir cualquier cargo público.

Al tiempo de la firma de los mandatos, conocidos por el público como  “fideicomisos ciegos”, se transfirieron las inversiones bursátiles en Chile de los mandantes a los mandatarios y, en virtud de los mismos, toda inversión que se pudiera mantener en acciones de sociedades anónimas abiertas chilenas se sometería a la administración de los mandatarios. Dentro de las posiciones transferidas figuraban acciones correspondientes a las sociedades Pampa Calichera, Oro Blanco y Norte Grande, sin embargo, por la naturaleza de los contratos de mandato suscritos desconozco si dichas posiciones  se mantienen en la actualidad.

Los contratos estipulan de manera precisa y clara que los  recursos entregados a los administradores serán gestionados sin entregar información sobre dichas inversiones al mandante, gestión que se realiza en forma integral con plena y total discrecionalidad, dentro de una política de inversiones general que se establece en los mismos.

En este sentido, los referidos contratos prohíben a los mandatarios entregar información sobre las inversiones y sus movimientos al mandante, de la misma forma que prohíben al mismo mandante consultar o requerir información a los administradores sobre ello. En los contratos se declara, más aún, que dicha reserva y el carácter ciego del mandato han sido base esencial para la celebración de los mismos.

Respecto de la continuidad de dichos contratos, actualmente vigentes, como en cualquier otra sociedad, la decisión de mantener dicha estructura de administración de activos corresponde formalmente a sus órganos directivos, los que en el caso particular de las sociedades relacionadas a mi familia, Bancard Inversiones Ltda. e Inversiones Santa Cecilia S.A. son coordinados por un Comité Ejecutivo, en el cual no participo.

2.2. Sobre mi rol como Presidente de la República en el denominado “caso cascadas”: En lo referente a las consultas relacionadas a mi rol como Presidente de la República me remitiré a lo declarado ante el fiscal al ser consultado por una situación similar, señalando que en tal calidad “me he preocupado siempre de velar por el correcto funcionamiento de lo que se denomina y constituye el orden público económico, teniendo muy presente la protección de accionistas minoritarios, consumidores y público en general, cualquiera sea el caso particular”. Como es posible apreciar, esta preocupación no se refería a casos particulares, sino que tenía que ver principalmente con fortalecer la institucionalidad encargada de realizar dichas funciones de manera que contasen con el marco legal correcto, el personal idóneo y las herramientas adecuadas para llevar a cabo sus labores de la mejor forma posible.

En el caso particular de la Superintendencia de Valores y Seguros, durante mi gobierno se impulsó el proyecto de ley que crea la Comisión de Valores y Seguros, ingresado en julio de 2013 y aprobado por la H. Cámara de Diputados en enero de este año por una mayoría transversal de 83 votos. Dicho proyecto apunta a fortalecer la institucionalidad a cargo de la supervisión del buen funcionamiento de nuestro mercado de valores y a darle mayor autonomía respecto  del gobierno de turno.

Al igual que en mi declaración como testigo en el marco de la querella contra el señor Coloma Correa antes mencionada, quiero dejar expresa constancia que jamás me he reunido ni sostenido algún tipo de conversación con el ex Superintendente de Valores y Seguros, Fernando Coloma Correa, en relación al denominado “Caso Cascadas”, como tampoco me he reunido ni sostenido conversaciones con otros funcionarios de la SVS respecto de dicho caso. Asimismo, jamás he instruido a ninguna persona para que se reuniera o tuviera conversaciones con el superintendente Fernando Coloma Correa o algún otro funcionario de Gobierno a fin de interferir en el curso de la investigación del mencionado Caso Cascadas.

	1) ¿Podría especificar el monto del beneficio patrimonial que  reportaron a sus sociedades directas las transacciones individualizadas por la Superintendencia de Valores y Seguros, como parte del “esquema” ?

2) ¿Qué volumen de transacciones realizaron sus sociedades directas en las sociedades Cascada?

3) ¿Alguna de sus sociedades personales han hecho transacciones en ADR de SOQUIMICH?

4) ¿Al momento de realizar la compra de acciones de sociedades Cascada, especialmente las de remanentes de aumento de capital, tenía conocimiento de que en el futuro cercano los mismos vendedores iban a comprar las acciones?

5) ¿Usted como Director y Presidente, aprobó transacciones en que las sociedades relacionadas con usted actuaban como contraparte? ¿En qué casos en particular y con qué descuento respecto del precio del cierre del día anterior?

6) Informe los nombres y montos pagados a los abogados que participaron asesorando en la planificación e implementación de las operaciones incluidas en el “esquema” desde el año 2007.

7) Desde qué fecha sociedades cascada y/o Soquimich mantienen vínculos profesionales con el Estudio de Abogados Barros & Errázuriz. Rol del informe en derecho emitido por el estudio Barros & Errázuriz legitimando las operaciones de cascadas y monto pagado por la emisión de  dicho informe.

8) Conocimiento, a la fecha del informe, de la relación profesional entre estos abogados y el entonces Presidente Piñera. Asimismo, declare si le consta o conoce  cualquier intento de negociación para participar directa o indirectamente de las operaciones por parte de los administradores del patrimonio del entonces Presidente Piñera, entregado en el llamado “fideicomiso ciego”. Si le consta y de qué manera, ¿las eventuales negociaciones fueron a cuenta del “fideicomiso ciego” o a nombre de quién se hicieron?

9) En su calidad de director de las distintas sociedades anónimas abiertas que forman el “Grupo Cascada”, ¿qué medidas de seguridad implementó para mantener bajo la confidencialidad exigida por la ley la información de cada una de las sociedades?

10) En su calidad de director y controlador último de las sociedades que forman el “Grupo Cascada”, explique su entendimiento del artículo 30 de la Ley de Sociedades Anónimas que versa de la siguiente manera: “Los accionistas deben ejercer sus derechos sociales respetando los de la sociedad y los de los demás accionistas.”
11) Rinda relación sobre la participación de los “directores independientes” miembros de los órganos de administración de las sociedades que forman el “Grupo Cascada”, respectivamente.

12) Rinda relación de las distintas entidades que prestaron apoyo financiero para la ejecución de las transacciones cuestionadas desde 2007 y el nombre de los ejecutivos principales que prestaron su consentimiento o colaboración para obtener tales financiamientos. En caso de tener otras relaciones societarias o comerciales con dichos ejecutivos principales, explicite sus nombres y forma de relación.

13) ¿En los estatutos de la sociedad o sociedades matrices de las cascadas, o en la política de inversión de las mismas, se establece la forma en que ejercerá el derecho a voto en una filial? 

14) Producto de la formulación de cargos y la posterior sanción por parte de la SVS se produjo una disminución importante del valor de las acciones.  Según se ha mencionado, las sociedades aguas arriba, o muchas de ellas, están endeudadas contra el precio de los títulos accionarios. ¿Tuvo la actuación de la SVS incidencia en los plazos (cláusulas de aceleración) a los cuales se pactaron los créditos asociados a esta transacción? ¿Se produjo perjuicio a las sociedades?

15) ¿Tiene Ud. alguna relación (social o comercial) con algún o algunos de los directores de las AFPs?
	Sr. Julio Ponce L.
	He recibido un cuestionario dirigido a mi persona en el marco de la Comisión

Investigadora de la Cámara de Diputados (la “Comisión Investigadora”).

En correspondencia anterior, manifesté mi disposición a responder por escrito las preguntas que esta Comisión Investigadora pudiere tener y que yo estuviese en condiciones de responder. Sin embargo, debo aclarar desde ya que, siendo mi intención colaborar con vuestra Comisión Investigadora, existen ciertas preguntas que atienden materias que actualmente se encuentran bajo el conocimiento de los Tribunales Ordinarios de Justicia, por lo que al día de hoy no me es posible referirme a las mismas.

No obstante lo anterior, y considerando el rol de vuestra Comisión Investigadora y los objetivos planteados por la misma, a continuación procederé a explicar mi visión de ciertos hechos que estimo relevante aclarar.

Tal como lo he declarado anteriormente y de cara al público, yo no participo directamente en ninguna de las propiedades de las mal denominadas “Sociedades Cascada”. Asimismo, tampoco participo directamente en otras sociedades que tengan inversiones en las mismas. Es así como el alcance de mi participación en algunas de éstas consiste en ser un director, y como tal, me informo y, cuando corresponde, voto acuerdos en sala legalmente constituida. En mi calidad de “controlador” de las mismas, he procurado, en cuanto me ha sido posible y me compete, que las mesas de los diversos directorios incluyan personas independientes, de gran trayectoria y respetadas por el mercado, e incluso abogados reputados en la plaza (quienes incluso han actuado como asesores legales de las compañías). En este contexto, mi mayor ocupación en las “Sociedades Cascada” ha sido la de crear valor, que en síntesis ha significado primordialmente sortear una serie de intentos de tomas de control de terceros del activo subyacente Soquimich, empresa a la que ingresé como director el año 1987 designado con votos, principalmente, de American  Express.

Respecto a los cargos formulados y luego confirmados por la Superintendencia de Valores y Seguros, mi opinión respecto a esta materia se puede encontrar en mis descargos y posterior reclamación, los que han sido altamente ventilados por la prensa local. Sin embargo, aprovecho esta oportunidad para declarar una vez más mi total y completa inocencia, cuestión que espero establecer en tribunales independientes.

En relación al rol de ciertas autoridades de Gobierno en esta materia, esta Comisión Investigadora ha conocido las declaraciones del director de las sociedades “Cascada” señor Phillips Sáenz, quien ha explicado en extenso la intervención que habrían tenido ciertos personeros del Gobierno anterior que pudieron afectar la conducta de la SVS.

En este contexto, espero, por el bien del mercado chileno, que esta Comisión, entre otras materias de su competencia, tenga a bien proponer y promover cambios legales y/o reglamentarios en el gobierno corporativo de la SVS, de manera de evitar eventuales conflictos de interés, como lo es que una misma persona sea juez y parte en un procedimiento administrativo sancionador. De igual manera, me parece imprescindible que el mercado tenga acceso al detalle de los activos de autoridades del Gobierno anterior, los cuales pudieron incidir en la actuación de los mismos. Sobre esta materia, me refiero  especialmente al denominado “fideicomiso ciego” del señor Sebastián Piñera, cuyo contenido es aún desconocido por las chilenas y chilenos.

A mayor abundamiento, la SVS me formuló cargos y luego me sancionó administrativamente por haber sido el supuesto “ideólogo y promotor de un esquema estructurado”, todo lo anterior sobre la base de una serie de meras conjeturas descontextualizadas sin prueba alguna a su respecto. Como ya indiqué previamente en esta presentación, esta materia se encuentra bajo el conocimiento de los Tribunales Ordinarios de Justicia, los cuales, luego de un análisis imparcial, tengo la certeza que revocarán la sanción administrativa.

Tal como expresé frente a diversos medios de prensa luego de declarar en el Ministerio Público en marzo del año curso, sin la participación del señor Sebastián Piñera, no habría  “Caso Cascadas”. Dicha afirmación es corolario de una serie de circunstancias que me llevan a dicha conclusión. A modo meramente ilustrativo, paso a enumerar a esta Honorable Comisión algunas de dichas circunstancias que me hacen arribar a lo manifestado precedentemente:

(i) A partir de un panfleto anónimo con fecha enero de 2012 y  posteriores reuniones con Pablo Echeverría y sus abogados (y miembros del directorio de Moneda), se me plantea algo muy similar a lo requerido por Moneda y por Bancard a principios de los años '90, esto es, la fusión de las sociedades “Cascada”;

(ii) En efecto, Moneda y Bancard solicitaron en dicha oportunidad la liquidación de Pampa Calichera, lo que en términos económicos, es básicamente lo mismo que la fusión de estas compañías (considerando que en esa época eran accionistas a nivel de Pampa Calichera);

(iii) Pablo Echeverría es presidente de Moneda,  cuya  corredora  de  bolsa,  de conformidad a los antecedentes que he tenido a la vista, recibió en “fideicomiso ciego” acciones de Norte Grande y de Oro Blanco de propiedad de sociedades vinculadas al señor Sebastián Piñera;

(iv) Pablo Echeverría, antes de la formulación de cargos, se mostró muy interesado en la fusión solicitada, enviando una serie de correos electrónicos consultando por esta materia, que entiendo obran en poder de esta Honorable Comisión Investigadora;

(v) El señor José Cox, reconocido interlocutor y hombre de confianza del señor Piñera, miembro del comité de directores de Bancard y director de Santa Cecilia, según se ha consignado públicamente en diversos medios de prensa, en reunión con mis abogados señaló, antes de la formulación de cargos, que se podría llegar a acuerdo con la SVS y así evitar multas, en la medida que se fusionaran las compañías “Cascada”. Luego de mi negativa a tomar dicha iniciativa, la SVS me formuló cargos el día 11 de septiembre de 2012;

(vi) De igual manera, el mismo señor Cox, luego de una reunión privada conmigo, me hizo llegar un nuevo panfleto, usando el mismo formato que el indicado anteriormente, en el cual se proponen diversas maneras de efectuar la fusión que tanto anhelaban estos avezados inversionistas financieros;

(vii) En 2012, al renovarse el directorio de Oro Blanco, Moneda propone y designa como director independiente al hermano del director y abogado de Moneda, señor Pedro Pablo Gutiérrez. En efecto, el señor Francisco Gutiérrez en diversas ocasiones plantea la fusión de esta compañía con su filial Pampa Calichera;

(viii) El señor Fernando Coloma, ex titular de la SVS, funcionario de la exclusiva confianzadel Presidente de la República, condujo una investigación administrativaque adolece de un sinnúmero de vicios procedimentales fundamentales, no sólo privándome de información que el propio Consejo para la Transparencia declaró que era esencial para mi defensa en el procedimiento administrativo, sino que me formuló cargos, que luego fueron confirmados por la misma institución, sin siquiera haber yo prestado declaración ante dicha SVS;

(ix) Tal como consta en correos electrónicos y en lo declarado por el señor Phillips Sáenz ante esta Honorable Comisión, el Subsecretario de  Hacienda  fue consultado directamente por el entonces Presidente  de la  República  señor Sebastián Piñera por el “caso Cascada”, manifestando especial preocupación por esta  materia. Al no conocer mayores detalles, el señor Piñera habría replicado que él averiguaría directamente; y

(x) El señor Piñera reconoció, en un programa radial y en un conocido programa de televisión, entre otros, haber traspasado al “fideicomiso ciego” acciones de las sociedades “Cascada”, señalando expresamente que él sería uno de los afectados.

Como ya señalé, lo anterior consiste en una mera lista a modo ejemplar de hechos concretos que me han llevado a concluir efectivamente que existen responsabilidades políticas.

Con lo anterior, espero haber sido de utilidad a esta Honorable Comisión Investigadora, a efectos de que pueda pronunciarse sobre las materias que han sido sometidas a su conocimiento.



	1) ¿Cuáles asesorías o contratos han sido prestadas por los señores Darío Calderón y Patricio Phillips en calidad de abogado, empleado o asesor a usted o a alguna de sus sociedades personales, o a cualquiera de las empresas cascadas, en los últimos 5 años? 

2) ¿Por qué razón usted no declaró ante la Superintendencia de Valores y Seguros en relación con el caso investigado por ésta? 


	Sr. Julio Ponce L.
	He recibido un segundo cuestionario dirigido a mi persona en el marco de la Comisión Investigadora de la Cámara de Diputados (la “Comisión Investigadora”).

Sobre el particular, y sin perjuicio de mi respuesta de fecha 24 de noviembre, paso a señalar lo siguiente:

El señor Darío Calderón no me ha prestado servicios personales durante los últimos cinco años ni tampoco a las “sociedades cascada”. Por su parte, el señor Patricio Phillips sólo se ha desempeñado como director de las “sociedades cascada” durante los últimos cinco años.

Respecto a la segunda pregunta del cuestionario, hago presente que antes de la formulación de cargos fui citado en una oportunidad por la SVS. En dicha oportunidad, me encontraba en reposo bajo indicación médica debido a un accidente sufrido en esa época. Dicha circunstancia que personalmente explicada por mis abogados a funcionarios de la SVS en las dependencias de dicha institución. Jamás volví a recibir una nueva citación de parte de la SVS.

	1) ¿Cuándo y cómo conoció cada una de las operaciones individualizadas como parte del “esquema” descrito por la SVS en la fiscalización del denominado “caso cascadas”?

2) De las transacciones individualizadas como parte del “esquema”, ¿cuáles conocieron antes y aprobaron, qué tipo de transacciones conocieron ex post y cuáles nunca conocieron?
	Sr. Alejandro Ferreiro Y.
	Por la presente tengo a bien responder el cuestionario que me fuera dirigido en mi condición de ex director de Norte Grande S.A., y que fuera recibido en mi domicilio postal con fecha 24 de noviembre de este año.

Antes de responder las consultas formuladas, parece necesario establecer algunas aclaraciones preliminares para situar el contexto en que los directores teníamos conocimiento y evaluábamos las operaciones de compra y venta de acciones en que participaba Norte Grande S.A.

Desde luego, en mi condición de director independiente de Norte Grande S.A. (NG) entre abril de 2010 y marzo de 2012, jamás estuve en condiciones de conocer operaciones bursátiles de compra o venta de acciones realizadas por NG que pudiesen haber despertado alguna sospecha de ser parte de un esquema orientado a perjudicar a algunos accionistas.

En efecto, todo actor del mercado, incluidos ciertamente los directores independientes de las compañías involucradas, tenían la razonable expectativa y legítima confianza en que las operaciones bursátiles aludidas se habrían de realizar a precios de mercado, sin que pudiesen abrigarse sospechas de que la formación del precio de las mismas pudiese ser el resultado irregular de un previo concierto entre compradores y vendedores.

Lo señalado es de vital importancia, puesto que la existencia misma de un esquema como el que la SVS denuncia en su proceso de fiscalización y aplicación de sanciones, es contradictoria con la expectativa y confianza que todos los actores depositan en la bolsa como mercado  transparente, competitivo y orientado a la formación de precios de transacciones que resultan de la interacción entre todos los potenciales oferentes y demandantes de un instrumento de oferta pública. La ley, desde luego, y como es conocido por los H. Diputados, exige que los inversionistas institucionales (AFP; Compañías de Seguros de Vida, Administradoras de Fondos) realicen transacciones exclusivamente a través de la bolsa, impidiendo los tratos directos, llamados OTC, u “over the counter''.  La exención tributaria al impuesto a la ganancia de capital, por su parte, solo aplica al mayor valor obtenido en la compra y venta de acciones realizadas en bolsa, y respecto de aquellas acciones con presencia bursátil. Estas y otras normas reflejan la confianza del legislador en que un mercado regulado, como el bursátil, sometido tanto al control de las bolsas como de la SVS, cumple efectivamente con su rol de “formador de precios de mercado”, esto es, que cada transacción se realiza al precio que resulta de la puja entre los múltiples oferentes y demandantes que las bolsas deben conectar de manera simultánea.

Cabe señalar que la SVS habría llegado a su conclusión acerca de la existencia del “esquema” luego de haber conocido y revisado por largos meses miles de operaciones, realizadas por las sociedades cascadas y otros terceros. En dicha revisión ha podido conocer la identidad de las contrapartes en cada operación. Cabe señalar que solo la SVS ha tenido esa posibilidad. La identidad de las contrapartes es desconocida para los actores distintos de los corredores, por lo que resultaba imposible para cualquiera suponer que en algunas de esas operaciones intervenían personas vinculadas al controlador Sr. Julio Ponce.

Por ello, los directores independientes no estábamos en condiciones de abrigar sospechas en orden a que las operaciones cuestionadas pudiesen involucrar precios “de transferencia”, esto es precios pactados entre las partes intervinientes con el fin de favorecer a unos en perjuicio de otros. Sospechar aquello equivalía a suponer que el mercado bursátil incumplía en sus procedimientos y resultados lo que la ley y el mercado esencialmente esperan de aquel. Esa sospecha, por tanto, resultaba inexigible para cualquier persona de buena fe.

Con todo, este director, como consta en los mismos escritos de la SVS en los procedimientos sancionatorios aludidos, hizo presente en reiteradas oportunidades la necesidad de que las decisiones de compra y venta de acciones por parte de Norte Grande S.A. fueran conocidas previamente y adoptadas por el directorio. Por esa razón, en las sesiones de directorio de abril, mayo y octubre de 2010 manifesté la necesidad de someter esas decisiones a una política o estrategia definida por el directorio, buscando modificar la práctica según la cual el gerente general adoptaba, de manera personal y sin consulta previa al directorio, la decisión de comprar o vender acciones de las sociedades “cascada”. Cabe señalar que el gerente actuaba de esa manera en base a poderes que el directorio de NG le había concedido de manera amplia e irrestricta antes de mi incorporación al directorio en abril de 2010. La definición de un nuevo marco de atribuciones o competencias que obligaba al gerente general a someter al directorio, o al menos a obtener el acuerdo de tres directores, incluyendo a un independiente, se logró finalmente en la sesión de noviembre de 2010. A partir de entonces, las operaciones  cuyos montos superaban los 20 US$ MM debían ser conocidas por el directorio o, en casos urgentes, contar al menos con la aprobación ex ante de tres directores, incluyendo a un independiente.

Quiero señalar que la necesidad de someter al directorio la aprobación de las operaciones obedecía, a mi juicio, a razones básicas de buen gobierno corporativo, puesto que no parecía razonable que decisiones esenciales, relativas a la composición del activo de la compañía (decisiones de compra y venta de acciones, su único activo), quedaran entregadas al juicio discrecional del gerente general sin la participación y debate previo de los señores directores y sin someterse a una estrategia de negocios clara y previamente conocida y aprobada por el  directorio.

Con todo, debo reiterar que, si bien a este director le llamaba la atención entonces la frecuencia y cuantía de las operaciones de compra y venta que no parecían responder a un patrón o estrategia claros, no tenía razones para sospechar que de su celebración se pudiera desprender un perjuicio para la compañía. Por el contrario, si se analiza el efecto económico de las operaciones de compra y venta realizadas por Norte Grande S.A., ellas arrojaban un balance positivo para la compañía. En efecto, y de acuerdo a la información recibida y evaluada por el directorio, en las operaciones de compra y venta de acciones realizadas entre 2010 y 2012 se generan utilidades importantes para Norte Grande. Ello ocurre en las transacciones sobre acciones de Oro Blanco y SQM, pero muy especialmente en la compra y venta de acciones de Calichera A, en las que la venta a fines del año 2011 de un paquete de acciones a un precio superior a los$ 1000 generó una utilidad superior a los 28 US$ MM.

En suma, este director no conoció ni podía conocer que las operaciones de compra y venta pudiesen ser parte de un esquema como el aludido por la SVS. Con todo, y por razones de buen gobierno corporativo, instó reiteradamente hasta conseguir, en noviembre del 2010, que las decisiones relevantes de compra y venta fueran conocidas previamente por el directorio (o al menos tres directores, siempre con el voto favorable de un independiente). Adicionalmente, el efecto económico de las operaciones bursátiles realizadas por Norte Grande S.A., lejos de alimentar sospechas acerca de eventuales perjuicios para sus accionistas, resultaban ser favorables al interés social. De hecho, la situación patrimonial de Norte Grande S.A. resultó claramente beneficiada con las operaciones realizadas entre abril de 2010 y marzo de 2012.

1) ¿cómo y cuándo conoció cada una de las operaciones individualizadas como parte del “esquema” descrito por la SVS en la fiscalización del “caso cascadas”.

Las operaciones realizadas entre abril de 2010 y noviembre del 2010 fueron reportadas al directorio en la sesión siguiente a su concreción. Era parte de la agenda del directorio revisar el cambio de posiciones en la estructura de control hacia SQM, incluyendo la compra y venta de acciones realizadas entre cada directorio.

A partir de noviembre de 2010, las operaciones superiores a US$ 20 millones debían ser aprobadas previamente por el directorio o, en caso de que no resultara posible convocar al directorio con la premura del caso, al menos por tres de ellos, incluyendo a un independiente. En esa condición, recuerdo que en un par de ocasiones fui consultado en forma previa por el gerente general señor Motta, para aprobar algunas de las operaciones realizadas en 2011. En otra ocasión, consta en actas que la consulta y aprobación se realizó con los directores señores Phillips, Guerrero y Domínguez (independiente).

En suma, antes de noviembre de 2010, las operaciones que luego han sido consideradas como parte del supuesto   “esquema” fueron reportadas al directorio en la sesión siguiente a la su ocurrencia. Luego de esa fecha, las operaciones por sobre US$ 20 MM debían ser conocidas y aprobadas previamente por este en la forma señalada. No recuerdo omisiones a esta obligación.

2)De las transacciones individualizadas como parte del “esquema”, ¿cuáles conocieron antes y aprobaron, qué tipos de transacciones conocieron ex post y cuáles nunca conocieron?

La respuesta a esta pregunta parece ya abordada previamente. Me permito reiterar lo esencial a modo de conclusión:

A)Nadie que no formara parte del esquema que la SVS denuncia en este caso podía razonablemente sospechar de su existencia entre los años 2010 y 2012, tanto porque debía prevalecer la confianza en la correcta formación del precio de cada transacción, como porque es de la esencia de las operaciones bursátiles el desconocimiento de la identidad de las contrapartes. Por ello, las operaciones realizadas en esa época no podían despertar las sospechas que hoy conforman el fundamento de las sanciones aplicadas por la SVS en este caso.

B)Todas las operaciones en las que Norte Grande S.A. aparecía como comprador o vendedor eran, al menos, reportadas luego de su celebración, en el directorio inmediatamente  posterior.

C)A partir de noviembre de 2010 comenzó a aplicarse una nueva política en Norte Grande que limitaba las atribuciones irrestrictas que hasta entonces poseía el señor Gerente General. En efecto, desde entonces, las operaciones por montos superiores a los US$ 20 MM debían ser aprobadas previamente por el directorio o por tres de sus directores, incluyendo a un independiente. Si bien no siempre de esas autorizaciones quedó debida constancia en actas (debe señalarse que esas autorizaciones ocurrían, en rigor, al margen de una sesión de directorio), no tengo recuerdo de que se haya realizado una operación al margen del sistema de autorización referido.

D)En general, en el directorio de Norte Grande no se analizaban las operaciones de compra y venta de acciones realizadas por otras sociedades de la cadena de control. Con todo, los porcentajes totales de propiedad en las sociedades sí eran de conocimiento del directorio.


II. Oficios de la Comisión, respuestas recibidas y otros documentos

	OFICIOS Y CONSULTAS ENVIADAS
	CONTENIDO DE OFICIOS Y SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS RECIBIDAS

	Oficio N° 1, de 8 de julio de 2014
	Comunica elección del diputado señor Chahin como Presidente de la Comisión.

	Oficio N° 2, de 8 de julio de 2014 
	Solicita servicio de taquígrafos y comunica horario de las sesiones ordinarias.

	Oficio N° 3, de 8 de julio de 2014
	Solicita transmisión de sesiones por el canal de televisión.

	Oficio N° 4, de 7 de agosto de 2014
	Solicita a la BCN estudio sobre el deber de reserva en el contexto de las investigaciones de las Comisiones Especiales Investigadoras.

Mediante informe de la Asesoría Técnica Parlamentaria, se expone que rige el principio de publicidad establecido en la Constitución. Sin embargo, existe el deber de reserva establecido en el decreto ley Nº 3.538 que afecta a empleados y personas que presten servicios para la SVS. El alcance de dicha reserva se ha determinado en la Resolución N° 50, de 2008, emitida por la SVS. La excepción al deber de reserva está constituida por la posibilidad de que el Superintendente de Valores y Seguros, pueda, como superior jerárquico, difundir información relativa a los fiscalizados con el fin de velar por la fe pública o el interés de los accionistas, inversionistas o asegurados.

El artículo 9° de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional establece el deber de los órganos de Administración del Estado de proporcionar los antecedentes e informaciones específicos que sean solicitados por Comisiones o por los parlamentarios individualizados en sesión de sala o Comisión. El organismo debe proporcionar la información requerida y mantener el deber de reserva o secreto, cuando se encuentre sujeto a ello. El inciso final del artículo 9° señala una excepción al deber de entregar información. Quedan exceptuados de la obligación de información, cuando los organismos ejerzan funciones fiscalizadoras, respecto de antecedentes y documentos que contengan información cuya revelación, aun de manera reservada o secreta, afecte o pueda afectar una investigación en curso.

	Oficio N° 5, de 7 de agosto de 2014
	Solicita al Superintendente de Valores y Seguros clarificar circunstancias, explicar lo ocurrido y proporcionar constancia sobre la respuesta a los oficios N° 237, de 2 de abril y N° 1.196, de 20 de mayo, ambos de 2014, de la Corporación.

Mediante oficio N° 21.735, de 13 de agosto de 2014, el Superintendente de Valores y Seguros señala que se remitió copia de los antecedentes por oficio N° 20.995, de 5 de agosto de 2014.

	Oficio N° 6, de 7 de agosto de 2014
	Solicita a la Presidenta de la Comisión de Trabajo del Senado antecedentes vinculados a la materia objeto de la investigación.

Mediante oficio N° T/5072014, de 13 de agosto de 2014, la Presidenta de la Comisión de Trabajo remite copia de las actas de las sesiones de fecha 30 de octubre y 6 de noviembre de 2013.

La Superintendente de Pensiones, Sra. Solange Berstein y el Superintendente de Valores y Seguros, Sr. Fernando Coloma, informan a la Comisión sobre las medidas adoptadas para resguardar los fondos previsionales de los trabajadores, en relación con el caso de las sociedades cascadas.

	Oficio N° 7, de 18 de agosto de 2014
	Reitera invitación al señor Fernando Coloma, ex Superintendente de Valores y Seguros.

	Oficio N° 8, de 1 de septiembre de 2014
	Solicita al Superintendente de Valores y Seguros precisar conceptos emitidos en carta del señor Francisco Velozo en relación con su eventual participación en la investigación del “Caso Cascadas” antes de la formulación de cargos.

Sin respuesta.

	Oficio N° 9 y 10, de 9 de septiembre de 2014


	Solicita al Superintendente de Valores y Seguros copia oficial del fallo de fecha 2 de septiembre de 2014 e informar antecedentes relevantes.

Mediante oficio N° 25.451, de 26 de octubre de 2014, el Superintendente de Valores y Seguros responde a los siguientes requerimientos que se le formulan: a) Precisar quiénes serían, para la SVS, los terceros marginales que han intervenido en las mismas operaciones que los formulados de cargos, cantidad de operaciones y frecuencia; b) Precisar quiénes serían los intermediarios que participaron en dichas operaciones, cantidad y frecuencia de ellas; c) Cuáles serían los fondos de inversión perjudicados y los intermediarios que participaron en dichas operaciones y d) Proporcionar la acreditación contable de las pérdidas y utilidades netas de los sancionados y de los fondos de pensiones.

Se adjunta copia digital de la Resolución Exenta N° 223, de 2 de septiembre de 2014, y su expediente administrativo.

	
	

	Oficio N° 11, de 9 de septiembre de 2014
	Solicita al Presidente de la Bolsa de Comercio información sobre la aplicación de alguna sanción adicional a la o las corredoras involucradas.

Mediante carta de fecha 29 de septiembre de 2014, el Presidente de la Bolsa de Comercio de Santiago señala que, en sesión de Directorio, la Bolsa de Comercio de Santiago estima que no resulta procedente que esa entidad instruya una investigación propia respecto de los hechos y las personas que fueron objeto de la resolución N° 223 de la SVS, considerando la existencia de procesos sancionatorios pendientes ante la justicia ordinaria sobre los mismos hechos. Esta decisión se adoptó considerando lo expuesto por el Comité de Buenas Prácticas y un dictamen experto.

	Oficio N° 12, de 9 de septiembre de 2014
	Solicita a la Superintendenta de Pensiones información complementaria sobre la participación de la Superintendencia en las Juntas de Accionistas de las sociedades cascada y la acreditación contable de pérdidas y utilidades netas de los fondos de pensiones en tales operaciones.

Mediante oficio N° 21.806, de 29 de septiembre de 2014, la Superintendenta de Pensiones señala que, desde que la Superintendencia de Valores y Seguros suspende las Juntas Extraordinarias de Accionistas, el día 20 de abril de 2012, se ha dispuesto la asistencia de funcionarios fiscalizadores a todas las juntas de accionistas de las sociedades Pampa Calichera, Potasios de Chile, Norte Grande, Oro Blanco y Nitratos de Chile. Además, se realiza una fiscalización en base a los informes mensuales que deben elaborar las AFP, que originan el informe anual de “Participación de las AFP y las AFC en juntas y asambleas” y que permite a la Superintendencia evaluar el cumplimiento por parte de las Administradoras de la obligación de asistir y participar en juntas de accionistas, juntas de tenedores de bonos y asambleas de aportantes de fondos nacionales de inversión. Esta obligación se presenta cuando la inversión de los fondos de una Administradora en un determinado emisor es igual o superior al 1% de la respectiva emisión. De acuerdo a lo expresado, señala que las AFP han cumplido con el deber de asistir a las juntas de accionistas de las sociedades cascadas desde 2009 a la fecha.

	Oficio N° 13, de 24 de septiembre de 2014
	Solicita al Superintendente de Valores y Seguros copia íntegra de la carpeta de la investigación.

Mediante oficio N° 25.451, de 26 de octubre de 2014, el Superintendente de Valores y Seguros adjunta copia digital de la Resolución Exenta N° 223, de 2 de septiembre de 2014, y su expediente administrativo en cuatro discos compactos.

	Oficio N° 14, de 24 de septiembre de 2014
	Reitera oficio N° 12, de 9 de septiembre de 2014.

Mediante oficios N°s  22.128 de 2 de octubre de 2014, y 23.867, de 17 de octubre de 2014, la Superintendenta de Pensiones señala que se ha dado respuesta a él mediante oficio reservado N°21.806, de 29 de septiembre. En lo referente a pérdidas y utilidades sufridas por las AFP, señala que la Superintendencia se encuentra fiscalizando la actuación de las Administradoras de Fondos de Pensiones. Se instruyó a las AFP para que realizaran análisis detallado de la Resolución de la SVS y efectuaran una estimación de los eventuales perjuicios. Analizados los fundamentos de éstos, se concluyó que los criterios utilizados resultan válidos para sustentar las acciones legales que las AFPs han deducido para obtener la indemnización de perjuicios que se encontrarían en el rango de MMUSD 31 y MMUSD 44. Montos que serían referenciales por cuanto serán los Tribunales quienes determinarán la procedencia y estimación efectiva de los perjuicios causados y, consecuencialmente, de las indemnizaciones que procedan.

	Oficio N° 15, de 1 de octubre de 2014
	Solicita al señor Raimundo Labarca B. enviar a la Comisión informe elaborado por la consultora Montblanc, en relación con los retornos sobre inversiones obtenidos por las AFP, de aquéllas efectuadas en las sociedades cascadas entre 2007 y 2011.

Se remite copia de Informe: Variación Patrimonial Controlador vs AFPs, con fecha 7 de octubre de 2014.

	Oficio N° 16, de 1 de octubre de 2014
	Solicita al señor Fernando Larraín, Presidente de Larraín Vial S.A., remitir a la Comisión estudio elaborado por la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile, en relación con las operaciones realizadas por Larraín Vial S.A. con acciones de las sociedades cascadas, entre 2008 y 2011.

Se remite “Estudio Análisis financiero y legal de las operaciones cuestionadas a Larraín Vial S.A. Corredores de Bolsa”, de fecha julio de 2014 y Estudio Complementario, de agosto de 2014, ambos de la referida Facultad de Economía y Negocios.

	Oficio N° 17, de 1 de octubre de 2014
	Solicita al Presidente de la Bolsa de Comercio de Santiago remitir a  la Comisión la propuesta del Comité de Buenas Prácticas sobre la prevención y manejo de conflictos de interés en los corredores de Bolsa.

Se remite con fecha 3 de octubre de 2014 el documento titulado “Normas sobre prevención y manejo de conflictos de interés por los corredores de bolsa”. De acuerdo a los Estatutos de la Bolsa de Comercio de Santiago, corredores de Bolsa y Bolsa Electrónica de Chile, corredores de Bolsa, el comité propone a los directorios de ambas bolsas adoptar la propuesta como una regulación propia. Contiene propuestas elaboradas por el Comité para el tratamiento de conflictos de interés a que se ven expuestos los corredores de bolsa y personas vinculadas.

	Oficio N° 18, de 3 de octubre de 2014
	Reitera a la Superintendenta de Pensiones el oficio N° 12 de 9 de septiembre y remite antecedentes entregados por el señor Patricio Phillips a la Comisión sobre utilidades obtenidas por los fondos de pensiones, producto de las operaciones bursátiles de las sociedades cascadas, con el objeto de recibir sus comentarios.

Mediante oficio N° 24.561, de 27 de octubre de 2014, la Superintendenta de Pensiones responde que en relación con la acreditación de pérdidas y utilidades netas de los Fondos de Pensiones como resultado de las operaciones cascadas, el requerimiento respectivo se respondió mediante oficio reservado N° 23.867 y señala que responderá a la brevedad la solicitud luego de analizar los antecedentes.

	Oficio N° 19, de 3 de octubre de 2014
	Solicita al señor José Morales, Fiscal Adjunto, remitir a la Comisión copia de los testimonios entregados en fiscalía por el señor Darío Calderón en el marco de esta investigación.

Sin respuesta. Ver respuesta al oficio N° 27.

	Oficio N° 20, de 16 de octubre de 2014
	Solicita a la Sala ampliar el plazo de funcionamiento de la Comisión en 30 días.

Mediante oficio N° 11.542, de 21 de octubre de 2014, el Secretario General de la Cámara de Diputados comunica la prórroga del plazo de la Comisión para dar cumplimiento a su cometido por treinta días, a contar del 27 de octubre.

	Oficio N° 21, de 23 de octubre de 2014
	Remite cuestionario al señor Julio Dittborn C., ex Subsecretario de Hacienda.

Respuesta al cuestionario, octubre de 2014.

	Oficio N° 22, de 23 de octubre de 2014
	Remite cuestionario al señor Sebastián Piñera E., ex Presidente de la República.

Respuesta al cuestionario, 11 de noviembre de 2014.

	Oficio N° 23, de 6 de noviembre de 2014
	Solicita al señor Enrique Correa informar si alguna de las empresas cascadas, y Soquimich en particular, son clientes o han sido clientes de Imaginacción Consultores.

Sin respuesta.

	Oficio N° 24, de 13 de noviembre de 2014
	Remite cuestionario al señor Julio Ponce L., Presidente del Directorio de Soquimich.

Respuesta al cuestionario, 24 de noviembre de 2014.

	Oficio N° 24 (2), de 13 de noviembre de 2014
	Remite cuestionario al señor Julio Ponce L., Presidente del Directorio de Soquimich.

Respuesta al cuestionario, 25 de noviembre de 2014.

	Oficio N° 25, de 13 de noviembre de 2014
	Remite cuestionario al señor Darío Calderón, Abogado.

Sin respuesta.

	Oficio N° 25(2), de 13 de noviembre de 2014
	Remite cuestionario al señor Darío Calderón, Abogado.

Sin respuesta.

	Oficio N° 26, de 13 de noviembre de 2014
	Remite cuestionarios a los señores Wolf Von Appen, Wayne Brownlee, Roberto Izquierdo, Patricio Phillips, Pablo Guerrero, Patricio de Solminihac, Osvaldo Puccio, Luis Ponce L., Kendrick Taylor, Julio Ponce P., Juan Domínguez, Juan Antonio Guzmán, José María Eyzaguirre B., Hernán Büchi, Felipe Lamarca, Francisca Ponce P., Cristián Leay, Alejandro Ferreiro, Aldo Motta, Alejandro Montero y Francisco Gutiérrez.

Respuestas de los señores Juan Antonio Guzmán, Julio Ponce L. (2) y Alejandro Ferreiro.

	Oficio N° 27, de 14 de noviembre de 2014


	Reitera oficio N° 19, de 3 de octubre pasado, al Fiscal señor José Morales, requiriendo testimonios del señor Darío Calderón.

Mediante oficio N° 877/2014, de 24 de noviembre de 2014, la  Fiscal Nacional (S), señora Solange Huerta, señala que no es posible acceder a lo solicitado, pues forman parte de investigaciones que lleva adelante el Ministerio Público. Agrega que, en virtud de lo expuesto, los antecedentes son secretos para terceros ajenos a la investigación, de acuerdo al artículo 182 del Código Procesal Penal.

	Oficio N° 28, de 18 de diciembre de 2014
	Responde oficio N° 535, de 17 de diciembre de 2014, del Presidente de la Cámara de Diputados, por el que solicita se informe el carácter de la respuesta entregada por el Fiscal Regional al Secretario General (S) de la Cámara de Diputados sobre las declaraciones del señor Darío Calderón en la causa RUC 1310036609-0.

	OTROS DOCUMENTOS RECIBIDOS
	Oficio N° 11.506 del Secretario General de la Cámara de Diputados, de fecha 2 de octubre de 2014, por el cual comunica el reemplazo permanente del diputado señor Marcos Espinosa por la diputada señora Marcela Hernando.

Nota de prensa de la Superintendencia de Pensiones por la cual señala una estimación de las pérdidas de los fondos de pensiones por el caso cascada.

Minuta del diputado señor Fuad Chahin, por la cual hace llegar un cuestionario dirigido al señor Julio Dittborn C. y al ex Presidente señor Sebastián Piñera E.

Minuta del señor Fernando Coloma, ex Superintendente de Valores y Seguros, sobre propuesta de políticas para perfeccionar el mercado de capitales.

Carta del señor Raimundo Labarca, abogado del señor Julio Ponce Lerou, donde entrega antecedentes sobre los orígenes de la investigación que dio lugar a la formulación de cargos del caso Cascadas, junto con copia del oficio reservado N° 949, de 19 de diciembre de 2013, de la SVS.

Copia del Informe de la BCN denominado “Comisiones Investigadoras y el deber de reserva de información de la Superintendencia de Valores y Seguros”.

Carta del señor Francisco Velozo, abogado del señor Roberto Guzmán Lyon, en relación a las declaraciones del señor Carlos Pavez en sesión de la Comisión, de fecha 4 de agosto de 2014, sobre su participación en la investigación del caso Cascadas.

Requerimientos de la SVS, N° 7213 y 7215, dirigidos a Larraín Vial S.A., Corredores de Bolsa y a Santander S.A. Corredores de Bolsa, referente a consulta de investigación.

Copia de oficio N° 20.995, de 5 de agosto de 2014, de la Superintendencia de Valores y Seguros, por el cual adjunta información relacionada con el asunto materia de la investigación.

Copia de oficio N° 14.354, de 29 de mayo de 2014, de la Superintendencia de Valores y Seguros, por el cual responde a una solicitud hecha por el diputado señor Roberto León Ramírez.

Oficio 13.215, de 19 de mayo de 2014, de la Superintendencia de Valores y Seguros, por el cual responde a una solicitud planteada por los diputados señores Ricardo Rincón y Gabriel Silber.

Oficio FR N° 5118/2014, de 3 de diciembre de 2014, del Fiscal Andrés Montes C., por el que da respuesta al Secretario General (S) de la Cámara de Diputados sobre las declaraciones del señor Darío Calderón en la causa RUC 1310036609-0.

Oficio N° 535, de 17 de diciembre de 2014, del Presidente de la Cámara de Diputados al Presidente de la Comisión Investigadora, en relación con  la naturaleza del oficio precedente.

Documento I con movimientos bursátiles de sociedades cascadas entregado por el señor Patricio Phillips, en sesión de fecha 1 de octubre de 2014, para justificar que los fondos de pensiones habrían obtenido utilidades con las operaciones referidas.

Documento J sobre variaciones de precio entre sociedades cascadas entre 2008 y 2014, entregado por el señor Patricio Phillips, en sesión de fecha 1 de octubre de 2014.

Copias de artículos de prensa, cartas, estudios y correos electrónicos entregados por el señor Patricio Phillips, en sesión de fecha 1 de octubre de 2014.


III. Documento preparado para la Comisión Investigadora por la BCN,  que aborda la relación de la SVS con el “Caso Cascadas”, la vinculación del ex Presidente Sebastián Piñera y el “fideicomiso ciego”, así como también todas las declaraciones de los señores Julio Ponce, Leonidas Vial y otros personajes relevantes.

8. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores García, Andrade,
Farías, Kort, Paulsen, Saffirio, Venegas y Verdugo, y de las diputadas señoras Cicardini y Núñez, doña Paulina, que “Modifica el Código Penal para sancionar la coordinación delictual orientada a marcar a las víctimas de robo
con intimidación”. (boletín N° 9841-07. 

“Considerando:

Que las transacciones bancarias son cada vez más numerosas y las personas que son asaltadas luego de hacer una de estas transacciones también han ido en aumento.

Que tanto la PDI como Carabineros han establecido que con el paso de los años los delincuentes han comenzado a utilizar la tecnología, como los mensajes de texto y fotos para “marcar” a una persona comunicándose con otro delincuente, quien finalmente concreta el robo cuando las personas salen de efectuar sus transacciones bancarias.

Que el robo a la salida de un banco es un modus operandi que corresponde a identificar a una víctima al interior de una entidad bancaria para luego seguirla y robarla en el trayecto o una vez que llega al lugar de destino, pero no se encuentra tipificada legalmente.

Que la última encuesta del Centro de Estudios Públicos (CEP) de noviembre del 2014 establece que el 48% de las personas creen que la delincuencia, asaltos y robos es el mayor problema al que el Gobierno debería dedicar el mayor esfuerzo en solucionar.

Que la encuesta de victimización de Paz Ciudadana de octubre del 2014 muestra que entre diciembre de 2013 y octubre de 2014 aumentó significativamente el porcentaje de victimización por delitos de robo o intento de robo, variando de 40,2% a 43,5%. Además, el 84% de los delitos ocurrieron en espacios públicos.

Por lo anterior, en septiembre del 2014 en el BíoBío la PDI lanzó una campaña para evitar robos afuera de los bancos y centros de pago denominada “Que los delincuentes no te marquen: Evita ser robado luego de una transacción bancaria”, la que tiene como fin tomar los resguardos y no ser víctimas de la delincuencia. Según la PDI, estos robos afectarían mayormente a los adultos mayores, ya que son los más indefensos a un acto delictual.

En la tramitación de una moción anterior que buscaba prohibir el uso de celulares al interior de bancos e instituciones financieras, con el objeto de evitar actos delictuales (Boletín 
Nº 4569-25) la Dirección General de la Policía de Investigaciones de Chile en la Comisión de Seguridad Ciudadana reconoció que los celulares servían como medio para facilitar la coordinación delictual, pero no sería recomendable prohibir su uso en lugares públicos, por afectar la libertad de las personas. Sí recomendaron tipificar la coordinación para delinquir, sin necesidad de que para ello se den los requisitos de asociación ilícita.

Es por eso que sobre la base de dichos antecedentes vengo a proponer el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

Artículo único: Incorpórese en el Código Penal, un artículo 437 del siguiente tenor: 

“Artículo 437.- El que ejecutare cualquier tipo de conducta o maniobra de coordinación con otras personas para la comisión de algunos de los delitos señalados en el presente párrafo, será sancionado con la pena asignada al respectivo delito rebajada en un grado.”.

9. Proyecto iniciado en moción de las diputadas señoras Sepúlveda y Girardi, y de los diputados señores Arriagada, Mirosevic y Torres, que “Modifica la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y
Prestación de Servicios, con el objeto de asegurar un porcentaje de
adjudicación en beneficio de las micro, pequeñas y medianas empresas “.
(boletín N° 9842-03)
“Considerando:

1° Que en Chile, al igual que en la gran mayoría de los países, las micro, pequeñas y medianas empresas, MIPYMES, representan un sector especialmente relevante en la generación de empleo. En el caso de nuestro país, según la publicación “La situación de la Micro y Pequeña empresa en Chile”, hoy son más de 1,5 millones de micro y pequeñas empresas, lo que representa un 95,5% de las empresas del sector formal, y aportan con el 49,3% del empleo nacional. Además, según ChileEmprende, representan un sector primordial para nuestra economía, contribuyendo al PIB en un 18% de las ventas totales;

2° Las Mipymes contribuyen a la superación de la pobreza, al ser una importante fuente de ingresos y empleos, para los sectores más vulnerables y para la clase media;

3° Las Mipymes se ven enfrentadas a diversas dificultades en relación con las grandes empresas, fundamentalmente en el acceso a financiamiento y a nuevas tecnologías; la generación de economías de escala, la baja inversión en capacitación y escasa capacidad de gestión del negocio que desarrollan;

4° La experiencia internacional ha demostrado, particularmente en países desarrollados, la necesidad de impulsar políticas de fomento a las MIPYMES y la aplicación de instrumentos financieros, tributarios, de política social, de capacitación laboral, entre otros, para la promoción y desarrollo de este tipo de empresas;

5° Uno de los instrumentos más relevantes para impulsar el desarrollo de este tipo de empresas y evitar la concentración en pocas empresas de gran tamaño, es la obligación legal y reglamentaria de reservar una parte de las compras públicas a las MIPYMES. Dicho instrumento no tiene consagración en Chile por cuanto no existe ninguna disposición de este tipo que establezca un mínimo asegurado por ley de estas compras a este tipo de empresas;

6° La Ley N° 19.886, llamada Ley de Compras Públicas, y su Reglamento, comprendido en el D.S Nº250/04, de Hacienda y sus modificaciones recientes, no contiene norma alguna en este sentido, toda vez que las reformas introducidas a la Ley, en los años 2006 y 2008, apuntan a garantizar transparencia, imparcialidad y competitividad en las compras del Estado, pero sin diferenciar entre grandes empresas y MIPYMES;

7° A pesar que las estadísticas oficiales muestran que en la actualidad las MIPYMES participan del orden del 30% de las compras públicas chilenas, proporción que ha tenido periodos de alza y baja, ésta puede disminuir fuertemente por diversas circunstancias, sobre todo en periodos de crisis económica, ya sea derivadas de problemas o turbulencias económicas internas o internacionales, con los consiguientes efectos sobre el empleo y el ingreso de parte importante de la población del país, es que surge la necesidad de establecer un tratamiento diferenciado, un estatuto legal y reglamentario especial, para las MIPYMES en su relación con el Estado como poder comprador. De hecho, la participación de las MIPYMES en las ventas totales ha ido declinando en el tiempo, lo que afecta principalmente a las empresas de menor tamaño;

8° Esta legislación especial se justifica en el orden público económico chileno, el cual corresponde al conjunto de principios y normas jurídicas que organizan la economía privada y pública del país y que facultan a la autoridad pública para regularla en armonía con los valores declarados en la Constitución. Por tanto es perfectamente posible y no contraviene lo preceptuado en el ordenamiento jurídico vigente, esta propuesta; como lo señala el propio Tribunal Constitucional indicando que “la igualdad ante la Ley consiste en que las normas jurídicas deben ser iguales para todas las personas que se encuentren en una misma circunstancia, y consecuentemente, diversas para aquellas que se encuentren en situaciones diferentes. No se trata de igualdad absoluta… la igualdad supone, por lo tanto, una distinción razonable entre quienes no se encuentran en la misma condición”.

9° El proyecto en comento obliga a que las adjudicaciones por compras públicas se hagan con preferencia a las MIPYMES con criterios que deben quedar bajo el alero de la potestad reglamentaria. Así, se contribuye a que los servicios que requiera el Estado estén provistos, en un importante porcentaje, por empresas de pequeño y mediano tamaño, que son un factor productivo preponderante en la economía.

10° De este modo, en razón a las consideraciones expuestas, se hace necesario modificar la normativa vigente en la dirección antes señalada para que, junto con otras iniciativas, contribuyan a consolidar y potenciar el rol de las MIPYMES como agentes dinamizadores de la economía y de estabilidad social, atendido su impacto en el empleo y en el producto nacional. Por ello, vengo en presentar el presente

PROYECTO DE LEY

Incorpórese en el inciso segundo del artículo 10 de la Ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y de Prestación de Servicios, a continuación del punto, que pasa a ser seguido, la siguiente frase:

“Con todo, al menos un 40% de los adjudicatarios deberán ser micro, pequeñas y medianas empresas. Las subcontrataciones que realicen las empresas que contraten con la Administración del Estado, se efectuarán de preferencia con las microempresas, pequeñas y medianas empresas.”
10. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Farcas, Arriagada, Campos, Farías, Insunza, Letelier; Núñez, don Marco Antonio; Robles y Silber, y de la diputada señora Carvajal, que “Modifica la ley N° 19.712, del Deporte, disponiendo la incorporación de las organizaciones comunitarias deportivas, en el registro que indica del Instituto Nacional de Deportes”.
(boletín N° 9843-29)
“Fundamentos:

1.- Para nadie es un misterio que Chile ostenta un altísimo porcentaje de su población bajo la sombra del sedentarismo. Estudios recientes señalan que en nuestro país el 87,2 % de la población es sedentaria
. Dicha situación alarmante se complementa negativamente con los hábitos alimenticios de la población, quienes consumen altas dosis de comida rica en sodio, grasas saturadas y azúcares.

2.- Como consecuencia de lo anterior, nuestro país ha entrado dentro del lamentable grupo de países con altos índices de obesidad en todos sus grupos etáreos. Un reciente estudio de la OCDE señala que Chile se encuentra dentro de los 5 primeros países miembros con el mayor porcentaje de población obesa o con sobrepeso.

3.- Sumado a ello, y como efecto colateral, las principales causales de muertes en Chile se deben a enfermedades o patologías derivadas, precisamente, del sedentarismo y la mala alimentación, a saber, diversos tipos de cáncer, diabetes y afectaciones cardíacas. En este sentido, el gasto en salud por parte de los particulares y del Estado se ha elevado a cifras poco deseadas. Hoy en día, Chile se encuentra en el primer lugar dentro de la OCDE en cuanto al gasto de “bolsillo” en salud.

4.- Consideramos que dicha situación sería perfectamente superada si nuestro país toma las medidas del caso, impulsando políticas públicas de salud, educación y deporte, modificando los hábitosactuales de la población, a través del impulso al deporte, la alimentación sana y la vida saludable.

5.- En consideración al deporte, en los últimos años se han dado pasos importantes, con la creación del Ministerio del Deporte, que tiene como principal función dar impulso a la práctica de actividad física por parte de la población y fomentar a través de recursos y planes, a los distintos grupos intermedios que se organizan con finalidades deportivas.

6.- En este sentido, consideramos que cada esfuerzo es importante, teniendo en vista acercar cada vez más a la población las facilidades de practicar deporte, ya sea creando espacios propicios, motivando la creación de clubes deportivos y aportando con recursos públicos la promoción de la actividad física y de la vida saludable. El ahorro del gasto país en materia de salud para tratar patologías propias del sedentarismo, como las afecciones cardiacas, diversos tipos de cáncer y la diabetes, ello sumado al combate en nuestras poblaciones al flagelo de la droga que inunda y destruye la vida de nuestros jóvenes y familias completas, puede ser combatido con la promoción y difusión del deporte que ocupe a nuestros niños, jóvenes y adultos en actividades recreativas, competitivas y amistosas. El desarrollo del ser humano depende mucho de su capacidad de asociarse y es deber constitucional del Estado fomentar y facilitar el desarrollo de estos grupos intermedios.

7.- Es por ello que valoramos la importancia de los clubes deportivos, donde la vida se desarrolla de manera fraterna y sana, entre vecinos y entorno, impulsando un arraigo con la comunidad a la que se pertenece. Por ello, el presente proyecto tiene por finalidad facilitar a aquellos clubes deportivos que han sido reconocidos como organizaciones comunitarias bajo la ley 19.418, para ser reconocidos como tales, bajo el amparo de la ley 19.712. Con ello, le abrimos la puerta a dichas organizaciones para participar de manera federada, poder concursar por recursos para financiar sus proyectos y darles la oportunidad de crecer como organización.

8.- En este sentido se busca modificar el artículo 38 de la ley 19.712, dando facilidades a quienes ya cumplen con los requisitos mínimos de la ley, simplificando los pasos para optar al reconocimiento como club u organización deportiva por parte del IND. Con ello, podremos motivar a muchos grupos a participar activamente del deporte y acercar de manera concreta la actividad física a la comunidad.

Es por ello, y por múltiples razones que invitamos a debatir, que he decidido someter al conocimiento de la Honorable Cámara de Diputados de Chile, el siguiente

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Incorpórese un nuevo inciso 6° al artículo 38 de la ley 19.712, pasando el actual a ser inciso 7° de dicho artículo:

“Las organizaciones deportivas que comprueben estar constituidas bajo la ley 19.418 como “organizaciones comunitarias”, y que cuenten con personalidad jurídica y estatutos en conformidad con la ley, serán incorporadas al registro una vez realizada la solicitud, sin más trámite”.

11. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Farcas, Campos,
Ceroni, Letelie; Núñez, don Marco Antonio; Ojeda, Silber y Urízar, y de las
diputadas señoras Carvajal y Núñez, doña Paulina, que “Modifica el Código del Trabajo, sancionando el no pago oportuno del finiquito de contrato de
trabajo”. (boletín N° 9844-13)
“El contrato de trabajo constituye un vínculo de carácter jurídico, y como tal se encuentra sujeto a diversas causales de termino, establecidas por la ley. El principal efecto de la terminación del contrato de trabajo está referido al cese de los derechos y obligaciones de las partes.

En materia laboral, el finiquito es un acto jurídico de carácter bilateral, en que las partes del contrato de trabajo, con motivo del término del mismo, dejan constancia del cumplimiento de las obligaciones de cada parte, y de las excepciones o reservas del caso. El propósito en definitiva del finiquito, es dar constancia del término de la relación laboral,y saldar, o cancelar las cuentas que pudieren existir y que derivan del contrato de trabajo.

Sobre esta materia la Ley 20.684, estableció el plazo de 10 días para que el empleador otorgueel finiquito y ponga su pago a disposición del trabajador, sin embargo la norma no establece ningún tipo de sanción al empleador que incumplecon su obligación.

Es por esto, que proponemos establecer la obligación del empleador de pagar al trabajador las remuneraciones y demás prestaciones consignadas en el contrato de trabajo durante el periodo comprendido entre la fecha del despido y la fecha en que efectivamente se pusiere el pago a disposición del trabajador.

Por lo anterior, es quevenimos en presente el siguiente:

PROYECTO DE LEY MODIFICA EL CODIGO DEL TRABAJO

Artículo Único. Modifíquese el Artículo 177 del Código del Trabajo, agregando el siguiente inciso final

“Con todo, si el empleador no pusiera a disposición del trabajadorel pago del finiquito en el plazo señalado, deberá pagar al trabajador las remuneraciones y demás prestaciones consignadas en el contrato de trabajo durante el período comprendido entre la fecha del despido y la fecha en que pusiere efectivamente el pago a disposición del trabajador.”
),








*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista y Partido Liberal de Chile.


� Ver documento de la BCN que se adjunta a este informe (página 97).


� Ver número 6 del capítulo I de este informe, página 14


� Ver oficios números 19 y 27 de la Comisión. Respuesta de la Fiscal Nacional (S) del Ministerio Público, señora Solange Huerta, por oficio N° 877, de fecha 24 de noviembre de 2014, dirigido al Presidente de la Comisión Investigadora.


� Informe de fiscalización y seguimiento – caso Cascadas, elaborado por la División Financiera de la Superintendencia de Pensiones, entregado a la Comisión en sesión 12ª. de 5 de noviembre de 2014, con carácter de documento reservado.


� Mayor explicación y detalle de los efectos de las operaciones cascadas en los fondos de pensiones se encuentra en el documento citado en nota al pie número 4 de este informe.


�Estudio realizado por el Observatorio Social del a Universidad Alberto Hurtado en conjunto con Chile Deportes, año 2007.





